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“En realidad, no podemos mediante ningún truco convertir 
una virtud pobre en una virtud rica y generosa, pero sí 
podemos volver a interpretar bellamente su pobreza como 
una necesidad, de tal forma que su mirada no nos haga más 
daño y que por su causa no tengamos que reprochar nada 
al destino”. 
 
Friedrich Wilhelm Nietzsche en La Ciencia Jovial 
 
“No existen estadísticas (ni podrá haberlas nunca) sobre los 
preceptos jurídicos que viven, los que nacen ya muertos y los 
que se mantienen unos años antes de terminar en el montón 
de la chatarra. La verdad es que el tiempo es el peor 
enemigo de las leyes, que la sociedad es a veces 
impenetrable a las innovaciones legislativas (…). Sea por una 
causa o por otra, el hecho es que algunos textos lingüísticos 
normativos se quedan dormidos, antes o después, en el 
papel de los Boletines Oficiales”. 
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A lo largo de la elaboración del presente trabajo, hemos tomado como referencia 
determinados hechos históricos que fundamentan la evolución de las instituciones 
jurídicas estudiadas en esta investigación; sin embargo, somos conscientes que en 
simultáneo se han ido produciendo otros acontecimientos, que ya no los podremos 
incluir y que serán objeto de análisis de quien tome la posta en un ulterior intento de 
continuar con nuestra investigación. 
 
El presente estudio parte de la premisa que el Derecho es una disciplina polivalente, 
la misma que para desarrollarse tiene que abarcar un panorama tan diverso que nos 
conduce a incursionar en diversas ramas del conocimiento humano como la 
Filosofía, Historia, Sociología, Economía, etc. En consideración con dicha idea, es 
que hemos recurrido al apoyo que nos proporcionan campos ajenos al Derecho, los 
mismos que se combinan y correlacionan con los hechos del pasado y que 
constituyen la historia. 
 
Toda sociedad se organiza en base a normas, las mismas que constituyen las reglas 
de juego para que se alcance un ambiente de paz y convivencia. Esta dinámica 
social posee un irrestricto vínculo que fue desarrollándose como producto de la 
obediencia y el respeto entre los ciudadanos y el gobierno local. Esa ha sido la mejor 
respuesta para que las poblaciones hayan encontrado a través de la municipalidad 
una forma de atender sus necesidades como comunidad.  
 
En la presente investigación, hemos podido identificar diversas etapas en el siglo 
XIX, durante el cual países como Francia, Italia, Inglaterra y España “descubrieron” 
la necesidad de encargar a sus respectivas municipalidades la prestación de 
servicios públicos de carácter económico como el gas natural, a instancias de 
descartar al sector privado que era considerado como un gestor malo, inoportuno y 
caro. 
 
Los sucesos acontecidos han ido formando el círculo de Uróboros, el mismo que se 
iniciaría cuando se adoptaron decisiones de liberalización de los servicios públicos, 
como una respuesta a los múltiples defectos o vicios de diversa índole que 
descalificaron la prestación de los servicios públicos por el ente municipal; para que 
luego de transcurrido un tiempo otras voces hayan empezado a formular críticas a 
los servicios liberalizados dando una mirada retrospectiva tendente a reconsiderar 
xiv 
 
las referidas decisiones, de manera que los servicios sean nuevamente asumidos 
por el ente municipal. 
 
En este trabajo, el lector podrá apreciar que la municipalización es una expresión 
que se gestó y desarrolló durante el siglo XIX, pese a ello, en nuestros días existen 
intelectuales que proponen el regreso de la prestación de los servicios públicos por 
parte de las municipalidades, sugiriendo la denominada “remunicipalización de los 
servicios públicos”, hecho que también puede ser ilustrado al hacer una analogía 
con la teoría del “eterno retorno de lo mismo” desarrollada por Friedrich Wilhelm 
Nietzsche, para quien la vida será vivida una eternidad de veces en el mismo orden 
sin que se produzcan variaciones. 
 
Nuestro cometido en esta tesis es analizar la pertinencia legal de la municipalización 
del servicio público de distribución de gas natural por red de ductos y si es 
conveniente jurídicamente en el ordenamiento jurídico peruano, o por el contrario, si 
existiría una aplicación incorrecta de dicha figura contraviniendo el actual régimen 
económico constitucional en el ordenamiento jurídico peruano. 
 
Este trabajo al incidir en el proceso de municipalización de los servicios públicos 
posee relevancia tanto desde una perspectiva teórica como práctica porque analiza 
los antecedentes y alcances teóricos de una expresión usada pero poco conocida a 
cabalidad en el ámbito legislativo y profesional del Derecho en el Perú. Por tanto, 
esta investigación no solo constituye un aporte en el ámbito académico sino que 
pretende además brindar la información y conocimiento a aquellos operadores del 
Derecho que actualmente recurren usar a instituciones jurídicas sin conocer los 
antecedentes así como posiblemente, sus alcances para luego proponer y crear 
políticas públicas. 
 
Es probable que exista cierto sector de la doctrina que rechace la utilidad práctica 
del conocimiento de dicho fenómeno, catalogándolo como figura “anacrónica” y 
“poco usada en el ordenamiento jurídico peruano”. En nuestra opinión, 
consideramos que por el contrario, es inevitable su conocimiento pues al ser esta 
una institución que se gestó en países con una tradición jurídica de origen 
continental, similar a la nuestra, es de suma importancia conocer sus alcances y 




El conocer los fundamentos teóricos y antecedentes de las instituciones jurídicas no 
constituye una exquisitez intelectual, por el contrario, su desconocimiento puede 
generar riesgos latentes o consecuencias nocivas para el ordenamiento jurídico. Por 
tanto, en el presente estudio, hemos escogido como eje central el servicio público de 
distribución de gas natural por red de ductos, por ser un Subsector que se ha visto 
impregnado de muchas propuestas políticas improvisadas al no haber sido 
estudiado a profundidad en el ámbito del Derecho Administrativo. 
 
Para alcanzar los objetivos planteados en la hipótesis de la presente tesis, hemos 
dividido el trabajo en cuatro capítulos: el primero versa sobre el contexto histórico de 
la municipalización de los servicios públicos; el segundo, sobre el régimen 
económico constitucional bajo cuyos principios y criterios se prestan los servicios 
públicos; el tercero, sobre la prestación del servicio público de distribución de gas 
natural por red de ductos y el último aborda la pertinencia legal de la 
municipalización del servicio público de distribución de gas natural por red de ductos 
a la luz del actual régimen económico constitucional. 
 
En aras de tener un acercamiento práctico al tema, en el cuarto capítulo 
estudiaremos la Ley N° 29496, “Ley de creación de empresas municipales 
encargadas de la prestación del servicio público de distribución de gas natural por 
red de ductos”, que nos servirá de ejemplo para analizar de manera ponderada 
cuáles son los límites de la municipalización en el ordenamiento jurídico peruano. 
Cabe resaltar que las conclusiones y recomendaciones a las que hemos arribado se 
encuentran vigentes y son válidas a pesar de los constantes cambios normativos 
vinculados a la política de la masificación del gas natural en el Perú. 
 
Ahora bien, creemos importante explicar en esta introducción al trabajo de 
investigación, el porqué del título con el que lo presentamos. El término 
“deconstrucción” de acuerdo con el Diccionario de la Real Academia Española, 
implica el desmontaje de un concepto o de una construcción intelectual por medio de 
su análisis, mostrando así contradicciones y ambigüedades.  
 
Partiendo entonces de este significado, (sin entrar en los matices filosóficos que se 
le atribuyen al término como los que explica Jacques Derrida), quisiéramos que el 
lector de la presente tesis, además de analizar la pertinencia de la municipalización 
a la luz del régimen económico contemplado en la Constitución vigente, pueda 
“deconstruir” la municipalización sometiéndola a un análisis crítico, de manera que 
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se despierte un interés dentro del campo académico, para que se inicie el debate y 
de ese modo, se saque del estado de ataraxia en el que se encuentran los 





MUNICIPALIZACIÓN DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS: GÉNESIS, 
FUNDAMENTOS, PRINCIPALES TEORÍAS Y REFERENCIAS 
 
1.1. Consideraciones generales 
Para PAREJO, el Derecho Administrativo puede clasificarse en dos partes: el 
Derecho Administrativo general y especial. El primero incluye a las instituciones, las 
técnicas y las regulaciones de aplicación en los distintos sectores de la acción 
administrativa y el segundo se refiere a cada uno de los ámbitos o sectores de la 
acción administrativa, delimitados en función de su contenido material1. 
 
El referido autor enfatiza que si bien esta división es útil en la medida que permite la 
sistematización del cambiante grupo de normas que integran el ordenamiento 
administrativo, no puede olvidarse que dicha división debe estar en permanente y 
estrecha relación, pues a través de las normas de diferentes sectores de acción 
administrativa, se produce la evolución del ordenamiento jurídico-administrativo que 
condiciona y determina la construcción de las instituciones jurídicas. Por lo tanto, 
advierte que para una comprensión cabal del alcance del Derecho Administrativo se 
requiere del conocimiento de su evolución histórica2. 
 
En coincidencia con la propuesta de PAREJO, el presente trabajo asume también 
esta división en su contenido, tal y como fue descrita en la parte introductoria y de lo 
que podrá hacer seguimiento el lector conforme vaya avanzando en su lectura desde 
lo general a lo específico.  
 
Creemos también importante mencionar la reflexión de VILLAR PALASÍ, para quien 
seguir al Derecho en el proceso histórico de las distintas etapas de su evolución 
permite conocer su nacimiento y los cambios producidos a través de las distintas 
técnicas jurídicas con que se ha ido enriqueciendo su contenido. De este modo, el 
Derecho objetivo, vigente en un determinado momento, resulta comprensible de una 
manera cabal. Con frecuencia, las técnicas nacidas en un momento histórico 
                                               
1  PAREJO ALFONSO, Luciano, Lecciones de Derecho Administrativo, Tirant lo Blanch, 5ª. edición 
revisada y actualizada, Valencia, 2012, pág. 20. 
 




determinado perviven discretamente en nuevos ordenamientos jurídicos que 
responden, muchas veces, a razones políticas e históricas radicalmente opuestas3. 
 
Basándonos en las ideas planteadas por PAREJO y VILLAR PALASÍ, pretendemos 
que a lo largo de la lectura de este primer capítulo el lector pueda estar familiarizado 
conceptualmente con lo que se comprende como Estado y municipio, pero 
manteniendo siempre la referencia de la evolución de los mismos, conforme ha ido 
transcurriendo el tiempo; y con lo que además podrá formar el criterio necesario para 
aceptar o descartar la pertinencia de la municipalización de los servicios públicos. 
  
1.2. Algunas perspectivas sobre el concepto de Estado 
El concepto de Estado ha sido y es estudiado desde una perspectiva política, 
antropológica, filosófica, sociológica, jurídica, entre otras. El Estado ha significado 
una variedad de conceptos que corresponden a diversas perspectivas de diferentes 
autores. En ese sentido, se lo considera como un ente abstracto producto de una 
creación intelectual destinada a nombrar a una creación social compleja producto de 
la cultura4. 
 
Es importante advertir que, si bien el estudio de la Teoría del Estado pertenece al 
terreno de la Ciencia Política o de la Sociología, el Derecho Administrativo, como 
rama del Derecho Público, estudia primordialmente la organización y la actuación del 
Estado en sus relaciones con los particulares, no puede prescindir de sus aspectos 
esenciales, en cuanto aquella significa el punto de sustento de sus instituciones y 
principios, como también de la actividad de la Administración Pública5. 
 
Lo expresado en el párrafo anterior encuentra sustento en la afirmación 
generalmente admitida que el Derecho Administrativo surge en los Estados 
occidentales con los movimientos sociopolíticos de corte constitucionalista, 
acontecidos durante el siglo XVIII, entre los que destacan la guerra de la 
independencia de los Estados Unidos y la Revolución francesa. Con anterioridad a 
esas fechas, existen antecedentes de Derecho Público y una organización 
burocrática al servicio de la Corona, pero no podía reconocerse la existencia de un 
                                               
3  VILLAR PALASÍ, José Luis, Derecho Administrativo, Tomo 1, Universidad de Madrid, Facultad de 
Derecho, Madrid, 1968, pág. 96. 
 
4  PERÍCOLA, María Alejandra, “El objeto de estudio de la Teoría del Estado”, En: Academia. Revista 
sobre enseñanza del Derecho, Año 11, N° 22, Buenos Aires, 2013, pág. 253. 
 
5  CASSAGNE, Juan Carlos, Derecho Administrativo, Tomo I, Palestra Editores, Lima, 2010, pág. 71.  
3 
 
Derecho Administrativo acorde con los principios que garantizan a esta rama ni 
tampoco de una Administración Pública conforme a los postulados de actuación que 
hoy le reconocemos como propios6. 
 
Conforme a lo señalado, en las líneas que siguen efectuaremos una revisión sucinta, 
desde la perspectiva de algunos de los campos que son diferentes al Derecho 
Administrativo. 
 
1.2.1. Perspectiva filosófica  
RODRÍGUEZ-ARANA ha señalado que el Estado es la comunidad de un pueblo 
asentado sobre un determinado territorio, dotado de poder de dominio para poner en 
marcha uno de sus principales fines: el “bien común”, entendido como la expresión 
filosófica del concepto jurídico–administrativo de interés general del Estado7. 
 
1.2.2. Perspectiva sociológica  
Para WEBER –citado por MATTEUCCI–, el Estado es una forma históricamente 
determinada de organización del poder o de las estructuras de la autoridad, marcada 
por el hecho que solo una instancia, cabalmente la estatal, tiene el monopolio 
legítimo de la constricción física8.  
 
1.2.3. Perspectiva instrumental  
Desde un punto de vista formal e instrumental, BOBBIO indica que el Estado es la 
condición necesaria para que en un territorio determinado haya un poder capaz de 
tomar decisiones y emitir mandatos obligatorios para todos los que lo habitan9. 
 
De las perspectivas presentadas, es importante anotar que efectuar abstracciones 
para cada uno de los campos antes expuestos exceden a los objetivos de la 
presente investigación, por lo que solo corresponde destacar la relevancia de todas 
                                               
6  GAMERO CASADO, Eduardo y FERNÁNDEZ RAMOS, Severiano, Manual Básico de Derecho 
Administrativo, Undécima Edición, Tecnos, Madrid, 2014, pág. 45. 
 
7  RODRÍGUEZ–ARANA MUÑOZ, Jaime, Interés General. Derecho Administrativo y Estado de 
Bienestar, lustel, Madrid, 2012, pág. 100. 
 
8  MATTEUCCI, Nicola, El Estado moderno. Léxico y exploraciones, Unión Editorial, Madrid, 2010, 
pág. 19. 
 
9  BOBBIO, Norberto, Estado, Gobierno y sociedad. Por una teoría general de la política, Fondo de 




aquellas como no excluyentes, y que por ser más bien concurrentes, nos facilitan a 
la hora de las adopciones de criterios sobre todo en la praxis legislativa y 
administrativa. 
 
1.3. Perspectiva jurídica  
El Estado, tal cual hoy se le conoce, es una forma histórica de organización política 
de la vida social, resultado de la cultura europeo-occidental. El Estado Moderno es 
una construcción que, como producto de un largo proceso de reintegración del poder 
político, se fragua en los siglos XV y XVI, afirmándose a través de la figura del 
príncipe10. 
 
En los siglos XVII y XVIII alcanza su plenitud, sobre todo con el éxito de las 
revoluciones liberales de fines del siglo XVIII y de la primera mitad del siglo XIX. 
También sufre profundas transformaciones, tanto en sus presupuestos como en su 
organización y funciones, reiniciando una nueva etapa de desarrollo y expansión 
bajo la forma del Estado Liberal de Derecho11. 
 
Entrado ya el siglo XX y tras la Segunda Guerra Mundial, las necesidades de 
intervención pública producidas por los dos grandes conflictos bélicos y la progresiva 
complejidad posterior de la vida social a resultas del desarrollo económico, científico 
y tecnológico, dieron lugar a la fórmula del Estado Social12. 
 
La conceptualización jurídica del término "Estado" ha ido variando y 
transformándose con el transcurso del tiempo. Inicialmente, el Estado13 no estuvo 
constituido como un sujeto de derecho, pues, solo después de un proceso histórico 
complejo (cuyo origen es la teoría organicista), fue considerado como tal14. 
 
                                               
10  PAREJO ALFONSO, L., Ob. cit., pág. 21. 
 
11  Loc. cit., ídem. 
 
12  Loc. cit., ídem.  
 
13  En lo que respecta a la personalidad del Estado, se ha dicho que debe prescindirse de las 
municipalidades, porque su personalidad surge concretamente en calidad de entidades autárquicas 
territoriales. Por ello, deberá excluirse del concepto de Estado las demás entidades autárquicas. En: 
MARIENHOFF, Miguel, Tratado de Derecho Administrativo, Tomo I, Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 
1970, pág. 356.  
 




Así, por ejemplo, durante la Baja Edad Media, se desarrollaron dos teorías: la de la 
Corona y la del Fisco. Ambas tuvieron un carácter complementario y representaron 
un avance importante en el proceso de personificación del Estado, es decir, del 
reconocimiento de este como persona jurídica capaz de adquirir derechos y, 
esencialmente, contraer obligaciones ante terceros15. 
 
Posteriormente, durante el siglo XIX, y de modo particular, en el caso del Estado 
alemán, se produjeron ciertos fenómenos jurídico-políticos que permitieron construir 
dogmáticamente el concepto de Estado ya con personalidad en términos jurídicos, 
reconociendo que el Estado era titular de la soberanía16. 
 
El aspecto jurídico del Estado ha sido abordado por ALZAMORA, quien ha señalado 
que la característica más destacada de este es su carácter jurídico, como sujeto de 
derecho propio, con capacidad de querer y actuar con su propia personalidad, lo que 
resulta de un proceso de organización jurídica bajo un poder supremo17.  
 
Del mismo modo, se considera al Estado como una estructura político-jurídica en la 
que concurren una serie de elementos cuantitativos y cualitativos que le dan forma y 
características propias. Estos elementos se dividen en dos grandes grupos: (i) 
elementos estructurales y (ii) elementos atributivos. Los primeros son aquellos que 
contribuyen a integrar la estructura orgánica e institucional que le confieren 
personería jurídica, mientras que los segundos son los que le dan carácter propio y 
específico a un Estado que establece jurisdicción y competencias18. 
 
Finalmente, y considerando lo indicado en los párrafos precedentes, podemos 
concluir que el Estado es un sujeto de derecho con una estructura de poder 
abstracto que se ha concebido desde diversas perspectivas a lo largo de la historia. 
Sin embargo, por cuestiones metodológicas, solo nos centraremos en las 
características más resaltantes del Estado Moderno, por ser la etapa a la que se 
refiere el periodo de municipalización de los servicios públicos. 
 
 
                                               
15  Loc. cit., pág. 540. 
 
16  Loc. cit., pág. 541. 
 





1.3.1. Estado Moderno 
Para MONTANER COSCULLUELA el Estado, como institución organizada de 
dominación política, es producto de la Edad Moderna, lo que representó un corte 
histórico decisivo en la organización política medieval19. Del mismo modo, el Estado 
Moderno, en palabras de JELLINEK, ha alcanzado la forma de una comunidad 
organizada, cuyas funciones se llevan a cabo mediante órganos que actúan 
conforme a la Constitución y mediante los que se puede establecer una limitación 
entre la comunidad y sus miembros20. 
 
Una característica esencial del Estado Moderno es que el poder es concebido como 
uno, diferenciándose de las distintas ramificaciones que pudieran tener sus 
funciones. Sobre este tema, SARRIA ha enfatizado lo siguiente: 
 
“No existen, en el Estado moderno, poderes públicos. El poder es uno, pero sus 
funciones se ejercen por distintas ramas, que a la vez se integran con varios 
órganos. El poder consiste en la capacidad jurídica para tomar decisiones (que crean 
situaciones jurídicas generales o individuales, o condicionan la aplicación de las 
primeras), con el respaldo de la fuerza física. Todo con miras a la organización, 
prestación y vigilancia o control de los servicios públicos”21. 
 
Del mismo modo, consideramos necesario resaltar que las funciones del Estado no 
se ejercerán atendiendo intereses particulares, sino, por el contrario, deberán ser 
para la atención de los intereses de la colectividad.22 Este concepto inspira y orienta 
la creación y existencia de todas las instituciones del Derecho Administrativo, como 
es el caso del servicio público. 
 
1.3.2. Estado de Derecho 
El término “Estado de Derecho”23 es producto del pensamiento ilustrado y liberador 
del hombre frente a la opresión, a través de la sujeción a la Ley preestablecida y el 
                                               
19  MONTANER COSCULLUELA, Luis, Manual de Derecho Administrativo, Civitas, Navarra, 2013, pág. 
21.  
 
20  JELLINEK, Georg, Teoría general del Estado, Fondo de Cultura Económica, México D.F., 2000, 
pág. 313. 
 
21  SARRIA, Eustorgio, Derecho Administrativo, 5ª edición, Temis, Bogotá, 1968, pág. 1. 
 
22  MARÍA DIEZ, Manuel, Manual de Derecho Administrativo, Plus Ultra, Buenos Aires, 1974, pág. 97. 
 
23  Para PALASÍ el Derecho Administrativo nace como consecuencia del Estado de Derecho. La 
expresión ‘Estado de Derecho’ implica la sujeción de los poderes del príncipe por la Ley, pero la Ley 
entendida de un modo distinto a como al que el Derecho Romano entendió; es decir, la Ley 
concebida como la primacía del Parlamento o del Cuerpo representativo sobre el príncipe. En: 




respeto de una serie de límites a través de los cuales se estableció la división de 
poderes. Dichos límites establecieron la independencia judicial, el control de la 
administración por los tribunales, el respeto a las Leyes y la seguridad jurídica24. 
 
El Estado de Derecho25 también se caracteriza por el respeto al principio de 
legalidad de la administración, de la supremacía y reserva de la Ley, de la protección 
de los ciudadanos mediante tribunales independientes y de la responsabilidad del 
Estado por actos ilícitos26. Este sometimiento no se limita al simple análisis formal, 
sino que también implica el reconocimiento de los derechos públicos subjetivos y el 
otorgamiento a los particulares de los medios idóneos para que actúen en defensa 
de estos27. 
 
Además de lo concerniente a los aspectos de análisis formal, debemos tener en 
consideración que el Estado de Derecho presenta diversas facetas, tanto políticas 
como económicas, que han logrado, a través del tiempo, su caracterización y 
configuración28. 
 
Si bien la literatura jurídica es copiosa al desarrollar las diversas etapas del Estado 
de Derecho, en términos generales, se puede indicar que las discusiones generadas 
sobre Estado Liberal o Estado Social se han centrado en la necesidad de identificar 
el rol que debía ejercer; es decir, si es acaso suficiente con que garantice la libertad 
de los individuos, actuando como árbitro de las disputas y permitiendo que la 
iniciativa privada impulse el desarrollo de la colectividad o si, por el contrario, debe 
ejercer el papel de propulsor mediante el cual trate de aminorar las diferencias que 
se dan en la sociedad propiciando un nivel mínimo de servicios29. 
 
 
                                               
24  RIVERO ORTEGA, Ricardo, Derecho Administrativo Económico, 6ª edición, Marcial Pons, Madrid, 
2013, págs. 117-118.  
 
25  El concepto “Estado de Derecho” fue acuñado por la doctrina alemana del primer período liberal, en 
el que se tienen como referencia los artículos 20° y 28° de la Ley Fundamental de Bonn. 
 
26  SANTAMARÍA PASTOR, Juan Alfonso, Principios de Derecho Administrativo general, Tomo I, lustel, 
Madrid, 2009, págs. 77-78. 
 
27  ENTRENA CUESTA, Rafael, Curso de Derecho Administrativo, Tecnos, Madrid, 1976, págs. 34-35. 
 
28  PLANAS SILVA, Pedro, El Estado moderno: Apuntes para una nueva biografía del Estado Social del 
Derecho, DESCO, Lima, 1993, pág. 18. 
 
29  BOREA ODRÍA, Alberto, Los elementos del Estado Moderno. Tratado de Derecho Constitucional, 




1.3.3. Estado Liberal 
Uno de los conceptos más importantes a lo largo de la historia de la teoría del 
Estado es el del Estado Liberal30. Las ideas de este modelo surgen después del 
triunfo de la Revolución francesa, hecho histórico inspirado en el pensamiento 
político liberal burgués31. Al respecto, FERRERO enfatiza lo siguiente: 
 
“El liberalismo es la expresión política de una concepción individualista del mundo. Su 
punto de partida es una verdad eterna: el valor absoluto de la persona humana; 
concibe la libertad como el medio de defender y hacer valer los atributos esenciales de 
la persona. El individualismo nació en la Edad Moderna, pues el mundo moderno se 
constituye sobre el principio de la individualidad […]”32. 
 
Los postulados del Estado Liberal sostuvieron que el Estado no debía interferir en el 
libre desenvolvimiento de las relaciones que tienen lugar dentro de la sociedad civil, 
sino solo limitarse a eliminar los obstáculos que pudieran existir. De esta manera, el 
Estado adquirió un carácter negativo de laissez faire33, pues la intervención de este 
en la economía era considerada como un elemento nocivo34. 
 
Respecto del tipo de prestaciones que se implementaron durante esta etapa, se 
puede resaltar que la Administración Pública pasó a prestar servicios a favor de los 
ciudadanos (como el de policía), sin trabas burocráticas para las actividades 
económicas que adquirieron nuevo auge con la Revolución Industrial35. 
                                               
30  Para FERNÁNDEZ RUIZ, los excesos del liberalismo generaron su descrédito y propiciaron la 
ocurrencia de tumultuosas manifestaciones de inconformidad contra la creciente desigualdad surgida 
en el régimen liberal, entre la burguesía dueña del capital y los obreros, los campesinos y, en general, 
las clases económicamente débiles de la sociedad. Esto se expresó en las revoluciones del siglo XIX, 
especialmente en las europeas que originaron cambios impregnados de un fuerte sentido social que 
dieron lugar a la aparición del Estado intervencionista, en el que se advierten tres tipos diferentes: el 
socialista, el fascista y el Estado de Bienestar. Vid. FERNÁNDEZ RUIZ, Jorge, Derecho administrativo 
y Administración Pública, Porrúa, México D.F., 2006, pág. 27. 
 
31  AMOEDO SOUTO, Carlos Alberto, Poder policial y Derecho Administrativo, Universidad da Coruña, 
Xaneiro, 2000, págs. 96-97. 
 
32  FERRERO Raúl, El liberalismo peruano. Contribución a una historia de las ideas. El Perú y los 
peruanos, Universidad Nacional Mayor de San Marcos, Lima, 2003, pág. 25. 
 
33  La expresión “laissez faire” se remonta a la época de Luis XIV, cuando un comerciante le suplicó al 
ministro del rey Colbert “laissez nous faire”. Más tarde esta expresión se popularizó entre los 
fisiócratas franceses en su lucha contra la economía muy regulada del viejo régimen. En: 
HIMMELAFARB, Gertrude, La idea de la pobreza. Inglaterra a principios de la época industrial, 
Fondo de Cultura Económica, México D.F., 1988, pág. 55. 
 
34  DESDENTADO DAROCA, Eva, Crisis de identidad del Derecho Administrativo: Privatización, huida 
de la regulación pública y administraciones independientes, Tirant lo Blanch, Valencia, 1999, págs. 
38-39. 
 





Siguiendo las opiniones mayoritarias36, podemos señalar que el Estado Liberal 
propugnó la salvaguarda de la libertad individual, de industria, de comercio y de 
propiedad, amparándose, al mismo tiempo, en la imprescriptibilidad de los derechos 
humanos enunciados en la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano 
de la Revolución Francesa37. 
 
En cuanto a las características del ordenamiento jurídico administrativo liberal, 
DESDENTADO38 ha señalado lo siguiente: 
 
“[…] el ordenamiento jurídico-administrativo liberal está compuesto 
fundamentalmente de normas de carácter abstracto y general que tienen por 
finalidad el establecimiento, conservación o restablecimiento de las condiciones de 
libertad, propiedad y seguridad necesarias para el funcionamiento de la economía de 
mercado, y la preservación de la actuación espontánea de los individuos que la 
componen como vía para la consecución del bienestar social”. 
 
Complementando lo indicado por la referida autora, podemos deducir que nos 
encontramos ante una administración ordenadora, que vigila el desempeño de la 
iniciativa privada dentro de la libertad de mercado así como de la seguridad 
individual y colectiva39. Cabe añadir que, a su vez, esta se caracterizó por la 
centralización, es decir, todos los asuntos administrativos dependían de un centro 
fundamental40. 
 
1.3.4. Estado Social o de Bienestar 
A fines del siglo XIX, la industrialización y la concentración de medios de producción 
fueron exigiendo cada vez más la intervención del Estado. Además, se empezaron a 
gestar ideologías nuevas que reclamaban la intervención directa del Estado en las 
relaciones sociales41. 
                                               
36  Nos parece oportuno resaltar que, así como el liberalismo surgió como la garantía de las libertades, 
también apareció como la filosofía de la clase burguesa, al punto que, para autores como Touchard, 
el Liberalismo no aseguró más que la libertad de la burguesía. TOUCHARD, Jean, Historia de las 
ideas políticas, Tecnos, Madrid, 1998, pág. 402. 
 
37  HALL, John A. e ILENBERRY, John G., El Estado, Alianza Editorial, Madrid, 1993, pág. 13. 
 
38  Loc. cit., pág. 41. 
 
39  DAPKEVICUS FLORES, Rubén, Manual de Derecho Público, Tomo I, Derecho Constitucional, 
Buenos Aires, 2007, págs. 101-102. 
 
40  GARCÍA-TREVIJANO FOS, José Antonio, Tratado de Derecho Administrativo, Tomo I, Revista de 
Derecho Privado, Madrid, 1964, pág. 32. 
 
41  MUÑOZ MACHADO, Santiago, Tratado de Derecho Administrativo y Derecho público general, Tomo 




A ello le podemos sumar la aparición de nuevos riesgos vinculados con el 
industrialismo42 de la época, que no podían ser afrontados por el mercado o los 
mecanismos tradicionales de reparación basados en la responsabilidad individual. 
En otras palabras, comenzó a extenderse la idea que el Estado era responsable de 
garantizar a los ciudadanos un mínimo de bienestar43. 
 
En este marco, a partir de la segunda mitad del siglo XX, el Welfare State o Estado 
de Bienestar se basó en la concepción de una administración comprometida con la 
protección de los ciudadanos frente a las fuerzas del mercado, regulando cada uno 
de los aspectos de la vida social que se consideran de interés general44. 
 
Cabe resaltar que el Estado Social es la denominación que los juristas le dan al 
denominado Estado de Bienestar o Welfare State. Para los economistas constituye 
un tipo de modelo de Estado prestador de bienes y servicios, garante de la 
denominada procura existencial, que se desarrolló en Europa entre los años 1930 y 
198045. 
 
A diferencia del Estado Liberal, a través del Estado de Bienestar se pretendió 
corregir las disfunciones detectadas por la vigencia de la economía de mercado, 
sistema al que se le atribuye la acentuación de las brechas en la sociedad. Así, se 
promovió la igualdad, buscando la eliminación de todas las diferencias para 
desaparecer las clases sociales. Siguiendo este propósito, se aseguró el acceso al 
bienestar económico y la mejora de las condiciones de vida de los ciudadanos46. 
 
Pese a que se destinaron esfuerzos para poder mantener vigente este modelo, se 
tuvo una percepción negativa generalizada sobre el modo en que el Estado 
                                               
42  En cuanto al industrialismo, SAY estableció la Ley de los mercados y afirmó que el Estado 
napoleónico era una amenaza para la libertad económica. Sus sucesores inmediatos conservan 
este recuerdo y la aprehensión de un peligro, en tanto que en Inglaterra se adoptaba rápidamente 
en el Estado una actitud de abstención que tranquilizó a los economistas. En: GONNARD, Rene, 
Historia de las Doctrinas Económicas, Traducción de J. Campo Moreno, Aguilar, Madrid, 1959, pág. 
310.  
 
43  KRESALJA, Baldo, “El rol del Estado y la gestión de los servicios públicos”, En: THEMIS, Revista de 
Derecho, Época 2, N° 39, Lima, 1998, pág. 54. 
 
44  HERRERA GUERRA, Carlos, La despublificación del Derecho Administrativo. El por qué y el cómo 
de la orfandad del administrado y usuario, Instituto Peruano de Estudios sobre Administración 
Pública y el Estado, Lima, 2003, pág. 11. 
 
45  ARIÑO ORTIZ, Gaspar, Principios de Derecho Público Económico (Modelo de Estado, Gestión 
Pública, Regulación Económica), Comares, Granada, 2004, pág. 87.  
 




gestionaba los servicios públicos y asistenciales; en consecuencia, se replanteó el 
viejo modelo de “Estado de Bienestar”47. 
 
En efecto, ante el surgimiento de esta crisis, se propugnó una reforma de las tareas 
del Estado. De esta manera, se propuso que, en lugar de gestionar y asumir la 
ejecución directa de las tareas empresariales, el Estado debía convertirse en 
regulador, árbitro, supervisor, fomentador de la iniciativa privada y no sustituidor, 
creador y defensor del mercado, tanto en la producción de bienes y servicios 
económicos, como culturales, sanitarios, etc.48 
 
Uno de los principales motivos que generó la crisis del Estado Social fue que este no 
pudo cumplir con sus compromisos. En consecuencia, se planteó la revisión de 
diversas tareas como, por ejemplo, los niveles de bienestar, modelos de gestión de 
servicios y sector empresarial49. 
 
Rebatiendo las afirmaciones de los críticos del Estado de Bienestar, se gestaron 
corrientes doctrinarias en defensa de los principios de este Estado, enfatizando que 
dicha crisis se produjo por un problema de recursos y de escasez, mas no por 
cuestiones ideológicas. Esta postura ha sido desarrollada por DE VEGA50, quien 
señala lo siguiente: 
 
“Es verdad que la crisis del Estado de bienestar estalla como un problema de 
recursos y de escasez. Pero no es lo menos que lo que tras ella se esconde, es la 
tremenda cuestión de cómo compaginar la lógica del Estado, que es la lógica del 
interés general, con la lógica del mercado y la competitividad, que no deja ser la 
lógica de los intereses individuales y egoístas de los particulares. Lo que significa 
que el interrogante a resolver no es otro que el de ¿cómo compaginar el logro de los 
intereses particulares con la satisfacción de los intereses generales en una situación 
definida por la mundialización, la expansión y el predominio del mercado, y en que el 
Estado pierde cada vez de forma más alarmante su protagonismo?”. 
 
Sin perjuicio del debate académico y valoración positiva o negativa que se pudiera 
tener respecto de la eficacia y pertinencia del Estado de Bienestar en Europa, 
                                               
47  ARIÑO ORTIZ, Gaspar, Economía y Estado. Crisis y reforma del sector público, Marcial Pons, 
Madrid, 1993, pág. 26. 
 
48  Loc. cit., pág. 107. 
 
49  ARIÑO ORTIZ, G., Ob. cit., págs. 102-103. 
 
50  DE VEGA GARCÍA, Pedro, “Neoliberalismo y Estado”, En: Pensamiento Constitucional, Año IV, N°. 




podemos concluir que el Estado Liberal se vio sustituido por un Estado interventor, 
estructurador del orden social y de las prestaciones51. 
 
    A continuación,  pasaremos a revisar una de las teorías preponderantes promovidas 
entre la década de los años treinta y de los cincuenta del siglo XX, por el 
iuspublicista alemán FORSTHOFF quien criticó el Estado de Derecho y el Estado 
Social partiendo del enunciado de la “Procura existencial”. 
 
1.3.4.1. Procura existencial del Estado, la tesis de Forsthoff  
FORSTHOFF ha señalado, en su obra El Estado de la sociedad industrial, que el 
hombre moderno vive formas artificiales de existencia y está destinado a los 
cuidados, es decir, a la procura existencial. Como consecuencia de ello, el Estado ya 
no puede ser objeto de ideologías políticas, sino que deberá subordinarse a un 
interés primario, es decir, a los sistemas prestacionales52. 
 
Los factores que aseguran la estabilidad del sistema social se reparten actualmente 
entre el Estado y la sociedad industrial, pero el peso preferentemente descansa 
sobre esta última. Por ello, el autor señala a manera de ejemplo el contexto de la 
República Federal con la sociedad industrial53. 
 
La profesora MAGALDI, en su obra Procura existencial, Estado de Derecho y Estado 
Social, ha descrito con detalle el desarrollo doctrinario que alentó a FORSTHOFF. 
Este iuspublicista alemán experimentó vivencialmente el Estado imperial del siglo 
XIX. Durante su vida, observó y estudió la transformación del Estado monárquico en 
una democracia de masas. Luego, presenció el período weimeriano con la 
ascensión de Hitler hasta la post Segunda Guerra en 1945.  
 
Posteriormente, fue testigo de la instauración de la Constitución de Bonn, cuando se 
declaró el Estado Social como concepción divergente del Estado de Bienestar, y del 
Estado de Derecho Liberal54. 
                                               
51  DESDENTADO DAROCA, E., Ob. cit., pág. 50. 
 
52  FORSTHOFF, Ernst. El Estado de la sociedad industrial, Fundación Coloquio Jurídico Europeo, 
Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 2013, pág. 13. 
 
53  Loc. cit., pág. 124. 
 
54  Para mayor información confróntese: MAGALDI, Nuria. Procura existencial, Estado de Derecho y 
Estado Social. Serie de Teoría Jurídica y Filosofía del Derecho, Universidad del Externado de 
Colombia, N° 48, Colombia, 2007. 
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Mencionamos el tema de la procura existencial tangencialmente al objeto del 
presente trabajo, porque, desde esta concepción, se le atribuye al Estado la 
actividad de proporcionar toda aquella prestación que es esencial para la existencia 
del individuo, como consecuencia de la transición desde una sociedad agraria a una 
sociedad industrializada.  
 
Debemos, en consecuencia, partir de la hipótesis que el Estado Social se manifiesta 
en la Constitución y diverge del Estado de Derecho en cuanto a la protección de los 
derechos sociales, como producto de la participación del individuo en la acción del 
Estado prestador. El Estado de Derecho se circunscribe con prioridad a la protección 
de los derechos individuales y solo reconoce la participación del Estado prestador en 
su condición subsidiaria55. 
 
Al respecto, MAGALDI ha descrito cómo es que FORSTHOFF previene la 
posibilidad del exceso de poder del Estado Social cuando maneja las prestaciones 
que requieren las personas para su sobrevivencia, y puede condicionarlas a su 
sometimiento y obediencia. Para ello sugiere como válvula de escape la relación 
jurídico-pública que, por debajo de la Constitución, regule las prestaciones o procura 
existencial56. 
 
1.3.5. Estado Constitucional de Derecho 
Durante la etapa del Estado de Derecho, la Constitución inspirada en el principio de 
legalidad y del rol jerárquico de la Ley en el ordenamiento jurídico era entendida 
como una mera norma política carente de contenido jurídico vinculante, y compuesta 
únicamente por una serie de disposiciones referentes a la labor de los poderes 
públicos57. 
 
Posteriormente, dicha perspectiva fue cambiando con el Estado Constitucional, 
donde la Ley, por primera vez en la época moderna, viene sometida a una relación 
                                                                                                                                      
 
55  MAGALDI, Nuria. Procura existencial, Estado de Derecho y Estado Social. Serie de Teoría Jurídica y 
Filosofía del Derecho, Universidad del Externado de Colombia, N° 48, Colombia, 2007, pág. 149. 
 
56  Loc. cit., pág. 126. 
 
57  LANDA, César, La constitucionalización del derecho peruano. En: Revista de Derecho PUCP, N° 




de adecuación, y por tanto, de subordinación a un estrato más alto de Derecho 
establecido por la Constitución58. 
 
El Estado Constitucional de Derecho ha cobrado relevancia en el Perú en los últimos 
años de la República, ello nos permite tener una interpretación más amplia, flexible y 
garantista de las instituciones jurídicas, como es el caso de los servicios públicos y 
consecuentemente, la municipalización de los mismos. 
 
1.3.6. Estado Garante 
Otra expresión empleada en la doctrina moderna del Derecho Administrativo es el 
concepto de Estado Garante. Al respecto, PARDO señala que este Estado es 
concebido como una alternativa a la Administración prestacional, siendo su principal 
responsabilidad la de garantizar las prestaciones por parte del sector privado, el 
mismo que se ha ido fortaleciendo y racionalizando en los últimos tiempos59. 
 
Del mismo modo, recalca que el Estado Garante tiene un carácter exclusivamente 
instrumental: no es un fin en sí mismo, sino que pretende ser otro modo y otro medio 
de realización del Estado Social y de cumplimiento de sus objetivos60. La idea del 
Estado Garante se gesta en el entorno de la crisis de sostenibilidad del Estado 
Social y como alternativa del Estado prestacional61. 
 
Para esta teoría, las funciones del Estado se caracterizan, en adición a las de 
dirección, ordenación, prestación y garantía, por las funciones de prevención general 
de riesgos; regulación de sectores económicos; y, en general, organización, 
planificación, coordinación en las actividades sociales y privadas62. 
 
Para PARDO, el cambio en el papel que el Estado tuvo durante la mayor parte del 
siglo pasado, en su condición de principal responsable de la provisión de los bienes 
                                               
58  Del Estado de Derecho al Estado Constitucional, ZAGREBELSKY, Gustavo, pág. 12. Disponible en: 
https://edwinfigueroag.files.wordpress.com/2013/03/del-estado-de-derecho-al-estado-constitucional-
gustavo-zagrebelsky.pdf (visitado el 09.08.2016).  
 
59  PARDO, Esteve, “La administración garante. Una aproximación”, En: Revista de Administración 
Pública, N° 197, 2015, Madrid, mayo-agosto, pág. 39. 
 
60  PARDO, E., Ob. cit., pág. 21. 
 
61  PARDO, E., Ob. cit., pág. 22. 
 
62  PAREJO ALFONSO, Luciano, “Estado y procesos de cambio. Del Estado prestacional al garante de 




y servicios básicos a la sociedad, fue el de trasladar su prestación a los actores del 
mercado, en aras de una pretendida mayor eficiencia y racionalidad supeditada a 
criterios de rentabilidad por parte de los nuevos prestadores. Este cambio ha puesto 
una gran interrogante sobre la capacidad de este para continuar asegurando el 
cumplimiento de los objetivos pretendidos con el Estado Social de Derecho63. 
 
El cambio descrito por este autor, constituye una opinión que reaviva el debate sobre 
el rol empresarial y la capacidad de injerencia del Estado en la economía, y por otra 
parte, nos proporcionará algunos elementos que nos ayudarán para evaluar la 
pertinencia de la municipalización del servicio público de distribución de gas natural 
por red de ductos en el ordenamiento jurídico, puesto que durante los últimos años 
se ha propuesto la creación de empresas municipales encargadas de prestar este 
servicio público con la finalidad de contribuir con la masificación del gas natural, 
tema que será abordado cuarto capítulo. 
 
Luego de haber revisado varios conceptos que definen al Estado, es conveniente 
evaluar de la misma manera algunas consideraciones respecto del municipio, por 
ser el ámbito dentro del que se ubica este estudio; lo que nos exige conocer 
brevemente su historia y cómo, en el transcurso de ella se fue destacando como un 
ente prestador de servicios públicos; hecho que se relaciona directamente con la 
municipalización de los servicios públicos y que al mismo tiempo motiva la presente 
investigación. 
 
1.4. Génesis del municipio 
La palabra “municipio” se remonta a los tiempos del Imperio Romano. En aquella 
época, municipium designaba la ciudad principal y libre que se gobernaba por sus 
propias Leyes y cuyos vecinos podían tener los mismos derechos que en la ciudad 
de Roma64. 
 
Sobre sus orígenes, se ha señalado que los municipios fueron originariamente 
formaciones o agrupaciones sociales que se gestaron antes65 que existiera 
                                               
63  RESTREPO MEDINA, Manuel. Adaptación del modelo de Estado y del derecho nacional a la 
globalización económica y compatibilización con la vigencia del Estado Social de derecho, Opinión 
Jurídica, Vol. 11, N° 21, pp. 73-82, Medellín, Colombia. pág. 81. 
 
64  DÍAZ PALACIOS, Julio, Municipio: Democracia y desarrollo, CIDAP, IPADEL, LABOR-ILO, TAREA, 
Lima, 1990, pág. 25.  
 
65  Una de las principales teorías fue el Iusnaturalismo. 
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formalmente el Estado, pues, inicialmente, no se les consideró como parte de la 
estructura estatal que se formaba en torno a la monarquía, el ejército, la justicia, la 
diplomacia y fuerzas de seguridad66. Recién con la formación de las corporaciones 
(cuyos miembros eran los propios habitantes o componentes de la comunidad 
municipal), se llevó a cabo un paso importante en lo que respecta a la génesis del 
municipio, ya que las corporaciones se convirtieron en administraciones públicas67. 
 
Posteriormente, durante el siglo XIX en Europa, el municipio, como unidad política, 
se ubicó en toda aldea, burgo, pueblo, villa y ciudad que existiera, siempre cerca del 
ciudadano urbano. En cambio, en el caso de América Latina, el municipio colonial 
sobrevivió a la gesta emancipadora, continuó, así, la gestión edilicia tal como había 
sido trasplantada desde Europa, con la jurisdicción territorial de las antiguas 
provincias coloniales, muy lejos del actuar y de la iniciativa ciudadana68. 
 
A principios del siglo XIX, el municipio no estaba debidamente preparado para recibir 
nuevas obligaciones. En efecto, el municipio era la representación establecida por 
asambleas más o menos directamente elegidas por los vecinos o designadas por el 
poder central, pero sin libertad de actuación y con un mayor sentido político que 
administrativo69. 
 
Ahora bien, por cuestiones metodológicas, consideramos oportuno hacer hincapié 
en la concepción moderna de lo que se entiende por municipio, sin ahondar más en 




                                                                                                                                      
 
66  ESTEVE PARDO, José, “La posición constitucional de la administración local y su sistema de 
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67  Loc. cit., ídem. 
 
68  BREWER–CARÍAS, Allan, Derecho Administrativo, Tomo II, Universidad Externado de Colombia, 
Bogotá, 2005, pág. 307. 
 
69  IBÁÑEZ PAPELL, Emilio, Servicios públicos municipales: organización y aspectos económicos: con 
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1.4.1. Consideraciones generales sobre el municipio en la organización del 
Estado Moderno 
La Administración Pública está conformada por un conjunto de organismos, los 
mismos que forman parte del poder ejecutivo en sus tres niveles: nacional 
(presidencia de la República), regional (gobierno regional) y local (alcaldes 
provinciales y distritales). Cabe precisar que todos los niveles de gobierno 
mencionados son entidades públicas no solo administrativas, sino también políticas 
porque sus autoridades son elegidas mediante sufragio70. 
 
En consecuencia, el municipio adquiere autoridad de gobierno local, y sus 
competencias y atribuciones están perfectamente establecidas por la Ley. Más aún, 
su importancia radica en que es el ente de gobierno que más cercano se encuentra 
a los ciudadanos que constituyen una comunidad. 
 
1.4.2. El municipio: aspectos y conceptos preliminares que nos permitirán 
comprender la municipalización de los servicios públicos 
Los municipios existen en tanto el ordenamiento jurídico los crea y reconoce. Dicha 
creación o reconocimiento es efectuada tan solo cuando concurren los presupuestos 
y requisitos exigidos por aquel. Por ello, para ENTRENA CUESTA, una vez creados 
o reconocidos no podrían modificarse dado que las funciones que ejercen les vienen 
asignadas por el Derecho positivo71. 
 
Para ALESSI, el municipio es, por su extensión, el menor de los entes territoriales, 
pero por la importancia de sus funciones y por su raigambre es el mayor. 
Efectivamente, son muy variadas las funciones que el municipio desarrolla, las 
mismas que pueden ser obligatorias o facultativas72. Por un lado, entre las funciones 
obligatorias, menciona las relativas a la higiene, a la beneficencia pública, al 
serenazgo, como fuerza de apoyo para converger con la policía nacional en su 
misión de garantizar la seguridad ciudadana y el orden público, la policía local, entre 
otras. Resalta que estas funciones le han sido atribuidas al municipio, porque se 
                                               
70  DANÓS ORDÓÑEZ, Jorge, “La Constitucionalización de la Administración Pública”, En: Revista 
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edición, Tecnos, Madrid, 1984, pág. 208. 
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consideró que estas se desarrollarían mejor si se confían a un ente de carácter 
local73. 
 
Por otro lado, entre las funciones de carácter facultativo, menciona a los servicios 
públicos, como la iluminación, la distribución del gas y del agua potable, etc. 
Respecto a la prestación de estos servicios, acota que los municipios podrían 
organizarse en entidades autónomas que poseen una administración separada así 
como personal sometido a un estatuto jurídico especial74. 
 
1.4.3. Consideraciones generales respecto a las competencias del municipio 
Las competencias del municipio están debidamente establecidas en las Leyes 
pertinentes al amparo de las cuales mantienen su existencia en el ámbito 
administrativo de las ciudades en general. 
 
Sobre este tema, RÁZURI señala que existen tres tipos de competencias: (i) el 
sistema de listado de competencias, (ii) el sistema de competencias genéricas, y (iii) 
el sistema dual o mixto. El primero refiere a una enumeración casuística, poderes y 
atribuciones enumerados; el segundo, a una delimitación de competencias 
municipales sin enumeraciones; y el tercero combina las dos fórmulas antes 
señaladas, es decir, enumera las competencias pero deja abierta la posibilidad de 
aplicar competencia genérica, con lo cual el municipio puede realizar otras funciones 
además de las mencionadas taxativamente. Sobre el particular, cabe precisar que 
tanto el Perú como España aplican el sistema dual o mixto75. 
 
A manera de ilustración, mencionaremos algunas competencias que fueron 
estudiadas en algunas publicaciones siglos atrás, en particular, en las 
investigaciones del maestro español GASCÓN Y MARÍN. 
 
Así pues, encontramos que en Alemania, los municipios asumieron un rol importante 
en favor de la clase obrera. Como afirma GASCÓN Y MARÍN, los municipios 
alemanes favorecían a la clase obrera construyendo, por ejemplo, sus viviendas, 
específicamente en Düsseldorf, Estrasburgo, Carlsruhe, Ulm, etc. Otros municipios, 
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por ejemplo, establecieron servicios de inspección de los alojamientos y adoptaron 
políticas de crédito para apoyar la gestión de sociedades particulares76. 
 
En Inglaterra, encontramos municipios preocupados en la sanidad y salud pública, 
aún a costa de ocasionar déficit en la ejecución de sus presupuestos, 
implementando políticas, que se pueden apreciar en la siguiente frase de GASCÓN 
Y MARÍN77: “[…] mereciendo elogios el acuerdo adoptado en Liverpool de que los 
inspectores de sanidad pudieran entregar gratis tickets para utilizar los 
establecimientos, balnearios a los pobres y el de permitir que se bañen gratis los 
menores de quince años en pilas de natación, después de una limpieza con jabón y 
agua caliente”. 
 
Igualmente, en Inglaterra encontramos un caso de prestación de servicio de 
suministro de leche a través de las llamadas gotas de leche sobre las que GASCÓN 
Y MARÍN reseña que el municipio inglés de St. Helens, en 1899, tomó a su cargo la 
venta de leche esterilizada por haber observado que allí donde se había ensayado 
su uso por instalaciones especialmente organizadas para favorecer la alimentación 
de los recién nacidos, la mortalidad había disminuido78. 
 
En Austria también encontramos un caso singular de prestación de servicios 
inspirado en la lucha contra el trust de productores de vino, GASCÓN Y MARÍN hace 
referencia a la cantina municipal de Viena, establecida para combatir el trust 
formado por los vendedores particulares79. 
 
Para los municipios siempre ha existido una natural inclinación al servicio de la 
ciudad. Pero, por otra parte, también han estado sometidos a la crítica propiciada 
por sus detractores, que discreparon abiertamente con quienes abogaron por su 
conveniencia y sus bondades, lo que ejemplificamos con la siguiente reflexión de 
GASCÓN Y MARÍN: “Contra la intervención municipal encargándose de elaborar el 
pan se dice que no es industria que reúna los caracteres de las que más 
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77  Loc. cit., pág. 225.  
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generalmente se han municipalizado, sino, por el contrario, debe ser dejada al 
comercio libre […]”80. 
 
Del mismo modo, los municipios llegaron a calificar a las cantinas como un servicio 
público81. Sobre este tema menciona GASCÓN Y MARÍN que el fabianismo 
reclamaba la intervención municipal en el comercio de “bebidas espirituosas” con la 
finalidad de evitar el alcoholismo y tutelar la salud pública. Al respecto, enfatiza que 
en aquella época era importante reducir el consumo de alcohol en bebidas a sus 
justas proporciones y el que se consuma debía ser de buena calidad. Para lograr 
ambas cosas no se creía eficaz la inspección de las autoridades y por ello, se pedía 
la sustitución del comercio particular por el municipal82. 
 
También menciona GASCÓN Y MARÍN que el municipio alimentaba y vestía a los 
niños colocándose en el lugar de la familia individual empobrecida y desorganizada 
por la producción capitalista83, y agrega84 contradictoriamente: 
 
“Al intentar en 1894 ROUBAIX establecer su farmacia municipal, fue combatido el 
proyecto por considerarse como intento de colectivismo. M. Dupuy sostuvo que era 
“el primer paso en este camino”, que el darlo costaría muy caro, pues sucumbirían 
instituciones, costumbres, la sociedad misma fundada sobre la libertad y la propiedad 
individual […] tras la farmacia vendría la panadería, la carnicería, la zapatería, la 
especiería municipales”. 
 
De las reseñas antes expuestas podemos apreciar los diversos servicios que 
prestaron los municipios siendo algunos hasta pintorescos como el de establecer las 
cantinas municipales. Estos pasajes, sin duda alguna ilustran cómo fue 
plasmándose en una praxis elemental y a veces anecdótica el interés prestacional 
del ente municipal que data desde tiempos que corresponden al siglo XIX. Estos 
hechos nos permitirán reflexionar y analizar si actualmente, y en una Economía 
Social de Mercado cuyo Estado tiende a ser más bien un garante y no un prestador, 
sería pertinente que se implante la municipalización del servicio público de 
distribución de gas natural por red de ductos. 
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1.4.4. Concepción moderna del municipio 
Los cambios urbanos, provenientes del crecimiento demográfico y la 
industrialización, han ido generando a través del tiempo modificaciones en el 
concepto del ente municipal, ligados a la implementación de nuevas competencias y 
atribuciones en concordancia con la consolidación de la “gran ciudad”, distinta del 
centro poblado que existía antes que se produjera la migración del campo a la 
ciudad. 
 
Para GARCÍA BELAÚNDE, actualmente, el municipio se articula dentro de la 
estructura del Estado, cumpliendo sus propios fines, además, acatando los límites 
fijados por el Estado y no aquellos que motu proprio él quisiera darse. Ello implica, 
desde luego, que el municipio actual ya no decide por sí solo sobre su destino, sino 
que lo hace respetando las pautas dadas por el Estado. En otras palabras, tiene 
libertad de movimiento y fines propios, pero su autonomía queda limitada a un marco 
legal, en el cual se fijan sus competencias, atribuciones y limitaciones85. 
 
Hoy en día hablar de municipio en el Perú implica que este deba actuar de acuerdo 
con las competencias que la Ley Orgánica de Municipalidades, Ley N° 27972, y la 
Constitución vigente le otorgan. 
 
En definitiva el concepto de municipio como parte de la Administración Pública 
dentro del ámbito donde ejerce jurisdicción conlleva una dinámica que proviene de 
ajustes, en razón de nuevas competencias o atribuciones que se le puedan asignar 
para atender la demanda de la población, especialmente urbana, dentro de los 
parámetros que la Ley y la Constitución establecen.  
 
1.4.5. Algunas de las actividades o servicios prestados por el municipio 
Además de las competencias y atribuciones que nos ilustran los pasajes 
mencionados por GASCÓN Y MARÍN, podemos citar otras actividades que el 
municipio también ejerce en el campo de la policía administrativa, en el ámbito 
económico y en el de la gestión de intereses locales. 
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1.4.5.1. Actividad de policía administrativa 
Una actividad característica del municipio es la de policía administrativa. Al respecto, 
FODÉRÉ ha señalado que la autoridad municipal tiene el derecho y el deber de 
asegurar en los lugares públicos la conservación del orden y el goce de los derechos 
comunes86. 
 
Por ejemplo, en la Europa continental estuvo muy arraigado el título de policía 
administrativa. Dicho título se empleó para situar bajo el dominio de la 
administración servicios como el alumbrado público, puesto que se argumentaba 
que era necesario para mantener la seguridad por la noche, en las calles. Lo mismo 
ocurría con el abastecimiento de agua a las ciudades, al que se le atribuía una gran 
importancia por razones de seguridad, pues se consideraba imprescindible para 
sofocar los incendios87. 
 
Pese a que tuvo un rol importante, la finalidad de la actividad de policía fue 
desnaturalizándose, por tal razón, se fue abriendo paso, ya en el siglo XX, a la idea 
de servicio público. Para GODOS RÁZURI, en la actualidad, al municipio ya no se le 
conoce como un ente gendarme que atiende únicamente aspectos o deberes de 
policía, sino que además es visto como un ente jurídico social que tiene en cuenta 
los intereses económicos tanto locales como sociales y el desarrollo local88. 
 
1.4.5.2. Actividades económicas, comerciales o industriales  
Los municipios también tienen una arraigada tradición en el ejercicio de actividades 
económicas, comerciales e industriales. Al respecto, CARRANDE, citado por 
MARTÍN-RETORTILLO BAQUES, considera que el municipio siempre participó de 
modo directo, aportando bienes que producía o servicios que directamente prestaba 
en el mercado, como es el caso del servicio público de transporte89. Sin embargo, 
las corporaciones locales, de servicios de tipo industrial o comercial, se manifestaron 
                                               
86  FODÉRÉ, Pradier, Curso de Derecho Administrativo, Lima, 1875, págs. 416-417. 
 
87  ESTEVE PARDO, José, La actividad administrativa de prestación y de   servicio público. Lecciones 
de Derecho Administrativo, 3ª edición, Marcial Pons, Barcelona, 2013, pág. 426. 
 
88  GODOS RÁZURI, V., Ob. cit., pág. 13. 
 
89  MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, Sebastián, Derecho Administrativo Económico I, La Ley, Madrid, 




en contra de la administración directa de los municipios, por considerar que la 
entidad municipal no sería idónea para la industria90. 
Lo señalado por ambos autores, tiene relevancia para nuestra investigación porque 
constituye un precedente que debe tenerse en cuenta a la hora de hacer el análisis 
de lo dispuesto mediante la Ley N° 29496, “Ley de creación de empresas 
municipales encargadas de la prestación del servicio público de distribución de gas 
natural por red de ductos que proponen la prestación directa del servicio público de 
suministro de gas natural por red de ductos en el ámbito de las municipalidades 
distritales y provinciales”, cuya pertinencia será analizada en el cuarto capítulo de la 
presente tesis. 
 
1.4.5.3. Gestión y organización de intereses locales de la comunidad 
De acuerdo con BERMEJO, el municipio constituye la instancia administrativa y 
política más cercana a los ciudadanos, no solo por la proximidad sino por razones 
vinculadas a la identidad de intereses comunes a alcanzar y a la inmediatez de las 
actividades y los servicios prestados91. 
 
Por su parte, MARTÍN MATEO considera que el municipio es un ente público de 
carácter territorial, que tiene por objeto la consecución y defensa de los intereses 
locales. Si bien ha existido una polémica sobre el carácter natural92 o legal de este 
(es decir, sobre si fue creado por la Ley o si existía antes de ser objeto de 
consideración por parte del legislador), desde un punto de vista jurídico, el municipio, 
solo en cuanto esté contemplado por la Ley que lo crea, podrá ser integrante de la 
administración93. 
 
                                               
90  IBÁÑEZ PAPELL, E., Ob. cit., pág. 17. 
 
91  BERMEJO VERA, José, Derecho Administrativo Básico. Parte general, Civitas, Navarra, 2013, 
pág.167. 
 
92  El criterio iusnaturalista se basó en la existencia de una materia genuinamente municipal, totalmente 
diferenciada de la que pertenece al Estado, que constituye el contenido necesario del municipio. 
Sobre el particular, Albi advierte que, si no existiera esa competencia privativa, la doctrina 
iusnaturalista se desmoronaría, puesto que no podría comprenderse una personalidad sin fines. 
ALBI CHOLBI, Fernando, “La crisis del concepto de municipio como entidad natural”, En: Revista de 
Estudios de la Vida Local, N° 5, Madrid, 1942, pág. 19. 
 





De igual manera, ESCOBAR ARAUJO ha señalado que el municipio constituye una 
manifestación del fenómeno organizacional94. En este sentido, tiene como objetivo 
promover el ambiente social, económico, político y cultural que permite a todos los 
grupos tomar conciencia sobre la necesidad de organizarse y trabajar por su 
desarrollo95. 
 
Inclusive, el municipio ha sido considerado como una cédula creada en razón de la 
satisfacción y agrupación de las necesidades locales96; sin embargo, esta 
concepción ha ido tomando forma a medida que se han ido consolidado las 
funciones y competencias derivadas de los cambios históricos, como sucedió con el 
proceso de municipalización de los servicios públicos, tema que será revisado a 
continuación. 
 
1.5. Génesis y conceptualización de la municipalización de los servicios 
públicos  
En líneas generales, podemos señalar que la municipalización de los servicios 
públicos es un suceso histórico, cuya concepción ha ido variando como 
consecuencia de los cambios jurídicos, históricos, sociales y económicos de cada 
sociedad97. Para alcanzar un concepto cabal del fenómeno de la municipalización es 
necesario que este se analice desde una perspectiva multidisciplinaria; sin embargo, 
debemos reiterar que nuestro enfoque a lo largo de la presente investigación sólo se 
ha circunscrito al ámbito jurídico. 
 
1.5.1. Municipalización de los servicios públicos durante el siglo XIX 
Desde siglos atrás, se ha considerado que el Estado debía asegurar la satisfacción 
de ciertas necesidades de la población por mandato directo o indirecto de la 
                                               
94  ESCOBAR ARAUJO, José Alfredo, “El municipio, ¿organismo inoperante o gestor del desarrollo?”, 
Tesis de la Pontificia Universidad Javeriana, 1989, pág. 297.  
 
95  Loc. cit., ídem. 
 
96  VIDAL PERDOMO, Jaime, Derecho administrativo, Themis Editorial, Buenos Aires, 1985, pág. 139. 
 
97  Para el desarrollo de este acápite, hemos tenido que recurrir a doctrina extranjera, caso en el que la 
municipalización de los servicios públicos evolucionó considerablemente a diferencia de lo ocurrido 




Constitución. De esta manera, garantizaría la libertad y dignidad humana y en 
consecuencia, fortalecería derechos sociales e individuales de la colectividad98. 
 
En este contexto, los poderes públicos debían actuar para remover los obstáculos de 
orden económico o social. Le concernía, por tanto, la atribución por parte de la Ley 
al Estado o al ente local de la titularidad de los servicios idóneos, para satisfacer 
aquellas necesidades o la autónoma decisión de la asunción del servicio por parte 
del poder público permitida por la Ley99, como lo es la asunción de los servicios 
públicos, cuyo proceso es llamado municipalización100. 
 
Durante la segunda mitad del siglo XIX, la sociedad europea pasó por un proceso 
histórico de expansión e imposición de sus patrones políticos, culturales y 
económicos al resto del mundo. Este periodo se caracterizó por la industrialización, 
el progreso científico, la urbanización, etc.101 Así, durante el siglo XIX, en el mundo 
occidental, se produjo un gran desarrollo urbano. Esto generó que muchas ciudades 
experimentaran la necesidad de abastecimiento de muchos servicios como agua, 
energía, alumbrado público, recojo de basura, redes de saneamiento y de 
alcantarillado, transporte público, etc.102 
 
Al respecto, GARCÍA DE ENTERRÍA ha señalado que una de las circunstancias 
específicas que dieron lugar a la eclosión de la tendencia municipalizadora fue la 
aparición del fenómeno de las grandes concentraciones urbanas como 
consecuencia de la Revolución Industrial y la aplicación a sus problemas derivados 
de los nuevos medios técnicos disponibles103. 
 
Así, el progresivo acrecentamiento de la población, sobre todo, en los centros 
industriales y el aumento correlativo de las necesidades sociales incrementaron la 
                                               
98  SORACE, Doménico, Estado y Servicios Públicos. La perspectiva Europea, Traducción del italiano 
de Eugenia Ariano Deho, Palestra Editores, Lima, 2006, págs. 19-20. 
 
99  Al respecto, cabe precisar que la Ley de 1903 aprobó la municipalización de los servicios públicos 
en Italia. 
 
100  SORACE, D., Loc. cit., ídem. 
 
101  BERNALES BALLESTEROS, Enrique, “El desarrollo del Estado Liberal”, En: BERNALES 
BALLESTEROS, E., RUBIO CORREA, M., Y MADALENGOITIA U., L., Burguesía y Estado Liberal, 
Centro de Estudios y Promoción del Desarrollo, DESCO, Lima, 1979, pág. 150. 
 
102  ESTEVE PARDO, J., Ob. cit., pág.426.  
 
103  GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo, “La actividad industrial y mercantil de los municipios”, En: 




presión hacia los poderes públicos para que se hicieran cargo de estas. En otras 
palabras, se les exigía que intervinieran para asegurar y satisfacer la prestación de 
los servicios públicos. De esta manera, el municipio empezó a ampliar sus deberes y 
su propia esfera de acción104. 
 
En la misma línea, IBÁÑEZ PAPELL105 señaló lo siguiente: 
 
“Aquellos servicios que habían surgido por la iniciativa particular, exigían una 
ordenación. Por otra parte, acusaban una característica: su tendencia al monopolio 
con perjuicio de cada uno de los ciudadanos.  
 
Esto no era admisible, ni en la época del laissez-faire. John Stuart Mill decía en sus 
“Principles of Political Economy”: “El monopolio de hecho, a cargo de empresas 
privadas, no es libertad sino esclavitud. Cuando los competidores son pocos, 
siempre se entienden para cortar la competencia. Harán todo género de tentativas 
para arruinar a un nuevo competidor, pero si este logra afianzarse, se entenderán 
con él”. 
 
De lo descrito, podemos deducir que las corrientes doctrinarias a favor de la 
municipalización de los servicios públicos surgieron en defensa del consumidor, el 
mismo que, al consolidarse el monopolio de la empresa privada, sufriría perjuicios de 
dependencia exclusiva de los intereses prevalentes del sector privado. 
 
Dado ese contexto, las Administraciones Públicas, en particular, las municipales, 
pretendieron asumir el control y el protagonismo en la gestión de los servicios 
públicos. Para ello, se consideró necesario disponer de un título jurídico que 
justificase la presencia de la Administración Pública en estas actividades de 
prestación a las comunidades, pues, durante el siglo XIX, estaba vigente la 
concepción de Estado Liberal; por ello, era usual restringir cualquier clase de 
intervención administrativa a lo estrictamente indispensable106. 
 
De esta manera, los poderes públicos fueron abandonando poco a poco su posición 
abstencionista, desde la que asumían sustancialmente funciones de asistencia y 
defensa pública a favor de los particulares, buscando emprender, por cuenta propia, 
diversos servicios y realizar actividades económicas hasta entonces típicamente 
                                               
104  MAGALDI MENDAÑA, Nuria, “La primera doctrina española sobre la municipalización de servicios 
públicos: en particular, la recepción de la doctrina extranjera por el profesor Gascón y Marín”, En: 
Revista Aragonesa de Administración Pública, N° 39-40, Zaragoza, 2012, pág.168. 
 
105  IBÁÑEZ PAPELL, E., Ob. cit., pág. 12. 
 




ejercidas por la empresa privada. Se empezó, así, a hablar del municipio-empresa o 
del Estado prestador107. 
 
Sin embargo, aunque la intervención pública intentó primero corregir las disfunciones 
de la gestión privada mediante el establecimiento de condiciones en las concesiones 
(tarifas, limitación de los beneficios, estándares de calidad de la prestación, etc.), la 
mayoría de los problemas persistió, lo que provocó una reacción contra el sistema 
entonces imperante. Así, la opinión pública, la doctrina, la misma legislación y 
administración postularon el ejercicio directo por parte de los municipios de ciertos 
servicios o actividades108. 
  
Lo descrito líneas arriba responde, en síntesis, a lo que suele denominarse “tránsito 
del Estado Liberal decimonónico al Estado Social de Derecho y prestador de 
servicios”, identificado en sentido amplio con el Estado de bienestar keynesiano, que 
se consolidó después de la Segunda Guerra Mundial. Esto es descrito enfáticamente 
por la profesora MAGALDI y representa, desde nuestra perspectiva, una de las 
principales variables para comprender el concepto de municipalización de los 
servicios públicos109. 
 
Es importante tener en consideración que el liberalismo decimonónico postulaba un 
Estado mínimo en el que los poderes públicos se ocuparan únicamente de las 
funciones de defensa, justicia y orden público. Desde esta posición, se rechaza, 
como norma general, cualquier intervención de otro tipo por parte de los poderes 
públicos. Pero, cabe señalar que estos postulados liberales no pueden ser 
interpretados de manera literal porque en ocasiones sí logró intervenir 
económicamente en sustitución del particular privado110.  
 
Sin embargo, este suceso si bien tuvo apoyo durante la época también recibió 
críticas. Una de ellas es la de JARAMILLO111, quien ha señalado lo siguiente: 
 
                                               
107  MAGALDI MENDAÑA, N., Ob. cit., pág. 171. 
 
108  Loc. cit., pág. 170. 
 
109  Loc. cit., ídem. 
 
110  MAGALDI MENDAÑA, Nuria, Los orígenes de la municipalización de servicios en España. El 
tránsito del Estado Liberal al Estado Social a la luz de la municipalización de servicios públicos, 
Instituto Nacional de Administración Pública, Madrid, 2012, pág. 378. 
 
111  MEJÍA JARAMILLO, W., Ob. cit., pág. 52.  
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“La teoría del servicio público se impone porque si se habla de la prestación de 
servicios públicos por el Estado o en nuestro caso por el Municipio, se requerirá 
primero saber qué se entiende por servicio público, dado que la noción clásica que 
informó durante años el Derecho Administrativo, ha entrado en crisis. Es además 
indispensable concretar esa noción puesto que de ella se han valido algunos 
doctrinantes para argumentar en favor de la implantación de un régimen socialista, 
más concretamente, el llamado socialismo municipal o sistema de las 
municipalizaciones. Ante tal orientación no podemos mantenernos indiferentes, tal 
como van las cosas en el país, pronto va a ser necesario que todo el mundo se 
defina sin ambigüedades112. […] Razones particulares pueden estimular al Estado a 
incautarse en forma de gestión directa de algunas empresas industriales, 
comerciales y agrícolas. No obstante, en general, deberá abstenerse de absolver en 
esta forma la vida económica”. 
 
De lo comentado por el autor, se desprende que es necesario definir previamente lo 
que debe ser considerado como servicio público, para luego, determinar el 
procedimiento a través del cual se implante la industria destinada para emprender la 
prestación de este, mostrándose contrario a que sea el Estado quien recurra a la 
incautación para el logro de sus fines. Así, quedaría en todo caso expedita la vía de 
la financiación mediante crédito para hacerlo, una vez establecida la sustentabilidad 
y viabilidad del proyecto. 
 
Finalmente, queremos recalcar que las teorías desarrolladas sobre la 
municipalización de los servicios públicos han ido mutando a través del tiempo en 
sintonía con la dinámica social; considerando, siempre, que la prestación de los 
servicios públicos vaya de acuerdo con las expectativas y requerimientos de sus 
usuarios. 
 
1.5.2. Hechos, causas y doctrinas que influyeron en la municipalización de los 
servicios públicos 
El proceso de la municipalización en el escenario europeo del último tercio del siglo 
XIX se vio influenciado por la Revolución Industrial y urbanismo. Asimismo, recibió 






                                               
112  MEJÍA JARAMILLO, William, “La descentralización funcional de los Servicios Municipales”, Tesis de 




1.5.2.1. Fabian Society o Sociedad Fabiana  
Para GONNARD, la Fabian Society fue, en su origen, una especie de club científico 
o academia que, en 1884, se dedicó al estudio del socialismo y a la elaboración de 
un sistema de propaganda y difusión113. 
 
La Sociedad Fabiana fue la principal promotora de las reformas que llevaron a 
destacar el nombre de “socialismo municipal” durante al menos dos décadas, los 
años noventa del siglo XIX y la primera década del siglo XX en Inglaterra. Al 
respecto, es importante señalar que Sydney WEBB, una de las figuras más 
influyentes, llamó tempranamente la atención de sus colegas sobre la importancia de 
la política local (para mayor información, se pueden revisar los textos: “Facts for 
Londoners” y “The London Programme”) y sobre el nuevo campo en que se 
propiciaría la actividad fabiana y su propaganda114. 
 
Si bien los conceptos que inspiraban la doctrina de la Fabian Society eran diversos, 
para ellos importaba el socialismo en sí mismo y no para la realización de un 
programa determinado. Desde sus orígenes, la Sociedad Fabiana se basó en la libre 
discusión entre todos sus miembros, las opiniones discrepantes de la mayoría no 
solo se admitían, sino que eran bien vistas, fomentadas y aplaudidas, pues se 
consideraba que con ellas se fortalecía el espíritu fabiano115. 
 
El círculo intelectual al que se hace referencia no solo tuvo influencia en Inglaterra 
sino también en España, Alemania e Italia que a su turno acogieron con entusiasmo 
sus ideas al mismo tiempo que se iniciaba y desarrollaba la Revolución Industrial y el 
urbanismo. 
 
1.5.2.2. Revolución Industrial y urbanismo  
La Revolución Industrial prosperó en aquellos países en los que la burguesía era 
más sólida, logró integrarse en los organismos directivos de la nación, sustituyendo 
así a la nobleza116. Este acontecimiento histórico estuvo condicionado por la 
                                               
 
113  GONNARD, Rene, Historia de las Doctrinas Económicas, Aguilar, Madrid, 1959, pág. 464. 
 
114  MAGALDI MENDAÑA, N., Ob. cit., pág. 41.   
 
115  Loc. cit., pág. 33. 
 
116 VÁZQUEZ DE PRADA, Valentín, Historia Económica Mundial. II. De la Revolución Industrial a la 
actualidad, Ediciones RIALP S.A., Madrid, 1964, págs. 28-29. 
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revolución política, ideológica y social que la burguesía llevó a cabo y que siguió un 
largo proceso en el que se reclamaban la necesidad de reformas estructurales en el 
ámbito político, económico y social117. 
 
Las innovaciones técnicas que prepararon y dispusieron la renovación industrial 
surgieron principalmente en Inglaterra, país que entonces ofrecía una serie de 
condiciones económicas, sociales y políticas propicias, como eran la concentración 
de la población en grandes urbes, un escaso vigor de las estructuras gremiales, 
movilidad y abundancia de capitales118. 
 
Por diversas razones, muchas zonas de Gran Bretaña, se encontraban preparadas 
para aprovechar las nuevas tecnologías y la variedad de progresos y cualidades 
regionales fueron de gran provecho para el conjunto de la economía británica119.  
 
Uno de los efectos directos de la Revolución Industrial fue la concentración de la 
población. Así pues, durante el siglo XIX, se contempló la iniciación del denominado 
“gigantismo urbano”, la formación de las barriadas obreras, etc.120 En este marco, 
era de esperarse que Inglaterra, país de vanguardia en la industrialización, fuera la 
que acusara un mayor incremento de la población urbana121. 
 
Como consecuencia del proceso socio-económico que representó la Revolución 
Industrial, las ciudades empezaron a incrementar la demanda de servicios públicos, 
como el agua, energía eléctrica, gas y transporte. Esto propició la gestión y atención 
de estas necesidades por parte de los municipios, lo que significó el inicio del 





                                                                                                                                      
 
117  Loc. cit., ídem. 
 
118  Loc. cit., pág. 77. 
 
119  SAUL, Berrick, Industrialización del caso británico. Revolución industrial, Crítica, Barcelona, 1988, 
pág. 50. 
 
120  VÁZQUEZ DE PRADA, V., Ob. cit., pág. 41. 
 
121  Loc. cit., págs. 42-43. 
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1.5.2.3. Socialismo municipal o de Estado 
Otro aspecto relevante que se debe considerar al momento de analizar la 
municipalización de los servicios públicos es el socialismo municipal, postura que 
alcanzó su más alto desarrollo con los fabianos en Inglaterra122. 
 
En la vida municipal, se ha venido operando en el último tercio del pasado siglo un 
cambio importante que ha ampliado la esfera de acción de las corporaciones locales. 
También, se modificó esencialmente el modo de implantar y prestar servicios 
encaminados a satisfacer necesidades colectivas. Algunos teóricos refieren a esta 
modificación como socialismo municipal, término muy utilizado por los escritores 
franceses, mientras que, en Inglaterra, se llama “industrialismo” o “comercialismo 
municipal123. 
 
En efecto, este fue un aspecto importante porque el fabianismo consideraba que el 
municipio era “la empresa política más apta” para iniciar y conseguir cualquier 
transformación económica de la sociedad, tanto así que el referido fenómeno fue 
especialmente estudiado, patrocinado y publicado por ellos124. 
 
 El socialismo municipal, también conocido como socialismo de Estado ha sido 
considerado como un “socialismo simplificado” desembarazado de ciertas 
complicaciones doctrinales que hacían casi imposible su funcionamiento. En esta 
doctrina, se consideraba que el Estado era dueño de los instrumentos de 
producción, conservaba la dirección de la producción solo confiando parte de las 
explotaciones de los municipios a las asociaciones o a los individuos, pero fijando a 
cada grupo su tarea y a sus medios de acción; y se encargaba, también, del reparto 
y de la venta de los productos125. 
 
                                               
 
122  En Inglaterra existieron diversas asociaciones que defendieron programas municipales, además de 
la Fabian Society, como son la London Municipal Society y la London Reform Union. En: GASCÓN 
Y MARÍN, J., Ob. cit., pág. 86.  
 
123  GASCÓN Y MARÍN, José, Tratado de Derecho Administrativo. Principios y Legislación Española, 
Tomo I, 3ª. edición, Imprenta Clásica Española, Madrid, pág. 716. 
 
124 MONTEMARTINI, Giovanni, Municipalización de los servicios públicos. Imprenta Bayer Hermanos y 
Compañía, Barcelona, 1909, pág. 399. 
 




 Para PAËPEP las empresas de producción y de transporte debían ser conferidas, 
según su importancia, al municipio. De este modo, los municipios se convertirían en 
centros efectivos de la vida económica con la libertad de establecer entre ellos 
relaciones de intercambio con intervención de la autoridad central126. 
 
Como consideración histórica, para GONNARD el socialismo municipal se refiere a 
un sistema exclusivo de la propiedad particular y de la libertad de emprender, lo que 
convertiría al municipio en propietario único de los capitales y único contratista. Sin 
embargo, advierte el autor que para los partidarios del simple municipalismo, en la 
práctica, no se dibuja fácilmente ni con exactitud la delimitación de ambos 
sistemas127. 
 
Asimismo, el referido autor señala que el “verdadero socialismo municipal”, especie 
de desmenuzamiento del socialismo de Estado, parece ser más utópico que este, 
así como poco compatible con las tendencias modernas a la concentración 
industrial; y muy comprometedor para los principios de reparto socialista, dado el 
rápido restablecimiento que daría lugar entre los grupos comunales128. 
 
 Estas consideraciones se mencionan con la finalidad de mostrar al lector cómo se 
origina el fenómeno municipalizador (lo que hemos denominado génesis de la 
municipalización de los servicios públicos), que proviene de doctrinas políticas que 
formaron parte del régimen económico constitucional de muchos países. 
 
En las líneas que siguen, presentaremos algunas de las ideas (unas a favor y otras 
en contra) que mejor grafican el proceso de municipalización de los servicios 
públicos129. Pese a que la doctrina revisada es bastante antigua, consideramos 
necesario realizar una recopilación de los aportes más importantes con la finalidad 
de poder analizar la pertinencia de la municipalización del servicio público de 
distribución de gas natural por red de ductos en el cuarto capítulo. 
                                               
126  Loc. cit., pág. 444. 
 
127  Loc. cit., pág. 447. 
 
128  Loc. cit., pág. 448. 
 
129  Al respecto, es necesario advertir que existen distintas concepciones sobre lo que se entiende por 
municipalización de los servicios públicos en la literatura y la propia legislación comparada. En esta 
sección, mencionaremos algunos de los conceptos que consideramos son los que mejor se ajustan 
al objetivo de esta tesis. Sin perjuicio de ello, se recomienda una mayor investigación sobre las 




1.6. Aportes relacionados con la municipalización de los servicios públicos 
Durante los siglos XIX y XX se desarrollaron debates con argumentos a favor y en 
contra de la municipalización de los servicios públicos. Las posturas ideológicas 
fueron numerosas y entre estas hemos elegido algunas que consideramos 
importantes para demostrar la frondosidad con que se desarrolló el tema 
especialmente en Europa. 
 
1.6.1. Aportes de Lord Avebury 
LORD AVEBURY fue considerado como un detractor de la municipalización de los 
servicios públicos. En 1907, expuso los principales argumentos 
“antimunicipalizadores” tomando como punto de partida el hecho, indiscutible en su 
opinión, que el contribuyente iba pagando cada vez más como consecuencia del 
aumento del déficit en el balance de la gestión local130. 
 
Este autor agrega que una característica significativa de los partidarios de la 
nacionalización y municipalización de los servicios públicos era la crítica 
"despectiva" al sector privado o a los llamados "especuladores privados". Para 
autores como él, las inversiones especulativas no debían ser facultad de los 
municipios. Indicaba que, por el contrario, los defensores de la municipalización 
consideraban justificable su accionar en favor de los pobres y, en especial, de los 
obreros. Sin embargo, AVEBURY cuestionó tal afirmación poniendo en duda si era 
realmente beneficioso que los municipios se encarguen de prestar los servicios 
públicos131. 
 
Del mismo modo, enfatizó que, a diferencia de lo que se creía, existía una pérdida 
verdadera en la municipalización de los servicios prestados por las empresas 
privadas132. Mencionó, a modo de ejemplo, hechos que se dieron con los servicios 
de los tranvías, alumbrado eléctrico y la energía eléctrica en los que no prosperó el 
fenómeno de la municipalización133. 
                                               
130  MAGALDI MENDAÑA, N., Los orígenes, Ob. cit., pág. 181.   
 
131  Para mayor información respecto de cada uno de los procesos de municipalización señalados, 
confróntese con AVEBURY, Lord, Municipalización y nacionalización de los servicios públicos, 
Edición inglesa a cargo de J. Pérez Hervás, Eugenio Subirana, Barcelona, 1912.  
 
132  Loc. cit. ídem.  
 





Los argumentos de este autor están referidos especialmente a la política de precios 
que como consecuencia de la municipalización afectaron a los productos y servicios, 
los que no siempre resultarían beneficiosos para el consumidor final. Esto demuestra 
la existencia de un debate en las esferas concernientes al gobierno y al Estado de 
aquella época. 
 
1.6.2. Aportes de Montemartini  
Para MONTEMARTINI134 la municipalización de los servicios públicos podía definirse 
como una producción directa cuyos gastos de costo vienen “soportados por la 
municipalidad”, y que tiene por objeto obtener ciertos productos a un precio unitario 
más bajo que aquel que se podría obtener si se recurriese a productores privados 
que trabajasen en condición de libre concurrencia135. 
 
Para el referido autor las premisas que constituyeron las bases sobre las que ha de 
erigirse la constitución de la teoría económica de la municipalización de los servicios 
públicos fueron las siguientes: (a) el municipio es una empresa política que tiene por 
objeto repartir coactivamente, entre todos los miembros de la municipalidad, el costo 
de algunas producciones, (b) la única función propia del municipio es la de distribuir 
coactivamente determinados gastos del coste, (c) las producciones a que se dedica 
el municipio son contingentes según el tiempo, los países, las entidades económicas 
que en un momento constituyen una empresa política136. 
 
Es importante acotar que MONTERMARTINI en su obra municipalización de los 
servicios públicos analiza el proceso contrastando el liberalismo con el colectivismo 
o municipio socialista y anota en su introducción que la intervención directa del 
municipio en la vida industrial, no es, en general, reclamada a priori, precisamente 
                                               
134  MONTEMARTINI, fue director de la bolsa del trabajo en el Ministerio de Agricultura e Industria y 
Comercio de Italia. Publica su libro Municipalización de los servicios públicos, el mismo que ha sido 
traducido por Antonio de VÍA Y DE LLANZA, que a su vez fue abogado y licenciado en Derecho 
Administrativo, oficial letrado de la sección administrativa de Ensanche de la Secretaría Municipal 
de Barcelona, impreso en Barcelona en el año 1909 por la imprenta de Bayer, Hermanos y 
Compañía. 
 
135  MONTEMARTINI, G., Ob. cit., pág. 51. 
 




porque la petición se hace por los ciudadanos y por los grupos procedentes de 
diversos partidos políticos informados por ideales distintos137. 
 
Termina este acápite introductorio señalándonos que el municipio es un mal 
productor y todavía peor fiscalizador. Reitera que en la elección de los sistemas no 
se trata de preferir un buen sistema por otro malo sino de decidirse por aquel que 
ofrezca menores desventajas. En consideración con ello, MONTEMARTINI criticó la 
“municipalización por municipalización” y propuso el principio de la relatividad del 
caso por caso138. Como se puede apreciar, para el autor no era viable ni pertinente 
la generalización del fenómeno municipalizador.   
 
Del mismo modo, podemos advertir que el tema de la municipalización, no debiera 
ser tratado solo desde el punto de vista político o económico, sino más bien con la 
concurrencia de todos los factores mencionados, aplicando un tratamiento específico 
para cada caso. 
 
Igualmente, es importante resaltar que para MONTEMARTINI, los partidos políticos 
que influyeron en la intervención económica del municipio fueron los libertistas y 
socialistas. Así, entre ambas tendencias, nació el socialismo municipal139, corriente a 
través de la cual se señalaba que la empresa municipal intervenía para integrar las 
fuerzas individuales, con el objetivo de proteger a las clases inferiores y conseguir 
una distribución de riqueza más adecuada140. 
 
El referido autor141 estudió la municipalización de los servicios públicos desde una 
perspectiva económica, política y financiera. Para él, la municipalización podría 
definirse como una producción directa cuyos gastos de coste eran asumidos por la 
municipalidad y que tiene por objeto obtener ciertos productos a un precio unitario 
más bajo que el que se podría obtener si se recurriese a productores privados en 
condición de libre concurrencia142. 
                                               
137  Loc. cit., ídem. 
 
138  Loc. cit., pág. 337. 
 
139  Para MONTEMARTINI, el mayor empuje que ha recibido la municipalización ha sido de parte del 
socialismo municipal. Para mayor información, léase MONTEMARTINI, G., Ob. cit., pág. 398. 
 
140  Loc. cit., pág. 397. 
 
141 La obra a la que nos referimos en el presente trabajo es la del profesor MONTEMARTINI, 
Municipalizzacione dei publici servizi, que fue traducida por Antonio de Vía y de Llanza. 
 
142  Loc. cit., págs. 50-51. 
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De las ideas planteadas por MONTEMARTINI rescatamos la importancia de la 
aplicación del principio de relatividad, principio que nos será de utilidad al momento 
de analizar la pertinencia de la municipalización del servicio público de distribución 
de gas natural por red de ductos en el cuarto capítulo. 
 
1.6.3. Aportes de García de Enterría 
 Para GARCÍA DE ENTERRÍA, la municipalización de los servicios públicos nació en 
el sistema anglosajón, por tanto, presentó características opuestas a la de los países 
con una tradición jurídica napoleónica, como España. Al respecto, este autor 
enfatizó que la municipalización de los servicios públicos fue una figura “ajena” al 
Derecho Administrativo europeo, teniendo en consideración que el sistema 
anglosajón desconoce las formas de gestión administrativa indirecta que alumbran al 
Derecho Administrativo143. 
 
Consideramos didáctico citar la reseña con la que GARCÍA DE ENTERRÍA144 
graficaba las diferencias de percepción entre los países con tradición jurídica 
europea y aquellos con experiencia jurídica anglosajona: 
 
“En aquellos países, como son fundamentalmente los nuestros en mayor o menor 
medida, cuyo régimen administrativo sigue el tipo histórico francés, el concepto de 
municipalización se nos presenta como una realidad, en verdad,  
extraña. Se trata de un concepto que se ha importado de la realidad inglesa y que ha 
sido incluido dentro de un sistema en esencia diverso. La municipalización ha jugado 
el papel de una formidable arma polémica, esgrimida por los Municipios frente a un 
régimen administrativo que negaba rígidamente la posibilidad de su 
desenvolvimiento. Una vez que esta lucha ha producido, al menos legislativamente, 
todo su fruto, y cuando todo el Derecho Administrativo en bloque, por otra parte, ha 
experimentado también una variación sistemática en aspectos aludidos por esta 
polémica, el concepto de municipalización queda en el vacío de lo sustancial del 
sentido que le animaba, como una pieza extraña, como lo que, en rigor, técnica e 
históricamente es. Esto no obstante, ¿es posible aún aprovechar las viejas energías 
que el concepto de municipalización lleva en su seno? “. 
 
El mencionado autor explica que habiendo nacido el movimiento o la teoría 
municipalizadora en Inglaterra, esta fue en razón directa de la naturaleza 
estatocéntrica de su sistema jurídico, lo que no ocurriría en los países cuya 
estructura jurídica era diferente por estar inspirada en un sistema jurídico de corte 
napoleónico. 
                                                                                                                                      
 
143  GARCÍA DE ENTERRÍA, E., Ob. cit., pág. 108. 
 





De otro lado, el autor145 clasificó la municipalización de los servicios públicos en dos 
vertientes: 
 
“(a) Actividades calificadas ya como servicios públicos y gestionados en concepto de 
tal por el Estado u otras personas públicas distintas del propio municipio. 
(b) Actividades no calificadas de servicios públicos, y, en tal sentido, dejadas hasta 
entonces al libre comercio privado; a su vez, la municipalización puede tener en este 
sector dos significados: 
 
- o bien la actividad de que se trate es elevada al rango de servicio público 
propiamente tal, y, por ello, asumida por el municipio en exclusividad, 
 
- o bien es acometida por el municipio sin asignarle tal carácter, y, por ende, sin 
sustituir a la actividad privada, y en concierto con la misma, actual o virtual”. 
 
Siguiendo lo expuesto, se deduce que la municipalización pudo ser realizada ya sea 
como un servicio público declarado como tal o como una actividad acometida por el 
municipio sin asignarle tal carácter. En ambos casos, el municipio asumía una 
prestación directa de los servicios públicos. 
 
Finalmente, consideramos oportuno mencionar que GARCÍA DE ENTERRÍA 
reiteraba la contradicción existente entre los sistemas napoleónico y anglosajón 
como fuente de concordancia con el proceso de municipalización. Además sugería 
que los países sujetos a sistemas jurídicos napoleónicos que optaban por el proceso 
de municipalización, estaban actuando en forma contraria a su naturaleza. 
 
1.6.4. Aportes de García-Trevijano Fos 
Para GARCÍA-TREVIJANO FOS, la municipalización de los servicios públicos podía 
ser concebida en dos sentidos: (a) un servicio municipalizado, cuando su titularidad 
es asumida por el municipio, aunque se ejercite por medio de una concesión o, por 
el contrario; (b) la municipalización se refiere a la gestión directa de los servicios.146  
 
Del mismo modo, este autor resalta que el término “municipalización” tiene dos 
significados, no siempre lo suficientemente deslindados: uno genérico y otro 
específico. El primero implica la posibilidad de atraer una determinada actividad, que 
es un servicio público, a su esfera; el segundo implica que esta actividad, ya atraída 
                                               
145  Loc. cit., pág. 113. 
 
146  GARCÍA-TREVIJANO FOS, José Antonio, “Plan de transportes de Madrid”, En: Revista de Estudios 
de la Vida Local, N° 88, Madrid, 1956, pág. 15. 
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a dicha esfera mediante la municipalización genérica, es asumida directamente por 
la administración147. 
 
Al respecto, podemos entender que el referido autor, a diferencia de lo señalado por 
GARCÍA DE ENTERRÍA, considera que la municipalización de los servicios públicos 
no solo constituiría la prestación directa de los servicios públicos sino además la que 
pudiera ser prestada a través de concesiones. 
 
1.6.5. Aportes de Gascón y Marín 
Una de las contribuciones más importantes al estudio de la municipalización de los 
servicios públicos son las del profesor español GASCÓN Y MARÍN. En 1904, el 
profesor GASCÓN Y MARÍN publicó el libro Municipalización de servicios públicos, a 
propósito de uno de los cursos libres que organizó la Universidad de Sevilla en 
aquella época. 
 
GASCÓN Y MARÍN, citando a MORELLI, subraya que en los trabajos relativos a la 
municipalización de servicios públicos se puede apreciar la tendencia de "quitar de la 
mano privada" el disfrute de ciertas industrias de carácter general y colectivo así 
como el de perseguir el bienestar general148. 
 
El referido autor recalca que se temía que la extensión de la actividad municipal 
pudiera dar a las autoridades municipales un número excesivo de atribuciones y una 
influencia política inadmisible, que pudiera atentar contra la libertad industrial pues 
existían verdaderos monopolios comunales. También se daba la posibilidad de creer 
que las deudas municipales habían aumentado considerablemente con el nuevo 
aspecto de la administración local149. 
 
Por su parte, indica que para los fines sociales el Estado o el municipio debían 
intervenir supliendo las deficiencias de la acción social privada. Asimismo, enfatiza 
respecto a la creencia que hay servicios que por su propia naturaleza requieren 
                                               
 
147  Loc. cit., pág. 67. 
 
148  GASCÓN MARÍN, J., Municipalización, Ob. cit., págs. 18-19. 
 




directa y primordialmente la acción social pública y es en estos casos en los que la 
injerencia del municipio puede ser elevada al grado máximo150. 
 
Así, advierte que no es tan solo el aspecto económico el único que interesa sino que 
hay que ligar el aspecto político y estudiar la trascendencia social de la 
administración directa de servicio público. No debe juzgarse solamente por las cifras 
que arroje el “balance de fin de año” sino que debe estimarse las ventajas sociales 
que produzca la prestación del servicio, por la extensión del mismo, por la finalidad 
social que se persiga151. 
 
Por otra parte, manifiesta que la municipalización de los servicios públicos supuso 
que las municipalidades debían encargarse del ejercicio directo de los servicios 
públicos. Asimismo, como fenómeno político, la concibió como un cambio el modo 
de prestar ciertos servicios, directamente por la municipalidad como alternativa a la 
iniciativa privada152. 
 
La primera finalidad perseguida por la municipalización de los servicios públicos, 
según GASCÓN Y MARÍN, fue la denominada lucha contra el monopolio, es decir, 
quitar de las manos privadas el disfrute de ciertas industrias de carácter general y 
colectivo como el gas, el agua y la electricidad. Con ello, el municipio no solo 
perseguía un fin lucrativo sino también la distribución colectiva del bienestar 
general153. 
 
Para el mencionado autor154, la municipalización fue considerada como una forma de 
producción directa. En su obra, señaló que se municipalizaban los servicios de 
interés colectivo. Se guiaba así al municipio, para obtener productos a un precio 
                                               
150  Loc. cit., ídem.  
 
151  Loc. cit., pág. 90.  
 
152  Loc. cit., pág. 717.  
 
153  MAGALDI MENDAÑA, N., Ob. cit., pág. 338. 
 
154  GASCÓN Y MARÍN fue considerado como el patriarca y cacique del Derecho Administrativo 
español y se dedicó simultáneamente a la cátedra, el foro y la política. Destacó singularmente en 
todos estos niveles, pues, durante la monarquía, fue delegado regio, director general de Primera 
Enseñanza, diputado, senador, consejero de Estado y ministro de Instrucción Pública y Bellas Artes. 
En el escalafón universitario, fue el primer catedrático que explicó Derecho Administrativo como 
consecuencia del desdoblamiento de la cátedra tradicional de Derecho Político y Administrativo. En: 
NIETO, Alejandro, “Apuntes para una historia de los autores de Derecho Administrativo español: 
fragmentos del Prólogo de 34 Artículos seleccionados de la Revista de Administración Pública con 
ocasión de su centenario”, En: Estudios de Derecho y Ciencia de la Administración, Centro de 




menor que se obtendrían no municipalizando o para venderlos a precio de coste, 
trabajando, cuando fuera posible, en concurrencia con las empresas particulares. En 
la misma línea, resaltó el carácter proteccionista de los municipios respecto de las 
clases menesterosas al extender sus atribuciones para procurar el mayor bienestar 
colectivo, tendencia por la que se ha identificado la intervención municipal como una 
forma para cambiar la distribución de la riqueza155. 
 
Del mismo modo, el profesor GASCÓN Y MARÍN expuso detalladamente las 
principales objeciones y argumentos a favor de la municipalización. Entre los 
argumentos a favor, podemos mencionar los siguientes: (a) el municipio no sería per 
se y a priori un mal productor; (b) con la municipalización, se prestarían de forma 
más económica los servicios públicos; (c) la municipalización alejaría los peligros de 
suspender la prestación de los servicios, porque mitigaría los conflictos que 
frecuentemente surgían entre patrones y obreros, y daban lugar a paros colectivos; 
(d) la municipalización no sería la única causante del aumento de las deudas 
locales; (f) los servicios que habrían sido municipalizados en la mayor parte de las 
ciudades serían servicios de innegable carácter público, tanto por la necesidad que 
satisfarían como por la índole de ciertos elementos necesarios para su implantación 
(por ejemplo, las vías públicas)156. 
 
Además de lo señalado, GASCÓN Y MARÍN157 se mostró pesimista respecto de la 
viabilidad de la municipalización de los servicios públicos, señalando que, dada la 
ausencia del buen crédito por parte de la administración local española y del interés 
por los asuntos municipales por parte de los administradores locales y ciudadanos, 
era necesaria la regeneración previa de la vida municipal158. 
 
                                               
155  GASCÓN MARÍN, J., Ob. cit., págs. 267-277.  
 
156  Loc. cit., pág. 21.  
 
157 Por otra parte, el mismo autor anota que los servicios generalmente municipalizados eran los 
siguientes: abastecimiento de agua, alumbrado por gas y eléctrico, tranvías y medios de transporte, 
teléfonos, fuerza motriz, alcantarillado y limpieza. En algunos casos, también abarca los lavadores 
públicos, panificación, mercados, mataderos, venta de leche, de bebidas espirituosas, de farmacias, 
entre otros. Más aún, aquellos cuya implantación requiere del uso de la propiedad municipal y que 
constituye monopolio en manos de concesionarios de los que su ejercicio no precisa de ello son de 
carácter diverso, como aquellos que se implantan por meros motivos de orden financiero de los que 
se organicen para mejorar, por ejemplo, condiciones sanitarias de una población o abaratamiento 
de sus subsistencias. En: GASCÓN Y MARÍN, J., Tratado de Derecho Administrativo, Ob. cit., pág. 
719. 
 




Los aportes de GASCÓN y MARÍN constituyen, de manera general, una serie de 
premisas que para efectos del análisis de la pertinencia de la municipalización del 
servicio público de distribución de gas natural por red de ductos se deberán tener 
presentes. Es interesante acotar que él se mostró pesimista respecto de la viabilidad 
de la municipalización de los servicios públicos, dada la ausencia del buen crédito 
por parte de la administración local española, reflexiones que podremos trasladar al 
cuarto capítulo. 
 
1.6.6. Aportes de Graciano Maita 
Para GRACIANO MAITA uno de los factores que hizo necesaria la municipalización 
de los servicios públicos fue la densidad de la población, lo cual contribuiría a cubrir 
el costo de la producción y del servicio. Por el contrario, en ciudades poco pobladas, 
los municipios no podrían cubrir los gastos de producción y menos de distribución, lo 
que desprestigiaría los servicios municipalizados159. 
 
El autor cuestiona la acción de “municipalizar por municipalizar” sin que haya causa 
real ni sustento de base. Según su análisis, esto consiste en un grave desacierto 
administrativo en el que las consecuencias serían peores que la misma explotación 
de los servicios brindados por concesionarios particulares160. 
 
De las consideraciones expuestas por GRACIANO, podemos advertir que es un 
detractor de la municipalización como proceso dentro del campo netamente 
económico, ya que reconoce las limitaciones que los municipios pudieran encontrar 
en el manejo de sus costes, lo que significaría un perjuicio potencial para los 
usuarios. 
 
1.6.7. Aportes de Albi Cholbi 
Para CHOLBI, la razón de ser del municipio consistía en hacerse cargo del servicio 
público161. Sobre ello, reitera que para la satisfacción de todas las necesidades del 
individuo que trasciendan de la esfera estrictamente privada y ofrezcan un contenido 
social se producirá una intervención en la administración para ordenar jurídicamente 
                                               
159  GRACIANO MAITA, Víctor, Política municipal. Teoría y práctica del gobierno local, Salas e Hijos, 
Lima, 1956, pág. 229. 
 
160  Loc. cit., pág. 229. 
 
161  ALBI CHOLBI, Fernando, “El   servicio público municipal y sus modos de gestión”, En: Revista de 
Estudios de la Vida Local, N° 35, Año VI, Madrid, septiembre-octubre, 1947, pág. 646. 
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la satisfacción de aquellas necesidades en cuanto, por el aspecto público de las 
mismas, no pueden ser abandonadas al libre albedrío de las iniciativas 
particulares162.  
 
El referido autor resalta el rol funcional de los municipios e insinúa que los gobiernos 
locales serían entidades exclusivamente destinadas a prestar los servicios públicos 
olvidando las otras funciones que acompañan conceptualmente al municipio163. 
 
De otro lado, el autor hace referencia al apartado (f) del Artículo 102° de la Ley 
Municipal Española de 1935, en el que se establece las siguientes formas de prestar 
los servicios públicos: (a) administración, (b) concesión, (c) contratación y (d) 
municipalización. Sin embargo, el autor critica el desarrollo de esta norma 
enfatizando que carece de contenido y lógica164. 
 
Las ideas señaladas constituyen un aporte importante para el estudio de la 
municipalización de los servicios públicos porque resaltan el valor que se le otorgó al 
municipio, atribuyéndole como principal función la prestación de servicios públicos. 
Si bien esta idea ha ido variando con el transcurso del tiempo aún quedan latentes 
los argumentos de dicha concepción, sobre todo al momento de implementar 
políticas públicas o emitir dispositivos legales como veremos en el cuarto capítulo. 
 
1.6.8. Aportes de Ibáñez Papell 
Para IBÁÑEZ PAPELL, una de las actividades administrativas del municipio 
consistía en la prestación de los servicios públicos. Los ingleses llamaron a este 
aspecto de la vida local municipal trading o industria municipal; los franceses, 
socialismo municipal; y los tratadistas italianos y españoles, municipalización de los 
servicios públicos. Sin embargo, para el mencionado autor ninguna de estas 
denominaciones es apropiada: la inglesa no lo es, porque no todos los servicios 
públicos son de carácter industrial; la francesa, porque da un matiz político a lo que 
está perfectamente definido y justificado por sí mismo; y la utilizada por italianos y 
españoles, porque parece abarcar solo aquellos servicios que pasan a la esfera de 
                                               
 
162  Loc. cit., ídem. 
 
163  Loc. cit., ídem. 
 




acción municipal, prescindiendo de los que correspondieron a la esfera de su 
actividad165. 
 
Del mismo modo, sostiene que la mayor parte de los autores aceptan a la 
municipalización como un hecho, limitándose a estudiar sus causas inmediatas. 
Otros buscan fundamentos de la acción municipal en los principios teóricos del 
equilibrio económico, sin perjuicio que, desde una perspectiva jurídica, el 
fundamento deba ser el de la capacidad de obrar de las corporaciones locales166. 
 
Para el mencionado autor, los servicios públicos tienen características de 
permanencia y de utilidad general que aconsejan no abandonarlos a la iniciativa 
privada, pues el sector privado actúa en el comercio o la industria moviéndose 
exclusivamente por razones de lucro. Y, a su vez, insiste que en cualquier servicio 
de interés general, hay una parte “moral”, de satisfacción de necesidades sociales 
que, por su volumen, exige la intervención de la Administración Pública167.  
 
En general, para IBÁÑEZ PAPELL, los resultados económicos y sociales han sido 
buenos pero también ocurrieron fracasos, como sucede en todo género de 
empresas. Asimismo, enfatiza que un estudio profundo de la explotación municipal 
de servicios exigiría una estadística tan completa que ningún país la podría 
proporcionar, tanto por la multiplicidad de corporaciones locales como por la 
autonomía que disfrutan. Además, no sería provechoso comparar servicios que en 
cada caso no tienen historia, naturaleza técnica y problemas distintos, y que estarán 
regidos por corporaciones de ideas diferentes168. 
 
Es importante destacar que para el referido autor la posibilidad legal de municipalizar 
un servicio público resulta, en ocasiones, una quimera ante el problema económico 
que su implantación o la absorción del servicio preexistente con carácter de industria 
privada plantea a la municipalidad. Como ocurre en los casos de la actividad 
industrial privada, si se carece de aquella capacidad, el negocio no puede ser 
emprendido y sus rendimientos se pierden para quien los vislumbró169. 
                                               
165  IBÁÑEZ PAPELL, E., Ob. cit., pág. 6. 
 
166  Loc. cit., pág. 22. 
 
167  Loc. cit., pág. 26. 
 
168  Loc. cit., pág. 30. 
 
169  Loc. cit., ídem. 
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El planteamiento de IBÁÑEZ PAPELL refleja la importancia que se le otorga a la 
Administración Pública, atribuyéndole su función social y diferenciándola de los 
objetivos del sector privado que se guían más bien por su afán de lucro. Más 
adelante nos servirán estas reflexiones, al momento de efectuar el análisis 
concerniente a la pertinencia de la municipalización del servicio público de 
distribución de gas natural por red de ductos. 
 
1.6.9. Aportes de Magaldi Mendaña 
Todo aquel que investigue sobre la municipalización de los servicios públicos se 
topará necesariamente con los trabajos de la doctora MAGALDI, quien cuenta con 
diversas investigaciones sobre este tema. El periodo estudiado por la profesora 
comenzó con la aprobación de la Ley Municipal de 1877170. 
 
En las investigaciones realizadas por la referida autora, se indica que existió en la 
doctrina una corriente que veía en la municipalización de los servicios públicos un 
instrumento para sanear las maltrechas haciendas locales, sobre todo si se tenía en 
cuenta los cambios que estaban experimentando por entonces los municipios y las 
grandes ciudades en España. Y es que el incremento de la población en los núcleos 
urbanos comenzaba a exigir importantes esfuerzos por parte de los gobiernos 
municipales en relación con la provisión de ciertos bienes indispensables y con la 
ordenación coherente y racional del propio territorio171. 
 
Asimismo, MAGALDI señala que, con el incremento de la población en los núcleos 
urbanos, se empezaba a exigir importantes esfuerzos por parte de los gobiernos 
municipales, en relación con la provisión de bienes como el agua o la luz, y de la 
ordenación coherente y racional del propio territorio urbano172. Esta situación 
requería, por un lado, dotar a los municipios de una cierta capacidad de decisión 
sobre sus propios asuntos y, por el otro, hacer realidad la autonomía con una 
mínima dotación presupuestaria que les permitiera prestar aquellos servicios 
esenciales. Uno de los medios o instrumentos que se propugnaba con fuerza para la 
                                                                                                                                      
 
170  MAGALDI MENDAÑA, N., Los orígenes, Ob. cit., pág. 340. 
 
171  MAGALDI MENDAÑA, Nuria, “La primera doctrina española sobre la municipalización de servicios 
públicos: en particular, la recepción de la doctrina extranjera por el profesor Gascón y Marín”, 
En: Revista Aragonesa de Administración Pública, N° 39-40, Zaragoza, 2012, pág. 168.  
 
172  Loc. cit., ídem.  
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consecución de los recursos financieros necesarios era la municipalización de 
servicios públicos173. 
 
Con el progresivo incremento de la población, sobre todo, en los centros industriales 
y el consiguiente aumento de las necesidades sociales, se originó una creciente 
presión a los poderes públicos para que se hicieran cargo de estas, asegurarlas y 
satisfacerlas, puesto que se habían convertido en auténticas necesidades primarias 
–abastecimiento de agua, luz, gas, transporte urbano–, no solo por exigencias de 
carácter social, sino también como requisito para un mayor desarrollo de la vida 
industrial y urbana. A raíz de ello, el municipio empezó a ampliar sus deberes y su 
propia esfera de acción174. 
 
Del mismo modo, MAGALDI indica que el término social se empleó en un sentido 
muy amplio casi equivalente al público. Esto ocurre no solo si entendemos que en la 
municipalización predominará la finalidad social, sino también si consideramos que 
lo hará la dimensión económica. La justificación última de dicha municipalización en 
tanto actividad pública, estará en la idea de utilidad pública, de beneficio para la 
comunidad175. 
 
Para la mencionada autora, desde las aportaciones de la doctrina que se ocupó de 
la municipalización de los servicios públicos, se puede deducir que por social, en 
sentido estricto, habría que entender una intervención municipal que no se 
comprenda como necesaria y exclusivamente en atención a las cifras de forma 
decisiva y determinante176. 
 
Del mismo modo, MAGALDI advierte que el término directo no debe interpretarse en 
el sentido estrictamente de gestión directa, como se conoce hoy en día en la 
doctrina, puesto que años atrás no se tenía en cuenta el complejo sistema 
clasificatorio de las variadas formas de gestión que conoce el Derecho 
Administrativo en la actualidad177. 
                                               
 
173  Loc. cit., págs. 340-341. 
 
174  MAGALDI MENDAÑA, N., Ob. cit., ídem.   
 
175  Loc. cit., pág. 344. 
 
176 Loc. cit., ídem. 
 
177 Loc. cit., pág. 383. 
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Esta era, por lo tanto, la situación existente en las primeras dos décadas del siglo 
XIX en España respecto de la municipalización de servicios y de las formas de 
gestión de los servicios municipalizados. Sustancialmente, los términos del debate 
en torno a la oposición entre dos posibilidades u opciones son, por un lado, la 
concesión, una institución típicamente liberal, aunque corregida y matizada mediante 
el establecimiento de condiciones varias por parte de los poderes públicos. Por el 
otro, está la gestión o administración directa, que es la asunción del servicio por 
parte del municipio y la realización del mismo por sus funcionarios, por órganos 
municipales o empresas públicas propias178. 
 
Considerando lo señalado en párrafos anteriores, podemos concluir que la profesora 
MAGALDI ha tratado con profundidad las diferentes corrientes doctrinarias que 
fueron materia de debate a favor y en contra del proceso municipalizador en España, 
contrastando la realidad de su territorio con la de otros países como Inglaterra, 
Alemania e Italia especialmente. Además, sus contribuciones se basan en 
reflexiones doctrinarias siendo uno de sus principales referentes GASCÓN Y 
MARÍN. 
 
En nuestra opinión, la profesora MAGALDI nos trae alternativas claras para 
conceptualizar el proceso de municipalización, no solo a través de la gestión directa 
de la prestación por parte del municipio, sino que además acepta el proceso como 
tal, si este se lleva mediante empresas propias que se encarguen del suministro del 
servicio público, así como también si este se presta en forma de concesión otorgada 
a un particular, cuya gestión se encarga de regular y supervisar. 
 
1.6.10. Aportes de Hernández Ruiz 
 Para HERNÁNDEZ RUIZ, se entiende por municipalización de los servicios públicos 
a la facultad que los municipios tienen para tomar a su cargo la prestación y 
explotación de ciertos y determinados servicios municipales —los que la legislación 
consiente—, con o sin monopolio, dentro del territorio municipal, con propósito de 
lucro, aunque este se armonice con el fin de proporcionar beneficio a sus habitantes, 
traducido en mejoras o comodidades a la colectividad179. 
                                               
 
178 Loc. cit., págs. 384-385. 
 
179  HERNÁNDEZ RUIZ, Rogelio, “Municipalización de servicios. Problemas que plantea el 
procedimiento de municipalización directa”, En: Revista de Estudios de la Vida Local (1942-1984), 
N° 14, marzo-abril, 1944, pág. 31. 
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Este autor también enfatiza que, en principio, todas las municipalizaciones, al 
momento de adquirir vida son, per se, calificadas como municipalizaciones directas, 
es decir, servicios que el ayuntamiento implanta o crea para ser regidos por este 
organismo de la administración municipal. Posteriormente, ya se escogerá la técnica 
aplicable como el sistema de arriendo, concesión, organización en empresa privada 
o mixta180. 
 
Para el mencionado autor, se entiende por municipalización a la facultad que tienen 
los municipios para prestar directamente servicios públicos, siempre que la 
legislación lo permita. Dicha reflexión nos permitirá determinar cuáles son los 
servicios que pueden ser municipalizados en el ordenamiento jurídico peruano 
vigente. 
 
1.6.11. Aportes de Moreno Páez 
Para MORENO se entiende por municipalización de los servicios públicos a la 
asunción por parte del municipio –de un servicio de los específicamente señalados 
como de su competencia–, o de aquellos otros que tengan por objeto el fomento de 
los intereses y la satisfacción de las necesidades generales y de las aspiraciones 
ideales de la comunidad181. 
 
En esa línea, puntualiza que el municipio, aparte de gestionar los servicios públicos 
de su competencia, puede hacerlo de aquellos otros que, sin haber estado hasta ese 
momento sometidos a aquella, constituyen una necesidad social, ya sea elevándolos 
a la categoría de servicios públicos al sustraerlos de la actividad privada o en 
concurrencia con ella182. 
 
También, enfatiza que, con la municipalización, se rompe el esquema clásico del 
Derecho Administrativo de la época, proponiéndose una posible gestión industrial y 
mercantil realizada directamente por la misma Administración, tanto para la 
realización de servicios públicos como para la simple gestión económica183. 
                                               
 
180  Loc. cit., pág. 34. 
 
181  MORENO PÁEZ, Leocadio Manuel, “Notas para un Estudio sobre la Municipalización de Servicios 
Públicos”, En: Revista de Estudios de la Vida Local (1942-1984), N° 98, Madrid, 1958, pág. 216. 
 
182  Loc. cit., pág. 224. 
 




Para MORENO, a diferencia de HERNÁNDEZ RUIZ, el municipio puede prestar, 
además de los servicios públicos de su competencia, aquellos que sean 
imprescindibles para el bien social, idea que demuestra la naturaleza debatible 
respecto a la pertinencia de la municipalización de los servicios públicos. 
 
1.6.12. Aportes de Alcázar Olalla 
Para ALCÁZAR OLALLA, toda ciudad se enfrenta a diversos problemas de carácter 
social. Ante dicha situación, el Consejo municipal se inviste de las funciones como si 
fuese “director” de una empresa cooperativa en la que cada vecino es accionista y 
cuyos dividendos consisten en el mejoramiento de la salud, el acrecentamiento del 
bienestar, la disminución de los peligros, etc.184 
 
El mencionado autor define a la municipalización de los servicios públicos como un 
movimiento justificado por razones de interés general y de conveniencia financiera. 
Llega a calificarla como la manifestación más vigorosa de la moderna concepción 
del interés-colectivo que en la vida social predomina. Como consecuencia de ello, 
los municipios dejan de ser tutores y reglamentadores para convertirse 
principalmente en actores del desenvolvimiento de la vida colectiva, cuyo círculo de 
acción se ensancha de tal suerte que el interés público se sobrepone al interés 
individual y hasta lo reemplaza185. 
 
La mención de los autores y tratadistas referidos en los párrafos precedentes ha 
tenido por objeto ilustrar cómo la municipalización de los servicios públicos resulta 
ser un proceso complejo donde concurren factores de índole jurídico, económico, 
político y social, los mismos que son orientados hacia el objetivo de una adecuada 
prestación de los servicios públicos en general, enmarcados en la preocupación que 
estos lleguen a todos los ciudadanos en las condiciones más ventajosas. 
Finalmente, se puede deducir que los aportes doctrinarios señalados reflejaron las 
características que diferenciaron distintos momentos o épocas pertenecientes a la 
historia, estableciendo temporalmente criterios que tuvieron que tenerse en cuenta al 
momento de implementar la municipalización de los servicios públicos. 
 
                                               
184  OLALLA ALCÁZAR, José, “La decadencia de la ciudad y la sociología municipal”, En: Revista de 
Estudios de la Vida Local, N° 77, Madrid, 1954, págs. 714-715. 
 




1.7. Algunas experiencias de la municipalización de los servicios públicos 
Teniendo en consideración que la municipalización de los servicios públicos ha sido 
puesta en práctica en diversos países, resulta necesario, hacer referencia a algunas 
experiencias que nos permitirán determinar en el cuarto capítulo de la presente tesis 
si las concepciones que las guiaron serían legalmente viables en el ordenamiento 
jurídico peruano a la luz del actual régimen económico constitucional. Así, hemos 
identificado hasta cuatro experiencias que describiremos a continuación. 
 
1.7.1. La municipalización de los servicios públicos en Italia 
La municipalización jugó un papel histórico clave en los procesos de modernización 
en Italia desde una perspectiva económica y social. La edad de oro de la 
municipalización se llevó entre los años 1903 y 1914 donde la mayoría de las 
empresas municipales se encontraban principalmente en el norte de Italia186. 
 
La Legge sulla municipalizzazione dei pubblici servizi o “Ley de la municipalización 
de los servicios públicos” fue una de las primeras Leyes que abordó el tema en 
Europa. Esta Ley resultó ser un principal referente en los debates políticos y 
elaboración de los proyectos de Ley sobre municipalización. Tal fue el rol 
protagónico que tuvo, que muchos estudiosos indican que la doctrina italiana influyó 
en el desarrollo de la doctrina española de principios del siglo XX187. 
 
También es importante tener en cuenta que la referida Ley se implementó a la luz de 
diversos cambios económicos y sociales, como la prestación directa de algunos 
servicios públicos. Por ejemplo, en la Spezia se municipalizó el gas en 1877 y, en 
Cosenza, en 1891. Más aún, en Reggio Emilia se municipalizó el gas y la 
electricidad en 1900188. 
 
Por otra parte, se crearon organismos importantes vinculados al sector energético. 
Por ejemplo, en 1953 se fundó el Ente Nazionale Idrocarburi (ENI), un ente público 
al cual se le habían reservado algunos derechos exclusivos de explotación de los 
                                               
186  GIUNTINI, Andrea. La evolución de las empresas municipales de gas in Italia en la economía global 
y el papel de la Unión Europea (1990-2015), pág. 2. Disponible en: http://www.fundacion 
gasnaturalfenosa.org/wp-content/uploads/2016/05/AndreaGiuntinipdf.pdf (visitado el 01.10.2016).  
 
187  Para mayor información, confróntese MAGALDI MENDAÑA, Nuria, “La Legge sulla 
municipalizzazione dei pubblici servizi de 1903 y el origen de la municipalización de servicios en 
España”, En: Revista de Administración Pública, N° 190, Madrid, enero-abril, 2013, págs. 422-423. 
 
188  MAGALDI MENDAÑA, N., Ob. cit., pág. 412. 
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más importantes yacimientos italianos, encargados de promover y realizar iniciativas 
de interés público en el campo de los hidrocarburos, en particular, su búsqueda, 
importación y venta. Posteriormente, el ENI fue transformado en una sociedad 
anónima y más del 60% de su capital accionario se vendió a particulares189. 
 
Debemos advertir que en Italia se emitieron diversos dispositivos normativos 
vinculados a la legislación gasista, lo que refleja el rol activo que tenían los 
municipios en las actividades económicas. Efectivamente, mediante la publicación 
de la Ley sobre la municipalización de los servicios públicos del 12 de diciembre de 
1907, decretada por el Consejo de la República y el Cantón de Tesino de Italia, se 
autorizó a los municipios el ejercicio directo con derecho al monopolio de los 
servicios de interés público, como se afirma en el Artículo 1°: “Se da a los municipios 
la facultad para asumir, en virtud de la presente Ley, el ejercicio directo con derecho 
de monopolio de servicios de interés público”.  
 
En términos generales (ver Anexos N° I y N° II), la Ley desarrolla diversos alcances 
sobre el desempeño de los municipios. Por ejemplo, en el Artículo 2° se reguló y 
normó la actividad empresarial del municipio. Para tal fin, se crearon empresas con 
personería jurídica de Derecho Privado, de manera que la gestión y la 
administración de estas empresas fueran independientes del ámbito municipal, como 
se observa a continuación: “Los servicios públicos municipales deben administrarse 
por separado y de modo distinto a las otras ramas de la gestión municipal. También 
podrán ser organizados por separado.” 
 
En el Capítulo IX de la mencionada Ley, se autoriza que las municipalidades puedan 
establecer consorcios con el objeto de encarar en forma conjunta el suministro de 
los servicios públicos. Esto se encuentra fundamentado en el Artículo 25° de la Ley 
que dispone que por razones de interés público dos o más municipios pueden formar 
un consorcio.  
 
Respecto de los alcances de la Ley descrita, se deduce que desde la fecha de su 
promulgación en Italia, las municipalidades tuvieron el instrumento jurídico que 
concedía competencias y atribuciones a las municipalidades, para que, inclusive en 
forma de monopolio, asumieran el suministro de los servicios públicos, ya sea en 
forma directa, mediante empresas de Derecho Privado o mediante concesiones a las 
                                               
 
189  SORACE, D., Ob. cit., pág. 29. 
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que podrían acceder los particulares. Del mismo modo, el Artículo 6° de la Ley 
especifica cuáles son los órganos de todo servicio municipalizado: 
 
“Art. 6°. Los órganos de los servicios municipalizados son: 
- La Asamblea y el Consejo Municipal; 
- La Municipalidad y la Comisión administradora; 
- La Comisión de Auditoría; 
- La Dirección.” 
 
1.7.1.1. Azienda speciale o administración especial  
La asunción directa de un servicio público por parte de un municipio debía 
realizarse, con carácter general, mediante la creación de una empresa o 
administración especial, distinta de la ordinaria municipal, con balance y cuentas 
separadas y regida por una comisión creada específicamente para desempeñar 
dicha gestión. Esta empresa o administración especial recibía en la Ley el nombre 
de azienda speciale, siendo objeto de una minuciosa y detallada regulación. 
Además, cuando se tratara de servicios de naturaleza o de índole afín, se permitía 
agruparlos y constituir una sola empresa para su gestión. En ese caso, se hablaba 
de aziende riunite190. 
 
La constitución de una azienda speciale comenzaba con la elaboración de una serie 
de informes sobre la conveniencia de asumir directamente el servicio. Dichos 
informes constituían la base sobre la que se articularía la posterior decisión del 
Consejo municipal. En particular, se debía elaborar un proyecto técnico y financiero 
en el que se indicasen los medios para hacer frente a los gastos de instalación y 
rescate; los medios de los que disponía el municipio para la gestión del servicio que 
se quería asumir; el coste de producción y prestación del servicio; la ordenación 
técnica y administrativa de la azienda; el periodo de tiempo en que sería necesaria la 
renovación de los elementos del capital de implantación; las tarifas que pretendía 
asignar al servicio; las razones que aconsejaban, en su caso, la asunción con 
monopolio, etc. El proyecto se acompañaría de una memoria sobre la situación local 
en relación con el servicio y las ventajas económicas y sociales que se perseguían 
con el ejercicio directo191. 
 
 
                                               
190  MAGALDI MENDAÑA, N., La Legge, Ob. cit., págs. 422-423. 
 




1.7.1.2. Comisión administradora 
En Italia, toda empresa municipalizada era gestionada por una comisión ad hoc 
dotada de autonomía (con cierta libertad de actuación conforme a las necesidades 
propias de una empresa industrial), pese a que en última instancia dependía de la 
autoridad municipal. Asimismo, los elementos objetivos y subjetivos de dicha 
comisión estaban regulados con la finalidad de garantizar su sometimiento a los 
criterios técnicos y económicos imprescindibles, y necesarios para su gestión eficaz 
y eficiente192. 
 
La dirección de la empresa se le confiaba al director técnico, nombrado mediante 
concurso público por el consejo municipal durante tres años. El director era el 
representante legal de la azienda frente a terceros, dirigía al personal, adoptaba 
medidas disciplinarias, informaba a la comisión, preparaba los presupuestos, entre 
otros temas. La azienda personificaba a un director técnico, cuyas actuaciones 
debían asegurar el buen funcionamiento técnico y administrativo del servicio. Esto 
explicaba, sin duda, las garantías formales que rodeaban su nombramiento y el 
aseguramiento de un cierto periodo en el cargo que le permitiera desarrollar con 
libertad sus funciones en interés del servicio193. 
 
1.7.1.3. Gestión directa pura o ad economía 
La gestión directa pura o ad economía implicaba la prestación del servicio sin la 
autonomía propia de la azienda speciale, a través de los propios órganos del 
municipio. La gestión directa pura estaba prevista para los servicios de escasa 
importancia o con carácter no prevalentemente industrial, siendo el ente local quien 
debía decidir qué forma de gestión era la más oportuna y conveniente. 
Precisamente, la interpretación de lo que debía entenderse por escasa importancia y 
por carácter no prevalentemente industrial fue uno de los debates más resaltantes 
de la época194. 
 
En el presente trabajo, el desarrollo de los diversos aspectos concernientes a la 
legislación italiana nos proporcionan un acercamiento respecto a la atención que le 
                                               
192  Loc. cit., pág. 423.  
  
193 Loc. cit., pág. 424.  
 




prestó Italia al proceso municipalizador, constituyendo este hecho un referente para 
sus vecinos europeos, de la misma manera que también fue para Inglaterra. 
 
En ese sentido, esta experiencia debe ser tomada por nosotros como un 
antecedente relevante de la municipalización de los servicios públicos, sobre todo 
porque en el cuarto capítulo constataremos que los legisladores peruanos no 
tomaron en cuenta criterios y previsiones con la misma profundidad que sí lo 
hicieron los italianos a través de la Ley de 1903. 
 
1.7.2. Municipalización de los servicios públicos en España 
De acuerdo con JORDANA DE POZAS, el régimen local español presenta marcadas 
huellas de la predominante influencia de las doctrinas inspiradoras de la 
Administración francesa del siglo XIX, contrarrestada a partir de los primeros años 
del siglo XX por ideas de democracia orgánica, autoritarismo y descentralización 
teórica desde la iniciación y triunfo del movimiento nacional195. 
 
Al comenzar el siglo XX, rigió en España la Ley Municipal del 2 de octubre de 1877, 
a través de la cual se definió al municipio como una asociación legal de todas las 
personas que residen en un determinado “término municipal”196. 
 
Esta Ley ha sido la que ha estado en vigor durante un mayor número de años desde 
la instauración del régimen constitucional del siglo XIX. Antes de la publicación del 
Estatuto Municipal de 1924, se formularon diversos proyectos de reforma: el de 
Romero Robledo, el de Maura de 1903, y el de Cierva de 1907, que no pasaron a la 
categoría de Derecho positivo197. 
 
El proyecto del Gobierno de Maura de 1907 obtuvo la aprobación del texto legal del 
Congreso de los Diputados y en la parte municipal no llegó a tener el asentimiento 
del Senado, que rechazaba las mancomunidades provinciales. Así, siguió rigiendo la 
Ley de 1877, con su criterio de uniformidad orgánica, hasta la aprobación del 
                                               
195  JORDANA DE POZAS, Luis, La Administración Local en las Leyes Fundamentales Españolas, 
Instituto de Estudios Políticos, Madrid, 1967, pág. 207. 
 
196  Al respecto, cabe precisar que GASCÓN Y MARÍN emplea en el texto “Organización Municipal de 
Grandes Ciudades” la expresión “término municipal” que se puede interpretar “como sujeto a la 
circunscripción del municipio”. 
 
197  Loc. cit., pág. 16. 
54 
 
Estatuto Municipal de 1924 y por las Cortes republicanas de la Ley Municipal de 
1935198. 
 
Es importante señalar que inicialmente, la Ley Municipal del 2 de octubre de 1877 no 
contemplaba expresamente el fenómeno municipalizador. Por ello, los teóricos de 
aquella época cuestionaban si la municipalización podía llevarse a cabo al amparo 
de dicha Ley199. 
 
Ahora bien, para comprender a cabalidad los pasajes señalados en los párrafos 
anteriores, es relevante tener en consideración que la situación económica y social 
de España en los inicios del siglo XX se correspondía con la de un industrialismo 
incipiente que aún no había generado un éxodo rural masivo ni una aglomeración 
urbana suficiente, como para exigir, realmente y de forma urgente, una intervención 
inmediata de los poderes públicos locales. En consecuencia, el primer debate sobre 
municipalización de servicios –que, sin embargo, es coetáneo al que se estaba 
produciendo en los países europeos más avanzados– se realiza en España con 
argumentos prestados y, sobre todo, experiencias ajenas200. 
 
Por ejemplo, en España existieron críticas por parte de algunas compañías 
fabricantes de gas y electricidad quienes manifestaban que la municipalización de 
los servicios públicos afectaba la libertad de industria. Tal es así que en 1908 
llevaron a las Cortes una moción alegando la incapacidad de los ayuntamientos para 
atender cuestiones de alumbrado porque supondría una vulneración al principio de 
libertad de industria201. 
 
Sobre este mismo cuestionamiento, se admitió casi unánimemente que la Ley 
Municipal de 1877 permitía tácitamente la municipalización de los servicios públicos, 
algunos autores manifestaron que la Ley permitía de manera natural la 
municipalización sin tener que forzar sus términos ni criterios de interpretación202. 
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Sin embargo, en el contexto referido surgió la necesidad de una reforma legislativa 
marcada por la tendencia a un reconocimiento expreso que otorgue la competencia 
suficiente al ente municipal para la municipalización de los servicios públicos, lo que 
quedó plasmado en la primera década del siglo XX a través de un conjunto de 
proyectos de Ley dedicados a la reforma del régimen local, los mismos que 
intentaron marcar los derroteros de la municipalización de los servicios en 
España203. 
 
Entre los intentos legislativos, encontramos el proyecto de Canalejas de 1912, que 
surge inspirado en las ideas Mauristas204, para que a su vez sirvieran más delante 
de inspiración al Estatuto de Calvo Sotelo. De esta manera, los postulados Mauristas 
convertidos en proyecto se cristalizaron en el Estatuto Municipal de 1924, el mismo 
que con ligeras variaciones se convirtiera en la Ley Municipal de 1935205. 
 
Es importante acotar que solo en el Estatuto Municipal de 1924 se contempló 
expresamente la municipalización. Posteriormente, la Ley del 31 de octubre de 1935 
recogió la institución y, finalmente, la Ley de Bases de Régimen Local de 17 de julio 
de 1945 la asumió, articulándose su normativa en el texto aprobado por Decreto del 
16 de diciembre de 1950206. Para MAGALDI, quien esté familiarizado con el debate 
en materia de régimen local de los últimos años quedará sorprendido ante la 
cercanía que algunos de los problemas actuales presentan con los que se 
plantearon hace ya más de un siglo207. 
 
Ahora bien, considerando la relevancia del Estatuto de Calvo Sotelo, en las líneas 
que siguen pasaremos a mencionar los antecedentes y características resaltantes 
de dicho documento que influyeron en la municipalización de los servicios públicos. 
 
 
                                               
203  Loc. cit., pág. 453. 
 
204  Calvo Sotelo surgió bajo la influencia de Antonio Maura y Montanero. Para mayor información, 
puede revisarse MAGALDI MENDAÑA, N., Los orígenes, Ob. cit., pág. 265. 
 
205  Loc. cit., ídem. 
 
206  Loc. cit., ídem. 
 




1.7.2.1. La importancia del estatuto municipal de Calvo Sotelo208  
El 13 de septiembre de 1923, el capitán general de Cataluña, Miguel Primo de 
Rivera, tomó el poder en España mediante un golpe de Estado y sustituyó el sistema 
político liberal-parlamentario, vigente hasta entonces, por una dictadura militar de 
corte personalista209. Durante esta dictadura, se produjo una obra legislativa en 
materia de régimen local de la mano de Calvo Sotelo, nombrado director general de 
Administración el 23 de diciembre del mismo año. Calvo Sotelo elaboró el Estatuto 
Municipal aprobado por Real Decreto210: Ley del 8 de marzo de 1924211. 
 
Como hemos advertido líneas arriba, el referido Estatuto tuvo consideraciones 
relevantes para la municipalización de los servicios públicos en España, al punto que 
CLAVERO ARÉVALO212 afirmó lo siguiente: 
 
“Quien estudiare la evolución histórica reciente de la municipalización de servicios en 
la legislación española tendrá que llegar a la conclusión de que en ella pueden 
considerarse dos etapas plenamente diferenciadas. Esta separación viene señalada 
por la promulgación el 8 de marzo de 1924 del Estatuto Municipal de Calvo Sotelo. A 
la materia de municipalización se le puede aplicar la frase antes del Estatuto y 
después del Estatuto”. 
 
El Artículo 169° del Estatuto Municipal establecía, entre otros temas, que para que 
un servicio pudiera ser municipalizado debía redundar en beneficio directo o 
indirecto de una parte considerable de los habitantes del municipio. Así, se puede 
advertir que la normativa española en materia de municipalización identificaba el 
elemento teleológico con el beneficio (directo o indirecto) de una parte considerable 
de los habitantes del municipio213. 
 
                                               
208  No es nuestra intención efectuar un análisis exhaustivo sobre la evolución de la legislación española 
en torno a la municipalización de los servicios públicos. Sin embargo, consideramos importante 
dedicar algunas líneas al Estatuto de Calvo Sotelo por ser una legislación que se encargó de 
positivizar la municipalización de los servicios públicos. 
 
209  Para mayor información sobre Miguel Primo de Rivera, confróntese GONZÁLES MARTÍNEZ, 
Carmen, “La dictadura de Primo Rivera”, En: Anales de Historia Contemporánea, N° 16, Murcia, 
2000, págs. 337-408. 
 
210  El respectivo Decreto fue publicado en Gaceta de Madrid el 9 de marzo de 1924. 
 
211  FERNÁNDEZ DE GATTA SÁNCHEZ, Dionisio, “El régimen jurídico de las comunidades de Villa y 
Tierra: Aspectos históricos y régimen vigente”, En: Revista Jurídica de Castilla y León, N° 21, mayo, 
2010, pág. 270. 
 
212  CLAVERO ARÉVALO, Manuel Francisco, Municipalización y provincialización de servicios en la Ley 
de Régimen Local, Instituto de Estudios de Administración Local, Madrid, 1952, pág. 23. 
 




Sin perjuicio de lo señalado, existen quienes consideran que el Estatuto de Calvo 
Sotelo no fue la razón de la municipalización de los servicios públicos. Por ejemplo, 
para RODRÍGUEZ GÓMEZ no es del todo exacto afirmar que la municipalización 
sea creación del Estatuto, ya que la municipalización surgió antes que la Ley y la 
obra del Estatuto, o en el mejor caso solo fue reconocida formalmente214. 
 
Ahora bien, independientemente de la valoración positiva o negativa que se le pueda 
dar al Estatuto de Calvo Sotelo, lo cierto es que cumplió un papel fundamental en la 
doctrina administrativa española de la municipalización de los servicios públicos. 
 
1.7.2.2. Regulación actual del régimen local español 
Luego de haber descrito los antecedentes de la municipalización de los servicios 
públicos en España, es necesario mencionar brevemente algunas características de 
la regulación del actual régimen local español. 
 
Para BOQUERA, el Artículo 86° de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen 
Local del 2 de abril de 1985 dispone que las entidades locales, mediante expediente 
acreditativo, podrán ejercer la iniciativa pública para el ejercicio de actividades 
económicas conforme a lo establecido en el Artículo 128.2° de la Constitución. Esta 
regulación ha hecho desaparecer la municipalización y provincialización de servicios 
que conocía la legislación anterior. Asimismo, acota que solo de acuerdo con el 
Artículo 47.3° (f) de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local es necesario 
el voto de la mayoría absoluta de miembros de la corporación para la 
municipalización de actividades en régimen de monopolio y aprobación de la forma 
concreta de gestión del servicio correspondiente215.  
 
Del mismo modo, el referido autor recalca que la Ley de Régimen Local de abril de 
1986 ha detallado el procedimiento para el ejercicio de actividades económicas por 
entidades locales y este se parece mucho al establecimiento para la 
municipalización y provincialización de servicios en la legislación anterior. Sin 
embargo, parece querer eliminar definitivamente dicha terminología al disponer que 
                                               
214  RODRÍGUEZ GÓMEZ, José, “La municipalización de servicios en el municipio antiguo”, En: Revista 
de Estudios de la Vida Local, Madrid, 1953, pág. 60. 
 
215   BOQUERA OLIVER, José María, Derecho Administrativo, Volumen I, 9ª. edición, Civitas, Madrid, 




el acuerdo de aprobación por el Pleno deberá ser adoptado por mayoría absoluta del 
número legal de miembros de la corporación216. 
 
Del mismo modo, SOSA precisa que de acuerdo con los postulados constitucionales 
vigentes en España, se ha consumado una modificación sustancial del régimen 
jurídico de la iniciativa privada donde se distingue entre el simple ejercicio de 
actividades económicas y la prestación de un servicio público por parte de los 
gobiernos locales217.  
 
1.7.2.3. Municipalización del suministro del gas natural en España 
La municipalización de los servicios públicos en España estuvo ligada, desde sus 
orígenes, al suministro de gas natural. Este proceso surgió como consecuencia de la 
crisis producida por la Primera Guerra Mundial y ante las dificultades que implicaba 
el aprovisionamiento del carbón para las fábricas de gas, aunque tal fenómeno no 
era exclusivo de dicha industria218. 
 
La importancia del suministro de gas natural se vio reflejada en el Estatuto de Calvo 
Sotelo y su Reglamento de obras, servicios y bienes. Ahí, se señaló que el servicio 
de gas era uno de los servicios que podía municipalizarse219. Con esta disposición, 
las facultades de los ayuntamientos se reforzaban. 
 
Debemos recalcar que es importante profundizar y conocer la experiencia municipal 
española porque ha tenido gran influencia en la configuración del régimen municipal 
en el Perú. En ese sentido y en lo que corresponde al dinamismo determinado por el 
debate y los intentos legislativos generados por diferentes teorías y doctrinas, 
debemos aceptar un diagnóstico negativo por su ausencia en el ámbito nacional. 
Esto significa entonces que la doctrina española nos servirá como fuente teórica 
para analizar la pertinencia legal de este fenómeno, en el cuarto capítulo de la 
presente investigación220. 
                                               
216  Loc. cit., ídem.  
 
217  SOSA WAGNER, Francisco, La gestión de los servicios públicos locales, 2ª edición, Civitas, Madrid, 
1995, págs. 38-39.  
 
218  LÓPEZ CÁRCAMO, Zaida, “Organización y control del sector del Gas Natural”, Tesis de la 
Universidad Complutense de Madrid, 2009, pág. 41. 
 
219  Loc. cit., págs. 41-42. 
 
220  Respecto a la municipalización del suministro del gas natural en España confróntese: “La 
construcción del concepto jurídico de servicio público local en España a través de la 
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1.7.3. La municipalización en Inglaterra o municipal trading 
De acuerdo con MAGALDI, el municipio inglés ha respondido tradicionalmente al 
self-government, en el que la unidad local de vida era el municipio, que se fue 
desarrollando en el marco de la evolución total del Estado. La administración local 
inglesa conjugaba, de este modo, el principio representativo con la eficacia positiva 
del servicio público221. 
 
Hasta el siglo XIX, el gobierno local se basaba en un complejo no planificado de 
corporaciones, parroquias, burgos, condados y organismos, cuyos orígenes se 
remontan a incluso antes de la Edad Media. Se trataba de unidades de distinto 
tamaño dotadas de diversos poderes y deberes. A lo largo del siglo XIX, se 
promulgaron una serie de Leyes que proporcionaron un tratamiento más racional 
sobre el tema. Esta racionalización comenzó por las áreas urbanas en 1835 gracias 
al establecimiento de corporaciones municipales o burgos que fueron 
progresivamente ampliando sus competencias222. 
 
La gestión directa de los servicios fue asumida inicialmente por los propios órganos 
del municipio. Pudo conectarse históricamente con las primeras intervenciones 
económicas de los municipios británicos a través del pensamiento Fabiano mediante 
el cual empleaban su propia organización para hacer frente a nuevas prestaciones 
desconocidas hasta entonces en el mundo local223. 
 
En opinión de MAGALDI, es común que, en la doctrina de la municipalización de los 
servicios públicos, se considere que esta tenga sus raíces en la Inglaterra victoriana 
de mediados del siglo XIX y que primero se haya desarrollado con la influencia de la 
Revolución Industrial224, con todas las consecuencias vinculadas a ella: 
                                                                                                                                      
municipalización del gas (1877-1924)” Disponible en: http://www.fundaciongasnaturalfenosa.org/wp-
content/uploads/2016/05/Nuria Magaldipdf.pdf  
 
221  MAGALDI MENDAÑA, N., Los Orígenes, Ob. cit., pág. 14. 
 
222  JONES, G.W., “Gobierno local en Gran Bretaña”, Ponencia presentada en Jornadas de Estudio 
celebradas en la Facultad de Derecho de Burgos, 2, 3 y 4 de noviembre de 1988, pág. 149. 
 
223  SOSA WAGNER, F., Ob. cit., pág. 53. 
 
224  Al respecto, es importante señalar que la Revolución Industrial ha sido presentada, a menudo, como 
una catástrofe aislada que surge de repente. En realidad, fue solo un paso en el desarrollo del 
capitalismo moderno. Comenzó a principios del siglo XVIII, contemplándose a mediados del XIX y 
sucedida por posteriores transformaciones. Vista desde una adecuada perspectiva, puede ser 
descrita como la época del carbón y del hierro, y contrastada con la subsiguiente, que fue la de la 
electricidad y el acero. CROSMANN, Richard Howard Stafford., Biografía del Estado Moderno, 
Fondo de Cultura Económica, México D.F., 1941, págs. 160-161. 
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demográficas (desbordamiento demográfico y migraciones masivas del campo a la 
ciudad), económicas (producción en serie y desarrollo del capitalismo) y sociales 
(aparición del proletariado y de la cuestión social). Esto explica que en Inglaterra 
confluyeran, por primera vez, las circunstancias oportunas y necesarias para el 
surgimiento del industrialismo público, y, particularmente, del industrialismo público 
municipal o Municipal trading225. 
 
En Inglaterra, Sydney Webb226, fundador de la Fabian Society y de la London School 
of Economics and Political Science, solía evocar ante sus alumnos la vida cotidiana 
de un habitante imaginario de Birgmingham u otra ciudad semejante de Inglaterra, 
como se advierte en el siguiente pasaje: 
 
“[…] se despierta en la vivienda que le ha proporcionado el Municipio por las 
campanas del reloj municipal. Enciende la luz eléctrica de la fábrica municipal, hace 
su aseo con el agua del abastecimiento municipal y bebe un vaso de leche certificada 
municipal, calentada con el gas de la fábrica municipalizada. 
En la calle, naturalmente municipal, toma el tranvía o el autobús municipal. Gracias a 
la Policía Municipal llega seguramente a su oficina. Smith comerá posiblemente en 
un restaurante municipal, leerá los periódicos o revistas en una biblioteca pública, 
contemplará las obras de arte de un museo municipal, practicará el deporte en un 
parque municipal, consumirá alimentos conservados en las cámaras frigoríficas 
municipales y distribuidas en los mercados municipales o tal vez en las expendurías 
reguladoras del mismo carácter. Si no pertenece a la clase bastante pudiente de la 
ciudad, será asistido y hospitalizado en los establecimientos o por los facultativos 
municipales, y allí dará a luz su mujer. Cuando se encuentre sin trabajo, acudirá a la 
oficina municipal de colocación. Y habrá realizado sus estudios en las escuelas 
municipales. Un día, como todos los humanos, John Smith morirá, y, después de la 
inscripción en el Registro municipal, será llevado por el servicio fúnebre municipal al 
cementerio municipal”. 
 
Conforme a lo expresado por el mencionado autor, no cabe duda el importante rol 
que cumplieron los municipios en las actividades cotidianas de aquella época y su 
grado de injerencia en las actividades de los pobladores de Inglaterra. 
 
Según FINER, algunos defensores de la empresa municipal argumentaron que todo 
el proceso económico tenía por finalidad satisfacer las necesidades básicas de los 
seres humanos, entre ellas, las relaciones de trabajo que la municipalidad podía 
garantizar227. 
                                                                                                                                      
 
225  MAGALDI MENDAÑA, N., Los orígenes, Ob. cit., pág. 406.  
 
226  JORDANA DE POZAS, Luis, “El problema de los fines de la actividad administrativa”, En: Revista de 
Administración Pública, N° 54, Madrid, enero-abril, 1951, págs. 11-28. 
 





Para el mismo autor, la autoridad pública podía recaudar dinero de una manera fácil 
y económica a diferencia de lo que podría hacer una empresa privada y, por tanto, 
dejar grandes empresas en manos privadas era sacrificar un avance económico228. 
 
Además de lo ya señalado, debe tenerse en claro que la actividad municipalizadora, 
en el sentido anglosajón, no se extendía solo a las actividades que el Derecho 
Administrativo continental calificó como servicios públicos, sino que fue capaz de 
asumir también actividades sustancialmente privadas e industriales. Esto, aunque 
fue una novedad en Europa cuando el tema de la municipalización era aún 
incipiente, ha dejado de serlo en la actualidad229. 
 
Con relación al "municipal trading" que se asienta en los gobiernos locales de 
Inglaterra encontramos a BOVERAT quien ofrece una sustentación doctrinaria sobre 
el socialismo municipal, en concordancia con las referencias teóricas que ya hicimos 
anteriormente. El mencionado autor230 señala lo siguiente: 
 
“Le Socialisme municipal est la tendance qu'ont actuellement les municipalités dans 
nombre de grands États a s´emparer des services publics a et a établir entre leurs 
mains des monopoles sous le prétexte d´advantages que ce systéme conférait á la 
Societé et aux individus qui la composent, en surrpimant les bénéfices á priori abusifs 
et meme monstreux des entrepreneurs et des intermédiaires en général”. 
 
Del mismo modo, SHAW231 defiende desde el punto de vista laboral las ventajas de 
la empresa municipal: 
 
“In the ability market, the municipalities have a decisive advantage in the superior 
attraction of public appointments for prudent and capable organizers and 
administrators. A municipality can always get an official more cheaply than a 
company can. A municipality never becomes bankrupt, is never superseded by a new 
discovery, and never dismisses and official without giving his case prolonged 
consideration in committee, from which he has practically an appeal to the whole 
body. A man who behaves himself and does his work has nothing to fear in public 
employment: his income and position are permanently assured”. 
 
SHAW destaca en su opinión una serie de beneficios que se obtienen al crear 
empresas municipales, por ejemplo, se señala que es más económico contratar a 
                                               
228  Loc. cit., pág. 10. 
 
229  Loc. cit., pág. 22. 
 
230  BOVERAT, Raymond, Le socialisme municipal en Anglaterre et ses resultas financieres, Librairie 
Nouvelle de Droit et de Jurisprudence, Arthur Rousseau, París, 1907, pág. 14. 
 
231  SHAW, Bernard, The Commonsense of Municipal Trading.The Fabian Society, Jonathan Caote, 




una empresa municipal que una privada, que un municipio nunca se declara en 
quiebra, entre otros temas. Lo señalado por el mencionado autor nos invita a 
contrastar estas afirmaciones con la realidad actual, reflexión que realizaremos en el 
cuarto capítulo. 
 
Por su parte, WARREN232 refiere que: “The history of municipal trade begins in the 
field of water and gas supply and eventually embraces the fields of electricity supply 
and trambway transport; these four fields being still the main sphere of municipal 
industry and, broadly speaking, its present limits”. 
 
De lo expresado por el señalado autor se desprende que uno de los servicios que se 
prestó en los inicios del “municipal trading” de Inglaterra se refirió al gas, hecho que 
nos lleva a deducir que el tema de la municipalización fue abordado en Inglaterra, 
hace ya mucho tiempo, dos siglos atrás, mientras que en el Perú resulta ser más 
bien una inquietud aún incipiente. 
 
En Inglaterra, los primeros municipios que montaron fábricas para la producción y 
distribución de gas actuaron mediante autorizaciones o disposiciones parlamentarias 
específicas (private bills). Posteriormente, el Parlamento optó por aprobar 
disposiciones de tipo general, como la Gas Works Clause (Act de 1847) y la 
Metropolitan Gas (Act de 1860). Según algunas fuentes, las empresas gasistas 
obtuvieron notables beneficios –en este sentido, no era complicado, por la propia 
estructura y características del gas, producir con notables rendimientos financieros–. 
Esto contribuyó a favorecer la tendencia municipalizadora y permitió, al mismo 
tiempo, una constante disminución de los precios233. 
 
La experiencia de la municipalización en Inglaterra resulta un referente importante 
porque dicho proceso encuentra en la práctica sus orígenes, bajo el denominado 
Municipal trading, modelo que fue adoptado por sus vecinos europeos, que 
aceptaron con entusiasmo la propaganda de la Sociedad Fabiana. 
 
Como todo proceso que se desarrolla alrededor de los servicios públicos, ligados a 
la satisfacción de las demandas de la población, podemos ver que no son ajenos al 
                                               
232  WARREN, John. H, Municipal Trading, The Labour Publishing Company Limited, Great Ormond 
Street London, Great Britain, 1923, pág.13. 
 




corsi e ricorsi, que se detecta cuando luego de un tiempo aparece la corriente liberal 
que pretende resolver lo que la opinión pública encuentra defectuosa, anacrónica, 
inconveniente, etc.  
 
La teoría, acompañada del interés por encontrar lo que mejor convenga al usuario 
sobre la municipalización de los servicios, convoca la participación de cada país. 
Destacamos, por ejemplo, la participación SHAW, (citado líneas arriba), quien tuvo 
una producción teórica y propuso la implementación de una serie medidas a favor de 
la “municipal trading”. 
 
1.7.4. Municipalización de los servicios públicos en Francia 
En Francia, y al amparo de la Ley Municipal del 5 de abril de 1884 (en especial los 
Artículos 61°, 133° y 134°), el Consejo de Estado elaboró inicialmente una 
jurisprudencia muy restrictiva en cuanto a las posibilidades de aceptar que los 
municipios pudieran municipalizar ciertos servicios públicos234. 
 
Es importante indicar que un conjunto de factores adversos obstaculizó en Francia el 
desarrollo temprano de las municipalizaciones. Entre los inconvenientes más 
resaltantes, podemos citar el carácter acentuadamente individualista del país, reacio 
a todo cuanto significase intervención oficial en los problemas económicos, cuya 
consagración legal la adoptó en la denominada “Ley de Chapelier” del 17 de marzo 
de 1791, que proclamaba la absoluta libertad de comercio y de la industria235.  
 
Esto ha sido recogido en diversos estudios en los que se afirma que el socialismo 
municipal fue desarrollado con menor intensidad en Francia. Al respecto, el autor 
MININ236 señala lo siguiente: 
 
“Le Socialisme municipal, pour être infiniment moins développé en France qu'au 
dehors, y compte pourtant, nous l'avons vu, quelques manifestations. Un nombre plus 
considérable de tentatives avortées, de projets anéantis, de propositions encore 
pendantes ont eu l'honneur de la discussion dans le pays et dans les assemblées”. 
  
Solo después de la Primera Guerra Mundial se produjo un cambio radical en la 
tendencia limitante a la implementación de las municipalizaciones en Francia. Por 
                                               
234  MAGALDI MENDAÑA, N., La primera doctrina, Ob. cit., pág. 192. 
 
235  ALBI CHOLBI, F., Ob. cit., pág. 76. 
 




ejemplo, en la exposición de motivos del Decreto Legislativo del 05 de noviembre de 
1936 se resaltó el derecho de los municipios para asumir la dirección, así como la 
creación de todos los servicios públicos destinados a asegurar la vida económica y 
social de la ciudad, teniendo, siempre en cuenta, las experiencias de los países 
extranjeros que rodean Francia237. 
 
Del mismo modo, mediante el Decreto Ley promulgado en Francia el 28 de 
diciembre de 1926, se emitieron las Régies municipales de carácter industrial y 
mercantil, donde se permitía la participación de municipios en empresas privadas, se 
autorizaba a los municipios y asociaciones de municipios a explotar directamente 
servicios de interés público de carácter industrial o mercantil238.  
 
De esta manera, los ayuntamientos podían designar los servicios que se proponían 
asegurar. Cabe añadir que, según era el caso, algunos proyectos debían ser 
sometidos a la aprobación del prefecto o gobierno. Cada Régie tenía autonomía 
financiera pero no poseía personalidad distinta al municipio y estaba colocada bajo 
la autoridad del alcalde y del ayuntamiento239. 
 
Como vemos en la breve reseña que antecede, Francia impulsa el proceso de la 
municipalización después de la Segunda Guerra Mundial, luego de vencer una serie 
de dispositivos legales que limitaban la participación de los municipios para que se 
encarguen de prestar los servicios públicos.  
 
1.7.5. Municipalización de los servicios públicos en el Perú 
A diferencia de las experiencias en Inglaterra, España, Francia o Italia, en el Perú, 
no se encuentran estudios doctrinarios respecto de la municipalización de los 
servicios públicos240. Sin embargo, sobre este suceso se han podido identificar 
                                               
237  ALBI CHOLBI, F., Ob. cit., pág. 76. 
 
238  GASCÓN Y MARÍN, J., Tratado de Derecho Administrativo, Ob. cit., pág. 725. 
 
239  Loc. cit., ídem.  
 
240  Por ejemplo, al revisar el Texto Único de Procedimientos Administrativos (Tupa), en el que se 
describen los servicios municipales en la Municipalidad Metropolitana de Lima, se puede observar 
claramente que todos los servicios se refieren a otorgamientos de licencias y autorizaciones, 
además del registro civil y la jefatura del INDECI. La municipalización de los servicios públicos está 




algunos hechos producidos en los sectores de saneamiento y de electricidad, que 
describiremos en las líneas siguientes241. 
 
Previo a ello, consideramos necesario referirnos en líneas generales a los aspectos 
jurídicos que conciernen al municipio en el Perú desde los inicios de la República; 
así como identificar la participación del municipio como prestador directo de servicios 
públicos. 
 
1.7.5.1. Generalidades sobre el municipio en el Perú 
La creación y composición de los municipios data de la Ley de Municipalidades de 
1853242, que fue la primera norma en ofrecer una definición de “municipalidad”243. 
Sobre el Artículo 2° de esta Ley, ZAS FRIZ BURGA señala que la municipalidad es 
“el cuerpo encargado de la administración de los intereses locales de una reunión de 
individuos que habitan en cierta porción del territorio del Estado y a los que 
considera la Ley como persona colectiva, en todas aquellas relaciones que nacen de 
su vida en común”244.   
 
En la referida Ley se describe que la municipalidad estaba compuesta por un 
alcalde, quien la presidía y era nombrado por el presidente de la República; uno o 
dos tenientes alcaldes; y un número de jueces de paz, de regidores o de síndicos-
procuradores determinados por la Ley.  
 
Por su parte, RUBIO indica que el tratamiento constitucional de los municipios en la 
República peruana empezó con su primera Constitución, es decir, en 1823. En la 
referida Carta Magna, se dispuso que en todas las poblaciones existan 
municipalidades compuestas por alcalde, regidores y síndicos, cargos a los que no 
                                               
241  Es importante tener en cuenta que desde los inicios de la vida republicana del Perú el legislador 
empleaba la expresión “servicio público” de manera indistinta y no como se lo conoce en la 
actualidad.  En efecto, él se refiere más que al concepto mismo de los servicios públicos a los 
“privilegios de explotación”. Para mayor información confróntese: ZEGARRA VALDIVIA, Diego, El 
servicio público: fundamentos, Palestra Editores, Lima, 2005. 
 
242  Ley del 16 de noviembre de 1853. 
 
243  Eso ocurrió durante el periodo de la Conquista porque ofrecían a los conquistadores un velo de 
legitimidad para emprender políticas directivas que, en muchos casos, iba más allá de aquellas 
conferidas en los convenios iniciales con los soberanos. El patrón desarrollado durante la Conquista 
consistía en el establecimiento inmediato de una municipalidad al llegar a un nuevo territorio. 
AUSTIN, Allan, Estudio sobre el gobierno municipal del Perú, ONRAP, Lima, 1965, pág. 12. 
 
244  Cfr. ZAS FRIZ BURGA, Johnny, La descentralización ficticia. Perú 1821-1928, Universidad del 




podían excusarse los que fueran nombrados. Los nombres de estos cargos fueron 
tomados de los españoles, pero se abandonaron los términos “cabildo” y 
“ayuntamiento”245. 
 
Para CASTRO y DELGADO, el periodo republicano no fue "generoso" con las 
municipalidades pues no reconoció el rol de estas desde su advenimiento. Pese a 
que casi todas las Constituciones hacían referencias elogiosas a las 
municipalidades, poco fue el papel que se les asignó durante este periodo. Por el 
contrario, el municipio fue perdiendo atribuciones y autonomía y se llegó a afirmar 
que el país vivió una suerte246 de “desmunicipalización”247. 
 
En un inicio, las funciones que se le asignaron a las municipalidades en la República 
fueron las de controlar el orden, desarrollar la instrucción primaria, beneficencia, 
salubridad, seguridad, comodidad, ornato y recreo. En el plano de la vida económica 
local, correspondía a las municipalidades promover el desarrollo de las actividades 
que condujeran a una mejora de las condiciones de vida, pese a que estas 
competencias no estaban debidamente detalladas posiblemente a la espera que 
fueran contempladas en una Ley ad hoc248. 
 
Respecto al concepto de municipio, VILLARÁN249 señala lo siguiente:  
 
“Esta asociación natural tiene necesidades e intereses propios, que no son las 
necesidades y los intereses generales de la sociedad. 
 
Su salubridad, la comodidad y el ornato de su pueblo, sus caminos y paseos, su 
escuela, sus mercados, etc., demandan su atención y cuidado. Los vecinos son los 
que mejor los conocen, son ellos los que más vivamente desean administrarlos, y 
ellos los que con más acierto pueden hacerlo. Ninguna razón existe para despojarlos 
de esa administración propia que la naturaleza les concede. La acción del poder 
general sería tardía y deficiente”. 
 
                                               
245  RUBIO CORREA, Marcial, “Lecciones históricas del municipio democrático”, En: Constitución y 
Proceso. Libro Homenaje a Juan Vergara Gotelli, Tribunal Constitucional, Jurista, Lima, 2009, pág. 
1121. 
 
246  En este caso, se emplea la expresión “desmunicipalización” para referirse al recorte de autonomía 
de las municipalidades mediante la asignación de presupuestos exiguos, limitando su capacidad 
operativa. 
 
247  CASTRO POZO DÍAZ, H. y DELGADO SIVA, Á., Manual del regidor, Instituto para la Democracia 
Local (Ipadel), Lima, 1989, pág. 27. 
 
248  Loc. cit., ídem. 
 
249  VILLARÁN, Luis Felipe, La Constitución peruana comentada. Centro de Estudios Constitucionales 
del Tribunal Constitucional del Perú, Lima, 2016, pág. 470. 
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El referido autor nos hace notar que la gestión directa de los vecinos primaba en 
aquella época y servía como asidero para sustentar la existencia de los municipios. 
Tal es así que en la Constitución de 1860 solo el Artículo 118° disponía que habrían 
municipalidades en los lugares que designe la Ley, la cual determinaría sus 
funciones, responsabilidades, las calidades de sus miembros y el modo de elegirlos. 
 
Por su parte, la Ley Orgánica de Municipalidades del 29 de noviembre de 1856 
desarrolló las competencias de las municipalidades entre las que destacamos la 
promoción en sus respectivos distritos, la formación de sociedades o empresas que 
favorezcan la agricultura, la industria y el comercio, la construcción de las obras 
públicas que deben costearse de los fondos municipales, entre otros temas. 
 
Así, con la vigencia de la referida Ley Orgánica de Municipalidades, se le otorgan las 
atribuciones y competencias a las municipalidades tres décadas después de 
declarada la independencia en que se inicia la vida de la República. Posteriormente, 
encontramos la denominada nueva Ley de Municipalidades de fecha 14 de octubre 
de 1892, que desarrolla las atribuciones de los Consejos Provinciales como el aseo, 
salubridad, ornato, entre otros temas. 
 
Por otra parte, de las competencias descritas en la Ley del año 1892, encontramos 
atribuciones concedidas al municipio, a través de ella se le habilita para prestar 
ciertos servicios públicos como el alumbrado público, baja policía, entre otros. De lo 
señalado, podemos deducir, que mediante Ley y un análisis pragmático, el municipio 
en el Perú desde aquella época, asumía un rol prestador de algunos servicios 
públicos. 
 
Los dispositivos legales señalados nos invitan a reflexionar y comparar el desarrollo 
académico sobre las funciones y competencias del municipio de Europa después de 
la Revolución francesa donde se podían advertir las ansias de reforma a través de 
debates doctrinarios y legislativos, los mismos que ya hemos descrito anteriormente. 
Por el contrario, en el Perú, el tratamiento a los municipios fue abordado sin el 
debate ideológico y doctrinario realizado en Europa. 
 
Se debe tener en cuenta que hasta los últimos años de la década del setenta, las 
municipalidades fueron consideradas meras administradoras locales con escasos 
recursos otorgados intermitentemente por el Estado. Por ejemplo, en la sierra, los 
cargos municipales eran rotados entre vecinos considerados “notables”. Recién con 
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la Constitución de 1979, se da un paso fundamental para la democratización y 
descentralización del país. En este sentido, a partir de la vigencia de esta 
Constitución, se evidencia un esfuerzo –aunque tímido– por reforzar las atribuciones 
de los gobiernos locales250. 
 
La municipalidad en el Perú, durante la vida republicana hasta antes de la 
instauración de las elecciones, funcionó como un apéndice, por encargo del legado 
del Poder Ejecutivo, ya que en la vía administrativa estaban las municipalidades 
encargadas de suministrar los servicios de baja policía, ornato, abastos, 
cementerios, beneficencia. Así, las municipalidades recién adquieren personalidad 
jerárquica de gobierno cuando los alcaldes son elegidos por elección popular. 
 
Conforme ha ido transcurriendo el tiempo, la estructura y organización de las 
municipalidades ha ido cambiando, optando por un sistema de concesiones a través 
de las cuales los servicios son asumidos por empresas particulares como es el caso 
del recojo de basura, de los cementerios, la beneficencia, los camales, los 
mercados, el transporte. Nótese la diferencia en el proceso de cambio sufrido entre 
la gestión municipal en el Perú y la observada para Europa.  
 
Es importante destacar que solo a nivel legislativo y en un gobierno de facto hemos 
encontrado referencias sobre la municipalización, nos referimos al Decreto Ley N° 
22250 (Ver Anexo N° III) que establece en el Artículo 86° lo siguiente: “Los Concejos 
Municipales podrán expropiar bienes y municipalizar los servicios de interés común, 
con arreglo a los dispositivos legales sobre la materia”. 
 
La Ley de municipalidades dada por el gobierno de facto de las Fuerzas Armadas de 
1978, en el capítulo séptimo (Artículos 82° al 89°), confiere atribuciones y 
competencias así como lineamientos para que el ente municipal incursione en la 
municipalización de los servicios públicos. 
 
Luego de haber presentado algunas características referidas a las municipalidades 
en el ordenamiento jurídico peruano, en las siguientes líneas pasaremos a 
desarrollar las experiencias municipalizadoras en el Perú. Es importante acotar que 
el desarrollo de este suceso solo estará referido a los servicios públicos de carácter 
                                               
250  MUÑOZ CHIRINOS, Paula, El diseño institucional municipal 1980-2004 y sus implicancias para las 
zonas rurales, Asociación de Servicios Educativos Rurales, Lima, 2005, págs. 16-17. 
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económico, haciendo abstracción de los servicios sociales, como la educación y 
otros. 
 
1.7.5.1.1. Municipalización del servicio público de saneamiento 
Entre las pocas experiencias de municipalización de los servicios públicos de 
carácter económico en el Perú, se encuentra la del sector saneamiento, cuya 
importancia es relevante en tanto está vinculada a la satisfacción de la demanda de 
agua potable para consumo humano por parte de la población, considerando el 
crecimiento urbano251. 
 
Es importante resaltar que el sector saneamiento ha sufrido, a lo largo del tiempo, 
diversas variaciones en el tipo de gestión según se podrá apreciar en las siguientes 
líneas. 
 
En 1930, el entonces Ministerio de Fomento y Obras Públicas se hizo cargo del 
servicio de agua potable de Lima. Desde ese momento, se produjeron algunos 
cambios en procura de la independización del servicio de agua potable y 
alcantarillado. Además, se crearon dependencias ministeriales como el caso de la 
Superintendencia de Agua Potable de Lima, creada en 1955 o la Corporación de 
Saneamiento de Lima (COSAL), creada en 1962. En 1969, la COSAL se transformó 
en la empresa de saneamiento de Lima (ESAL) hasta que, en 1981, aparece el 
Servicio de Agua Potable y Alcantarillado de Lima, SEDAPAL252. 
 
En la década de 1970, el Ministerio de Vivienda a través de la Dirección General de 
Obras Sanitarias (DGOS)253 asume el servicio de agua potable y alcantarillado. 
Posteriormente, en 1981, se crea la empresa estatal Servicio Nacional de 
Abastecimiento de Agua Potable y Alcantarillado (SENAPA) en reemplazo de la 
DGOS. La SENAPA solo estuvo formada por quince empresas filiales y doce 
unidades operativas. Recién, a partir de 1990, fueron transferidas, a título gratuito, 
las empresas filiales y unidades operativas de la SENAPA a las municipalidades254. 
                                               
251  Por ejemplo, a través del Decreto Ley N° 7251, del 27 de julio de 1931, se dispuso que el servicio 
de agua potable de Arequipa debía pasar al Concejo Municipal de la ciudad. 
 
252 Para mayor información confróntese la siguiente página web: http://www.sedapal.com.pe/hitos-
historicos. (visitado el 19.05.2016). 
 
253 MARMANILLO, Iris, “Agua potable y saneamiento”, En: Perú: La oportunidad de un país diferente, 
Banco Mundial, Lima, págs. 325-351. 
 
254 Loc. cit., págs. 4-5. 
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A partir de 1990, se emprendió una reforma en el sector de agua potable y 
saneamiento básico con la creación de un nuevo marco institucional y legal que 
separó los roles empresariales de regulación y de planificación. Del mismo modo, se 
llevó a cabo la municipalización del agua con la transferencia de todas las empresas 
filiales y unidades operativas de la SENAPA255 a las municipalidades provinciales y 
distritales.  
 
Una de las características institucionales del sector que conviene revisar para 
efectos de la presente tesis es la referida a la responsabilidad y propiedad de los 
servicios de agua en el país. Así, a partir de la Ley N° 26338, Ley General de 
Servicios de Saneamiento (actualmente derogada), la responsabilidad de los 
servicios de agua correspondía a las municipalidades provinciales: los activos de las 
empresas fueron transferidos del gobierno central a las municipalidades distritales 
de todo el país256. 
 
De acuerdo con la Ley General de Servicios de Saneamiento, Ley N° 26338, las 
municipalidades eran las encargadas de administrar las fuentes de agua y las 
municipalidades provinciales eran las responsables de la prestación de los servicios 
de agua potable. La propiedad quedaba en manos del Estado y su control podía ser 
delegado por las municipalidades, en cuyo caso sobre el control de activos se 
establece que la participación empresarial podría ser de capital mixto, es decir, 
público y privado257. 
 
En ese contexto, durante el año 1995, se otorgó a los municipios provinciales la 
responsabilidad integral de estos servicios, además de la potestad para otorgar 
facilidades para la inversión privada en este sector. Sin embargo, a diferencia de 
otros servicios básicos, como la electricidad o la telefonía, el gobierno de turno no se 
preocupó por dinamizar la privatización de la empresa prestadora de servicios de 
saneamiento (EPS). A diferencia de los otros servicios mencionados, las empresas 
                                                                                                                                      
 
255  La liquidación del SENAPA estableció la transferencia de sus activos a las municipalidades 
provinciales y/o distritales que formaban parte de cada unidad operativa. Decreto Ley 25973, 12 de 
diciembre de 1992.  
 
256  SALINAS, Sergio, Nuevas rutas para una mejor regulación. Fortalecimiento de los organismos 
reguladores de servicios públicos en el Perú, Universidad del Pacífico, Lima, 2012, pág. 116. 
 
 
257 PHUMPIU CHANG, Paul, “Agua Potable ¿Para todos?”, En: Revista Derecho y Sociedad, N° 26, 




de agua se hallaban desconcentradas y su pequeño tamaño, probablemente, no 
atraía la atención de los inversionistas258, hecho que contribuiría con la consolidación 
de la municipalización del servicio público de saneamiento. 
 
Efectivamente, con el otorgamiento de facultades a los municipios para encargarse 
del saneamiento en sus respectivas circunscripciones, se afianza la municipalización 
del servicio antes mencionado. La empresa privada no fue convocada y no se tiene 
información si esta tuvo interés en la prestación del servicio público de saneamiento. 
 
De lo descrito en los párrafos anteriores, se desprende que las atribuciones y 
competencias otorgadas a las municipalidades para el manejo del agua 
obedecieron, más que nada, a políticas coyunturales, antes que ser el resultado de 
un debate doctrinario relacionado con la pertinencia de la prestación de servicios 
públicos en el seno de las municipalidades o a la luz del debate parlamentario.  
 
Asimismo, podemos señalar que el caso de la municipalización del sector 
saneamiento es sui generis entendiéndose que el agua es un elemento de primera 
necesidad altamente sensible desde el punto de vista social y difícilmente 
programable desde una perspectiva empresarial, cuya finalidad se basa en la 
obtención del lucro.  
 
Ahora bien, es importante señalar que el 29 de diciembre de 2016 se publicó en el 
Diario Oficial "El Peruano", el Decreto Legislativo N° 1280 a través del cual prueba la 
Ley Marco de la Gestión y Prestación de los Servicios de Saneamiento. Dicho 
dispositivo legal ha derogado a la Ley N° 26338, Ley General de los Servicios de 
Saneamiento, y a la Ley N° 30045, Ley de Modernización de los Servicios de 
Saneamiento. 
 
La mencionada norma constituye un esfuerzo destinado a darle mayor eficacia y 
eficiencia al manejo del saneamiento y abastecimiento de agua potable a las 
ciudades y al campo. 
 
Del mismo modo, la norma le otorga funciones de los gobiernos locales para 
constituir un Área Técnica Municipal, encargada de monitorear, supervisar, fiscalizar 
y brindar asistencia y capacitación técnica a los prestadores de los servicios en 
                                               
258 Para mayor información, confróntese MENDOZA, Mariel, “Una mirada a las empresas prestadoras 
de servicios de saneamiento (EPS)”, En: Debates en Sociología, N° 34, Lima, 2009, pág.109. 
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pequeñas ciudades y en los centros poblados del ámbito rural, según corresponda, 
asignar los recursos para el financiamiento de inversiones en materia de 
infraestructura de saneamiento,  entre otros temas. 
 
Asimismo, dispone que las municipalidades provinciales son responsables de la 
prestación eficiente y sostenible de los servicios de saneamiento a través de 
empresas prestadoras de los servicios de saneamiento. Excepcionalmente, en 
aquellas pequeñas ciudades que se encuentran fuera del ámbito de una empresa 
prestadora, dicha responsabilidad recaerá en la municipalidad distrital que 
corresponda, siempre y cuando ésta se encuentre en capacidad de asumirla, de 
conformidad con lo que establezca la Ley, su Reglamento y las normas sectoriales. 
 
Respecto a este tema podemos concluir en que el servicio público de saneamiento 
viene siendo prestado por el ente municipal, como consecuencia de la costumbre y 
praxis pero que en el ámbito académico no existe aún un estudio que efectúe un 
análisis de la pertinencia legal de la municipalización del sector saneamiento. Ahora 
bien, es importante advertir que la presente investigación no tiene por objetivo 
analizar el sector saneamiento nos hemos limitado a describir brevemente algunos 
aspectos normativos (sin entrar en mayores detalles de la reciente publicación 
normativa) y hechos que pueden ilustrar el rol que tienen los gobiernos locales en 
este tipo de servicio púbico. 
 
También es importante tener en cuenta que los servicios públicos de saneamiento 
se prestan a través de una infraestructura especialmente diseñada para su objeto. 
Dicha infraestructura está sometida al deterioro que por razón de su uso y el tiempo 
van alcanzando niveles de seguridad críticos, lo que conlleva a optar por una política 
preventiva con el fin de preservar el suministro continuo del servicio hasta el 
momento en que dicha infraestructura haya alcanzado su vida útil y deba ser 
reemplazada. 
 
Cuando el mercado del agua potable se ubica en sectores marginales, se hace más 
difícil el retorno de la inversión. De la misma manera, en caso de conseguir fondos 
provenientes de préstamos o de cooperación técnica para su realización, el 
mantenimiento de esa infraestructura no se puede hacer de manera sostenible, ya 
que no existe capacidad de pago en esa zona para mantener la inversión, de ahí 
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que se requiera de un permanente subsidio a la infraestructura y probablemente 
también al consumo259. 
 
Apartándonos de los criterios de rentabilidad y eficiencia empresarial comunes a 
toda actividad económica, el agua per se es un derecho que el Estado por obligación 
debe poner al alcance de la población. En cuanto a la calidad del servicio de 
saneamiento, ALZA afirma que, en el Perú, la situación se agudiza cuando los 
sistemas de potabilización y abastecimiento de agua existentes tienen un 
funcionamiento deficiente y poseen problemas de gestión. Más aún, si estos 
problemas no son prioridad en las agendas gubernamentales y a esto se suma la 
falta de conciencia sobre la importancia de contar con agua de calidad, se vulneran 
los derechos a la salud, vida y dignidad de las personas260. 
 
Según DEL CASTILLO PINTO, el servicio de saneamiento no puede llegar para 
todos por igual, por diversas asimetrías presentes en el sector. En primer lugar, 
surgen problemas por factores climáticos y geográficos, específicamente, se dan 
diferencias por una mayor o menor disponibilidad de agua y por el asentamiento de 
la población. Sin embargo, la problemática del agua no se limita a los aspectos de 
cantidad o disponibilidad de esta, sino que además las características relativas a la 
calidad del agua son sumamente importantes y las consecuencias de desatenderla 
son muy serias, por las enfermedades que pueden transmitirse a través de este 
elemento vital261.  
 
Para SALINAS, hoy en día, por cada empresa de agua, existe entre una y ocho 
municipalidades responsables o concedentes y un alto número de municipalidades 
distritales accionistas. El proceso de toma de decisiones en cada localidad es 
complejo y muchas veces imposible, dado los intereses y expectativas de cada 
autoridad política involucrada262. 
 
                                               
259  Loc. cit., pág. 136. 
 
260  ALZA BARCO, Carlos, “El Derecho Humano al Agua: El enfoque de derecho a los servicios 
públicos”, En: Teoría General de Derecho Constitucional, Ediciones Caballero Bustamante, Lima, 
2009, pág. 729. 
 
261  DEL CASTILLO PINTO, Laureano, “El régimen legal del agua”, En: Derechos y conflictos de agua 
en el Perú, Lima, PUCP, Departamento Académico de Derecho, Lima, 2008, págs. 29-30.  
 
262  Loc. cit., pág. 117. 
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Del mismo modo enfatiza que la municipalización de los servicios de agua y 
alcantarillado en el país no ha sido una buena alternativa; por el contrario, ha 
agravado la situación del sector, por lo que sugiere reconsiderar este arreglo 
institucional y pensar en entregar la responsabilidad del servicio a los gobiernos 
regionales263.  
 
En conclusión, desde el punto de vista pragmático, consideramos que la 
administración municipal en nuestro país no percibe con mucho entusiasmo ejercer 
acciones destinadas para constituir empresas de suministro de bienes y servicios de 
primera necesidad, como es el caso del agua. 
 
Además de lo descrito, es preciso hacer hincapié en que tanto la privatización264 
como municipalización de los servicios públicos constituyen ejes de decisión de 
políticas públicas adoptadas con el exclusivo objeto de hacer que la prestación de 
servicios públicos se encuadre en la satisfacción de las necesidades de la población. 
 
La experiencia municipal descrita nos lleva a comprender no solamente el proceso 
municipalizador de un servicio como el agua o el alcantarillado sino también la 
capacidad de hacerlo con eficiencia respondiendo a las expectativas de una 
población. Constituye un antecedente válido para contrastarlo oportunamente en el 
cuarto capítulo, en el que determinaremos la pertinencia de la municipalización del 
servicio público de distribución de gas natural por red de ductos. 
 
1.7.5.2. Municipalización del servicio público de electricidad  
La introducción de la electricidad en el Perú se inició en Lima, el 15 de mayo de 
1886, con la inauguración del alumbrado público eléctrico en la Plaza de Armas de 
Lima. A partir de ello, la prestación del servicio público de electricidad se fue 
desarrollando a lo largo de la legislación común. A la luz de dicho contexto, las 
empresas que prestaban el suministro de electricidad con carácter de servicio 
                                               
 
263  Loc. cit., ídem. 
 
264  Respecto de la gestión de este sector, se ha dicho que dependerá de los intereses y puntos de vista 
de cada valoración económica que se le dé en concreto. Por ejemplo, ARIÑO considera que la 
decisión de privatizar o no un servicio público no debe depender en modo alguno de si este es 
rentable o deficitario. El criterio para adoptar tal decisión debe ser la mejor prestación del servicio a 
los ciudadanos. En el caso del agua y saneamiento, todo está supeditado a las necesidades que se 
deban cubrir. En: ARIÑO ORTIZ, Gaspar y CASSAGNE, Juan Carlos, “Después de la marea viene 
la calma: interrogantes en torno a la regulación de los servicios públicos en el Perú”, En: THEMIS, 




público debían gestionar ante la municipalidad de la circunscripción o directamente, 
ante el Gobierno Central, un contrato para tal efecto por periodos renovables de diez 
a veinte años265.  
 
La electricidad tuvo un rol importante en el Perú desde la época de la 
Independencia. Tal es así que este sector fue fomentado de diversas maneras. Por 
ejemplo, las Leyes peruanas favorecieron las instalaciones de los servicios eléctricos 
en el país, y también se exoneraron los pagos fiscales al uso de los aparatos y útiles 
de instalaciones eléctricas a cualquier hora266.  
 
Para MONTENEGRO, las municipalidades se exoneraron de algunas sus 
obligaciones con la finalidad de promover la prestación del servicio de electricidad. 
Por ejemplo, el 6 de noviembre de 1896, entre el Concejo Provincial de Arequipa y 
don Francisco La Rosa, el gobierno aprobó el Contrato de 21 cláusulas para el 
establecimiento del alumbrado de esta ciudad267. Nótese que el Congreso autorizó al 
Poder Ejecutivo aprobar los contratos que habían celebrado las municipalidades de 
Arequipa y Cerro de Pasco sin sujetarse a la Ley Orgánica de Municipalidades, 
vigente en aquella época, ni cumplir con los requisitos de la licitación con el fin de 
establecer dicho alumbrado en sus respectivas localidades268. 
 
En el año 1895 se instaló la primera empresa dedicada a la transmisión de la 
energía eléctrica denominada "Santa Rosa". Posteriormente, la Sociedad Industrial 
Santa Catalina absorbió los capitales constitutivos de la Empresa Transmisora y la 
compañía asumió el nombre de Empresa Eléctrica Santa Rosa bajo la dirección de 
Mariano Ignacio Prado269. 
 
En abril de 1900, Santa Rosa se comprometió a la instalación de 4,500 lámparas. 
Para 1901, el alumbrado comprendía 1800 postes y el servicio particular, 8500 
luces. En 1902, su número llegó a 10,000 lámparas, destinándose gran parte de la 
                                               
 
265  SALVATIERRA COMBINA, Rolando, La evolución jurídica del Sector Eléctrico Peruano, Derecho 
Administrativo, Jurista Editores E.I.R.L., Lima, 2004, pág. 482. 
 
266  VELÁSQUEZ MONTENEGRO, Víctor Manuel, Lima a fines del siglo XIX, Universidad Ricardo 
Palma, Editorial Universitaria, Lima, 2008, pág. 297. 
 
267  Loc. cit., pág. 298. 
 
268  Loc. cit., págs. 297-298. 
 




producción hacia Miraflores, Barranco y Chorrillos, ampliándose la producción con 
una Planta Térmica en Limatambo, hecho que permitió el funcionamiento del primer 
ferrocarril eléctrico del Perú270. 
 
Para dar servicio de electricidad a Lima se constituyeron, en 1906, las Empresas 
Eléctricas Asociadas (EE.EE.AA), como resultado de la fusión de las empresas 
existentes en ese momento. Durante el gobierno militar (1968-1980), el Estado 
adquirió las acciones de la empresa, con lo que pasó al sector público y cambió de 
nombre por ELECTROLIMA S.A. De esta manera, el servicio público de electricidad 
se convirtió en un monopolio estatal. El Estado era representado en el sector por 
ELECTROPERÚ S.A., empresa matriz y propietaria del 91% de las acciones de 
ELECTROLIMA271. 
 
Posteriormente, el 15 de mayo de 1922 se promulgó la Ley N° 4510, a través de la 
cual se celebró el Contrato de Alumbrado y Tranvías con la municipalidad de Lima, 
el mismo que sirvió de base para la expansión de las empresas eléctricas asociadas, 
que habían concentrado ya para ese tiempo la producción de energía eléctrica en 
Lima272. 
 
Entre 1938 y 1965 la industria de producción de electricidad se expandió 
notablemente con nuevas centrales generadoras entre las que vale mencionar la de 
Callahuanca, con central hidroeléctrica de Moyopampa la que fueron agregadas 
sucesivamente otras dos plantas más respectivamente273. 
 
Es importante advertir que antes de la reforma institucional del sector eléctrico, se 
encontraba vigente la Ley General de Electricidad de 1972, a través de la cual se 
nacionalizaron las compañías eléctricas privadas que se encontraban en operación 
en aquel entonces. En ese sentido, con excepciones de la autogeneración industrial; 
a partir de 1972, las actividades de generación, transmisión y distribución de energía 
                                               
270  Loc. cit., ídem. 
 
271  FIGARI GOLD, E. y RICOU, X. Ob. cit., pág. 23. 
 
272 Loc. cit., ídem. 
 




eléctrica estuvieron supeditadas a la dirección de las dos empresas estales 
mencionadas en los párrafos precedentes274. 
 
Como se desprende de los párrafos anteriores, antes de la reforma eléctrica, la 
atención de la demanda de energía eléctrica fue un tema en el que jugó un rol 
preponderante la empresa estatal. Esta fue promovida, tanto por los gobiernos 
municipales como por el gobierno central, mediante beneficios o alicientes que 
determinarían su crecimiento. 
 
Para ZEGARRA la reforma institucional en el sector eléctrico fue un proceso lento. 
Primero se pasó por la declaración de necesidad, utilidad y seguridad pública y de 
preferente interés nacional el suministro de energía eléctrica para servicio público. 
Ello, a su vez, estuvo unido a la reserva del Estado de las actividades de 
generación, transformación, transmisión, distribución y comercialización de energía 
eléctrica para una concentración del Estado de todas las actividades vinculadas al 
sector eléctrico en la consideración que, de forma global, su finalidad era prestar un 
servicio público275. 
 
Luego de la reforma institucional de este sector, en la industria eléctrica276 se 
pueden distinguir por la función que desempeñan dos sectores: el primero que 
vendría a ser de infraestructura y que comprende la generación, la transmisión y la 
distribución de la energía eléctrica y la segunda que comprende la comercialización 
que se practica entre las generadoras a los distribuidores y la de estos a los 
consumidores finales277.  
 
                                               
274 SANTIVÁÑEZ SEMINARIO, Roberto, Desregulación y Privatización Eléctrica en el Perú. Una 
propuesta para impulsar la Reforma, Muñiz, Forsyth, Ramírez, Pérez-Taiman & Luna-
Victoria, Abogados, Lima, 2001, págs. 25 - 26. 
 
275 ZEGARRA VALDIVIA, Diego, El servicio público: fundamentos, Editorial Palestra, Lima, 2005, pág. 
314.  
 
276  Entre las actividades o funciones que deben desempeñar los diferentes agentes del sector eléctrico, 
se pueden distinguir las de naturaleza física y las de carácter comercial. Las funciones físicas 
implican la generación, transmisión, operación del sistema y distribución. Las funciones comerciales 
están constituidas por las ventas de los generadores a los distribuidores o comercializadores, y las 
ventas a los consumidores finales. En: Cuarenta años de evolución del marco legal peruano de la 
transmisión eléctrica, SANTIVÁÑEZ SEMINARIO, Roberto y SUMAR GILT, Paúl, Disponible en: 
http://www.santivanez.com.pe/wp-content/uploads/2012/07/04transmicion-electrica.pdf, (visitado el 
01.06.2016).  
 
277  VÁSQUEZ CALLO, María del Carmen, “La situación del Servicio de Electricidad en el Perú. Análisis 
y Reflexiones. Entrevista a Alfredo Dammet Lira”, En: Revista Derecho & Sociedad, N° 26, Lima, 




El Decreto Ley N° 25844 que aprueba la Ley de Concesiones Eléctricas, constituye 
un aporte relevante para el sector eléctrico porque modificó el monopolio estatal 
instaurado por el gobierno revolucionario dando cabida a la empresa privada para 
que se hiciera cargo de la industria, incentivando al mismo tiempo el incremento de 
la capacidad de generación por una parte y la expansión del servicio a mayor 
número de usuarios. 
 
A la fecha de la presente investigación, hemos detectado que no todas las empresas 
ligadas al sector de la electricidad pertenecen al ámbito privado. Al respecto, 
podemos mencionar a la empresa de Electro Norte, 278Electro Tocache S.A279, la 
empresa municipal de servicios eléctricos Utcubamba,280 la empresa eléctrica de 
Tumbes S.A. y a la empresa municipal de electricidad de servicios múltiples Cochas-
Huanchay S.A. 
 
A lo largo del desarrollo que le hemos dado a este servicio público, podemos 
concluir que este se encuentra en algunos casos (aunque en forma limitada) 
municipalizado. Estas referencias nos servirán posteriormente para determinar la 
hipótesis de la presente investigación, toda vez que este es un servicio público de 
carácter económico y alcance nacional al igual que el servicio público de distribución 
de gas natural por red de ductos. 
 
Finalmente, a manera ilustrativa nos parece relevante mencionar que el Ministerio de 
Economía y Finanzas (MEF) ha reportado que el presupuesto anual de gastos de la 
República para el año 2016 alcanza la suma de 138 490 511 244,00 (ciento treinta y 
ocho mil cuatrocientos noventa millones quinientos once mil doscientos cuarenta y 
cuatro y 00/100 nuevos soles). En el mismo presupuesto se reporta como 
presupuesto institucional de empresas y organismos públicos descentralizados, en el 
numeral 05, empresas municipales de agua potable y alcantarillado y en el numeral 
                                               
278  Ver Anexo N° IV  
 
279  Electro Tocache S.A. es una empresa municipal de servicio público de electricidad con el 100% de 
las acciones correspondientes a la Municipalidad Provincial de Tocache, que empezó a 
formalizarse, con permiso para desarrollar actividades de generación eléctrica, en la ciudad de 
Tocache, a través de la Resolución Ministerial N° 352-96-EM/VME del 20 de agosto de 1996. Ver 
Anexo N° VI. 
 
280 Utcubamba es una persona jurídica de derecho privado, constituida de conformidad con lo dispuesto 
en los Artículos 12 y 36 (inc.6), Artículos 53, 84 y 85, y la segunda disposición transitoria de la Ley 
N° 23853, Ley Orgánica de Municipalidades; Ley N° 24948, Ley  de la actividad empresarial del 
Estado y del acuerdo de sesión extraordinaria del Concejo Municipal Provincial de Utcubamba con 
fecha 28 de setiembre de 1993 y Resolución de Concesión Eléctrica de distribución N° 030-2006-




06 empresas municipales de electricidad una recaudación total de 921 389 424 
soles. (Ver Anexo N° VIII). 
 
Este dato nos ilustra sobre la importancia que tienen las empresas municipales en el 
contexto económico de la República, pues haciendo el cálculo respectivo, nos indica 
que la actividad empresarial de las municipalidades en los dos rubros de agua y 
electricidad aportan al país con menos del 1% de la economía, lo que refleja la poca 
importancia económica que actualmente tiene la empresa municipal en el Perú. 
 
1.7.5.3. Servicio público de distribución de gas natural por red de ductos 
Sobre la municipalización del servicio público de distribución de gas natural por red 
de ductos, no se tienen referencias bibliográficas en el Perú. Sin embargo, hemos 
podido identificar algunos hechos y referentes normativos que nos permitirán 
comprender el rol que tuvieron las municipalidades años antes, frente a los servicios 
públicos de carácter económico, como es el caso del servicio público de distribución 
de gas natural por red de ductos281. 
 
En 1847, durante el primer gobierno de Ramón Castilla, se hicieron los primeros 
ensayos de carácter demostrativo a cargo de Melchor Charón. La empresa de gas 
suscribió un contrato con el gobierno por quince años para instalar 500 luces en el 
centro de la ciudad: en Palacio de gobierno y a cuatro cuadras a la redonda de la 
Plaza de Armas, con cuatro faroles por cuadra282. 
 
 Sobre este servicio, existe un Decreto de Prefectura de fecha 05 de junio de 1857 
(véase el Anexo N° VII), el mismo que lleva una reglamentación a manera de 
respuesta que el prefecto da a las continuas reclamaciones por parte del público, la 
prefectura y la policía.  
 
 Ahora bien, resulta importante resaltar que la empresa de gas fue la primera persona 
jurídica que proporcionó alumbrado de gas a la ciudad de Lima desde el 5 de mayo 
de 1855283. Sin embargo, de acuerdo con la bibliografía consultada, se advierte que 
                                               
281  Sin embargo, téngase en consideración que recién con la promulgación de la Ley Orgánica de 
Hidrocarburos que se califica la distribución de gas natural por red de ductos como “servicio 
público”. 
 
282  BONFIGLIO, Giovanni, Historia de la Electricidad en Lima. Noventa años de modernidad, Impresión 
Australis S.A., Lima, 1997, pág. 13. 
 
283  VELÁSQUEZ MONTENEGRO, V., Ob. cit., pág. 290. 
80 
 
el gas no llegó a los barrios populares, ni tampoco a las familias humildes, en cuyas 
viviendas las velas y los lamparines a querosene siguieron usándose284. 
 
En el referido Decreto, se estableció la responsabilidad ineludible de la empresa de 
gas de prestar el servicio de alumbrado público, en virtud del contrato celebrado 
entre el gobierno y la empresa. Esto demandó el cuidado de las instalaciones para 
proporcionar el mencionado servicio, se hizo hincapié en que estas serían de 
propiedad del Estado, buscando que el servicio llegue a los usuarios en forma 
satisfactoria y oportuna. 
 
A su vez, en el mencionado dispositivo legal, se establecieron sanciones pecuniarias 
que recaerían en aquel que dañara las instalaciones285, así como las acciones 
operativas que involucraran los trabajos de la empresa de gas y del personal policial 
destinados a su resguardo y control de cumplimiento. 
 
Cabe indicar que en el Decreto no se establece cómo la empresa del gas consigue, 
fabrica o compra el gas destinado al alumbrado público; tampoco, se especifica a 
qué contrato se hace referencia específicamente, ni el nombre de la empresa en 
cuestión.  
 
De esta breve reseña se desprende que la todavía joven República no tenía las 
instituciones que hoy día existen y que las competencias de las municipalidades 
sobre los servicios públicos eran aún incipientes. En aquellos tiempos, no existían 
las instituciones que actualmente tienen la finalidad de regular, supervisar o 
promocionar la política energética, como el Organismo Supervisor de la Inversión en 
Energía y Minería (OSINERGMIN) o el Ministerio de Energía y Minas (MINEM), ni 
las competencias municipales que la Prefectura asumía como suyas, lo que 
demuestra claramente la escasa o casi nula regulación que había en el sector. 
 
Del mismo modo, de acuerdo a la investigación realizada no hemos identificado 
antecedentes normativos sobre la municipalización del servicio público de 
distribución de gas natural por red de ductos en el Perú. Recién en nuestros días, a 
raíz de la publicación de la Ley N° 29496, Ley de creación de empresas municipales 
                                                                                                                                      
 
284  Loc. cit., ídem. 
 
285  Se pagaba 50 pesos por una columna completa; 34 pesos, por un pescante completo y 17 pesos, 
por un farol. 
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encargadas de la prestación del servicio público de suministro de gas natural por red 
de ductos en el ámbito de las municipalidades distritales y provinciales (Ley de 
empresas municipales de distribución de gas natural por red de ductos), se propone 
la creación de empresas municipales como veremos en el cuarto capítulo. 
 
Encontramos conveniente destacar que en el tema de la municipalización de los 
servicios públicos, existe un debate vivo en los países europeos, donde se cuenta 
con experiencias desde que fueran implementadas las primeras empresas 
municipales, hasta su posterior liberalización. En nuestros días se han formado 
corrientes de opinión, con tendencia a regresar a la municipalización de los 
servicios, hecho que describiremos en las siguientes líneas. 
 
1.8. Remunicipalización de los servicios públicos 
Para TORNOS MAS, después de haberse impuesto por muchos años la gestión 
indirecta de los servicios públicos de carácter local, recientemente se impone la idea 
que la gestión de los servicios públicos locales debe volver a manos públicas286. 
 
Con este concepto se trata de dar nombre a la recuperación de la gestión de 
muchos servicios locales que se vienen prestando a través de fórmulas de gestión 
indirecta, a favor de la gestión directa. El autor propone, referirse a esta práctica con 
el nombre de la “reinternalización” de los servicios públicos locales, pues la 
modificación del modo de gestión para imponer un modo de gestión directa no 
supone en ningún caso una nueva municipalización287. 
 
Por el contrario, el profesor BEL advierte que especialmente en los servicios de 
distribución urbana de agua, en algunas ciudades europeas como París y Berlín 
existe una marcada tendencia a la remunicipalización de los servicios públicos. 
Precisa, además, que si bien no existe un movimiento generalizado de 
remunicipalización, estos casos adquieren relevancia por haber generado debate288.  
 
Del mismo modo, anota que existe un debate político sobre la remunicipalización, 
enfatiza que esta es una decisión más pragmática que teórica, donde se debe tener 
                                               
286  TORNOS MÁS, Joaquín. Servicios públicos y remunicipalización. En: Revista de la Facultad de 
Derecho de la Pontificia Universidad Católica del Perú, N° 76, 2016, pág. 58. 
 
287  Loc. cit., págs. 58-59. 
 




en cuenta el funcionamiento del servicio bajo gestión de empresas privadas (si, se 
está debatiendo la municipalización) y la apreciación sobre las capacidades técnicas 
de la organización municipal para asumir la gestión289. 
 
Para BEL “remunicipalizar” supone recuperar la gestión directa de servicios públicos 
locales que en la actualidad se prestan de forma indirecta. Por lo tanto, 
remunicipalizar supone la existencia de un servicio local previamente 
municipalizado. Al remunicipalizar tan solo se actúa sobre la forma de gestión de un 
servicio público, que en tanto tal, permanece inalterado290. 
 
En el presente capítulo, hemos tomado conocimiento de los diferentes conceptos, 
que desde diversos ángulos definen lo que es Estado, municipio, y finalmente, lo que 
comprendemos por municipalización y remunicipalización de los servicios públicos, 
temas que nos servirán de punto de partida para llegar al tema de la hipótesis de la 
presente tesis. 
 
El lector también ha sido informado que, dada la ausencia de debate doctrinario y 
legislativo en el Perú, las fuentes que nos ilustran sobre la municipalización son 
extranjeras donde se han producido experiencias y se han vertido diferentes 
opiniones, que siendo a favor o en contra de este fenómeno, nos servirán de 
herramienta útil al momento de determinar la pertinencia de la municipalización 
servicio público de distribución de gas natural por red de ductos en el Perú a la luz 
del actual régimen económico constitucional. 
 
                                               
289  Información extraída de la entrevista realizada al profesor Germà BEL. 
 




CONSIDERACIONES GENERALES REFERIDAS A LA PRESTACIÓN DE 
SERVICIOS PÚBLICOS DE CARÁCTER ECONÓMICO A LA LUZ DEL ACTUAL 
RÉGIMEN ECONÓMICO CONSTITUCIONAL Y EL PROCESO DE 
DESCENTRALIZACIÓN EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO PERUANO 
En el presente apartado, abarcaremos aspectos previos concernientes a la 
pertinencia de la municipalización de los servicios públicos a la luz del actual 
régimen económico constitucional peruano. De esta manera, se irá estableciendo el 
marco teórico dentro del que se llevará a cabo el análisis de la hipótesis planteada. 
 
En ese orden de ideas, complementaremos el estudio de dicho suceso con: (a) las 
consideraciones generales sobre el régimen económico constitucional consagrado 
en el ordenamiento jurídico peruano; (b) los principios y criterios consagrados en 
este régimen económico constitucional; (c) los alcances, antecedentes y conceptos 
sobre servicios públicos291; (d) el desempeño de los servicios públicos a la luz del 
proceso de descentralización; y (f) la prestación de estos a la luz del proceso 
descentralización en el ordenamiento jurídico peruano. 
 
2.1. Modelos económicos que influyeron en las Constituciones Económicas 
Creemos pertinente hacer una reseña previa de los principales modelos económicos 
que han sido adoptados por diferentes Constituciones en otros países, y de esa 
manera ubicar el modelo de Economía Social de Mercado consagrado en el actual 
régimen económico constitucional292. 
 
Esto significará que cualquier actividad económica a cargo de los gobiernos locales, 
regionales y, con mayor razón, del gobierno central deberá desenvolverse en 
armonía con los postulados básicos del modelo económico consagrado en la 
Constitución vigente. En consecuencia, debemos aceptar como premisa que el 
Subsector Hidrocarburos tiene necesariamente que estar delimitado dentro de los 
alcances constitucionales mencionados. 
                                               
291 La presente tesis no se centrará en todos los aspectos doctrinarios del servicio público. Abordará 
solo los aspectos más relevantes que nos permitirán comprender la noción actual que se tiene de 
esta institución a la luz del actual régimen económico para lograr su propósito. 
 
292 Sin perjuicio de lo señalado, es importante advertir que la adopción de un determinado modelo 
económico es susceptible de un debate constante, ya que todo modelo es un intento o ensayo de 
representación “ideal” de la realidad, en consecuencia, los cuestionamientos y eventuales fracasos 
se encuentran latentes.  
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2.1.1. La Economía de Mercado o Economía Liberal 
“Economía de Mercado” es la expresión filosófica del liberalismo293, lo que supone 
un orden económico basado en tres principios: (i) libertad; (ii) propiedad, que se 
refiere tanto al concepto común de propiedad como a la necesidad de un sistema 
institucional que garantice esa propiedad; y (iii) competitividad, que exige igualdad 
para todos sin privilegios a favor de unos ni discriminaciones en contra de otros294. 
 
Lo anterior puede complementarse con lo señalado por STOBER para quien la 
economía liberal o de mercado sitúa al hombre en el centro del planteamiento 
económico. Es decir, la economía liberal tiene como principal pilar la autonomía 
privada que, en el ámbito económico, conlleva el derecho para la actuación en la 
vida económica con propia responsabilidad y criterios295. 
 
2.1.2. La Economía Centralista o de Planificación  
En la Economía Centralista o Planificada, los procesos económicos son 
determinados por una organización o agencia central perteneciente al Estado y 
coordinados a través de un plan general. En este sistema desaparece la posibilidad 
de realizar decisiones personales con respecto a la actividad económica296. 
 
Poco después de finalizada la Segunda Guerra Mundial, la planificación era un 
concepto que no tenía mayor relevancia en la literatura económica. Sin embargo, 
luego de la Guerra Fría, el término “planificación” cobró matices ideológicos297. Así, 
la Economía Centralista o de Planificación empezó a plantear que el Estado debía 
llevar el peso de la responsabilidad económica. En ese marco, el individuo solo 
                                               
293 Las teorías de los fisiócratas franceses y de la obra de Adam Smith intervinieron directamente en el 
origen del pensamiento liberal. Los fisiócratas fueron aquellos pensadores de la segunda mitad del 
siglo XVIII, que surgieron cuando los filósofos se interesaron por las realidades económicas. Sin 
embargo, fue la obra de Adam Smith la que tuvo mayor influencia en el pensamiento liberal, de ahí 
que la mayor parte de los doctrinarios liberales se refieran a ella. En: GÉRARD, Claude y 
LESOURD, Jean Alain, Historia Económica Mundial. Moderna y contemporánea, Editorial Vicens, 
Barcelona, 1964, págs. 108-109. 
 
294  CRISANTO, Juan Carlos y ZAVALA, Ximena, “Entrevista al Dr. Jorge Gonzáles Izquierdo”, En: 
THEMIS, N° 20, Época 2, Lima, 1991, pág. 61.  
 
295  STOBER, Rolf, Derecho administrativo económico, Ministerio para las Administraciones Públicas, 
Madrid, 1992, pág. 50. 
 
296  RESICO, Marcelo, Introducción a la Economía social de mercado, Edición Latinoamericana, 
Konraud Adenauer Stiftung, pág. 51. 
 
297  KENNETH GALBRAITH, John, El Nuevo Estado Industrial, Traducción castellana de Manuel 
Sacristán, 6ª. edición, Ariel, Barcelona, 1974, págs. 46-47. 
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podría realizar su actividad económica en los espacios proporcionados por el 
Estado298. 
 
En la economía planificada, los procesos económicos son determinados por un ente 
organizado o agencia central, perteneciente al Estado, los que operan 
coordinadamente a través de un plan general. Esto solo puede ser así debido a que 
no se considera la propiedad privada pero sí en cambio, la propiedad estatal de los 
bienes y recursos299. 
 
Sobre este modelo económico, KRIELE hace una distinción entre “planificación 
económica” y “economía planificada”. La planificación económica parte, en principio, 
de un sistema de mercado, pero aprovecha en forma sistemática y planificada las 
numerosas posibilidades para dirigir, limitar y controlar el mercado. Asimismo, dentro 
del Estado constitucional, el marco para la planificación económica llega al límite de 
los derechos fundamentales y es constitucional dentro de este300. En este sentido, 
KRIELE enfatiza que la planificación económica por el Estado es, en gran medida, 
constitucional mientras que la economía planificada es inconstitucional"301. 
 
2.1.3. La Economía Social de Mercado 
La Economía Social de Mercado302, modelo consagrado en nuestra actual 
Constitución, es considerada como un sistema de asignación de recursos que trata 
de corregir y proveer las condiciones institucionales, éticas y sociales para su 
operatoria eficiente y equitativa. Nótese que el objetivo principal de la Economía 
Social de Mercado es combinar el principio de libre mercado con la compensación 
social para crear y asegurar el bienestar para todos303. Este modelo supone una 
combinación de elementos de la economía de mercado y, en menor grado, de la 
                                               
298  STOBER, R., Ob. cit., págs. 50-51. 
 
299  RESICO, M., Ob. cit., ídem. 
 
300  KRIELE, Martin, Introducción a la Teoría del Estado. Fundamentos históricos de la legitimidad del 
Estado constitucional democrático, Ediciones De Palma, Buenos Aires, 1980, págs. 278-279. 
 
301  Loc. cit., pág. 279. 
 
302  Finalmente, este modelo económico fue liderado por personajes como Alfred MÜLLER-ARMACK, 
Franz BÖHM y Ludwig ERHARD, quien la orientó a la práctica. Ha sido también la ratio inspiradora 
del Tratado para la Unión Monetaria, Económica y Social con la República Democrática de 
Alemania. Para mayor información confróntese: STOBER, R., Ob. cit., pág. 51. 
 
303  Para mayor información, confróntese, REZKALAH ACCINELLI, Eduardo, “Hacia una nueva 
interpretación de la economía social de mercado”, En: Revista Economía y Sociedad, Vol. 8, N° 30, 
Lima, 2011, pág. 97.  
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Economía Centralista, de manera que puedan superarse las imperfecciones de 
ambos modelos económicos304. 
 
Este modelo también implica el seguro funcionamiento del mercado, en el que se 
garantiza la libertad de acceso a este, la eliminación de obstáculos que pudieran 
existir, la propiedad de los medios de producción, la libertad contractual, y una 
estabilidad monetaria. También, se busca garantizar el mantenimiento de una línea 
constante en la política económica, que no perjudique la dinámica de los procesos 
sociales, con el fin de limitar los riesgos en los agentes económicos305. 
 
Sobre este tema el Tribunal Constitucional ha señalado lo siguiente306 : 
 
“La economía social de mercado es una condición importante del Estado Social y 
democrático de derecho. Por ello debe ser ejercida con responsabilidad social y bajo 
el presupuesto de los valores constitucionales de la libertad y la justicia. A tal efecto 
está caracterizada, fundamentalmente, por los tres elementos siguientes: 
 
a. Bienestar social; lo que debe traducirse en empleos productivos, trabajo digno y 
reparto justo del ingreso. 
 
b. Mercado libre; lo que supone, por un lado, el respeto a la propiedad, a la iniciativa 
privada y a una libre competencia regida, prima facie, por la oferta y la demanda 
en el mercado; y, por otro, el combate a los oligopolios y monopolios. 
 
c. Un Estado subsidiario y solidario, de manera tal que las acciones estatales directas 
aparezcan como auxiliares, complementarias y temporales.” 
 
Hecha la descripción de los tres modelos económicos mencionados, podemos 
deducir que existen diferencias originadas en el rol que cumple el Estado frente al 
manejo de la economía en cada país, en nuestro caso, procederemos a explicar cuál 
es el modelo económico vigente a la fecha307. 
                                               
304  Loc. cit., ídem. 
 
305  ZEGARRA VALDIVIA, Diego, “El ejercicio de funciones administrativas y el principio de 
subsidiariedad”, En: Ponencias del V Congreso Nacional de Derecho Administrativo. Aportes para 
un Estado eficiente, Palestra Editores, Lima, 2012, pág. 436. 
 
306  Fundamento N° 13 Sentencia del Tribunal Constitucional, recaída en el Expediente N° 0008-2003-
AI/TC de fecha 11 de noviembre de 2003. 
 
307 SAMUELSON y NORDHAUS presentan una economía de mercado, una economía autoritaria y una 
economía mixta. Para la primera toman como ejemplo práctico la adoptada por Estados Unidos de 
Norteamérica y enfatizan que “una economía de mercado es aquella en la que los individuos y 
empresas privadas toman las principales decisiones relacionadas con la producción y el consumo”. 
Para el caso de la economía autoritaria mencionan la adoptada en la Unión Soviética donde “el 
Estado es dueño de la mayor parte de los medios de producción (la tierra y el capital); también 
posee y dirige las operaciones de las empresas en la mayoría de las industrias. Igualmente, los 
autores afirman que, en los países occidentales, actualmente la mayoría de las decisiones se toman 
en el mercado, pero el Estado desempeña un importante papel en la supervisión de su 
funcionamiento: aprueba las Leyes que regulan la vida económica, produce servicios educativos y 
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2.2. Régimen económico constitucional en el ordenamiento jurídico peruano 
El modelo de Economía Social de Mercado ha sido formulado conceptualmente en 
nuestra actual Carta Magna, en cambio en la Constitución de 1979 que la precedió, 
el régimen económico tenía un rol interventor en la economía. 
 
2.2.1. Cambio del modelo económico: de la Constitución de 1979 a la 
Constitución de 1993 
El gobierno de facto de fines de la década del setenta convocó a asamblea 
constitucional para elaborar la Constitución de 1979. A fines de la década de 1980 la 
situación económica del país era crítica por diversas razones que no ahondaremos 
en la presente investigación308. 
 
Entre la segunda mitad de la década de 1970 y fines de 1980, el Estado peruano 
tuvo presencia económica determinante en los sectores productivos. En ese 
escenario, se expropiaron y nacionalizaron las empresas privadas lo que generó, 
entre otros temas, la contracción de la inversión privada309. Por ello, a partir de 1990, 
el Estado comenzó a interesarse en corregir la distorsión de precios y abrir 
mecanismos de competencia en el mercado. Esto redujo la injerencia directa del 
Estado en la economía y promovió la venta de empresas públicas, inversión privada 
nacional y extranjera310. 
 
                                                                                                                                      
policiales, y controla la contaminación. Actualmente, la mayoría de las sociedades tienen una 
economía mixta. En: SAMUELSON, Paul A. y NORDGAUS, William, Economía. 16° edición, Madrid, 
1999, págs. 7 y 8. 
 
308  Para MANCO, la transferencia al sector privado de la actividad empresarial del Estado en la década 
de 1990 no ha generado cambios sustanciales en cuanto al problema de la distribución desigual del 
ingreso, reducción de la pobreza, generación de empleo, incremento del ahorro interno, superación 
de la dependencia comercial externa, mejor aprovechamiento de nuestros recursos naturales, 
eficiencia de la economía, entre otros. Por el contrario, dicho proceso de privatización ha 
consolidado la reprimarización de la economía afirmando el dominio de las empresas 
transnacionales en diversas actividades, principalmente en telecomunicaciones, energía, petróleo y 
minería, y desindustrializando el país. De lo señalado por el referido autor, se desprende que los 
cambios producidos por efecto de la sustitución de la Constitución de1979 por la de 1993 
promueven necesariamente debate, tanto en lo ideológico como en lo político, económico y social. 
Sin embargo, estos temas son ajenos al objetivo del presente trabajo que está orientado dentro del 
campo jurídico. Para mayor información, confróntese: MANCO ZACONETTI, Jorge Eusebio, 
Privatización e Hidrocarburos: Mito y realidad. Perú, 1991 – 2002, Lima, Fondo Editorial de la 
Universidad Nacional Mayor de San Marcos, Lima, 2002, pág. 357. 
 
309  COMISIÓN ANDINA DE JURISTAS (CAJ), Servicios Públicos. Privatización, regulación y protección 
al usuario en Chile, Colombia y Perú, CAJ, Lima, 1998, pág. 47. 
 




Una de las de las reformas estructurales promulgadas entre los años 1991 y 1992 
fue la liberalización de los mercados de los servicios públicos. Estas reformas 
tuvieron lugar en el contexto de un nuevo manejo macroeconómico caracterizado 
por una rígida disciplina fiscal y monetaria, liberalización comercial y una mayor 
apertura a la inversión extranjera311. 
 
La reforma del Estado comprendió diversos campos de la problemática nacional. 
Entre ellos, podemos mencionar la redefinición del rol regulador del Estado; la 
recuperación de la governance o capacidad financiera y administrativa de 
implementar las decisiones políticas; y el aumento de la gobernabilidad o capacidad 
política de gobierno para intermediar intereses, garantizar la legitimidad y gobernar. 
En la delimitación del tamaño del Estado, estuvieron comprendidas las ideas de 
privatización, publicitación y tercerización, mientras que la cuestión de la 
desregulación se vincula con el mayor o menor grado de intervención del Estado en 
el funcionamiento del mercado312. 
 
Se redujo el grado de injerencia del Estado al limitar su intervención en los 
programas de desregulación dejando que concurran los mecanismos de control 
propios del mercado. Esto transformó al Estado en un promotor de la capacidad de 
competencia del país a nivel internacional desplazando a su rol anterior que era 
proteger la economía evitando la competencia313. 
 
Finalmente, es importante recalcar que fueron fundamentales en la liberalización de 
los mercados la Ley de Promoción de la Inversión Extranjera y la Ley Marco de 
Promoción de la Inversión Privada, las que, en esencia, garantizaron las inversiones, 
la ausencia de discriminación entre nacionales y extranjeros, y la protección de la 
libre competencia. Estas, junto con otras Leyes de promoción a nivel sectorial, 
permitieron el acceso a privatizaciones en varios sectores, como el de los 
hidrocarburos314.  
                                               
311  ILLESCAS MUCHA, Javier, La liberalización de los servicios en el Perú 1990-1998, MITINCI, Lima, 
1999, pág. 7. 
 
312  BRESSER PEREIRA, Luiz Carlos, “La reforma del Estado de los años noventa: lógica y 
mecanismos de control”, En: Lecturas sobre el Estado y las políticas públicas: retomando el debate 
de ayer para fortalecer el actual, Proyecto de Modernización del Estado Jefatura de Gabinete de 
Ministros de la Nación, Lima, 2007, pág. 259.  
 
313  BRESSER PEREIRA, L., Ob. cit., pág. 266. 
 




2.2.1.1. Principales características del régimen económico de la Constitución 
de 1979  
Para BLUME, la Constitución de 1979 consagró un modelo constitucional neoliberal, 
pero con un componente constitucional de profundo significado social, enmarcado 
dentro de la tesis del “constitucionalismo social flexible”315. 
 
La Constitución de 1979 abarcó un periodo en el que el país experimentó un sistema 
económico con una fuerte incidencia de la empresa estatal. Esta no logró encontrar 
eficiencia y productividad, lo que ocasionó pasivos que a la larga tuvieron que ser 
cubiertos por el tesoro público. El rol interventor del Estado, al amparo de la 
Constitución de 1979, estuvo referido en varios dispositivos legales que 
mencionaremos a continuación. 
 
Una de las principales funciones encomendadas al Estado en la Constitución de 
1979 fue la de la planificación, consagrada en el Artículo 111° que contemplaba lo 
siguiente: “El Estado formula la política económica y social mediante planes de 
desarrollo que regulan la actividad de los demás sectores. La planificación una vez 
concertada es de cumplimiento obligatorio”. 
 
Asimismo, la referida Carta Magna enfatizaba que el Estado ejercía su rol 
empresarial, al amparo de lo dispuesto en el Artículo 113°, que a la letra dice: “El 
Estado ejerce su actividad empresarial con el fin de promover la economía del país, 
prestar servicios públicos y alcanzar los objetivos de desarrollo”. 
 
Existen diversas opiniones respecto de la actividad empresarial del Estado. Entre 
ellas, podemos recoger la DE ANDREA, quien señala que el campo de la actividad 
empresarial no puede prefijarse, siendo pertinente que tanto el Estado como los 
privados ejecuten cualquier actividad con excepción de la defensa nacional. Así, 
justifica la presencia de las empresas mixtas316. 
  
De los párrafos precedentes se puede apreciar el rol protagónico e interventor del 
Estado en la economía, sobre la que actuaba predominantemente como agente 
                                               
315  BLUME FORTINI, Ernesto, "La Constitución Económica Peruana y el derecho de la competencia", 
En: THEMIS, Revista de Derecho, Época 2, N° 36, Lima, 1997, pág. 33. 
 
316 DE ANDREA, Tulio, Las empresas públicas en el Perú, Centro Peruano de Investigación Aplicada, 




económico interviniendo directamente. Estos preceptos fueron cambiados 
posteriormente en la Constitución de 1993 como explicaremos a continuación317. 
 
2.2.2.  Modelo de Economía Social de Mercado consagrado en la Constitución 
Política de 1993 
La Constitución de 1993 limitó la actuación del Estado en la economía, postuló que 
la función primordial de este en una Economía Social de Mercado era estimular la 
generación de riqueza. Para ello, debía promover la inversión privada o libre 
competencia, y garantizar derechos como la libertad de trabajo, libertad de empresa, 
entre otros.  
 
Para TORRES Y TORRES LARA, si bien la Constitución en materia económica se 
orienta hacia la fórmula de la Economía de Mercado, tiende hacia la protección de 
los más débiles a efectos de equilibrar los excesos de una economía que se basa 
solo en las fuerzas del mercado318. 
 
Por su parte, para GARCÍA BELAÚNDE, en el Perú, se ha vivido la llamada “política 
del péndulo”, que refiere al Estado como gestor, dirigente, empresario, al que le 
sucede el Estado guardián que solo se preocupa de lo mínimo o de casi nada. No 
obstante, el autor recalca que este mínimo ni siquiera lo llega a cumplir o lo cumple 






                                               
317  Para DANÓS existe una gran diferencia entre el régimen económico previsto en las Constituciones 
de 1979 y de 1993, dado que la actual Constitución impone mayores límites y restricciones a la 
intervención del Estado en la economía. No obstante, aunque la intervención del Estado va a 
depender de la orientación política y programación económica que tenga un determinado gobierno, 
existen algunos preceptos constitucionales que otorgan cobertura constitucional a esta, en mayor o 
menor medida, en algunos campos económicos. Para mayor información confróntese “Estado de 
Derecho. Requisito para el desarrollo económico. Conversatorio entre los doctores Francisco 
Fernández Segado, Baldo Kresalja Rosselló, Jorge Danós Ordóñez y Eduardo Hernando Nieto”. En: 
Pensamiento constitucional, Fondo Editorial de la Pontificia Universidad Católica del Perú, Lima, 
Año 4, N° 4, pág. 287. 
 
318  TORRES Y TORRES LARA, Carlos, La Constitución Económica en el Perú. Inversión extranjera y la 
Constitución de 1993, 2ª. edición, Debate Constitucional, Lima, 1998, pág. 63. 
 
319  GARCÍA BELAÚNDE, Domingo, La Reforma del Estado en el Perú. Estudios comparados, 
Universidad Nacional Autónoma de México, Dirección General de Asuntos Jurídicos de la 




2.2.2.1. Constitución Económica 
De acuerdo con KRESALJA, la Constitución Económica320 es el conjunto de reglas 
fundamentales que presiden la vida económica-social de un país, según un orden 
reconocido en la Constitución; estando además enmarcada dentro del contexto más 
amplio del modelo de sociedad e idea de Estado, que se quiera garantizar321. 
 
Sobre esta materia, HAKANSON NIETO considera que no es necesaria la 
incorporación de los principios en la Constitución, dado que el marco de actuación 
del Estado y los ciudadanos o inversionistas estará garantizado por la propia Carta 
Magna, siempre que exista una judicatura independiente y el reconocimiento y 
protección de derechos y libertades. Por eso, antes que plasmar principios del 
régimen económico en la Constitución, recalca que la existencia de una sólida 
judicatura es la mejor garantía del Estado de Derecho322. 
 
Fuera del debate académico que pudiera existir respecto de la pertinencia de incluir 
un apartado que verse sobre los aspectos de la Constitución Económica, lo cierto es 
que es indispensable tener en cuenta este concepto al momento de analizar el 
régimen económico constitucional, vinculándolo con la actual política energética en 
el Perú, campo en el que se desenvuelve la presente investigación. 
 
2.2.2.2. Estado Social y Democrático de Derecho a la luz de la Economía Social 
de Mercado 
De acuerdo con el Artículo 43° de la Constitución de 1993: “La República del Perú es 
democrática, social, independiente y soberana. El Estado es uno e indivisible. Su 
                                               
320  La expresión “Constitución Económica” tiene su origen en el llamado “ordoliberalismo” de la Escuela 
de Friburgo. El enfoque ordoliberal no se contentó con la simple identificación de las normas 
constitucionales que regulaban la actividad económica, sino que decantaría más bien a favor de una 
política coherente con el buen funcionamiento de la economía en el amplio contexto del 
ordenamiento político y constitucional. El ordoliberalismo defiende una teoría normativa proponiendo 
elementos específicos a la regulación de la economía y hace de la libre competencia el centro de 
esta teoría. Del mismo modo, es importante señalar que el ordoliberalismo ha tenido un tremendo 
impacto en la política y la regulación económicas en Alemania e, igualmente, en el ámbito 
comunitario. Por ello, gran parte de los autores que analizan Derecho económico europeo sean de 
esta nacionalidad e, igualmente, según el concepto doctrinal alemán de “Constitución Económica”. 
Para mayor información, confróntese: GORDILLO PÉREZ, Luis Ignacio, “La Constitución económica 
de la Unión Europea. Bases de un modelo en constante evolución”, En: Cuadernos de Derecho 
transnacional, Vol. 5, N° 1, Madrid, marzo, 2013, págs. 163-183. 
 
321  KRESALJA, B., Ob. cit., pág. 79.  
 





gobierno es unitario, representativo y descentralizado y se organiza según el 
principio de la separación de poderes”. 
 
Efectivamente, la adopción del régimen de Economía Social de Mercado, resulta 
compatible con el reconocimiento del Perú como un Estado Social y Democrático de 
Derecho. Al respecto, el Tribunal Constitucional323 se ha pronunciado como sigue: 
 
“La configuración del Estado Social y democrático de Derecho requiere de dos 
aspectos básicos: la existencia de condiciones materiales para alcanzar sus 
presupuestos, lo que exige una relación directa con las posibilidades reales y 
objetivas del Estado y con una participación activa de los ciudadanos en el quehacer 
estatal; y la identificación del Estado con los fines de su contenido social, de forma tal 
que pueda evaluar, con criterio prudente, tanto los contextos que justifiquen su 
accionar como su abstención, evitando tornarse en obstáculo para el desarrollo 
social”.  
 
Sobre el mismo tema, LANDA destaca que estas interrelaciones entre un Estado 
Social y Democrático de Derecho, ligado a un régimen económico de Economía 
Social de Mercado, ponen de manifiesto que “la economía no constituye un fin en sí 
mismo, sino que es un instrumento al servicio de la persona humana y de su 
dignidad”324. En consecuencia, el poder fáctico de los grupos económicos deberá 
estar limitado por la Constitución y así evitar que esta degenere en abusos contra los 
derechos sociales de la población. 
 
2.2.3. El modelo de Economía Social de Mercado y su caracterización en la 
Constitución de 1993 
Para HUAPAYA, el sistema de Economía Social de Mercado responde a una 
determinada concepción del Estado y de la sociedad, reconociendo como propios 
los principios del libre mercado, la libertad de concurrencia y de competencia en el 
mercado, la protección del consumidor, la libre fijación de precios así como la 
intervención subsidiaria del Estado, tanto en su función regulatoria como en su 
actividad empresarial y en su rol regulador de la economía325. 
                                               
323  Fundamento N° 12 de la Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente N° 0008-
2003-AI/TC. 
 
324  LANDA ARROYO, César, “Principios rectores y derechos fundamentales del administrado en el 
marco de la Constitución Económica de 1993”, En: Revista de Derecho Administrativo, Lima, 
2007, pág. 29. 
 
325  HUAPAYA TAPIA, Ramón, El Proyecto de Ley de Reforma de la Constitución formulado a partir de 
la Ley N° 27600, la Constitución Económica y la regulación como técnica de reversión del estatismo. 
En: Administración Pública, Derecho Administrativo y Regulación. Estudios y Cuestiones. Ara 




En relación con las referidas características, el Tribunal Constitucional326 ha 
enfatizado lo siguiente: 
 
“Es decir, tanto como se opone a la economía de planificación y dirección central, la 
economía social de mercado se opone también a la economía del laissez faire, en 
donde el Estado no puede ni debe inmiscuirse en el proceso económico. (…) Y es 
que, dado el carácter del modelo económico establecido en la Constitución vigente, 
el Estado no puede permanecer indiferente a las actividades económicas, lo que en 
modo alguno supone la posibilidad de interferir arbitraria e injustificadamente en el 
ámbito de libertad reservado a los agentes económicos”.  
 
A la luz de dichos criterios, el Estado se encuentra legitimado para intervenir en 
determinadas actividades económicas con la finalidad de garantizar la Economía 
Social de Mercado. Así, el Estado deberá posicionarse como un garante final del 
interés general interviniendo en aquellas actividades económicas que se consideran 
importantes y siempre procurando respetar el principio de subsidiariedad327. 
 
Por último, es importante acotar que, si bien el régimen económico propugna el libre 
ejercicio de las actividades económicas, el Estado conserva una función supervisora, 
correctora o reguladora de la actividad económica como explicaremos a 
continuación. 
 
2.2.4. Rol supervisor y regulador del Estado en el marco de una Economía 
Social de Mercado 
En cuanto al rol regulador del Estado, BETANCOR señala que el Estado vendría a 
ser como el mecánico que repara el desperfecto para que el vehículo continúe 
funcionando eficientemente328. 
 
Así, si bien el régimen económico propugna el libre ejercicio de las actividades 
económicas, el Estado conserva una función supervisora329, correctora o reguladora 
                                               
326  Fundamento Jurídico N° 12 de la Sentencia del Tribunal Constitucional, recaída en el Expediente N° 
0008-2003-AI/TC de fecha 11 de noviembre de 2003. 
 
327 Loc. cit., ídem.  
 
328  BETANCOR, Andrés, Regulación: Mito y Derecho. Desmontando el mito para controlar la 
intervención de los reguladores económicos, Cizur Menor, Civitas Thomson Reuters, Navarra, 2010, 
pág. 50. 
 
329  Este rol supervisor del Estado se debe precisamente al carácter social del modelo económico. Así lo 
que se busca en un régimen económico basado en la economía social de mercado es el justo 




de la actividad económica.  Al respecto, el Tribunal Constitucional330 ha señalado lo 
siguiente: 
 
“[…] la Constitución reserva al Estado, respecto del mercado, una función 
supervisora y correctiva o reguladora. Ello, sin duda, es consecuencia de que, así 
como existe consenso en torno a las garantías que deben ser instauradas para 
reservar un ámbito amplio de libertad para la actuación de los individuos en el 
mercado, existe también la certeza de que debe existir un Estado que, aunque 
subsidiario en la sustancia, mantenga su función garantizadora y heterocompositiva”. 
 
Sobre este tema HUAPAYA señala que el Estado tiene una “mano visible” en la 
actividad económica, y la ejerce de dos formas: por un lado, interviene como 
autoridad en el sistema económico, fijando un sistema institucional, reglas de 
aplicación, supervisa su cumplimiento e impone sanciones de ser el caso. Por otro 
lado, interviene como agente mediante el ejercicio de actividad económica y 
empresarial331. 
 
Con relación a la supervisión y regulación que ejerce el Estado es importante 
señalar que los organismos reguladores son el instrumento mediante el cual el 
Estado llega a cumplir con su función social dentro del campo económico que 
constituye una garantía para que la prestación de los servicios públicos sea 
oportuna, permanente y cumpla con las exigencias de calidad pertinentes332. 
 
Pese a que existen lineamientos claros en las normas sectoriales respecto del 
funcionamiento que deben tener los organismos reguladores, muchas veces, existen 
inconvenientes que se dan en la práctica. Sobre ello, PÉREZ-REYES y TÁVARA 
han señalado que el diseño institucional de los organismos reguladores enfrenta dos 
problemas: (i) el oportunismo gubernamental, que refleja la presión política al 
organismo regulador; y (ii) la captura regulatoria, que refleja la presión directa o 
indirecta de la empresa regulada333.  
 
                                               
330  Fundamento Jurídico N° 18 de la Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente N° 
1535-2006-PA/TC de fecha 31 de enero de 2008. 
 
331 HUAPAYA TAPIA, Ramón, Propuesta de interpretación del Principio de Subsidiariedad en la 
Constitución, Disponible en: http://www3.upc.edu.pe/sociedadlibre/Det_Bol1.asp?CON=8946&BOL= 
18&EJE=777&SEC=Opini%F3n (visitado el 10.04.2015). 
 
332  Para mayor información puede revisarse la Ley N° 27332 - Ley Marco de los Organismos 
Reguladores de la Inversión Privada en los Servicios. 
 
333 PÉREZ-REYES ESPEJO, Raúl y TÁVARA, José, “Balance de la investigación académica en 
regulación de los servicios públicos”, En: Revista Economía, N° 63, Volumen XXXII, Lima, enero-




2.2.5. Principios y criterios consagrados en la Constitución de 1993 que 
inspiran el modelo de Economía Social de Mercado 
Luego de haber presentado el contexto y marco teórico del actual régimen 
económico, en este apartado abordaremos los principios y criterios consagrados en 
la Constitución de 1993, los mismos que sirven de líneas directrices para las 
actividades económicas en el país incluido el caso de los hidrocarburos. 
 
2.2.5.1. Principio de libre iniciativa privada 
La iniciativa privada334 implica la actuación de los particulares en el ámbito 
económico por decisión propia. El Artículo 58° de la Constitución de 1993 dispone 
que la iniciativa privada es libre. Bajo este régimen, el Estado orienta el desarrollo 
del país y actúa principalmente en las áreas de promoción de empleo, salud, 
educación, seguridad, servicios públicos e infraestructura. 
 
Al respecto, el Tribunal Constitucional335 señala lo siguiente: 
 
“La iniciativa privada puede desplegarse libremente en tanto no colisione los 
intereses generales de la comunidad, los cuales se encuentran resguardados por 
una pluralidad de normas adscritas al ordenamiento jurídico; vale decir, por la 
Constitución, los tratados internacionales y las Leyes sobre la materia. Empero, con 
el mismo énfasis debe precisarse que dicho ordenamiento protege la libre iniciativa 
contra la injerencia de los poderes públicos, respecto de lo que se considera como 
“privativo” de la autodeterminación de los particulares”. 
 
En otros términos, mediante este principio, se ha impuesto un límite a la intervención 
del Estado al circunscribirlo a las prestaciones necesarias que no pueden ser 
satisfechas en el esquema de mercado. Conforme a ello, se puede advertir que la 
iniciativa pública solo será factible con la autorización expresa de una Ley. A ello se 
agrega que debe existir una razón de alto o manifiesto interés público de manera 
que concurra competitivamente en el mercado336. 
                                               
334  Para MORÓN, la iniciativa privada es considerada como la facultad otorgada a los particulares de 
participar en la labor de identificar y proponer al Estado estudios acerca de posibilidades de 
infraestructura, servicios públicos o emprendimientos sobre recursos públicos que, siendo de interés 
empresarial del proponente, también puedan ser prioritarios para el interés público, esto es, 
proyectos socialmente rentables, sostenibles y concordantes con las políticas y lineamientos del 
Estado. MORÓN URBINA, Juan Carlos, “Las concesiones de infraestructura a iniciativas privadas 
de inversionistas”, En: Revista Ius et veritas, N° 35, Lima, 2007, pág. 157.  
 
335  Fundamento Jurídico Nº 18 de la Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente N° 
0008-2003-AI/TC de fecha 11 de noviembre de 2003. 
 
336  ZEGARRA VALDIVIA, Diego, “Concesión administrativa e iniciativa privada”, En: Themis, Revista de 




Debemos comprender que la iniciativa privada se ejerce como un derecho 
fundamental y que solo está limitada por las Leyes vigentes. En el caso del 
Subsector Hidrocarburos la misma Ley Orgánica de Hidrocarburos, Ley N° 26221, 
coincide con este principio y mantiene la coexistencia de la empresa privada con la 
empresa estatal. 
 
2.2.5.2. Principio de libertad de empresa 
Pese a que el imaginario colectivo concibe a la libertad de empresa como un 
principio jurídico, antes que surgiera como tal, la libertad de empresa fue gestándose 
en los ámbitos de la teoría política y del pensamiento económico, en otros términos, 
la formación histórica de la libertad de empresa transcurre antes del nacimiento del 
constitucionalismo337. 
 
El contenido esencial del derecho fundamental de la libertad de empresa implica, por 
un lado, poder acceder a cualquier sector económico y, por otro, le otorga suficiente 
capacidad para su organización338. Al respecto, RIVERO ORTEGA ha señalado que 
el contenido esencial de la libertad de empresa consiste en el necesario respeto a la 
iniciativa del empresario, de manera que esta no pueda quedar por completo al albur 
de la intervención administrativa339. 
 
2.2.5.2.1. Configuración del principio de libertad de empresa en el 
ordenamiento jurídico peruano 
Desde las primeras Constituciones, que surgen con la declaración de independencia 
política, se encuentran incorporados: el derecho a la libre iniciativa ciudadana en 
materia económica, el derecho a la libertad de comercio e industria, y la libertad de 
empresa340.  
En la doctrina peruana, KRESALJA y OCHOA señalan que la libertad de empresa se 
trata de un "derecho público subjetivo, no ilimitado, que debe ser regulado en su 
ejercicio de modo que cumpla con las condiciones que la propia Constitución le 
impone". Por dicho motivo, los mismos autores precisan que resulta conveniente "la 
                                               
337  Para mayor información confróntese: GARCÍA VITORIA, Ignacio, La libertad de empresa ¿un 
terrible derecho?, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 2008, pág. 21. 
 
338  LANDA ARROYO, C., Ob. cit., pág. 30. 
 
339  RIVERO ORTEGA, R., Ob. cit., pág. 130. 
 




existencia de un marco regulador, sin el cual es difícil que se desarrolle la actividad 
privada de carácter económico con estabilidad, equilibrio y seguridad”341. 
 
Sin embargo, hay que señalar también que esta libertad no es absoluta y, en 
muchos casos, se encuentra sujeta a una serie de condiciones que dependen, en 
gran medida, del tipo de actividad que se presta en el mercado. En efecto, en tanto 
las actividades comprometen la vida, la salud o la seguridad física o financiera de las 
personas, el Estado interviene con mayor intensidad en regular el acceso al mercado 
de aquellos interesados en ingresar en él342. 
 
Lo anterior se complementa con la idea que el sistema constitucional económico 
peruano reconoce la libertad de empresa como un derecho fundamental de las 
personas y como uno de los pilares fundamentales de desarrollo y crecimiento 
económico, lo que se corrobora en el Artículo 59° que dispone lo siguiente:  
 
“Artículo 59°. El Estado estimula la creación de riqueza y garantiza la libertad de 
trabajo y la libertad de empresa, comercio e industria. El ejercicio de estas libertades 
no debe ser lesivo a la moral, ni a la salud, ni a la seguridad pública. El Estado brinda 
oportunidades de superación a los sectores que sufren cualquier desigualdad; en tal 
sentido, promueve las pequeñas empresas en todas sus modalidades.”  
 
Para KRESALJA, resulta fundamental el estudio de la libertad de empresa, pues en 
ella se sustenta la consecución de unos de los objetivos asignados al sistema 
económico tanto por la Constitución, la defensa de la competencia económica entre 
empresas en particular y agentes económicos en general, como vía adecuada para 
el logro de mejoras en el nivel de vida de los ciudadanos343. 
 
El empresario para llevar adelante su proyecto comercial requiere de libertad, no 
solo para impulsarlo sino también cuando ya está constituido para poderlo adaptar 
de acuerdo con las necesidades y preferencias de los consumidores344. 
 
                                               
341  KRESALJA, Baldo y OCHOA, César, Derecho constitucional económico, Fondo Editorial PUCP, 
Lima, 2009, págs. 44-48. 
 
342  LAZARTE MOLINA, Jorge, Libertad de empresa y servicio público. El concepto de servicio público 
en el Perú, UPC, Lima, 2005, pág.1. 
 
343  KRESALJA ROSSELLÓ, Baldo, La libertad de empresa: fundamento del sistema económico 
constitucionalizado. Homenaje a Jorge Avendaño, Fondo Editorial de la Pontificia Universidad 
Católica del Perú, Lima, 2004, pág. 504. 
 
344  Loc. cit., pág. 500. 
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El principio de libertad de empresa se considera previo cumplimiento de un rol social 
que el empresario deberá efectuar para poder alcanzar su derecho a organizarse y a 
ingresar en el mercado. En el Subsector Hidrocarburos, la libertad de empresa está 
vigente dentro de los alcances de la Ley Orgánica de Hidrocarburos, Ley N° 26221. 
 
2.2.5.3. Principio de subsidiariedad 
El principio de subsidiariedad es un principio que tiene como génesis la filosofía 
tomista de Santo Tomás de Aquino, este ha sido adoptado además por la Doctrina 
Social de la Iglesia Católica345. Del mismo modo, el referido principio tiene sus 
antecedentes en el corporativismo europeo y ha sido incorporado de manera 
explícita en la Constitución de 1993346.  
 
Es necesario acotar que, la subsidiariedad, además de ser un principio jurídico, es 
un principio de la filosofía política que dispone que el “centro” de las decisiones 
sociales o económicas, debe estar situado en la autoridad más cercana. Es decir, 
que entre el Estado y las asociaciones de la sociedad civil prevalecen estas últimas. 
El mencionado principio otorga prioridad a la autoayuda frente a la asistencia del 
Estado; por otro lado, implica también que las entidades superiores ayuden a las 
entidades inferiores para que estas últimas puedan cumplir sus funciones347. 
 
Al respecto, CASSAGNE señala que el Estado subsidiario al haber nacido en el 
marco de un proceso de transformación de las estructuras socio-económicas y 
jurídicas existentes, no implica una ruptura total con los modelos anteriores. Así, se 
produce el abandono por parte del Estado, en forma gradual o acelerada, de 
aquellos ámbitos reservados a la iniciativa privada. Con lo que mientras se aumenta 
en forma gradual o acelerada el grado de participación de los particulares en la 
economía se dictan las normas requeridas para desregular y desmonopolizar. Sin 
perjuicio de ello, el mencionado autor indica que el Estado no podrá renunciar en 
materia de previsión social, salud, educación cuando las actividades no puedan ser 
cubiertas satisfactoriamente por los particulares348. 
                                               
345 Para mayor información confróntese: Reunión de Amigos de la Ciudad Católica Residencia "San 
Pedro Mártir" de los RR.PP. Dominicos Alcobendas; 19a Madrid, España, 6-8 octubre, 1980. 
 
346  OCHOA CARDICH, César, “Bases fundamentales de la Constitución económica de 1993”, En: La 
Constitución de 1993, Análisis y comentarios II, Comisión Andina de Juristas, Lima, 1995, pág. 89. 
 
347  RESICO, Marcelo, Ob. cit., pág.130. 
 




De otro lado, resulta importante indicar que si bien el modelo de Economía Social de 
Mercado propugna libertades económicas al promover la iniciativa privada y la libre 
competencia349, no deja de lado su carácter social, plasmado en una serie de 
principios que son guía para la actuación del Estado. Entre dichos principios, se 
encuentra el principio de subsidiariedad del Estado, recogido en el Artículo 60° de la 
Constitución que dispone lo siguiente: 
 
“Artículo 60°: El Estado reconoce el pluralismo económico. La economía nacional se 
sustenta en la coexistencia de diversas formas de propiedad y de empresa. 
 
Sólo autorizado por Ley expresa, el Estado puede realizar subsidiariamente actividad 
empresarial, directa o indirecta, por razón de alto interés público o de manifiesta 
conveniencia nacional. 
 
La actividad empresarial, pública o no pública, recibe el mismo tratamiento legal.” 
 
Ahora bien, en cuanto a la función reguladora y orientadora del Estado, a la luz del 
principio de subsidiariedad, el Tribunal Constitucional350 ha señalado lo siguiente:  
 
“En efecto, conforme se desprende del artículo 60º de la Constitución, el Principio de 
Subsidiariedad Económica del Estado o, lo que es lo mismo, la cláusula de actuación 
subsidiaria del Estado en la economía, implica, de un lado, un límite a la actividad 
estatal (no puede el Estado participar libremente en la actividad económica, sino que 
sólo lo puede hacer sujeto a la subsidiariedad, que debe ser entendida como una 
función supervisora y correctiva o reguladora del mercado) y, de otro, el reconocer 
que existen ámbitos que no pueden regularse única y exclusivamente a partir del 
mercado, lo cual justifica la función de regulación y protección que desempeña el 
Estado”. 
 
Para la Economía Social de Mercado, es función del Estado compatibilizar el interés 
privado con el interés social, que tenga a la justicia como valor rector en equilibrio 
dinámico con la libertad teniendo por objetivo lograr mayores niveles de equidad351.  
 
                                               
349 “La expresión economía social de mercado no tiene un contenido definitivo y preciso. Se trata de 
una cláusula abierta (…) que nos hace entender que las reglas de la economía deben regirse 
fundamentalmente por el mecanismo que proporciona el mercado, pero también que el Estado tiene 
deberes ineludibles que cumplir. Así debe hacer posible la concreción del derecho de los individuos 
y sus asociaciones a participar en la vida económica y propiciar un sistema competitivo, en el cual 
los actores tengan en sus manos las decisiones fundamentales, penalizando los abusos de las 
prácticas restrictivas para beneficio, en primer de los consumidores, pero también de los agentes 
económicos y del sistema". En: KRESALJA, Baldo y OCHOA, César, El régimen económico de la 
Constitución de 1993, Fondo Editorial Pontificia Universidad Católica del Perú, Lima, 2012, pág. 
100. 
 
350  Fundamento Jurídico N° 14 de la Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente N° 
1535-2006-PA/TC de fecha 31 de enero de 2008. 
 
351  GALLEGOS MOLINA, Luis, Economía social de mercado, medio ambiente y responsabilidad social 




Al respecto, podemos advertir que la mencionada norma establece que el Estado 
puede intervenir en defecto o en ausencia de la iniciativa privada, lineamiento que 
nos aleja de una economía planificada y el rol estatista asumido por la derogada 
Constitución de 1979. 
 
Por ello, el Tribunal Constitucional352 enfatiza lo siguiente:  
 
“[…] el Estado puede intervenir de manera excepcional en la vida económica de los 
particulares, a fin de garantizar bienes constitucionales que pueden ponerse en 
riesgo por las imperfecciones del mercado y respecto de los cuales existe un 
mandato constitucional directo de promoción en tanto actividad y/o protección del 
grupo menos favorecido”. 
 
Sobre este tema, CAIRAMPOMA señala que, habiéndose establecido la habilitación 
del Estado para poder participar en el mercado, el cual se rige por la libre 
competencia, se deberán adoptar medidas normativas y regulatorias pertinentes 
para que exista neutralidad, transparencia y trato igualitario, con el fin de no generar 
distorsiones ni tratos inequitativos, ya sea a favor del Estado o en perjuicio de 
este353. 
 
En virtud de dicho principio, se busca el desarrollo pleno de la actividad de los 
particulares y se impone un límite a la actividad estatal, pues se dispone que el 
Estado “no puede participar libremente en la actividad económica, sino que sólo lo 
puede hacer sujeto a la subsidiariedad, que debe ser entendida como una función 
supervisora y correctiva o reguladora del mercado”354. 
 
De este modo, si bien al Estado, en atención a dicho principio, no le corresponde 
prestar directamente los servicios públicos, lo cierto es que tiene un deber 
constitucional de promover su adecuada prestación y desarrollo, así como el 
fomento de la construcción de infraestructura que sirva de soporte para su 
funcionamiento. De esta manera, debido a su relevancia para los ciudadanos, el 
Estado se reserva un rol que, si bien es subsidiario, se configura como promotor y 
regulador en el desarrollo de la infraestructura y de los servicios públicos. 
                                               
352  Sentencia del Tribunal Constitucional, recaída en el Expediente N° 0034-2004-AI/TC de fecha 15 de 
febrero de 2005. 
 
353  CAIRAMPOMA ARROYO, Alberto, “(Re) Interpretación del principio de subsidiariedad en el 
ordenamiento jurídico peruano”, En: Ponencias del V Congreso Nacional de Derecho Administrativo. 
Aportes para un Estado Eficiente, Editorial Palestra, Lima, 2012, pág. 328. 
 
354  Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente Nº 07320-2005-AA de fecha 23 de 




En tal sentido, debemos considerar que: 
 
“[…] el rol fundamental del Estado en régimen constitucional de los servicios públicos 
no es realizar directamente la actividad, porque su gestión puede ser delegada a los 
particulares mediante las vías previstas legalmente (concesión), corresponde mas 
bien (sic) al Estado asumir la responsabilidad de facilitar su prestación con el objeto 
de asegurar la satisfacción de las necesidades consideradas esenciales para el logro 
del bien común”355.  
 
En relación con lo indicado, al Estado le corresponde establecer distintas medidas de 
fomento356 que incentiven o favorezcan la inversión en materia de servicios públicos, 
la cual repercutirá en el desarrollo de una adecuada prestación de los servicios 
públicos.  
 
Asimismo, consideramos oportuno mencionar el caso de la empresa Petróleos del 
Perú (Petroperú). Inicialmente, según el Artículo 10° de la Ley Nº 29163, publicada el 
20 de diciembre de 2007, su objeto social era llevar a cabo todas las actividades de 
hidrocarburos. Recién con la publicación de la Ley N° 26221, Ley Orgánica de 
Hidrocarburos se dispuso liberalizar el mercado de los hidrocarburos. 
 
Sobre la base del principio antes comentado y, en especial, con relación al Subsector 
Hidrocarburos, observamos la participación de diferentes empresas particulares que 
comparten y compiten en el mercado con la empresa estatal Petroperú S.A., lo que 
concuerda con el principio de subsidiariedad contemplado en el régimen 
constitucional vigente. 
 
Para el desarrollo de la presente investigación es importante mencionar el contenido 
del régimen económico constitucional en que se plantea la pertinencia de la 
municipalización a la luz del régimen económico que contempla la Constitución, 
sabiendo que el rol empresarial del Estado está sujeto al principio de subsidiaridad, y 
que por lo tanto, solo si quedara demostrado a lo largo del este trabajo que las 
condiciones de ausencia del sector privado son tangibles, solo así la actividad 
empresarial del Estado podría ser considerada como una alternativa válida. 
 
                                               
355  DANÓS ORDÓÑEZ, Jorge, “El régimen de los servicios públicos en la Constitución peruana”, En: 
Teoría de los servicios públicos, Grijley, Lima, 2009, pág. 24. 
 
356  Las medidas de fomento son aquellas “(…) encaminadas a proteger o promover determinadas 
actividades, establecimientos o riquezas debidas a los particulares y que, a su vez, satisfacen 
necesidades públicas o se estiman de utilidad general, sin usar la coacción ni crear servicios 
públicos”. DE POZAS, Jordana, “Ensayo de una teoría de fomento”, En: Revista de Estudios 
Políticos, N° 48, Madrid, 1949, pág. 477. 
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2.2.5.4. Libre competencia  
El Estado, en virtud a lo dispuesto por el Artículo 61° de la Constitución de 1993, 
facilita y vigila la libre competencia, al mismo tiempo que combate toda práctica que 
limite el abuso de posiciones dominantes o monopólicas como podemos comprobar 
en el siguiente texto: 
 
“El Estado facilita y vigila la libre competencia. Combate toda práctica que la limite y 
el abuso de posiciones dominantes o monopólicas. Ninguna Ley ni concertación 
puede autorizar ni establecer monopolios. La prensa, la radio, la televisión y demás 
medios de expresión y social; y, en general, las empresas, los bienes y servicios 
relacionados con la libertad de expresión y de comunicación, no pueden ser objeto 
de exclusividad, monopolio ni acaparamiento, directa ni indirectamente, por parte del 
Estado ni de particulares.” 
 
Sobre el particular, el Tribunal Constitucional357 ha dispuesto lo siguiente: 
 
“Finalmente, como aspecto fundamental de una economía social de mercado, el 
Estado facilita y vigila la libre competencia. El artículo 61º de la Constitución delega 
al legislador la labor de garantizar el acceso al mercado en igualdad de condiciones, 
al tiempo de reprimir y limitar el abuso de posiciones de dominio o monopólicas a 
efectos de garantizar no sólo la participación de los agentes de mercado ofertantes, 
sino de proteger a quienes cierran el circulo económico en calidad de consumidores 
y usuarios”. 
 
Para complementar el pasaje anterior, STUCCHI LÓPEZ RAYGADA, citando a 
NICHOLSON, señala que, aunque no existe posibilidad alguna que el modelo teórico 
de competencia perfecta exista plenamente en todos los sectores de la actividad 
económica, los ofertantes se encontrarán sometidos a una mayor competencia 
mientras mayor sea el acercamiento. Esto elimina las posibilidades de ser 
autoritarios y los obliga a procurar la mejora de los elementos de la oferta propia 
para lograr la preferencia de mejores bienes y servicios por parte del consumidor358. 
 
De lo anterior se desprende que la libre competencia beneficia a la colectividad que 
consume el producto ponderando precio, calidad y oportunidad, lo que no sería 
posible si existieran y subsistieran posiciones de dominio permitidas por el 
monopolio; por ejemplo, el consumidor estaría obligado a consumir obligatoriamente 
un bien aunque el producto no le convenga ni por calidad, oportunidad o precio. 
                                               
357  Fundamento Jurídico N° 32 de la Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente N° 
00034-2004-PI/TC de fecha 15 de febrero de 2005. 
 
  358  STUCCHI LÓPEZ RAYGADA, Pierino, “El orden de mercado y los procedimientos administrativos 
estandarizados. El Derecho Administrativo y la modernización del Estado peruano”, En: Ponencias 




El respeto a la libre competencia se encuentra consagrado en la Ley Orgánica de 
Hidrocarburos, Ley N° 26221. En ella se indica que el Estado promueve el desarrollo 
de las actividades de hidrocarburos sobre la base de la libre competencia y el libre 
acceso a la actividad económica, con la finalidad de lograr el bienestar de la persona 
humana y el desarrollo nacional. 
 
2.2.5.5. Principio de solidaridad  
De acuerdo con GARCÍA ECHEVARRÍA, el principio de solidaridad es una idea 
tradicional procedente del desarrollo económico y social. La Doctrina Social Cristiana 
y todos los movimientos obreros o sindicales le han concedido una importancia muy 
significativa en los períodos de industrialización359. 
 
Para MARTÍN MATEO, la solidaridad es un condicionante derivado no solo de 
consideraciones morales elementales (los que tienen más deben repartir con los que 
tienen menos), sino también de exigencias más materialistas, con la finalidad de 
conseguir un desarrollo sostenible para los países menos prósperos360.  
 
El referido autor nos invita a pensar que la solidaridad no es solo un enunciado de 
ética y moral sino que también debe materializarse con la finalidad de soportar las 
demandas que impone el desarrollo en la misma manera que deben de distribuirse 
los beneficios, más allá de las fronteras y en forma sostenible en el tiempo, como 
una responsabilidad que las generaciones venideras deben asumir. 
 
Es importante tener en cuenta que el principio de solidaridad no se encuentra 
mencionado expresamente en la Constitución; sin embargo, ha sido desarrollado a 
nivel jurisprudencial, como se observa en el Fundamento N° 15 de la Sentencia del 
Tribunal Constitucional N° 2016-2004-AA/TC361, que dispone lo siguiente: 
 
 “15. Es indubitable que en cualquier forma de vida comunitaria se hace necesario 
que esta se instaure y organice en relación con un fin compartido y cuyos logros, 
de alguna manera, alcancen a todos los que la conforman. 
                                               
 
359  GARCÍA ECHEVARRÍA, Santiago, Economía social de mercado. Instituto de Dirección y 
Organización de Empresas, Ediciones ESIC, Madrid, 1980, pág. 76.  
 
360 MARTÍN MATEO, Ramón, El marco público de la economía de mercado, 2ª. edición, Aranzandi, 
Navarra, 2003, pág. 398. 
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De ahí que al percibirse los denominados derechos sociales como fines 
esenciales de toda comunidad política, se deduzca que toda persona o grupo 
intermedio tenga que regir sus relaciones coexistenciales bajo el principio de 
solidaridad. 
 
La solidaridad implica la creación de un nexo ético y común que vincula a 
quienes integran una sociedad política. Expresa una orientación normativa 
dirigida a la exaltación de los sentimientos que impulsan a los hombres a 
prestarse ayuda mutua, haciéndoles sentir que la sociedad no es algo externo, 
sino consustancial.” 
 
El principio de solidaridad promueve el cumplimiento de un conjunto de deberes, 
a saber: 
 
“a. El deber de todos los integrantes de una colectividad de aportar con su 
actividad a la consecución del fin común. Ello tiene que ver con la necesidad de 
verificar una pluralidad de conductas (cargos públicos, deberes ciudadanos, 
etc.) a favor del grupo social. 
 
b. El deber del núcleo dirigencial de la colectividad política de redistribuir 
adecuadamente los beneficios aportados por sus integrantes; ello sin mengua 
de la responsabilidad de adoptar las medidas necesarias para alcanzar los fines 
sociales”.   
 
Sobre el mismo tema, el autor español ARGANDOÑA —citado por ARIÑO ORTIZ— 
plantea la distinción entre solidaridad como “virtud” y solidaridad como “resultado 
social”. Sobre lo último, señala que el Estado tiene poca o ninguna injerencia sobre 
la primera; en cambio, deberá responder, por la segunda. Las estructuras políticas, 
jurídicas, institucionales deberán ser aquellas que promuevan el ejercicio de la 
solidaridad como virtud, pero, en la medida en que ello se consiga, el Estado deberá 
asumir el logro de aquellos resultados que en cada momento se estimen 
irrenunciables362. 
 
La necesidad de solidaridad justifica la exigencia al Estado de la asunción de una 
responsabilidad directa de asegurar algunas prestaciones básicas y de intervenir 
también en actividades económicas que son relevantes para el interés general363. 
 
En base a las coincidencias teóricas de los autores señalados, podemos concluir 
que el principio de solidaridad garantiza la vida en comunidad a través de una 
equilibrada redistribución de los beneficios a sus miembros. 
 
Considerando que el presente trabajo está vinculado al Subsector Hidrocarburos, 
podemos advertir que en algunas acciones que se implementan a la luz de la 
                                               
362  ARIÑO ORTIZ, G., Ob. cit., págs. 92-93.  
 
363  CAIRAMPOMA ARROYO, Alberto y SOLAR ALVAREZ, Guelly, El régimen legal del Servicio 
Universal de las Telecomunicaciones, Adrus, Arequipa, 2010, pág. 100. 
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política energética en el país, ya se ha tomado en cuenta el principio de solidaridad. 
Se evidencia al establecerse el Fondo de Inclusión Social Energético (FISE), 
mediante él las poblaciones altamente vulnerables, por su estado de extrema 
pobreza, accederían al combustible del gas con los beneficios que ello les trae. 
 
2.2.5.6. Protección de los derechos de los consumidores y usuarios  
El Artículo 65° de la Constitución de 1993 dispone que: “El Estado defiende el 
interés de los consumidores y usuarios. Para tal efecto, garantiza el derecho a la 
información sobre los bienes y servicios que se encuentran a su disposición en el 
mercado. Asimismo vela, en particular, por la salud y la seguridad de la población”. 
De acuerdo con el Tribunal Constitucional364, la protección de los consumidores y 
usuarios se establece como sigue: 
  
 “12.  El artículo 65º de la Constitución prescribe la defensa de los consumidores y 
usuarios, a través de un derrotero jurídico binario, a saber: a) establece un 
principio rector para la actuación del Estado; y, b) consagra un derecho personal 
y subjetivo. 
 
13.  En el primer ámbito, el artículo 65° de la Constitución expone una pauta basilar 
o postulado destinado a orientar y fundamentar la activación del Estado respecto 
a cualquier actividad económica. Así, el juicio estimativo y el juicio lógico 
derivado de la conducta del Estado sobre la materia tiene como 
horizonte tuitivo la defensa de los intereses de los consumidores y usuarios. 
 
14. En el segundo ámbito, el artículo 65º de la Constitución reconoce la facultad de 
acción defensiva de los consumidores y usuarios en los casos de transgresión o 
desconocimiento de sus legítimos intereses; es decir, reconoce y apoya el 
atributo de exigir al Estado una actuación determinada cuando se produzca 
alguna forma de amenaza o afectación efectiva de los derechos del consumidor 
o del usuario, incluyendo la capacidad de acción contra el propio proveedor”. 
 
Para DANÓS, el fin fundamental de los organismos reguladores debe ser cautelar el 
derecho de los consumidores y usuarios en concordancia a lo dispuesto en el 
Artículo 65° de la Constitución política de 1993. Asimismo, señala que la función 
encomendada al Estado de velar por la defensa de los derechos de los 
consumidores y usuarios, por mandato del Artículo 65° de la Constitución, se 
manifiesta en el ordenamiento jurídico peruano a través de tres modalidades: (i) en 
el plano legislativo, (ii) técnicas y procedimientos administrativos, y (iii) 
procedimientos jurisdiccionales y mecanismos arbitrales365. 
                                               
364  Fundamento N° 14 de la Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente N° 01865-
2010-PA/TC de fecha 20 de julio de 2011. 
 
365  DANÓS ORDÓÑEZ, Jorge, La protección administrativa de los consumidores y usuarios en el 
Derecho Peruano, En: Congreso Internacional de Derecho Administrativo, Corte Suprema de 
Justicia, Sección de Publicaciones, San Salvador, 2011, pág. 725. 
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Para el caso del servicio público de distribución de gas natural por red de ductos, el 
OSINERGMIN garantiza a los usuarios de los servicios públicos mediante normas 
que permiten los procedimientos administrativos, con carácter expeditivo y efectivo, 
para la atención de cualquier reclamo y trámites afines que formulen con relación a 
dichos servicios366. 
 
Luego de haber desarrollado y determinado cuáles son los principios y criterios que 
inspiran el actual régimen económico constitucional, corresponde desarrollar 
algunas consideraciones teóricas respecto a los servicios públicos, para luego 
analizar su tratamiento en el ordenamiento jurídico peruano vigente. 
 
2.3. Cuestiones previas respecto de los servicios públicos  
Para arribar a una cabal conceptualización del servicio público es necesario revisar 
algunas referencias históricas que explican la transformación de esta institución 
jurídica. En concordancia con ello, es importante recalcar que el servicio público fue 
inicialmente considerado un concepto sociopolítico, entendido como la transposición 
liberal del servicio al rey, que surgió bajo una determinada concepción del dualismo 
Estado-sociedad, propio de la Revolución francesa. Posteriormente, el Derecho 
Administrativo moderno heredó, en buena parte, técnicas jurídicas procedentes del 
Antiguo Régimen367. 
 
Dicha concepción ha sido también abordada por SERRANO TRIANA368 quien 
señala lo siguiente:  
 
“[…] la rica expresión de  servicio público tal y como se entiende hoy no es más que 
la específica traducción al Derecho de un género conceptual con más trasfondo 
filosófico: la subordinación de los gobernantes a los gobernados, la actitud ancilar de 
los poderes establecidos para la satisfacción de las necesidades del pueblo, la 
alergia innata a la tiranía, la justificación de la prerrogativa por el interés a satisfacer; 
en suma, la consideración de que la autoridad de unos hombres sobre otros es una 
autoridad que resta en posición expectante de las necesidades y carencias de ayer 
los súbditos y hoy los ciudadanos”. 
 
Durante la época del Antiguo Régimen, gran parte de las actividades asistenciales o 
                                               
 
366 Procedimiento de reclamo, OSINERGMIN, Disponible en: http://www.osinergmin.gob.pe/seccion/ 
institucional/acerca_osinergmin/stor/que-es-jaru/nuevo-procedimiento-reclamo#, (visitado el 09.10. 
2016).  
 
367  ARIÑO ORTIZ, Gaspar, “Sobre el significado actual de la noción de servicio público y su régimen 
jurídico”, En: El nuevo servicio público, Marcial Pons, Ediciones Jurídicas y Sociales, S.A., Madrid, 
1997, págs. 18-19. 
 
368  SERRANO TRIANA, A., Ob. cit., pág. 17. 
107 
 
prestacionales las realizó la Iglesia católica. Ella compartía con el Estado y los 
municipios el protagonismo a la hora de ofrecer los servicios esenciales a los 
ciudadanos. Las municipalidades se convirtieron, mediante los ayuntamientos, en 
garantes de estas prestaciones369. 
 
Si bien la presente investigación no tiene por objetivo un estudio teórico exhaustivo 
respecto de los servicios públicos, consideramos necesario desarrollar algunos 
aspectos que nos permitirán comprender la noción actual que se tiene sobre los 
servicios públicos.  
 
2.3.1.  Doctrina clásica del servicio público: lineamientos generales respecto 
de su conceptualización 
La institución del servicio público370 tiene su origen en la doctrina francesa que 
inicialmente se gestó a partir de tres elementos: (a) prestación del servicio por una 
Administración Pública, (b) existencia de un interés público y (c) sujeción al Derecho 
Administrativo371. 
 
Según la "escuela clásica", el servicio público solamente podía ser prestado por el 
Estado y a través del régimen del Derecho Público. Bajo estas premisas, las 
expresiones “servicio” y “función” se identificaban en cuanto eran la manifestación 
de la potestad estatal del poder público372. 
 
Una de las posturas más emblemáticas de la doctrina clásica es la de LAUBADÈRE, 
quien consideró al servicio público373 como fundamento para el Derecho 
                                               
 
369  RIVERO ORTEGA, R., Ob. cit., Falta pág. 130. 
 
370  Al advenimiento del servicio público como título general de justificación de actuar administrativo (…) 
el Fomento pasa a ser una técnica más del Derecho Administrativo cediendo el paso a la 
prepotente doctrina del servicio público que experimentará a su vez, el mismo proceso, pasando a 
ser desde sus comienzos, de título genérico de justificación, hasta, ya en los comienzos de nuestro 
siglo una técnica jurídica precisa.  Esta referencia nos sirve para ilustrar cómo la técnica 
administrativa del fomento fue modificándose con el transcurso del tiempo, asumiendo el servicio 
público mayor rol protagónico, por influencia de la doctrina francesa, en los inicios del siglo XIX 
redefiniéndose así las técnicas de intervención administrativas. En: VILLAR PALASÍ, J.L., Ob. cit., 
pág. 154. 
 
371  MONTERO PASCUAL, Juan José, Regulación económica. La actividad administrativa de regulación 
de los mercados, Tirant lo Blanch, Valencia, 2014, pág. 131. 
 
372  ESGUERRA PORTOCARRERO, Juan, La responsabilidad del Estado por falla del   servicio público, 
Litovisión, Bogotá, 1972, pág. 25. 
 
373  Sobre el particular, resulta importante indicar que el fallo Blanco constituye el primer momento en la 
evolución histórica que se considera el servicio público en el Derecho Administrativo. Para mayor 
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Administrativo y jurisdicción administrativa. Sin embargo, con el paso del tiempo, 
esta concepción fue cambiando374.  
 
Por otra parte, para JÈZE y BONNARD, el Derecho Público era sinónimos de 
servicio público. En este marco, el Estado era entendido como una gran máquina 
prestadora de servicios públicos375. 
 
Para BULLINGER, citado por HUAPAYA, el servicio público es el instituto jurídico 
del Derecho Administrativo ideado para garantizar su rol prestacional. Se consideró 
como un título de intervención administrativa en las actividades económicas que se 
revelaron necesarias para garantizar la idea de un sistema de prestaciones a cargo 
o de responsabilidad del Estado, bajo la lógica del service public en Francia376. 
 
2.3.1.1. Distinción entre noción objetiva y subjetiva de servicio público  
La doctrina clásica efectuó una distinción del servicio público en sentido subjetivo y 
en sentido objetivo. El servicio público en sentido subjetivo era considerado como la 
actividad prestacional de titularidad administrativa, mientras que el servicio público 
en sentido objetivo, como el régimen jurídico de una actividad económica sujeta a 
intervención administrativa regulada por parte del Estado, debido a su carácter 
esencial que podría ser prestado por particulares o por el Estado e inclusive de 
manera conjunta377. 
 
En el Perú, actualmente, el concepto de servicio público predominante es el de la 
noción objetiva. Dicha concepción enfatiza que el servicio público ya no se 
caracteriza por la publicatio, sino por un régimen jurídico aplicable a un conjunto de 
actividades económicas calificadas por el legislador como de interés general, 
sujetas a la libertad de empresa, pero también a la intervención regulatoria del 
                                                                                                                                      
información confróntese: MONTAÑA PLATA, Alberto, El concepto de   servicio público en el 
Derecho Administrativo, Universidad del Externado de Colombia, Editorial Cordillera, Bogotá, 2005, 
pág. 127. 
 
374  DE LAUBADÈRE, André, Manual de Derecho Administrativo, Temis, Bogotá, 1984, págs. 24-25. 
 
375  ROJAS ARBELÁEZ, Gabriel, El Espíritu del Derecho Administrativo, Temis, Bogotá, 1972, pág. 165.  
 
376  HUAPAYA TAPIA, Ramón, “Notas sobre el concepto jurídico de servicio público en nuestro 
ordenamiento legal”, En: Derecho y Sociedad, N° 36, Lima, 2011, pág. 94. 
 




Estado sobre los sujetos privados prestadores del servicio378. 
 
De acuerdo con HUAPAYA, en la noción objetiva se abandona el concepto de 
reserva o titularidad de la actividad a favor del Estado mediante la publicatio de la 
actividad que pasa a ser considerada una actividad privada de interés general, 
sujeta a regulación estatal, pero eliminando el monopolio o reserva legal de 
prestación a favor del Estado. El mencionado autor recalca que ello puede 
apreciarse en los marcos de los grandes servicios públicos nacionales (electricidad, 
gas, telecomunicaciones, postales, entre otros). Para dichos servicios públicos, ya 
no se usan conceptos como reserva de actividades al Estado, publicatio o titularidad 
estatal, sino que se asume un concepto objetivo desligado de cualquier tipo de 
vinculación obligatoria o exclusiva del Estado a la prestación del servicio379. 
 
En línea con lo anterior, cabe señalar que a nivel jurisprudencial se ha adoptado un 
concepto objetivo de servicio público, desligado de la titularidad estatal y del 
concepto de reserva o publicatio. El referido razonamiento puede ser analizado a 
través de la Sentencia del Tribunal Constitucional (Expediente N° 0034-2004-AI/TC), 
referida al caso "medio pasaje"380. 
 
Finalmente, debe tenerse en cuenta que lo mencionado en los párrafos precedentes 
sobre servicios públicos no son las únicas teorías existentes, porque hay otras como 
la del servicio público de carácter material381 o la de carácter del propio o impropio382 
                                               
378 Loc. cit., ídem. 
 
379  HUAPAYA TAPIA, R., Ob. cit., pág. 98.  
 
380  Loc. cit., ídem 
 
381  Por otra parte, se tiene la concepción material de   servicio público, la misma que propugna que la 
esencia del   servicio público no se agota en lo subjetivo ni en lo formal. Dicho esto, a través de esta 
teoría, se sostiene que el servicio público está casi inserto en la realidad de todos los días. Se aloja 
en las posiciones claves de la vida nacional o local, y, desde allí, actúa sobre el destino colectivo y 
sobre el cotidiano bienestar o malestar individual, captando los aspectos dinámicos y la proyección 
social de los Servicios Públicos. En: OYHANARTE, Julio, La expropiación y los servicios públicos, 
Perrot, Buenos Aires, 1957, págs. 42-43. 
 
382  Del mismo modo, otra clasificación que podemos mencionar es la de servicios públicos propios e 
impropios. Los impropios resultan de una actividad ejercida por particulares o administrados, con el 
objeto de satisfacer necesidades de carácter general. De otro lado, los propios son aquellos 
prestados por el Estado directamente o por medio de concesionarios. Por otra parte, se tiene la 
concepción material del servicio público, que propugna que la esencia del servicio público no se 
agota en lo subjetivo ni en lo formal. Dicho esto, a través de esta teoría, se sostiene que el   servicio 
público está casi inserto en la realidad de todos los días. Se aloja en las posiciones claves de la vida 
nacional o local, y desde allí, actúa sobre el destino colectivo y sobre el cotidiano bienestar o 
malestar individual, captando los aspectos dinámicos y la proyección social de los servicios 




que por no ser objeto de la presente investigación solamente los mencionamos. 
 
2.3.1.2.  Consideraciones generales sobre el sobre servicio público en la 
doctrina comparada  
Para ÁLVAREZ–GENDÍN, el servicio público es considerado como una coordinación 
o un conjunto de actividades jurídico-administrativas, financieras y técnicas que 
organizan el Estado o las corporaciones autárquicas, por pertenecer a su iniciativa, 
encaminadas a satisfacer económicamente necesidades públicas, de una manera 
regular y continua383.  
Por su parte, ARIÑO define el servicio público como “aquella actividad propia del 
Estado o de otra Administración Pública, de prestación positiva, con la cual, 
mediante un procedimiento de Derecho Público, se asegura la ejecución regular y 
continua, por organización pública o por delegación, de un servicio técnico 
indispensable para la vida social”384. 
 
Para el mencionado autor, desde el punto de vista jurídico, el servicio público se 
define en virtud de la Ley que así lo declare como respuesta a la demanda de una 
población, en cuyo caso se aplica la doctrina que así lo defina385. 
 
De otro lado, BERMEJO refiere que se calificará como servicio público a aquellas 
actividades o servicios que sean considerados como indispensables y esenciales 
para la comunidad, de manera que sea indispensable contar con ellas para el 
funcionamiento y supervivencia de los miembros de la sociedad. Ahora bien, la 
determinación de cuáles son estas actividades dependerá de una cuestión histórica 
y contingente, pero, en cualquier caso, la apreciación de cuándo una necesidad se 
ha colectivizado constituye una necesidad pública que le corresponde al Estado386. 
                                               
383  ÁLVAREZ–GENDÍN, Sabino, Tratado General de Derecho Administrativo. Tomo I, Bosch, Casa 
Editorial, Urgel, Barcelona, 1958, pág. 475. 
 
384  ARIÑO ORTIZ, G., Economía y Estado, Ob. cit., pág. 299. 
 
385  Respecto de la responsabilidad por la prestación de los servicios públicos, ARIÑO ha señalado que 
existen tres aspectos o responsabilidades distintas del Estado: (i) la político-administrativa, la cual 
tiene ante sus ciudadanos, como destinatarios, usuarios potenciales o reales de los servicios 
públicos; (ii) la jurídico-económica, que la tiene ante los contribuyentes o antes los inversiones que 
han puesto su dinero para hacer reales las prestaciones en que el servicio consiste; y (iii) la técnico-
jurídica, que propugna el funcionamiento normal de los servicios públicos ante terceros. En: ARIÑO 
ORTIZ, Gaspar, “Responsabilidades del Estado en materia de Servicios Públicos”, En: REDETI, 
Revista de Derecho de las Telecomunicaciones e Infraestructuras en Red, N° 23, Año VIII, Madrid, 
mayo-agosto, 2005, págs. 225-226. 
 
386  BERMEJO VERA, José, Derecho Administrativo, Ob. cit., pág.56. 
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2.3.1.2.1. Tipos de gestión de los servicios públicos.  
Respecto a los tipos de gestión de los servicios públicos, MARTÍNEZ - ALONSO 
CAMPS plantea la posibilidad de que los servicios se efectúen mediante gestión 
directa o indirecta. Se entiende por gestión directa a aquella que es ejercida por una 
sola administración local o por una administración local en colaboración con otras 
administraciones públicas. Por otra parte, la gestión indirecta se refiere a: (i) la 
concesión, (ii) gestión interesada, (iii) concierto, (iv) sociedad de economía mixta en 
la que la entidad local participa, por sí o por medio de una entidad pública, en 
concurrencia con otras personas naturales o jurídicas, cuyas modalidades son: (a) 
sociedad mercantil, anónima o de responsabilidad limitada, (b) sociedad cooperativa 
y (c) arrendamiento387. 
 
Para SERRANO, se entiende por gestión directa a aquella realizada por la propia 
administración o mediante la utilización instrumental de una persona jurídica 
vinculada a aquella jurídica y económicamente388. En tanto, la gestión indirecta 
refiere a aquella operada a través de diversas formas o instituciones de origen y 
base contractual mediante las que la administración mantiene la titularidad del 
servicio y la responsabilidad última de su prestación confiando el ejercicio o 
explotación de la actividad a una persona distinta, sin perjuicio de la posibilidad de 
intervención mediata en ella389. En concordancia con lo planteado por SERRANO, 
consideramos que la municipalización de los servicios públicos se encuentra en el 
tipo de gestión directa. 
 
2.3.2. Consideraciones generales sobre los servicios públicos locales 
Para MERINO ESTRADA, el servicio local se configura como una actividad 
prestacional que tiende a la satisfacción de necesidades que, en el ámbito de sus 
competencias, asegura una entidad local y asume su titularidad. Como 
características del servicio público local menciona a las siguientes: (a) es una 
                                                                                                                                      
 
387  Loc. cit., pág. 372. 
 
388  SERRANO GALÁN, Rafael, Consideraciones sobre el marco jurídico regulador de la actuación de la 
Administración en la gestión de los servicios públicos, Madrid, 1998, Disponible en: 
http://www.ief.es/documentos/recursos/publicaciones/papeles_trabajo/1998_13.pdf (visitado el 
06.11.2014). 
 
389  RUFÍÁN LIZANA, Dolores, Manual de concesiones de obras públicas, Fondo de Cultura Económica, 




actividad prestacional, de orden positivo, económico o técnico; (b) satisface 
necesidades colectivas; y (c) está prestado por una entidad local390. 
 
Para DEL GUAYO, los servicios públicos locales son aquellos cuya titularidad otorga 
la Ley a las entidades locales. Sin embargo, sostiene que dicha afirmación es 
insuficiente y solo permite trazar una primera línea divisoria, esto es, que no todas 
las actividades sobre las que las entidades locales tienen competencias son 
servicios públicos391. 
 
Asimismo, para el referido autor español, las Leyes autonómicas que han abordado 
la regulación de los servicios públicos desean separarse del “fantasma de la 
municipalización” y “provincialización de servicios locales”, conceptos confusos si se 
mezclan indebidamente con los conceptos de la legislación de régimen local 
postconstitucional392. 
 
Del mismo modo señala que las normas de los años 1985 y 1986, que vinieron a 
sustituir a las de 1950, no proporcionaron siempre los criterios idóneos para 
distinguir, con claridad, entre las actividades o servicios a los que puede conducir la 
libre iniciativa económica de las entidades locales y los servicios públicos locales 
(las actividades o servicios esenciales reservados), al menos en lo que al régimen 
jurídico de ambos se refiere393. 
 
Para GARCÍA DE ENTERRÍA y FERNÁNDEZ, la creación o estructuración de un 
servicio público se ha considerado siempre como una facultad discrecional de la 
administración, inclusive cuando la Ley ha adoptado la decisión de no otorgar al 
ciudadano la titularidad de un derecho. Sin embargo, en el ámbito local, la situación 
es distinta, pues la legislación del régimen local español de 1955 configuraba la 
implantación de determinados servicios como una obligación estricta de las 
                                               
390  MERINO ESTRADA, Valentín, “Los servicios públicos locales”, En: Revista Iberoamericana de 
Administración Pública, N° 6, Madrid, enero-junio, 2001, págs. 221-222. 
 
391  DEL GUAYO CASTIELLA, Iñigo, “La gestión de servicios públicos locales”, En: Revista de 
Administración Pública, N° 165, Madrid, 2004, pág.127. 
 
392  Loc. cit., ídem.  
 




corporaciones locales y otorgaba, por tanto, a los administrados la existencia de un 
derecho394. 
 
2.3.3. Configuración de los servicios públicos locales en el ordenamiento 
jurídico peruano 
 
Respecto de los servicios públicos locales debemos señalar en primer lugar al 
Artículo 195°395 de la Constitución peruana que dispone que los gobiernos locales 
promueven el desarrollo, la economía local y la prestación de los servicios públicos 
de su responsabilidad. 
 
A su vez, La Ley Orgánica de Municipalidades vigente dispone en el Artículo 20° que 
son atribuciones del alcalde, entre otros temas, proponer la creación de empresas 
municipales bajo cualquier modalidad legalmente permitida, sugerir la participación 
accionaria, y recomendar la concesión de obras de infraestructura y servicios 
públicos municipales.  
 
Para HUAPAYA, si bien la Constitución vigente reconoce la existencia de los 
servicios públicos locales en el Artículo 195°, numeral (5) que, posteriormente, ha 
sido desarrollado en la Ley N° 27972, Ley Orgánica de Municipalidades vigente, este 
constituye un tema aún poco estudiado en el Perú396. 
 
                                               
394  GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo y FERNÁNDEZ, Tomás–Ramón, Curso de Derecho 
Administrativo II, Civitas, Madrid, 1991, págs. 72-73. 
 
395  De acuerdo con el Artículo 195°, los gobiernos locales promueven el desarrollo y la economía local, 
y la prestación de los servicios públicos de su responsabilidad, en armonía con las políticas y planes 
nacionales y regionales de desarrollo. Son competentes para:  
1.  Aprobar su organización interna y su presupuesto.  
2.  Aprobar el plan de desarrollo local concertado con la sociedad civil.  
3.  Administrar sus bienes y rentas.  
4.  Crear, modificar y suprimir contribuciones, tasas, arbitrios, licencias y derechos municipales, 
conforme a Ley.  
5.  Organizar, reglamentar y administrar los servicios públicos locales de su responsabilidad.  
6. Planificar el desarrollo urbano y rural de sus circunscripciones, incluyendo la zonificación, 
urbanismo y el acondicionamiento territorial.  
7.  Fomentar la competitividad, las inversiones y el financiamiento para la ejecución de proyectos y 
obras de infraestructura local.  
8.  Desarrollar y regular actividades y/o servicios en materia de educación, salud, vivienda, 
saneamiento, medio ambiente, sustentabilidad de los recursos naturales, transporte colectivo, 
circulación y tránsito, turismo, conservación de monumentos arqueológicos e históricos, cultura, 
recreación y deporte, conforme a Ley.  
9.  Presentar iniciativas legislativas en materias y asuntos de su competencia.  
     10. Ejercer las demás atribuciones inherentes a su función, conforme a Ley. 
 




Del mismo modo, enfatiza que en el ámbito de los servicios públicos locales existe 
una reserva prestacional a favor de las municipalidades, toda vez que la propia Ley 
Orgánica de Municipalidades establece que estos servicios son de responsabilidad 
de tales instancias de gobierno397. 
 
El citado autor destaca que en el caso de los servicios públicos locales existe una 
reserva prestacional, en el sentido de publicatio en favor de los gobiernos locales, 
quienes inclusive prestan varios de estos servicios a través de los arbitrios398. 
 
Asimismo, manifiesta que tanto la teoría como la legislación que sustentan los 
servicios públicos nacionales difiere de la legislación en materia de servicios locales, 
porque estos últimos tienen un régimen legal basado en el supuesto de la 
responsabilidad prestacional a cargo de los gobiernos locales y la existencia de una 
verdadera publicatio y titularidad de tales servicios a cargo de los municipios399. 
 
De lo indicado por HUAPAYA, se puede inferir que las competencias y atribuciones 
empresariales que tienen los gobiernos locales están claramente especificadas en 
su Ley Orgánica que concuerda con el Artículo 195 de la Constitución vigente, 
aspecto que en nuestro trabajo será desarrollado con mayor detenimiento en el 
cuarto capítulo. 
 
Una vez expuestos los aspectos conceptuales más importantes sobre los servicios 
públicos de alcance nacional como de alcance local, es conveniente desarrollar el 
proceso mediante el cual el servicio público se liberalizó para que este participe en 
condiciones de competitividad con el objeto de satisfacer las necesidades de los 
usuarios. 
 
2.4. Consideraciones generales respecto de la liberalización de los servicios 
públicos  
Para los objetivos de la presente investigación, es conveniente tener en cuenta el 
proceso de liberalización de los servicios públicos llevado a cabo en Europa, como 
consecuencia de haberse detectado inconveniencias o deficiencias en la prestación 
                                               
397  Loc. cit., ídem. 
 
398  Loc. cit., ídem. 
 




directa de los servicios públicos por el Estado. Esto nos permitirá hacer un contraste 
con la realidad peruana al momento de llegar a nuestras conclusiones. 
 
Por liberalización debe entenderse a la transformación del régimen de prestación de 
ciertos servicios públicos que pasan de ser reservados para el Estado hacia los 
particulares, rigiéndose por las disposiciones en materia de libertades de empresa, 
comercio e industria contempladas en la Constitución Económica400. Del mismo 
modo, BETANCOR ha enfatizado que la liberalización consiste en la reducción de la 
intervención pública de las actividades del mercado para que, con esa libertad 
obtenida, se pueda alcanzar el óptimo social401. 
 
Antes del proceso de liberalización, diversos sectores económicos que se 
encontraban sometidos a la publicatio fueron inspirados por el movimiento de 
apertura de las instituciones comunitarias desde mediados de la década de 1980, 
cuando se emprendió en todos los países desarrollados un intenso movimiento de 
liberalización de los sectores regulados. Este movimiento, aunque tuvo como 
sustrato los planteamientos económicos de la Escuela de Chicago y la ideología 
neoliberal que animaba la revolución conservadora de Reagan en los Estados 
Unidos de Norteamérica y Thatcher402 en Gran Bretaña respectivamente, fue 
propiciado sobre la base de la percepción que la regulación tradicional provocaba 
dado un funcionamiento poco eficiente de los sectores económicos intervenidos403. 
 
Con el proceso de liberalización emprendido por la Unión Europea, la noción 
tradicional de servicio público sufrió una transformación. Entre las características 
más relevantes de este proceso de cambio, podemos mencionar el contar con un 
servicio especial de accesibilidad universal, igualdad, calidad, regularidad o ciertas 
mejoras en los precios. Estas características han permitido modular las condiciones 
                                               
400 BOIX BALOP, Andrés, Cohesión social y liberalización de los servicios públicos, Trabajo de 
investigación no publicado, Universitat de Valencia, Valencia, págs. 35-36. 
 
401  BETANCOR, Andrés, Mejorar la regulación. Una guía de razones y de medios, Fundación Rafael 
del Pino, Marcial Pons, Madrid, 2009, pág. 96. 
 
402  En los últimos años, los países occidentales han emprendido importantes reformas en sus sectores 
de infraestructura. Por ejemplo, en Inglaterra, ocurrieron las privatizaciones de los servicios públicos 
llevadas a cabo por Thatcher, mientras que, en América Latina, los países se embarcaron en 
procesos importantes de reforma regulatoria y de la estructura de la propiedad y mercado de las 
firmas responsables de proveer servicios públicos. BARRANTES, Roxanna, 
“¿La moda no incomoda?: ¿o desde cuándo la dotación institucional es más importante que el 
mejor mecanismo regulatorio?”, En: THEMIS, Época 2, N° 52, Lima, 2006, pág. 64. 
 
403  VELASCO SAN PEDRO, Luis Antonio, La regulación económica como barrera a la competencia, 




de prestación de servicios que se ofrecen, ya que de otra forma, se prestarían 
ateniéndose exclusivamente a los intereses mercantiles de las empresas que operan 
en los diferentes sectores de acuerdo con las reglas de la competencia y el 
mercado404. 
 
Durante el proceso de liberalización de los servicios públicos, efectuado en Europa, 
se aprobaron diversas Leyes que fueron reorientando la regulación hacia la apertura 
parcial de dichos mercados. Así, introdujeron cierta competencia en “nichos de 
mercado” o segmentos del mismo en los que, generalmente, las inversiones iniciales 
eran reducidas405.  
 
Es pertinente indicar que el término liberalización no es sinónimo de desregulación, 
concepto que puede dar a entender un funcionamiento únicamente basado en las 
Leyes del mercado, sino ante una “re-regulación” dirigida a garantizar cierta 
competencia en el mercado abierto406, asegurar el proceso de privatización de los 
bienes públicos, favorecer la transformación de los antiguos monopolios públicos en 
“campeones nacionales” privados y establecer ciertas garantías transitorias de 
mantenimiento del servicio, cuya financiación se realiza directa o indirectamente 
mediante fondos públicos.  
 
Del mismo modo, es necesario aclarar que el concepto de liberalización tampoco 
puede confundirse con el de privatización. Para VALENCIA la liberalización es un 
fenómeno ligado a la competencia consistente en crear un mercado en sectores en 
los que se excluye la libre iniciativa privada; por el contrario, cuando nos referimos a 
la expresión privatización, esta se considera como un proceso que consiste en 
trasladar la gestión de una actividad o empresa del sector público al privado407.  
 
                                               
404  ORTEGA BERNARDO, Julia, “Competencias, servicios públicos y actividad económica de los 
municipios (Presupuestos actuales para su delimitación y su ejercicio)”, En: Revista de 
Administración Pública, N° 169, Madrid, enero-abril, 2006, págs. 60-61. 
 
405  Por ejemplo, las compañías telefónicas especializadas en aprovechar la diferencia entre los precios 
de interconexión que han de pagar al operador dominante y los precios finales al público que 
establecen o, también, en el ámbito de la telefonía móvil, en la que la posición oligopólica es 
garantizada por la limitación del número de licencias. 
 
406  Mediante la institución de agencias reguladoras constituidas como “Administraciones 
Independientes”. 
 




Como advertimos líneas arriba, durante la liberalización de los servicios públicos en 
Europa se emitieron diversas Directivas con la finalidad de implementar cambios. 
Una de las prescripciones más relevantes es la que se encuentra en la Directiva 
2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo del 12 de diciembre de 2006, 
relativa a los servicios en el mercado interior: las técnicas de control previo 
administrativo (autorizaciones o licencias) deben ser la excepción y no la regla para 
el acceso a los servicios incluidos en su ámbito de aplicación408. 
 
En los últimos años, el rol económico del Estado en Europa ha variado mucho. Así, 
se ha pasado de un Estado de Bienestar a un Estado que controla y regula, pero no 
presta directamente los servicios, sino que busca instaurar un mercado único en el 
que estos se abran a la libre competencia que, en el caso español, encuentra su 
fundamento jurídico en la libertad de empresa del Artículo 38° de la Constitución 
Española409. Sin embargo, esto no debe llevar a pensar que se está ante una 
desregulación o vaciamiento de las competencias del Estado. Más bien debe 
suponerse todo lo contrario, ya que se plantea que el Estado debe intervenir de otro 
modo y, principalmente, regulando y controlando esa concurrencia410. 
 
Sirva como ejemplo cómo está evolucionando la liberalización de los diversos 
mercados de gas europeos con lo ocurrido en España, que no dispone de 
producción propia de gas natural, por lo que toda su demanda es importada. A pesar 
de ello, ha confiado en la introducción de competencia para lograr la máxima 
eficiencia del sector. La forma que se estimó más conveniente para introducir 
competencia en un sector basado en red, como es el del gas natural, fue el 
reconocimiento del derecho de acceso a las infraestructuras de transporte y 
distribución de este combustible411. 
 
                                               
408  LOZANO CUTANDA, Blanca, “Últimos cambios en las técnicas de intervención administrativa: el 
difícil equilibrio entre la liberalización y la seguridad jurídica”, En: Prestación de Servicios, 
Administraciones Públicas y Derecho Administrativo, Tirant lo Blanch, Valencia, 2013, pág. 149. 
 
409  MENÉNDEZ SEBASTIÁN, Eva María, El nuevo concepto de servicio público. Temas actuales de 
Derecho Administrativo. Obra colectiva, Coordinadores: COLLANTES GONZÁLES, Jorge Luis y 
JUNCEDA MORENO, Javier, Normas Legales, Lima, 2006, pág. 564. 
 
410 Loc. cit., ídem. 
 
411  YUNTA HUETE, Raúl, “La política energética y acceso al mercado del Gas Natural”, En: I Congreso 
Internacional. Desarrollo de la Industria del Gas Natural en el Perú: Crecimiento con Seguridad, 




Finalmente, respecto de la liberalización del sector energético ADETORO412, ha 
señalado lo siguiente: 
 
“So far is agreed that there is no perfect market competition anywhere, therefore, it 
might not be unusual for a liberalised energy market not to be perfect but all factors of 
market competition as well as limits of competition law would exist in it. But it is 
unlikely that any government would permit or allow market forces alone to dictate the 
direction of its energy markets, particularly because of the strategic importance of the 
sector”. 
 
De lo señalado por ADETORO, es fundamental establecer que no existe 
competencia perfecta en el mercado energético pese a que este es un sector 
liberalizado. En el caso peruano es casi imposible que la distribución del gas natural 
se desenvuelva solo con las Leyes del mercado, dado su carácter estratégico, así 
como por su condición de monopolio natural, ante el que solamente podrá ser 
adecuadamente conveniente en oportunidad precio y calidad si el Estado ejerce con 
idoneidad y solvencia su rol de regulador y garante. 
 
2.5. Conceptualización del servicio público en el ordenamiento jurídico 
peruano 
 Para TOLA, el servicio público satisface una necesidad colectiva, respecto de la cual 
hay que considerar intereses positivos y negativos. Cuando predominan los 
primeros, el Estado toma a cargo la función y crea el servicio público, cuya 
regularidad y continuidad se asegura por los medios propios del poder público413. 
 
 Por su parte, para ALAYZA Y PAZ SOLDÁN, los servicios se prestan por la 
administración central en su totalidad o bien los hace prestar por entidades locales. 
En este último caso, aparece el régimen de descentralización a través de los 
municipios. El Estado presta los servicios necesarios a la totalidad de la nación; y los 
municipios, a determinados grupos territoriales, llamados ciudades o villas, siendo 
servicios elementales y de vida urbana414. 
                                               
412  ADETORO, David, “Can the imposition of a Regulator in Any Liberalised Energy Market be Justified 
by Market Behaviours?”, En: Journal of Energy & Natural Resources Law, Vol. 24, N° 3, United 
Kingdom, agosto, 2006, pág. 401. 
 
413  TOLA, Fernando, Derecho administrativo, lecciones dictadas por el profesor Fernando Tola en la 
Universidad Nacional Mayor de San Marcos, Universidad Nacional Mayor de San Marcos, Lima, 
1915, pág. 11.  
 
414  ALAYZA Y PAZ SOLDÁN, Toribio, Derecho Administrativo General y del Perú. Apuntes del Curso 
de Derecho Administrativo dictado en la facultad de Ciencias Políticas y Económicas, Sanmarti y 




Para el profesor ZEGARRA la expresión servicio público ha estado presente en la 
legislación peruana desde los primeros años de la República. Sin embargo, no tuvo 
el mismo contenido y la caracterización desarrollada a finales del siglo XIX en 
Francia, primero, a nivel jurisprudencial y, luego, a inicios del siglo XX, mediante la 
doctrina415. 
 
El planteamiento del mencionado profesor nos lleva a comprender las diferencias 
entre las ocurrencias en el orden doctrinario entre Europa y el Perú. La de los 
europeos fue producto de un desarrollo doctrinario, mientras que en el ordenamiento 
jurídico peruano solo se tuvo un desarrollo meramente exegético. 
 
En efecto, durante esa época, el Estado peruano presentaba los servicios que había 
heredado de la época de la Colonia y había promovido la creación de algunos 
nuevos como respuesta a los avances de la ciencia. Cabe añadir que, en este 
marco, no fue ajeno a la impronta del liberalismo ni de una nueva concepción del 
Estado, en el que las principales tareas eran mantener el orden interno y garantizar 
que la libertad de los ciudadanos no fuera conculcada416. 
 
Ello supuso un proceso histórico como consecuencia de la Revolución Industrial y 
fue así como el desarrollo del liberalismo económico se proyectó al Perú. Sin 
embargo, esto no sustrajo al Estado peruano del rol promotor, ya que, al tener 
limitados recursos económicos y frente a una creciente demanda de servicios, buscó 
la participación de los particulares para que se hicieran cargo de aquellas 
actividades que constituían un importante servicio al público417. 
 
Para DANÓS418, en la doctrina peruana, no se tiene un concepto homogéneo sobre 
servicio público:  
 
“[…] los servicios públicos refieren a actividades económicas de especial 
trascendencia para la vida del país, de carácter prestacional, respecto a los cuales 
corresponde al Estado cumplir un rol de garante o asegurador de la satisfacción de 
las necesidades públicas para alcanzar el bienestar general, a través de la prestación 
por parte de operadores privados, o en su defecto por el Estado directamente […]”.  
 
                                               
415  ZEGARRA VALDIVIA, D., El servicio público, Ob. cit., págs. 303-304.  
 
416  Loc. cit., pág. 304. 
 
417  Loc. cit., págs. 304-305. 
 




Del mismo modo, BACA enfatiza que la noción de servicio público es ambivalente, 
dado que plasma diversos conceptos ya sea en la doctrina, legislación o en el 
lenguaje coloquial. Pese a que carece de una conceptualización homogénea, define 
el servicio público como un servicio esencial, cuya titularidad se ha reservado al 
Estado. Por tanto, los particulares solo pueden prestarlos a través del régimen de 
concesiones, caracterizado por los poderes de intervención de aquel sobre estos, lo 
que excluye de origen la libertad de acceso y la libre empresa419. 
 
De otro lado, para LAZARTE MOLINA el concepto de servicio público viene 
empleándose de una manera indebida tanto en la legislación como en la doctrina, 
pues se adoptan, muchas veces, diversas teorías y posturas extranjeras que 
intentan adecuar el concepto a sus necesidades jurídico–económicas. Y, en algunos 
casos, estas necesidades son muy distantes a la realidad peruana420. 
 
En esa línea, el citado autor propone la reformulación del concepto. Para ello, 
sugiere partir de la descripción de lo que es un concepto instrumental que permite al 
gobierno contar con la facultad discrecional de conceder o no la explotación 
económica de una determinada actividad en el mercado. Así, las actividades que no 
requieran de una concesión del gobierno no serán servicios públicos421. 
 
El mismo autor enfatiza que solo es posible condicionar el ejercicio de determinadas 
actividades al otorgamiento previo de una concesión gubernamental cuando existan 
razones de índole técnico-económica que lo justifiquen. Dicha justificación encuentra 
cabida solamente cuando el acceso del mercado al sector privado se encuentra 
restringido y cuando razones técnico-económicas no permiten el ingreso de 
particulares que desean competir. En tales casos, la intervención del gobierno se 
hace necesaria para determinar las posibilidades de acceso y otorgar en concesión 
el derecho a ingresar al mercado a quienes considere mejor capacitados para 
prestar el servicio422. 
 
                                               
419  BACA, Víctor, “Servicio público, Servicio Esencial y Servicio Universal en el Derecho Peruano”, En: 
Teoría de los Servicios Públicos, Grijley, Lima, 2009, págs. 391-392. 
 
420  LAZARTE MOLINA, Jorge, “El concepto de   servicio público en el Derecho peruano”, En: Revista 
Ius et Veritas, N° 26, Año XIII, Lima, junio, 2003, pág. 85. 
 
421  Loc. cit., ídem. 
 




De esta manera, el legislador tendrá que considerar factores como la utilidad, la 
época y la tecnología al momento de calificar una actividad como esencial e incluirla 
en el régimen de los servicios públicos, pues esta clase de servicio constituye una 
actividad económica de interés general que el Estado hace suya, y cuya prestación 
tutela y asegura mediante el despliegue de una intensa regulación al respecto. 
 
Respecto a este tema el Pleno Jurisdiccional emitido por el Tribunal 
Constitucional423, ha dispuesto lo siguiente: 
 
“41. Resulta relevante tomar en cuenta que hoy en día, lo fundamental en materia de 
servicios públicos, no es necesariamente la titularidad estatal sino la obligación 
de garantizar la prestación del servicio, por tratarse de actividades económicas 
de especial relevancia para la satisfacción de necesidades públicas; y en ese 
sentido, deviene en indistinto si la gestión la tiene un privado o la ejerce el propio 
Estado. 
 
42. Por ello, aun cuando el Estado —en ejercicio de su libre configuración política—, 
haya concedido u autorizado la gestión del servicio a los particulares, debido a 
objetivos de orden económico tales como lograr una mayor eficiencia en la 
prestación, ello no le resta capacidad de intervención, pues la garantía de 
disfrute efectivo de los servicios públicos es una obligación frente a la cual el 
Estado no puede verse ajeno; de ahí que aun subsista el deber estatal de 
garantizarlo, regularlo y vigilarlo, dada su naturaleza esencial y continua para 
toda la población”.  
 
Teniendo en cuenta la naturaleza esencial e indispensable que reviste al servicio 
público, el Estado tiene el deber de tutelarlo por medio de acciones que lo 
garanticen, vigilen y regulen. Por esta razón, resulta necesario un despliegue intenso 
de la actividad regulatoria del Estado respecto de los servicios públicos.  
 
Siguiendo esta línea, el profesor DANÓS424 señala lo siguiente: 
 
“[…] el rol fundamental del Estado en régimen constitucional de los servicios públicos 
no es realizar directamente la actividad, porque su gestión puede ser delegada a los 
particulares mediante las vías previstas legalmente (concesión), corresponde más 
bien al Estado asumir la responsabilidad de facilitar su prestación con el objeto de 
asegurar la satisfacción de las necesidades consideradas esenciales para el logro del 
bien común”. 
 
Como se puede advertir a lo largo de este acápite, la conceptualización del servicio 
público ha variado de acuerdo con el contexto histórico. Coincidimos con LINDE 
                                               
423  Fundamentos N° 41 y 42 de la Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente N° 
00034-2004-PI/TC de fecha 15 de febrero de 2005. 
 




PANIAGUA425 quien señala que no se deben sacralizar las técnicas e instituciones 
jurídicas, ya que, si bien el servicio público se ha transformado, no es suficiente para 
abordar los retos que afronta la sociedad: 
 
“El servicio público se ha transformado pero no es suficiente para abordar los retos 
que afrontamos. No podemos sacralizar una técnica jurídica en sí misma (el servicio 
público), pero sí la relevancia que los ciudadanos le atribuyen cuando se refieren a la 
misma. Y, sin duda, las mayores deficiencias se encuentran en el obsoleto sistema 
de garantías que el ordenamiento ofrece a los ciudadanos – consumidores. Nuestro 
sistema jurídico garantizador sigue anclado en el Siglo XIX”. 
 
Lo anterior nos permite reflexionar sobre los retos aún pendientes en materia de 
servicios públicos. Al respecto, QUIÑONES opina que, en el caso del Perú, se 
conserva aún un sistema obsoleto de servicio público que ha mantenido la publicatio, 
por tanto, las innovaciones regulatorias y tecnológicas no condicen con la evolución 
del mercado en sectores que hace tiempo dejaron de tener características 
monopólicas y que pueden ser adecuadamente atendidas por la actividad privada. 
De este modo, la referida autora advierte sobre la imperante necesidad de modificar 
el marco legal que permita la transformación de la mayoría de servicios públicos en 
servicios generales426. 
 
Para GUGLIELMI, los servicios públicos se debaten entre los fines y los medios del 
Estado, entre la acción del gobierno y de la empresa, entre la gestión burocrática y el 
desempeño general eficaz. Por ello, enfatiza que no existen recetas mágicas, 
universales ni abstractas para que las prestaciones públicas tengan un régimen 
global. En el Perú, el servicio público sigue siendo casi todos los días una sorpresa 
y, por lo general, no de las más agradables427. 
 
2.6. La configuración del servicio público y la descentralización administrativa 
Otro aspecto importante a tener en cuenta respecto al tratamiento jurídico de los 
servicios públicos es el de la descentralización administrativa, por lo que resulta 
necesario explicar y diferenciar qué se entiende por centralización y 
                                               
425  LINDE PANIAGUA, Enrique, “Presupuestos Constitucionales de la intervención de la administración 
en la sociedad”, En: Parte Especial del Derecho Administrativo. La intervención de la Administración 
en la sociedad, Editorial Colex, Madrid, 2007, págs. 120-121. 
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2012, pág. 72. 
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descentralización desde la perspectiva del Derecho Administrativo. En ese sentido, 
en las líneas que siguen, presentaremos algunos conceptos que nos permitirán 
esbozar doctrinariamente la caracterización de cada uno de ellos. 
 
2.6.1. Consideraciones generales sobre la centralización administrativa 
La centralización administrativa supone un poder central que implica la 
concentración de las facultades inherentes al poder público y local en las manos de 
un gobierno central para su dirección exclusiva428. La centralización es considerada 
como aquella forma de organización pública en la que una sola administración –la 
del Estado– asume la responsabilidad de satisfacer todas las necesidades de interés 
general y, consecuentemente, se atribuyen todas las potestades y funciones 
necesarias para ello429. 
 
Del mismo modo, es considerada como un sistema de administración en virtud del 
cual el poder central se otorga la facultad de dirigir los intereses de las localidades y 
las sustituye en su gestión. Esto coloca a las localidades en la más absoluta 
dependencia del poder central y les niega vida propia, es decir, la facultad de 
estudiar por sí mismas sus necesidades y dirigir sus intereses430. 
 
Este modelo de administración surgió tras la Revolución francesa, que modificó la 
administración civil técnica centralizadora de unidad de mando, típica de la 
organización militar. Solo así fue posible controlar los municipios que surgieron con 
la Revolución, racionalizar la estructura territorial, asegurar la presencia del Estado 
en todo el territorio y, en definitiva, garantizar en toda la nación el acceso de los 
ciudadanos a los mismos servicios públicos431. 
 
Debe tenerse en cuenta que, durante el siglo XIX, lo esencial y urgente era asegurar 
la unidad nacional, la participación política, el respeto de los derechos y libertades 
proclamados por la Revolución francesa, la igualdad de los ciudadanos ante los 
servicios públicos y su uniformidad en todo el territorio. Ahora bien, no es que los 
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“administrativistas” y políticos decimonónicos pensaran que la centralización era la 
forma más eficaz, sino que fue considerada como la medida oportuna para 
garantizar una repartición equitativa en esa época432. 
 
En la doctrina nacional, BLUME afirma que esta figura en la práctica no se da en 
términos absolutos, salvo el caso de los Estados pequeños. Esto ocurre debido a 
que ha sido relativizada por la propia realidad, caracterizada por una reacción 
natural de las colectividades locales, que ha tenido y tiene como denominador 
común la exigencia de, por lo menos, algún grado de autonomía y por la extensión 
territorial de los Estados que, en términos prácticos, imposibilita la concentración del 
poder decisorio en el centro433. 
 
2.6.2. Consideraciones generales sobre la descentralización administrativa 
 De acuerdo con ESPINOSA-SALDAÑA, la descentralización es considerada como la 
transferencia de atribuciones y responsabilidades a otros entes, los cuales gozarán 
de cierta cuota de autonomía, entendida no solamente como autodeterminación sin 
interferencia, sino básicamente como una posibilidad o margen de autorregulación 
en aquellas competencias que le han sido transferidas434.  
 
Para POSADA, la descentralización no es un sistema histórico como la 
centralización, sino que debe ser considerada como una tendencia a detener los 
efectos de la centralización. Y enfatiza que no hay un país con descentralización 
propiamente dicha sino más bien parcialmente llevada como en el caso de Francia o 
de Inglaterra con el self-government435. 
 
Según DANÓS, la descentralización consiste en el traspaso de funciones desde un 
ente administrativo a otros entes administrativos creados como personas jurídicas 
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que realizan de manera más ágil las funciones que constituían el cometido de otros 
entes públicos436. 
 
La descentralización implica una partición de competencias que le son atribuibles de 
manera vertical a los entes descentralizados en calidad de titulares. Los entes 
descentralizados no tienen que tener necesariamente poderes políticos o legislativos 
propios. La entidad estatal puede incluso volver a centralizar las potestades 
administrativas y de ejecución entregadas a estos, pero siguiendo el procedimiento 
regular que al respecto contengan las normas correspondientes437. 
 
En los países latinos de influencia administrativa francesa, la descentralización es 
considerada como un proceso histórico de signo contrario a la centralización y se 
inicia, prácticamente, cuando el proceso centralizador ha sido cumplido. Como 
ventaja sobresaliente de la descentralización, se ha señalado la de acercar los 
niveles de decisión a los administrados y la de conjurar las disfunciones del 
centralismo438. 
 
La consagración en el ámbito constitucional de la descentralización administrativa 
implica, de modo implícito, la aceptación de la legitimidad de la actual existencia y 
futura creación de nuevos organismos públicos dotados de personería jurídica 
propia, dependientes del gobierno nacional, a los que se les confiere competencias y 
atribuciones de acuerdo con su cometido principal de tutela de los intereses 
generales439. 
 
El proceso se da básicamente a través de las municipalidades, a las que se les 
considera como instrumentos de la descentralización del país. En este punto, es 
necesario resaltar el papel que se asigna a las municipalidades como órganos del 
gobierno local, a las cuales no solamente se concibe como entidades encargadas de 
enfrentar y atender los requerimientos que se presentan440. 
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437  VIGNOLO CUEVA, Orlando, “La descentralización administrativa y los principios de autonomía 
local: en la búsqueda de su verdadero significado”, En: Revista Jurídica del Perú, N° 76, Lima, 2007, 
págs. 61-62. 
 
438  Loc. cit., pág. 28. 
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Existe coincidencia entre los especialistas sobre la conveniencia de consagrar la 
denominada cláusula residual, esto es, una estipulación constitucional que 
establezca que todo aquello no asignado expresamente por norma constitucional o 
infraconstitucional, a un órgano del Estado, corresponde a otro órgano del mismo 
Estado. La gran discusión se da en cuanto a la titularidad del órgano receptor de la 
asignación441. Para el caso peruano, BLUME señala que la cláusula residual deberá 
operar en favor del gobierno local442. 
 
2.6.3. Consideraciones generales de la descentralización en el ordenamiento 
jurídico peruano 
De acuerdo con el Artículo 43° de la Constitución, el Perú es un Estado unitario y 
descentralizado que presenta una división de poder territorial en tres niveles: 
gobierno nacional, gobierno regional y gobierno local.  
 
Al respecto, RUBIO CORREA ha señalado que el “fundamento del Estado peruano 
es la unidad estatal y no la descentralización. Si bien la descentralización es 
indispensable y debe formar parte del Estado contemporáneo peruano se debe 
considerar que el Perú es uno y no varios443. 
 
Por su parte, el Artículo 188° de la Constitución contempla lo siguiente:  
 
“La descentralización es una forma de organización democrática y constituye una 
política permanente de Estado, de carácter obligatorio, que tiene como objetivo 
fundamental el desarrollo integral del país. El proceso de descentralización se realiza 
por etapas, en forma progresiva y ordenada conforme a criterios que permitan una 
adecuada asignación de competencias y transferencia de recursos del gobierno 
nacional hacia los gobiernos regionales y locales.”  
 
En este precepto normativo, según DELGADO SILVA, descansan las normas 
rectoras, los fundamentos axiológicos y cognoscitivos, así como la voluntad política 
de largo plazo. En este marco, sus rasgos básicos son la permanencia y 
obligatoriedad, y su objetivo principal el desarrollo integral del país444. 
                                               
441  BLUME, E., Planteamientos constitucionales, Ob. cit., págs. 123-124. 
 
442  Loc. cit., ídem. 
 
443  RUBIO CORREA, Marcial, El Estado peruano según la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, Fondo 
Editorial de la Pontificia Universidad Católica del Perú, Lima, 2006, pág. 56. 
 
444  DELGADO SILVA, Ángel, “La descentralización realmente existente. Necesidad de miradas 
alternativas sobre el ´proceso”, En: Congreso Internacional de Derecho Administrativo. Derecho 




Con la finalidad de cumplir con este mandato, la Constitución445 ha dotado a los 
gobiernos regionales de autonomía. Así, el Artículo 191° de la Constitución 
establece que los gobiernos regionales cuentan con autonomía política, económica y 
administrativa en los asuntos de su competencia446.  
 
Al momento de implementar la descentralización es indispensable tener en cuenta el 
concepto de subsidiariedad en el ámbito municipal. Sobre el particular, RIVERO 
ORTEGA señala que es equivalente al concepto de proximidad, porque el criterio 
básico es el de adopción de las decisiones en los niveles inferiores: lo que pueda ser 
resuelto mejor por la persona, que no sea competencia del municipio, lo que pueda 
abordar el municipio por sus propios medios, que no sea asumido por el Estado. Si 
un problema no puede ser eficazmente resuelto por el municipio por trascender un 
espacio territorial o afectar a más personas que sus vecinos o por carecer 
manifiestamente de medios, entonces, debe ser resuelto por una instancia superior 
de ámbito regional o estatal447. 
 
La historia, ha registrado en el Perú una tendencia centralista, que concentró el 
poder y las capacidades de decisión en los órganos de gobierno establecidos en la 
capital de la República, como resultado de la aplicación que en su turno han ido 
estableciendo las Constituciones, desde los inicios de la vida republicana, ha sido la 
de concentrar los poderes decisorios y las competencias esenciales del gobierno en 
                                               
445  Actualmente, de acuerdo con el Artículo 40 de la Ley de Bases de Descentralización las 
municipalidades son órganos de gobierno local que se ejercen en las circunscripciones provinciales 
y distritales de cada una de las regiones del país, con las atribuciones, competencias y funciones 
que les asigna la Constitución Política, la Ley Orgánica de Municipalidades y la presente Ley. En la 
capital de la República el gobierno local lo ejerce la Municipalidad Metropolitana de Lima. En los 
centros poblados funcionan municipalidades conforme a Ley”. 
 
446  Por su parte, la Ley de Base de la Descentralización, Ley N° 27783, contiene las siguientes 
definiciones respecto del término autonomía: 
 
9.1.  Autonomía política: es la facultad de adoptar y concordar las políticas, planes y normas en los 
asuntos de su competencia, aprobar y expedir sus normas, decidir a través de sus órganos de 
gobierno y desarrollar las funciones que le son inherentes. 
9.2.  Autonomía administrativa: es la facultad de organizarse internamente, determinar y 
reglamentar los servicios públicos de su responsabilidad. 
9.3.  Autonomía económica: es la facultad de crear, recaudar y administrar sus rentas e ingresos 
propios y aprobar sus presupuestos institucionales conforme a la Ley de Gestión 
Presupuestaria del Estado y las Leyes Anuales de Presupuesto. Su ejercicio supone reconocer 
el derecho a percibir los recursos que les asigne el Estado para el cumplimiento de sus 
funciones y competencias”. 
 




la capital448. Por ello, surge la imperante necesidad de configurar políticas públicas 
que logren combatir con dicha tendencia. 
 
Para LANDA, los problemas449 principales de la administración descentralizada, 
según testimonios de autoridades y especialistas, están vinculados con problemas 
de transparencia, falta de un sistema homogéneo de gestión, fortalecimiento de 
planeamiento estratégico, capacitación para gestionar y administrar las 
competencias y funciones, avanzar en la configuración del ordenamiento territorial 
para la prestación de servicios y la promoción de inversiones más ordenadas, 
integradas, eficientes y equitativas450. 
 
Por su parte, CÉSPEDES ZAVALETA451 ha dispuesto que la descentralización 
implica un concepto usado con poca precisión en el debate político, ya que, en este 
marco, los más diversos intereses locales, regionales y nacionales lo reclaman como 
su bandera sin reflexionar adecuadamente respecto de las implicancias políticas y 
técnicas que posee para el conjunto de la función pública452.  
 
En consideración con lo anterior, debemos tener en cuenta que para que la 
descentralización funcione eficientemente deberá enfrentarse a varios problemas, 
                                               
448  MARTIN TIRADO, Richard, “Descentralización y desconcentración administrativa: análisis del 
proceso de selección de los directores regionales sectoriales en el marco de la Ley Orgánica de 
Gobiernos Regionales y su norma modificatoria”, En: Revista Derecho & Sociedad, N° 20, Año 14, 
Lima, 2003, pág. 144. 
 
449  El proceso de descentralización fue reabierto con la promulgación de la Constitución Política de 
1993. En esa norma, se reafirmó la importancia del proceso de descentralización. No obstante, esta 
norma fue considerada como letra muerta pues no se pudo poner en práctica durante la década de 
los noventa. En: VARGAS MORALES, Zenón Eduardo, “Discurso académico sobre la 
descentralización. Un acercamiento teórico: clásicos y contemporáneos”, En: Investigaciones 
sociales. Revista del Instituto de Investigaciones Histórico Sociales, Vol. 13, N° 23, Lima, diciembre, 
2009, pág. 240. 
 
450  Loc. cit., pág. 53. 
 
451  Ahora bien, sin perjuicio de las características y definiciones jurídicas antes señaladas, hay quienes 
proponen una definición más amplia de la descentralización. UGARTE UBILLA, afirma lo siguiente: 
Nosotros consideramos que la verdadera descentralización es, en esencia, devolver a la sociedad 
civil la capacidad y responsabilidad de asumir su propio desarrollo y contar para ello con el apoyo 
del Estado desde un punto de vista humanista y social, en un mundo globalizado, donde sea posible 
encontrar un equilibrio con la economía de mercado, desde un orden social. Entonces, la 
descentralización no constituye una regulación burocrática del proceso de traslado de competencias 
y recursos entre ámbitos de gobierno, sino una filosofía en sí misma para lograr la consolidación de 
una ciudadanía responsable de la gestión de su desarrollo con el Estado. En: UGARTE UBILLA, 
Álvaro, “El proceso de descentralización en el Perú”, En: Diálogo Político, N° 1, Año XXIII, Lima, 
marzo, 2006, pág. 83.  
 
452  CÉSPEDES ZAVALETA, Adolfo, “Marco Jurídico para la Descentralización Regional en Materia de 





como la capacitación a funcionarios locales; un marco definido de responsabilidades 
entre gobierno central, provincias o municipalidades y esquemas funcionales, que 
igualen o reduzcan disparidades mediante transferencias453, entre otros temas. 
 
2.6.4. Descentralización y autonomía municipal 
Otro tema importante a tener en cuenta es la autonomía municipal. La autonomía 
municipal en el Perú es una situación jurídica de Derecho Público, en virtud de la 
cual cada municipalidad está dotada de atribuciones legislativas (autonomía política) 
y administrativas (autonomía administrativa y autonomía económica)454. 
 
De acuerdo con la Constitución Política, las municipalidades tienen autonomía 
política, económica y administrativa. Es importante precisar el contenido de cada 
uno de los conceptos que permite delimitar con precisión la amplitud de la 
competencia municipal y de las atribuciones que la componen455. 
 
La autonomía política implica la posibilidad de emitir normas con naturaleza y rango 
de Ley, en virtud de lo cual puede decidir qué hacer, qué no hacer o qué no es 
permitido hacer pero tal decisión debe respetar la Constitución Política456. 
 
Ahora bien, la autonomía administrativa implica que quien la ejerce tiene facultad 
para efectuar función administrativa a través de una o más maneras como esta se 
manifiesta. En tal sentido, se ejerce autonomía administrativa cuando se 
reglamentan normas con naturaleza de Ley, al emitirse actos administrativos, al 
realizar actos de administración interna, al contratar administrativamente y al 
ejecutar materialmente457. 
 
También, resulta importante mencionar que los gobiernos locales gozan de 
autonomía dentro de los ámbitos de su competencia. Así, como se sabe, dichas 
                                               
453  KUCZYNSKI, Pedro Pablo, Después del Consenso de Washington. Relanzando el crecimiento y las 
reformas en América Latina, Traducción de la Universidad Peruana de Ciencias Aplicadas, UPC, 
Lima, 2003, pág. 74. 
 
454  Loc. cit., ídem. 
 
455  SALAZAR CHÁVEZ, Ricardo, “Municipalidades y Contratos de la Administración Pública”, En: Guía 
Maestra de la Gestión Municipal y de la Descentralización, Instituto Peruano de Gestión Municipal y 
Regional y Editora Jurídica, Grijley, Lima, 2005, pág. 206. 
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atribuciones fueron otorgadas a las municipalidades con el objeto de apoyar la 
descentralización del Estado. 
 
Como se puede apreciar, nuestro régimen constitucional ha otorgado a los distintos 
gobiernos locales la suficiente autonomía para que puedan desenvolverse de 
manera independiente en distintos aspectos, toda vez que se considera que un 
Estado democrático y descentralizado supone la existencia de la división de 
funciones incluso dentro del ámbito local, en atención al cumplimiento eficiente de 
las mismas.  
 
Sobre el particular, el Tribunal Constitucional458 ha señalado que: 
 
“[…] mediante la autonomía municipal se garantiza a los gobiernos locales que se 
desenvuelvan [...] con plena libertad en los aspectos administrativos, económicos y 
políticos (entre ellos, los legislativos)’. Es decir, se garantiza que los gobiernos 
locales, en los asuntos que constitucionalmente les atañen, puedan desarrollar las 
potestades necesarias para garantizar su autogobierno.”  
 
Como se desprende del primer párrafo del Artículo 195°, también se ha señalado 
que dichas competencias deben ser ejercidas en armonía con las políticas y planes 
nacionales y regionales de desarrollo. Esto, según el criterio del Tribunal 
Constitucional459, supone que la: 
 
“[…] autonomía no debe confundirse con autarquía, pues desde el mismo momento 
en que aquella es reconocida por el ordenamiento jurídico, su desarrollo debe 
realizarse respetando este. Por ello, una primera regla para evaluar el ejercicio de la 
autonomía municipal es que su contenido nunca puede oponerse al principio de 
unidad […]”. 
 
De esta manera, debe quedar claro que, si bien los gobiernos locales gozan de 
autonomía en los aspectos que constitucionalmente les corresponden, lo cierto es 
que dicha autonomía no puede ser alegada a efectos de poder actuar con una 
libertad irrestricta. Efectivamente, si bien la autonomía municipal resulta fundamental 
para la concreción del mandato constitucional de alcanzar un Estado 
descentralizado, esta garantía no puede significar el apartamiento de ciertas 
políticas nacionales, de manera que se consideren plenamente independientes de 
las políticas dadas por el gobierno nacional.  
                                               
458  Fundamento Jurídico N° 3 de la Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente N° 
0053-2004-AI/TC de fecha 16 de mayo de 2005. 
 




Por lo demás, el régimen económico del Estado se debe regir en todo el territorio por 
las mismas políticas de acuerdo con el principio de unidad. De este modo, los 
gobiernos descentralizados no pueden alegar su autonomía como razón suficiente 
para alejarse de las medidas económicas que el gobierno nacional disponga, como 
se advierte en la Sentencia del Tribunal Constitucional460 que sigue: 
 
“Así pues, la garantía institucional de la autonomía regional [y local] no puede 
contraponerse, en ningún caso, al principio de unidad del Estado, porque si bien éste 
da vida a sub-ordenamientos que resultan necesarios para obtener la integración 
política de las comunidades locales en el Estado, estos no deben encontrarse en 
contraposición con el ordenamiento general”. 
 
Por tanto, un primer nivel de análisis respecto de la autonomía municipal debe 
terminar por aceptar que el hecho de otorgar competencias a los gobiernos locales 
para crear, modificar y suprimir tasas no significa que dichas competencias puedan 
ser ejercidas al margen del ordenamiento constitucional y legal general. 
 
Sin embargo, existen quienes critican las disposiciones de la Constitución de 1993 
pues consideran que la Constitución solo reconoce líricamente la autonomía política, 
económica y administrativa de los gobiernos locales. Por el contrario, en la 
Constitución de 1979, las competencias sí fueron explícitas461. 
 
Del mismo modo, hay quienes consideran que la reforma del Estado impulsó un 
modelo que debilitó a las municipalidades: mientras que se configuró un nuevo 
marco regulatorio la otra centralizó, es decir, a medida que la liberalización operó a 
favor de las inversiones privadas, la centralización a la par debilitó las 
municipalidades y servicios locales que estuvieron a su cargo462. 
 
2.7. Los servicios públicos y la descentralización 
Luego de haber mencionado los aspectos más significativos sobre la 
descentralización (contrastándolos con centralización administrativa), es importante 
analizar cómo se prestan los servicios públicos a la luz de la descentralización 
administrativa. 
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461  ZAS FRIZ, Johny et al., “Hacia una nueva municipalidad: elementos para una reforma municipal en 
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Para ZEGARRA, la Constitución reconoce un esquema descentralizado de 
regulación, gestión y administración de aquellas actividades declaradas como 
servicios públicos, en los ámbitos central (Consejo de Ministros), regional y local 
(municipios), dado que es la asunción directa por parte de la administración de la 
responsabilidad de poner a disposición de los particulares un sistema de servicios463. 
 
De otro lado, MARTIN ha señalado que el modelo de prestación de los servicios 
públicos ha previsto la posibilidad que el Estado, en su calidad de titular de un 
servicio público, entregue la gestión del mismo al sector privado, conciliando las 
normas de descentralización con la prestación de los servicios públicos464. Por tal 
razón, los servicios públicos deberán enmarcarse en las normas de 
descentralización administrativa, de manera tal que cada nivel de gobierno asuma el 
rol que le corresponde adoptar como instancia de promoción de la inversión privada 
y de prestación de los servicios públicos según el principio de subsidiariedad 
institucional465. 
 
Sin embargo, el proceso de descentralización ha generado en algunos casos 
confusiones. Sobre el particular, CÉSPEDES ZAVALETA ha enfatizado que, junto 
con el paquete de normas de organización y división territorial del poder, 
conjuntamente con el de descentralización administrativa de la década pasada, se 
originaron muchas confusiones. Estas llevaron, por ejemplo, a compartir potestades 
que ya estaban transferidas a favor de un titular o simplemente, no se contemplaron 
otras materias y funciones surgidas durante la liberalización de la década de 1990, 
relacionadas principalmente con la regulación de mercados466.  
 
Teniendo en consideración lo señalado líneas arriba, es importante enfatizar que 
identificadas las necesidades de las poblaciones alejadas de la capital solo se 
atenderán cuando ellas cuenten con las herramientas que les proporciona la 
descentralización. En ese sentido, consideramos que la prestación del servicio 
público de gas natural por red de ductos tendrá que ser promovido en uso de las 
                                               
463  ZEGARRA VALDIVIA, D., El servicio público: fundamentos, Ob. cit., pág. 329. 
 
464  MARTIN TIRADO, Richard, “Descentralización y servicios públicos regionales y municipales”, En: El 
Derecho Administrativo y la modernización del Estado peruano. Ponencias presentadas en el Tercer 
Congreso Nacional de Derecho Administrativo, Grijley, Lima, 2008, págs. 350-351. 
 
465  Loc. cit., pág. 345. 
 




prerrogativas que tienen las diferentes poblaciones de poder impulsar desde su 
propia autoridad local, dando los pasos necesarios para que se pueda hacer llegar el 
gas a la mayor parte del territorio.  
 
Como podremos apreciar en el último capítulo, la Ley N° 29496 tiene una tendencia 
descentralista, por las atribuciones y competencias que pretende conferir. Surge, 
paradójicamente, desde una óptica netamente centralista cuando el poder legislativo 
se arroga las funciones debidamente establecidas en la Ley Orgánica de 
Municipalidades, mediante las que otorga dicha facultad en forma exclusiva a la 
municipalidad para crear empresas municipales. Esta es una contradicción operativa 
entre un órgano administrativo descentralizado que ya constituye el municipio y el 
poder legislativo centralista que ignora la condición del ente municipal. 
 
Luego de haber revisado el marco conceptual del régimen económico constitucional, 
las principales características del servicio público en la doctrina comparada como 
nacional y la incidencia de la descentralización, nos toca profundizar en el servicio 
público de distribución de gas natural por red de ductos, elementos que nos 













EL RÉGIMEN LEGAL DEL SERVICIO PÚBLICO DE DISTRIBUCIÓN DE GAS 
NATURAL POR RED DE DUCTOS EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO 
PERUANO 
Considerando que la hipótesis planteada para la elaboración de la presente tesis 
recae en el análisis de la pertinencia legal de la municipalización del servicio público 
de distribución de gas natural por red de ductos, a la luz del actual régimen 
económico constitucional, resulta imprescindible efectuar un análisis previo del 
Subsector al que pertenece. 
 
En otros términos, si el fin es analizar la pertinencia legal de la municipalización del 
servicio público de distribución de gas natural por red de ductos, este estudio deberá 
contar con el conocimiento de los conceptos técnicos y económicos que le 
corresponden a dicha industria, de manera que un legislador u otro operador jurídico 
cuente con las herramientas suficientes que le permitan producir en forma idónea y 
acertada las normas que le conciernen. 
 
Lo señalado coincide con la postura del profesor DEL GUAYO, para quien la 
industria gasista es una expresión del llamado Derecho Reflexivo, es decir, un tipo 
de Derecho que, sin dejar de ser exclusivo de un sistema jurídico, roza 
ocasionalmente con otros sistemas, como el económico. Y tras la reflexión que se 
impone a otros sistemas, se acomoda a sus exigencias y convierte determinadas 
reglas económicas en reglas jurídicas467. 
 
Del mismo modo, nos parece importante hacer mención a lo señalado por STOBER, 
quien recalca que en el Derecho de la Energía se hace aún más necesario que en 
otras ramas del Derecho, el conocimiento de factores técnicos, económicos, político 
energéticos a los cuales ha de atender la legislación468. 
 
Desde nuestro punto de vista, la presente investigación requiere incursionar en el 
conocimiento y los conceptos básicos de la industria gasífera, por ser el objeto o 
tema que pretende ser analizado en el campo del Derecho Administrativo, sin 
pretender abarcar, por supuesto, las especialidades de la ingeniería y la tecnología, 
                                               
467  DEL GUAYO CASTIELLA, Iñigo, Tratado de derecho del Gas Natural, Marcial Pons, Madrid, 2010, 
pág. 86. 
 
468  STOBER, R., Derecho administrativo económico, Ob. cit., pág. 367. 
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pero que sin su ayuda, el legislador no entendería a cabalidad la materia sobre la 
que pretende legislar. 
 
En concordancia con lo descrito, en el presente capítulo revisaremos, primero, 
conceptos relacionados con lo que son los hidrocarburos y, entre estos, el gas 
natural. Por otra parte, nos ocuparemos de las diferentes disposiciones legales 
vinculadas con este recurso natural, a la luz del plan de masificación del gas natural.  
 
Del mismo modo, analizaremos la Ley que autoriza la creación de empresas 
municipales encargadas de la prestación del servicio público de distribución de gas 
natural por red de ductos en el ámbito de las municipalidades distritales y 
provinciales, a propósito de la municipalización de dicho servicio público. 
Finalmente, mencionaremos a manera de comparación las experiencias de otros 
países. 
 
3.1. Lineamientos generales sobre la importancia de la energía 
Inicialmente la energía se conoció a través del fuego como fuente calórica de abrigo 
y para la preparación de alimentos, lo que se conseguía utilizando como combustible 
la leña y el carbón. Luego, los hidrocarburos sustituyeron a los referidos 
combustibles por su mayor eficacia como fuente calórica en presencia del oxígeno. 
Posteriormente, estos fueron objeto de refinación para alcanzar niveles superiores 
en el proceso de la combustión, al mismo tiempo que buscaba disminuir los residuos 
contaminantes. 
 
La energía es considerada como una fuente esencial para la vida humana porque es 
vital para la subsistencia de cualquier organismo vivo. Si mañana queremos producir 
algo, necesitaremos de energía para conseguir el producto que persigamos; en 
consecuencia, esta constituye un requisito indispensable para la vida y pervivencia 
del ser humano469. 
 
Del mismo modo, la energía es imprescindible para el desarrollo y para llevar una 
vida digna. La energía es la fuente de calor en las viviendas, de la iluminación, en 
los servicios de transporte, en las comunicaciones y en los procesos productivos y, 
                                               
469  DUDLEY STAMP, Laurence, Población mundial y recursos naturales (Nuestro mundo en 
desarrollo), Oikos-Tau, Barcelona, 1966, pág. 151. 
136 
 
en definitiva, es un elemento clave para el bienestar de las personas y el desarrollo 
de los pueblos470. 
 
La energía proviene de diversas fuentes, posee diversas características físico-
químicas y se utiliza de modos diferentes atendiendo a diversas necesidades. Por 
ello, es importante que la gestión de la energía sea manejada con la idoneidad 
adecuada para obtener el más acertado y mejor criterio político-administrativo y 
jurídico global471. 
 
Teniendo en cuenta lo señalado, a continuación, podemos observar una síntesis de 
los diferentes tipos de energía, que pueden ser clasificados como renovables o no 
renovables472, y primarios o no primarios. Entre ellos, el gas natural está ubicado 
como un combustible primario no renovable tal como se observa en la Figura 1. 
 













Fuente: Tomado del “Manual de Estadísticas Energéticas”, por la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico. Agencia Internacional de Energía, 2007, pág. 19. 
 
Ahora bien, las fuentes modernas de energía están representadas por la electricidad 
(iluminación, comunicación, fuerza motriz, refrigeración, entre otras) y equipos y 
                                               
470  Biomasa y desarrollo. Guía de Sensibilización, FUNDACIÓN ENERGÍA SIN FRONTERAS, Madrid, 
2012, pág. 13. Disponible en: http://energiasinfronteras.org/images/stories/Estudios/GUIA 
_BIOMASAbaja.pdf (visitado el 10.05.2016). 
 
471  VALLS, Mario, Recursos naturales. Lineamientos de su régimen jurídico, Tomo II, 3ª. edición, 
Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1994, pág. 7. 
 
472  Es importante recalcar que por recursos naturales se debe entender a aquellos cuyo stock de 
reservas se asume como fijo y, en consecuencia, su inadecuada explotación llevaría sin remedio a 
la extinción de sus reservas. GALARZA CONTRERAS, Elsa, Las economías de los recursos 
naturales, Universidad del Pacífico, Centro de Investigación, Lima, 2010, pág. 215.  
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combustibles para realizar una cocción limpia, con mínimas emisiones al interior de 
las viviendas y el ambiente (cocinas mejoradas, estufas limpias, sistemas de biogás, 
combustibles limpios, entre otros).  
 
Para ROMANÍ y ARROYO, es preocupante que, en este siglo, todavía existan 
aproximadamente cinco millones de peruanos sin acceso a fuentes eficientes y 
modernas de energía y a los servicios básicos que requiere toda familia, como por 
ejemplo, iluminación, cocción y calentamiento de agua, calefacción y refrigeración, 
información y comunicación. Esta situación es más que sorprendente, dado que el 
acceso a la utilización de la energía determina la calidad de vida de los 
ciudadanos473. 
 
Dada la importancia de la energía, constituye materia de preocupación para el 
legislador, reglamentar sus diversos usos con la finalidad de garantizar la 
subsistencia de las ciudades, que esta llegue de manera equitativa y su 
aprovechamiento se efectúe con el mínimo de desperdicios y consecuencias que 
perjudiquen el medio ambiente. 
 
3.2. Importancia de los hidrocarburos como fuente energética 
En toda actividad económica de producción, transformación, transporte, extracción o 
de cualquier índole se requiere de energía. Y el ser humano ha encontrado como 
fuente de energía la combustión de los combustibles fósiles, entre los que se 
encuentran los hidrocarburos y, dentro de ellos, el gas natural. 
 
En el Perú, la regulación del sector energético se materializa través de diversos 
estudios de diagnóstico y dispositivos legales. Uno de ellos es el Plan Referencial de 
Energía, elaborado por el Ministerio de Energía y Minas. De acuerdo con este Plan, 
se espera que en el periodo comprendido entre 2014 y 2025, el consumo final de 
energía continúe creciendo en función a tres aspectos: el desarrollo de la economía 
interna; el aumento de la población urbana; y la ampliación de la cobertura 
energética, por la aplicación de medidas de uso eficiente de la energía en los 
sectores residencial, servicios, industrial y transporte. Sin embargo, se ha señalado 
que la dependencia a los combustibles fósiles seguirá siendo determinante, y la 
contribución de los hidrocarburos líquidos y gaseosos, en la matriz energética, 
                                               
473  ROMANÍ AGUIRRE, Julio César y ARROYO CHALCO, Víctor, Matriz energética en el Perú y 
Energías Renovables. Eficiencia Energética: Políticas Públicas y acciones pendientes en el Perú, 
Fundación Friedrich Ebert (FES), Lima, 2012, pág. 41. 
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tendrá un peso del 76%, ligeramente inferior al actual que está en el orden del 
80%474. 
 
En el referido Plan, se estima que tanto el gas natural, la electricidad, el gas licuado 
de petróleo (GLP) y el diésel serán los recursos energéticos con mayor participación 
en la estructura del consumo final de energía. En cambio, el petróleo residual y los 
derivados de la biomasa (leña, bosta y yareta) tendrán menor participación, debido a 
su reemplazo en el mercado residencial e industrial475. 
 
Del mismo modo, la contribución de las energías renovables no convencionales 
como la solar, eólica y geotérmica aún será pequeña; sin embargo, las energías 
renovables convencionales como la hidroelectricidad continuarán con una alta 
participación476. 
 
Efectivamente, sobre el particular se ha señalado que, al ritmo que se agotan las 
reservas mundiales de petróleo, se requiere de un nuevo modelo de desarrollo 
inclusivo que garantice la sostenibilidad y la competitividad. Como señala GAMIO, la 
necesidad de usar más energías renovables es un aspecto sustancial de la política 
energética que se debe debatir y comprender477. 
 
Las consideraciones antes expuestas constituyen un acercamiento respecto del 
planeamiento energético en el ordenamiento jurídico peruano. En las líneas que 
siguen, pasaremos a desarrollar algunos conceptos y características significativas 
con la finalidad de poder advertir las ventajas del gas natural y el porqué de la 





                                               
474  Resumen Ejecutivo Plan Energético Nacional 2014-2025, Documento de Trabajo, Ministerio de 
Energía y Minas, pág. 10. Disponible en: http://www.minem.gob.pe/minem/archivos/2ResEje-2014-
2025%20Vf.pdf, (visitado el 10.03.2016). 
 
475  Loc. cit., págs. 10-11. 
 
476  Loc. cit., ídem.  
 
477  GAMIO AITA, Pedro Fernando, “¿Desarrollo sin Energías Renovables?” En: Revista Derecho & 




3.2.1. Composición química de los hidrocarburos  
Los hidrocarburos478 están compuestos de átomos de carbono e hidrógeno. La 
proporción de los átomos puede variar entre un 83% a 87% de carbono y de 11 a 
16% de hidrógeno. Normalmente, los hidrocarburos479 están formados por cadenas 
de átomos de carbono que pueden ser lineales, largas, ramificadas o cíclicas. A 
estas cadenas de átomos de carbono se unen átomos de hidrógeno, mediante 
diferentes tipos de enlace que al final determinan los diversos hidrocarburos con sus 
diferentes tipos de propiedades480. 
 
En nuestro ordenamiento jurídico, el Artículo 7° de la Ley Orgánica de 
Hidrocarburos, Ley N° 26221, define los hidrocarburos como “todo compuesto 
orgánico, gaseoso, líquido sólido, que consiste principalmente de carbono e 
hidrógeno”. 
 
3.2.2. Generalidades sobre el gas natural 
El gas natural481 es un combustible compuesto por un conjunto de hidrocarburos 
livianos. Su principal componente es el metano, cuya fórmula es CH4. Si el gas 
natural está acompañado de petróleo se le denomina “gas natural asociado”; y, 
cuando está en yacimientos exclusivos de gas natural, “gas natural no asociado”482. 
 
Según CÓRDOVA, el gas natural es una mezcla de hidrocarburos, constituido por un 
80% de metano y un 20% de otros gases, como el etano, propano, butano e 
                                               
478  Del mismo modo, WESTCOTT describe los Hidrocarburos de la siguiente manera: “The number of 
known hydrocarbons is nearly two hundred. The term is applied to all compounds consisting only of 
hydrogen and carbon. These compounds exist in gaseous, vaporous, liquid and solid states. Low 
temperatures are conducive to the formation of the easily condensed, tarry compounds, while with 
high temperatures, the yield of hydrogen and permanent gases is greatly increased”. En: 
WESTCOTT, Henry, Hand Book of Natural Gas, Metric Metal Works, 2a. edición, Metric Metal 
Works, Pennsylvania, 1915, pág. 78. 
 
479  Los hidrocarburos son los combustibles que en presencia del oxígeno producen una reacción 
térmica dando lugar a la energía calórica y lumínica. En los casos en que la combustión es 
incompleta los residuos que quedan constituyen contaminantes del medio ambiente. 
 
480  ORTUÑO ARZATE, Salvador, El mundo del Petróleo, Fondo de Cultura Económica, México D.F, 
2009, pág. 37-38. 
 
481  De acuerdo con el Glosario de Siglas y Abreviaturas del Subsector Hidrocarburos, aprobado 
mediante Decreto Supremo N° 032-2002-EM, el gas natural es  considerado como: "Mezcla de 
Hidrocarburos en estado gaseoso, puede presentarse en su estado natural como gas natural 
asociado y gas natural no asociado. Puede ser húmedo si tiene condensado, o ser seco si no lo 
contiene". 
 
482 Gas Natural, Ministerio de Energía y Minas, pág. 2. Disponible en: www.minem.gob.pe/minem/ 




hidrocarburos más pesados, como hexanos y heptanos. Dependiendo de la mezcla 
de gases, se pueden obtener combustibles para diferentes usos. El gas natural 
puede sustituir los combustibles convencionales, como el diésel, kerosene, carbón y 
leña483. 
 
El principal elemento del gas natural es el metano, mientras que el propano y el 
butano son conocidos en la industria como gases licuados de petróleo o GLP. Tanto 
el propano como el butano pueden ser licuados a presiones moderadas por 
compresión y guardados de una manera segura y conveniente en cilindros de acero 
o, incluso, en el caso del butano, en recipientes especialmente diseñados para usar 
y descartar, parecidos a las latas de conservas484. 
 
Una ilustración de la composición en estado natural en el que se encuentra el gas 
natural se puede apreciar a continuación en la Tabla 1. 
 















 Fuente: Tomado de “Recursos naturales”, por Educación Navarra, Disponible en: 
http://docentes.educacion.navarra.es/metayosa/CTMA/Recursos5.html (visitado el 09.08.2016) 
 
                                               
483  CÓRDOVA AGUILAR, Hildegardo, “La Seguridad Energética en el Perú”, En: El Perú y sus 
Recursos. Una mirada desde la Geografía Económica, Asamblea Nacional de Rectores, Lima, 2009, 
pág. 274. 
 
484  McGULLAN, J.T., MORGAN, R. y MURRAY, R.B., Recursos energéticos, Editorial Blume, 




Entre los combustibles, el gas natural 485es el que produce menos impacto ambiental 
como efecto de su alta combustibilidad, esto determina que sea un combustible de 
combustión completa. Sin embargo, es altamente volátil. Por ello, es imperativo el 
manejo adecuado en su fase de transformación, transporte y almacenamiento en las 
que se han detectado riesgos de contaminación486. 
 
A continuación, en la Figura 2 podemos observar la estructura geológica de los 
suelos de forma esquemática y generalizada, lo que es considerado un perfil 
esquemático del suelo. 
 












Fuente: Elaboración propia. 
 
El gas se extrae del subsuelo a profundidades que oscilan entre los 500 m y 30 000 
m. Durante su proceso, se eliminan las impurezas que no tienen valor comercial y se 
separa sus diferentes componentes comerciales en gas natural seco (en adelante, 
GNS) y líquidos de gas natural (en adelante, LGN). Posteriormente, los 
componentes de LGN se fraccionan en gas licuado de petróleo y gasolina natural. A 
través de los gasoductos, se traslada desde el lugar de producción hasta el City 
Gate, punto en el que se realiza la reducción de presión, medición y odorización 
para que sea detectable por el olfato y su uso sea más seguro. El suministro se 
                                               
485  Para PÉREZ LÓPEZ-ALIAGA, el gas natural fue conocido inicialmente por los chinos, quienes, al 
buscar pozos de agua salada para extraer sal, se sorprendieron con el burbujeo del gas y para 
canalizar su flujo ascendente usaron tuberías de bambú. En: PÉREZ LÓPEZ-ALIAGA, Roberto, 
“Posibilidades del mejor uso del gas natural en el Perú”, En: Simposio Gas Natural: Realidad y 
Expectativas, Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología CONCYTEC, Lima, 27 y 28 de mayo de 
1987, pág. 109. 
 
486  Respecto de este tema, confróntese SÁNCHEZ GONZÁLES, Nicolás, Energía, recursos y ambiente, 




realiza a través de una red de ductos que parten del City Gate y llegan hasta la 
puerta del usuario487. 
 
Es importante tener en cuenta que el petróleo y el gas se encuentran generalmente 
juntos en su estado natural. Al ser ambos fluidos su extracción no es tan compleja 
como es el caso de otros recursos; sin embargo, debe considerarse que existen 
serias dificultades en encontrar e identificar yacimientos, debido a que estos 
obedecen a condiciones específicas en las formaciones geológicas488. 
 
3.2.2.1. Usos del gas natural  
Después de varios siglos desde su descubrimiento, la explotación y el uso del gas 
natural fue evolucionando. Con el transcurrir del tiempo, se convirtió en una industria 
que fue generando tecnología que hizo que se constituyera como una de las más 
importantes industrias en el quehacer económico del mundo. Su principal 
característica es la gran competencia de empresas energéticas por alcanzar el 
acceso a las nuevas fuentes de suministro, localizadas sobre todo en los países en 
desarrollo489. 
Respecto de los usos del gas natural, este hidrocarburo se emplea principalmente 
como combustible en la generación de energía eléctrica en las plantas 
termoeléctricas. Del mismo modo, es utilizado en diversos tipos de industrias, como 
cerámicas, empresas petroquímicas y, en general, como insumo para generar 
energía. Igualmente, a nivel doméstico, provee de combustible a las termas, cocinas, 
lavadoras, secadoras, etc., así como a vehículos (gas natural vehicular)490.  
Asimismo, otro aspecto que debe considerarse es que la energía del gas natural no 
es solo para la generación eléctrica, sino también para otra de las necesidades 
vitales de nuestra civilización: el transporte. Sin transporte moderno (autos, buses, 
camiones, buques y aviones) nada de lo que se fabrica y consume llegaría a los 
usuarios. Esa energía proviene fundamentalmente de los hidrocarburos líquidos, es 
decir, del petróleo y de los líquidos del gas natural. El gas natural peruano tiene en 
                                               
487  CÓRDOVA AGUILAR, H., Ob. cit., págs. 274-275. 
 
488  Loc. cit., pág. 135. 
 
489  WIONCZEK, Miguel y SERRATO, Marcela, “Presente y futuro del Gas Natural”, En: Mercados 
Mundiales de Hidrocarburos. Situación presente, perspectivas y tendencias futuras, El Colegio 
de México, México D.F., 1983, pág. 233. 
 
490  LICETTI HILBCK, Jorge y GUARDIA GONZÁLEZ, Giancarlo, “Regulando el cambio de la matriz 
energética del país. La regulación del Gas Natural en el Perú”, En: THEMIS, Revista de Derecho, 
Época 2, N° 52, Lima, 2006, pág. 122. 
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su composición entre 8-14% de líquidos que se pueden usar y se usan para 
combustible automotor491. 
En conclusión, el gas natural puede y debe ser destinado como uso primario 
energético mientras no se tenga un sustituto más económico que, en nuestro país, 
sería la generación de energía hidroeléctrica. El gas natural como combustible para 
usos automotores no tiene reemplazo económico en el Perú, pues no somos un 
productor importante de petróleo492. 
 
Una ilustración sobre los diferentes usos de este recurso se puede apreciar en la 
Figura 3. 
 











Fuente: Tomado de “Preguntas frecuentes en relación al gas natural en el Perú”, por el Minem, 
s.f. Obtenido de: http://www.minem.gob.pe/minem/archivos/gasnatural.pdf 
 
Es importante considerar que las nuevas tecnologías en la extracción del gas 
natural, como el fracking, han generado que los precios internacionales de los 
commodities se hayan visto afectados. Si bien este tema no es objeto de la presente 
investigación, nos referimos a este fenómeno, porque la disminución de los precios 
de los combustibles ha tenido consecuencias de diversa índole tanto para los 
consumidores como para los productores en todo el mundo493. 
                                               
 
491  Información extraída de la entrevista realizada al profesor Víctor Pretell. 
 
492  Información extraída de la entrevista realizada al profesor Víctor Pretell. 
 
493  El gas esquisto o shale gas es la formación orgánica a partir de las plantas que utilizan energía 
solar para convertir el dióxido de carbono y el agua en oxígeno e hidratos de carbono mediante 
fotosíntesis. Los restos de las plantas y de los animales que las consumieron se aglomeraron en 
sedimentos sepultados. A medida que la carga de sedimentos aumenta, el calor y la presión de 
entierro convierten los hidratos de carbono en Hidrocarburos493. En: Desarrollo del gas lutita (shale 
gas) y su impacto en el mercado energético de México. Reflexiones para Centroamérica, 
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A partir de esta consideración, es importante mencionar la incidencia del shale gas 
en los proyectos de masificación del gas natural dentro de los que está considerada 
la industria petroquímica. 
 
Debemos mencionar al shale gas como un producto obtenido por grandes 
empresas, sobre todo en el territorio de los Estados Unidos porque la extracción de 
este sistema del gas natural conlleva una fuerte competitividad, contrastándola con 
la explotación tradicional como es el caso del Perú. En otras palabras, la presencia 
del shale gas nos exigiría prever condiciones más competitivas494. 
 
Hasta el momento, hemos descrito las características vinculadas con el gas natural, 
sus usos y orígenes. Sin embargo, uno de los conceptos neurálgicos que se debe 
tener presente para entender el mercado de los hidrocarburos es el desarrollo de la 
política energética. A continuación, mencionaremos los principales aspectos de este 
concepto tanto a nivel internacional como a nivel nacional495. 
 
3.3. Política energética 
Las políticas públicas de cada Estado constituyen líneas directrices que permiten 
delimitar los objetivos de desarrollo de cada sector. En el caso del Subsector 
Hidrocarburos, la política energética le permite al Estado delinear sus objetivos como 
la masificación del gas natural, diversificación de la matriz energética, entre otros 
temas. 
 
Para analizar la pertinencia de la municipalización del servicio público de distribución 
de gas natural por red de ductos, a la luz del actual régimen económico 
constitucional, también es necesario conocer la política energética, la misma que 
plantea objetivos en el mediano y largo plazo. Por tanto, el legislador a la hora de 
elaborar las Leyes, tendrá que ser coherente con dichas políticas496. 
                                                                                                                                      
ESTRADA, Javier H., México D.F., 2013, pág. 13. Disponible en: 
http://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/27184/ M20130032_es.pdf?sequence=1, 
(visitado el 08.05.2016). 
 
494  Abordamos tangencialmente el shale gas porque ha ingresado en el mercado internacional en 
condiciones de precios muy favorables para sus consumidores.  
 
495  Loc. cit., pág. 2. 
 
496  En concordancia con lo señalado, en el cuarto capítulo analizaremos la Ley de creación de 
empresas municipales como una manifestación de la política energética en el Perú por lo que 




3.3.1. Antecedentes relevantes respecto del diseño de política energética en el 
mundo 
El gas llegó tardíamente a Europa Continental y por ello no ocupó un lugar 
importante como alternativa energética. Entre 1973 y 1986 el término “energía” era 
sinónimo de petróleo. El gas natural fue encontrado por compañías que buscaban 
petróleo y su precio era determinado según los valores del petróleo en todos los 
lugares en que era comercializado497. 
 
En 1973, el embargo petrolero de la Organización de Países Exportadores de 
Petróleo (OPEP) constituyó un acontecimiento a partir del cual el mundo empezó a 
diseñar sus relaciones políticas, económicas y sociales desde una nueva 
perspectiva para reducir los impactos negativos generados por la crisis498. 
 
Cuando la OPEP llegó a cuadriplicar el precio del barril de petróleo, se desató en el 
mundo, especialmente en el desarrollado, una gran preocupación que los llevó a 
pensar en la sustitución del petróleo como la mayor fuente de energía, ya que, en 
ese tiempo, los conflictos continuos generaban fluctuaciones mundiales en los 
precios de los energéticos499. 
 
Como consecuencia del replanteamiento de la política energética a raíz de la crisis, 
las naciones han adoptado como uno de sus objetivos de política energética la 
necesidad de fijarse como meta a largo plazo la obtención de una fuente primaria 
compuesta por un tercio de petróleo, un tercio de gas natural y un tercio de 
renovables500. Todo esto debido a que, además, la dependencia de la producción y 
                                                                                                                                      
 
497  Mercados de Gas Natural: Análisis Comparado de la Experiencia Internacional, FOSCO, Constanza 
y SAAVEDRA, Eduardo, 2003, Disponible en: http://fen.uahurtado.cl/wp-content/uploads/2010/07/ 
inv150.pdf (visitado el 08.11.2015).      
 
498 SOBRE CASAS, Roberto, “Políticas de Energía: Una visión de la crisis de 1973 y sus efectos”, En: 
Regulación comparada: energía eléctrica y gas, Universidad del Externado de Colombia, Colombia, 
2012, pág. 169. 
 
499  Loc. cit., pág. 9. 
 
500  KOC RUEDA, José y ALEJOS GARCÍA, Ricardo, “Proyección de la matriz energética peruana al 





consumo en fuentes de energía carboníferas ha traído consigo, en forma progresiva, 
efectos negativos en el medio ambiente y, globalmente, en el cambio climático501. 
En los últimos años, la Unión Europea ha asumido compromisos claros a través de 
una serie de Leyes relativas a las energías renovables y medidas de eficiencia 
energética o la visión política a largo plazo en materia energética. Mientras que 
algunos países están totalmente comprometidos en la transición hacia la energía 
limpia, la eliminación gradual de la energía nuclear y la reducción de las emisiones 
de CO2, otros exploran recursos no convencionales, como el gas de esquisto o 
subvencionan tecnologías que implican grandes riesgos, como la nuclear502. 
 
Para ejemplificar esto, podemos señalar el programa alemán “Energiewende”503, que 
tiene por objetivo hacer el paso de una energía nuclear o de origen fósil, hacia una 
energía renovable y de eficiencia para los próximos años. 
 
De lo expuesto, podemos apreciar que la preocupación en la que se ha involucrado 
el mundo respecto de la energía ya no obedece exclusivamente a un tema 
económico, como es el caso mencionado de la crisis de 1973, sino más bien a algo 
mucho más importante para la supervivencia de la humanidad: la toma de 
conciencia de varios Estados en foros diferentes sobre los efectos de los gases de 
invernadero, que provienen especialmente de la combustión incompleta de los 
combustibles fósiles. Se ha marcado, así, la tendencia que estos combustibles sean 
definitivamente eliminados con excepción del gas natural, que aún es considerado 
como un combustible limpio. 
 
3.3.2. Aportes del desarrollo de política energética de la Unión Europea 
A propósito de las experiencias de liberalización y privatización iniciadas desde la 
década de 1990, se planteó la necesidad de reformar los servicios estratégicos que 
hasta entonces permanecían intensamente regulados y, con frecuencia, eran 
monopolios públicos. Entre ellos, se encontraban los sectores de 
                                               
501 LUYO, Jaime, “Hacia la definición de una Política Energética para el desarrollo sostenible del Perú”, 
En: Observatorio de la Economía Latinoamericana, N°131, 2010. Disponible en: http://www.eumed. 
net/cursecon/ecolat/pe/index.htm (visitado el 02.05.15). 
 
502  La transición energética alemana. La Energiewende alemana, MORRIS, Craig y PEHNT, Martin, 
Berlín, 2012. Disponible en: http://energytransition.de/wp-content/themes/boell/pdf/es/ German-
Energy-Transition_es.pdf (visitado el 17.05.2016). 
 
503  Loc. cit., ídem. 
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telecomunicaciones, electricidad y el suministro de gas natural (téngase en cuenta 
que el petróleo ya había sido liberalizado desde la década de 1970)504. 
 
En este contexto, a partir de diciembre de 1995, se publicó el “Libro Blanco. Una 
política energética para la Unión Europea”. En este documento, se estructuró la 
política energética en torno a tres pilares: (i) promoción de la competitividad, (ii) 
seguridad en las fuentes de suministro y (iii) protección al medio ambiente. Con 
estos objetivos, se esbozó una estrategia que comprendió integrar los mercados, 
internalizar los costes y potencializar la dimensión exterior del sector para asegurar 
el abastecimiento505. 
 
Posteriormente, a fines del año 2000, se presentó el “Libro Verde”, referido a la 
seguridad del abastecimiento energético como producto de la creciente dependencia 
energética externa de la Unión Europea, que formula una estrategia frente a la 
dependencia energética y seguridad del abastecimiento energético506. 
 
Las propuestas contenidas en los libros mencionados han merecido críticas diversas 
respecto de su eficacia. Así, PALAZUELOS y VARA señalan que aún se está 
favoreciendo la implementación de una política energética común, pues los países 
comunitarios poseen características energéticas particulares que constituyen un 
obstáculo para consolidar una política energética común507. 
 
En la actualidad, como indicamos en los párrafos precedentes, Europa y el mundo 
afrontan la crisis desde diferentes puntos de vista, no solo como consecuencia de 
las variaciones de los precios de los combustibles fósiles sino de lo concerniente a 
los esfuerzos por controlar el avance del calentamiento global por el uso de 
combustibles fósiles. 
  
Nos referimos al tema de la política energética y liberalización de los servicios 
públicos en Europa, porque en nuestros días constituye materia de debate entre 
                                               
 
504 PALAZUELOS, Enrique y JESÚS VARA, María, “Unión Europea: Diferencias entre los sistemas 
energéticos nacionales y obstáculos para una política energética común”, En: El Petróleo y el gas 
en la geoestrategia mundial, Akal, Madrid, 2008, pág. 95. 
 
505  Loc. cit., ídem.  
 
506  PARRA LUIS, Ricardo Javier, “La política energética de la Unión Europea: la construcción del 
mercado interior de la electricidad”, Tesis de la Universidad de Zaragoza, 2013, pág. 35. 
 
507  PALAZUELOS, E. y JESÚS VARA, M., Ob. cit., pág. 99. 
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quienes cuestionan la liberalización, desde perspectivas de su eficacia, comparando 
entre un antes y un después. En ese sentido, para analizar la pertinencia de la 
municipalización del servicio público de distribución de gas natural por red de ductos, 
los sucesos ocurridos en Europa constituyen un referente importante, los mismos 
que como veremos en el cuarto capítulo pueden ser cuestionados, como ocurre en 
lo manifestado por el filósofo ORTEGA. 
 
3.3.3. Lineamientos y objetivos de la política energética en el Perú 
En el caso peruano, el Centro de Planeamiento Estratégico508 (CEPLAN)509 diseñó el 
Plan Estratégico de Desarrollo Nacional, Plan Perú 2021, en el que se propusieron 
objetivos generales y específicos para el desarrollo del país. Entre ellos, se hace 
referencia al sector energético que constituye uno de los sectores clave para el 
desarrollo nacional, en la medida en que el abastecimiento de energía permite 
viabilizar el desarrollo de diversas actividades económicas afianzando su 
crecimiento. 
 
A propósito de dicho Plan, mediante el Decreto Supremo N° 064-2010- EM, se 
aprobó la Política Energética, con la visión de implementar un sistema energético 
que satisfaga la demanda nacional de energía, de manera confiable, regular, 
continua y eficiente; y que promueva el desarrollo sostenible, fundamentado en la 
planificación. 
 
Los objetivos de la Política Energética Peruana pueden ser apreciados 







                                               
508  El Centro de Planeamiento Estratégico (CEPLAN) es un organismo técnico especializado que ejerce 
la rectoría efectiva del Sistema Nacional de Planeamiento Estratégico y lo conduce de manera 
participativa, transparente y concertada. Así, contribuye al mejoramiento de la calidad de vida de la 
población y al desarrollo sostenible del país. Para mayor información puede revisarse la siguiente 
página web: http://www.ceplan.gob.pe/ 
 
509  Mediante el Decreto Supremo N° 046-2009-EM, se aprobó el Reglamento de Organización y 
Funciones de Planeamiento Estratégico, CEPLAN.  En el referido Reglamento se indicó, entre otros 
temas, que el CEPLAN tiene por objetivo general conducir el proceso de formulación y difusión de 



























Fuente: Elaboración propia. 
 
Como se puede apreciar en la figura anterior, entre los objetivos de la Política 
Energética destacan: el abastecimiento de la energía competitiva, la diversificación 
de la matriz energética, la eficiencia en el uso de la energía y el suministro universal, 
que son los temas neurálgicos que promueven el desarrollo energético sostenible en 
el país. 
 
En desmedro de los objetivos descritos, el sector energético ha recibido críticas 
respecto de su proceso de implementación. Por ejemplo, para CAMPODÓNICO aún 
no se ha logrado consolidar un plan de desarrollo energético a largo plazo pues, si 
bien se ha aumentado el consumo de gas natural y disminuido el uso de petróleo, 
esto no se ha plasmado en el impulso a las energías renovables que causan poca 
contaminación510. 
                                               
510  Para mayor información confróntese: CAMPODÓNICO, Humberto, El gobierno de Ollanta Humala y 
la política energética. Disponible en: http://www.desco.org.pe/sites/default/files/ publicaciones 




De la misma manera, ESPINOZA opina que el Perú carece de un planeamiento 
adecuado y un análisis de contingencias que le permita asumir un rol proactivo en 
las diferentes actividades vinculadas al Subsector Hidrocarburos511. 
 
De las críticas de CAMPODÓNICO y ESPINOZA, podemos deducir que es urgente 
que exista una planificación que contemple las contingencias propias de las 
variantes que inciden en toda planificación energética correctamente formulada. Esto 
se conseguirá teniendo un conocimiento a plenitud de lo que es la matriz energética. 
 
Ante la ausencia de un planeamiento correcto, coincidimos con lo señalado por la 
Sociedad Peruana de Hidrocarburos a través del "Libro Blanco de Hidrocarburos". 
En dicho documento, se precisa que, si la política energética no posee claridad 
respecto de su lugar, espacio de acción, objetivos y metas no será posible ejercer 
liderazgo respecto de su propio desarrollo512.  
 
Por último, HERRERA refiere que como consecuencia de la adaptación de estas 
políticas energéticas orientadas a reemplazar las fuentes de energía menos 
sostenibles por otras más sostenibles, se incrementará la demanda de combustibles 
fósiles. En este marco, si el Perú no inicia la producción de petróleo para cubrir su 
demanda interna, esta seguirá siendo dependiente de las fluctuaciones provenientes 
de otras latitudes que son imposibles de controlar por parte del Estado513. 
 
3.3.3.1. Matriz energética en el Perú y en el mundo  
La matriz energética es un concepto que comprende las distintas fuentes y recursos 
renovables y no renovables que se utilizan para generar la energía necesaria para la 
industria, el transporte y, en general, la economía, cuyo objetivo final es el bienestar 
                                                                                                                                      
 
511  ESPINOZA QUIÑONES, Luis, “La Creación de infraestructura energética y los cambios del marco 
normativo de los últimos 40 años”, En: Regulación económica de los servicios públicos. Dos 
décadas de regulación de servicios públicos en Iberoamérica. Balance y perspectivas, Ara Editores, 
Lima, 2011, pág. 744.   
 
512  SOCIEDAD PERUANA DE HIDROCARBUROS, Libro Blanco de los Hidrocarburos. Propuesta de 
reforma del sector Hidrocarburos para un nuevo consenso social, Sociedad Peruana de 
Hidrocarburos, Lima, 2014, pág. 29.  
 
513  Resulta importante señalar que el modelo de desarrollo instaurado por el Welfare State sufrió un 
duro revés a partir de la Crisis del Petróleo ocurrida entre 1973 y 1974, años hasta los cuales se 
había desarrollado sin mayores contratiempos. Para mayor información confróntese: HERRERA 
GUERRA, Carlos, “El porqué de la orfandad: despublificación o la deliberada confusión de los 
límites objetivos a la acción del administrador”, En: Interés general, Derecho Administrativo y Estado 




de la sociedad. En otros términos, la matriz energética podría ser representada en 
una tabla o arreglo ordenado, formado por todas las fuentes energéticas, colocadas 
en las columnas y todas las actividades, tanto de oferta, centros de transformación y 
demanda, que intervienen en el quehacer del sector energético del país. Se les 
podría, pues, ubicar en filas para mostrar, así, las diferentes fuentes energéticas 
disponibles de un país y cómo se usan estas514. 
 
Conocer la matriz energética de un país es esencial para formular proyectos de 
desarrollo dentro del ámbito nacional, regional o zonal. A su vez, es fundamental a 
nivel empresarial, ya que solo se podrían planificar inversiones cuando se conozca 
con exactitud las fuentes energéticas de donde se abastecerán las futuras 
actividades de dicha planificación. 
 
La matriz energética mundial ha dependido, en gran medida, del petróleo y del 
carbón, y en tercer lugar del gas natural. Sin embargo, a diferencia de los primeros 
combustibles, el gas natural es menos contaminante, debido a que produce en su 
combustión menores niveles de dióxido de carbono. Además, es más eficiente 
porque se emplean menores cantidades para generar la misma cantidad de energía, 
lo que mejora la productividad y competitividad en la industria, además de ayudar 
con la diversificación de la canasta de combustibles. Como consecuencia, minimiza 
los shocks externos del petróleo515. 
 
El gas natural también es eficiente para la generación eléctrica, debido al menor 
costo variable frente al carbón. Las plantas de gas requieren menos tiempo de 
construcción que las centrales de generación tradicionales. Todo esto se suma a las 
ventajas ya mencionadas516. 
 
De acuerdo con OSINERGMIN se proyecta que, para el año 2025, el gas natural 
representará una cuarta parte de las fuentes de generación de energía, mientras que 
el petróleo el 30%. Esto muestra una sustitución de los energéticos con el fin de 
                                               
514  AVENDAÑO ARANA, Dora y CÉRIDA APOLAYA, Américo, “Cambio de matriz energética en el 
Perú”, En: Foro Empresarial. Revista de la Maestría de Derecho de la Empresa de la Pontificia 
Universidad Católica del Perú, AÑO II, N° 2, Lima, pág. 36. 
 
515  TAMAYO, Jesús, SALVADOR, Julio, VÁSQUEZ, Arturo y GARCÍA, Raúl (editores), La industria del 
Gas Natural en el Perú. A diez años del Proyecto Camisea, Osinergmin, Lima, 2014, pág. 36.  
 
516  Loc. cit., ídem.  
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minimizar shocks externos, diversificación energética y políticas ambientales a nivel 
mundial517. 
 
Cabe recordar, además, que la matriz energética tanto en el ámbito nacional como 
en el mundo entero se está modificando con el objeto de eliminar aquellas fuentes 
de energía contaminantes del medio ambiente. Recientemente, se ha firmado el 
acuerdo de París, el 22 de abril de 2016, en el que los países asistentes a dicho foro 
tomaron acuerdos tendientes a la reconversión energética.518 
 
Figura 5. Proyección de matriz energética al 2025 
 
Fuente. TAMAYO, Jesús; SALVADOR, Julio; VÁSQUEZ, Arturo; y GARCÍA Raúl (Editores) (2014). La 
industria del gas natural en el Perú. A diez años del Proyecto Camisea. OSINERGMIN. Lima-Perú, 
2014, pág. 36. 
 
En el Perú, mediante el Decreto Supremo N° 064-2010-EM se dispuso como objetivo 
N° 1 la diversificación de la matriz energética, como se puede apreciar a 
continuación: 
 
“Objetivo 1: Contar con una matriz energética diversificada, con énfasis en 
las fuentes renovables y la eficiencia energética. Lineamientos de política:  
 Definir la matriz energética con base en la planificación integrada del 
desarrollo de los recursos y establecer los mecanismos para su 
cumplimiento.  
 Promover proyectos e inversiones para lograr una matriz energética 
diversificada y en base a energías renovables - convencionales y no 
convencionales, Hidrocarburos, geotermal y nuclear, que garanticen la 
seguridad energética del País.  
                                               
 
517  Loc. cit., ídem.  
 
518 Para mayor información confróntese: Paris Agreement. Disponible en: https://treaties.un.org/doc/ 
Publication/MTDSG/Volume%20II/Chapter%20XXVII/XXVII-7-d.en.pdf (visitado el 20.05.2016). 
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 Incorporar la Eficiencia Energética como parte de la Matriz Energética  
 Priorizar la construcción de centrales hidroeléctricas eficientes como base 
para la generación eléctrica nacional.  
 Promover el uso intensivo y eficiente de las fuentes de energías renovables 
convencionales y no convencionales; así como la generación distribuida”. 
 
La matriz energética es una herramienta importante para la configuración de la 
política energética. En razón de dicha importancia es que el Estado promueve la 
emisión de dispositivos legales que fomenten la eficiencia energética. 
 
Dicho esto, las ventajas comparativas con la utilización de recursos gasíferos como 
fuente principal de energía tendrán que contrastarse con los objetivos que persigue 
la lucha contra el calentamiento global, en el que está inmerso el mundo entero. 
Mientras tanto, el CEPLAN tendrá que seguir los lineamientos que se han previsto 
pero sin perder de vista lo que le obliga el compromiso a nivel internacional. 
 
3.3.3.2. Pobreza energética  
Otro concepto importante a tener en cuenta es la expresión “pobreza energética”, 
que nació en 1991 con la publicación del libro “Fuel Poverty” escrito por la profesora 
BOARDMAN de la Universidad de Oxford519. 
 
La pobreza energética es considerada como la dificultad e, incluso, la incapacidad 
de mantener el hogar a una temperatura adecuada para el desarrollo de una vida 
digna, así como el disponer de otros servicios energéticos básicos o bien tener que 
emplear una parte desproporcionada de los ingresos al pago de las facturas 
energéticas520. 
 
En los países industrializados, existen muchas personas que, por falta de medios 
económicos suficientes, no acceden a un uso mínimo aceptable de los recursos 
energéticos disponibles. Esta situación nos lleva a emplear esta expresión521. Entre 
las causas que generan la pobreza energética, se puede mencionar los ingresos 
                                               
519  La pobreza energética: análisis y soluciones, MAS CONSULTING GROUP, 2014. Disponible en: 
http://www.niunhogarsinenergia.org/panel/uploads/documentos/pobrezaenergetica_mct2.pdf, pág. 4, 
(visitado el 20.02.2016). 
 
520  Loc. cit., ídem.  
 
521 ROMERO, Cote, “La pobreza energética”, En: Alta tensión: por un nuevo modelo energético 
sostenible, democrático y ciudadano, Icaria, Barcelona, 2014, pág. 160. 
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económicos exiguos, incremento continuado y baja eficiencia en el suministro 
energético de las viviendas522. 
 
La definición de pobreza energética pone el acento en satisfacer la demanda de 
“servicios energéticos”. Es importante recordar que el objetivo no es consumir 
energía per se, sino los servicios energéticos que las distintas fuentes de energía 
proveen. Las fuentes de energía primaria (carbón, petróleo, gas, biomasa, etc.) son 
transformadas, almacenadas y distribuidas a través de diferentes “vectores” 
energéticos (calor, electricidad, combustibles sólidos, líquidos o gaseosos) para 
proveer los distintos servicios energéticos que son lo que realmente deseamos: 
cocina, calefacción, refrigeración, luz, transporte, trabajo, acceso a las tecnologías 
de la comunicación y a la información (“conectividad”), etc.523 
 
Aunque la composición de las fuentes de energía primaria y de los vectores 
energéticos puede variar mucho según las características geográficas y políticas 
energéticas desplegadas en un país, finalmente los servicios energéticos 
demandados son muy similares en todos los lugares del planeta. En general, los 
países ricos tienden a tener fuentes diversas, mientras que, en los países pobres, 
especialmente en las zonas rurales, las alternativas son escasas o inexistentes. 
Habitualmente, la energía primaria más utilizada en los países pobres es la 
madera524. 
 
Por otra parte, cabe señalar que el derecho a la energía es ignorado en muchos 
ordenamientos jurídicos. Reducir la pobreza energética en los hogares vulnerables 
nos asegura solucionar el problema de la pobreza en general a corto y a largo 
plazo525. 
 
Este tema queda ejemplificado con la distorsión que ocurre en las poblaciones 
circundantes a los pozos de explotación gasífera (Camisea), en las que el gas 
cuesta paradójicamente cerca del doble que en otros lugares más alejados del país. 
                                               
 
522  Loc. cit., pág. 162. 
 
523  La pobreza energética y sus implicaciones, GONZÁLEZ-EGUINO, Mikel, Bilbao, 2014, pág. 6. 
Disponible en: http://www.bc3research.org/index.php?option=com_wpapers&task=downpubli&idd 
oc=80 &Itemid=279 (visitado el 10.05.2016). 
 
524  Loc. cit. ídem.  
 
525  Loc. cit., pág. 167. 
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Al respecto, es justificable la preocupación del Estado para que se implemente una 
política de masificación, que corrija estas anomalías al amparo del principio de 
solidaridad y la justa distribución de la riqueza. 
 
Según el Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI)526, el 25,9% de la 
población cocina con leña y, en el valle de los ríos Apurímac, Ene y Mantaro - 
VRAEM (zona de alta vulnerabilidad), el 78,4%. Estas cifras nos muestran el poco 
acceso de cierta porción de la población a combustibles limpios, como el gas natural. 
 
Ante dichas carencias es importante que el Estado, a través de las políticas públicas, 
pueda implementar mecanismos que permitan disminuir la pobreza energética 
garantizando el desarrollo y vida digna de las personas. 
 
En los párrafos precedentes, hemos sintetizado los conceptos más relevantes 
referidos a los hidrocarburos, política energética y pobreza energética que nos dan 
las herramientas necesarias para conocer la materia que será objeto de una norma, 
enfatizando una vez más que su mención en la presente investigación se basa en el 
Derecho Reflexivo. 
 
En este análisis y conforme a lo establecido por DEL GUAYO, resulta acertado 
analizar aspectos referidos a la industria del gas natural y del servicio público de 
distribución de gas natural por red de ductos, pues constituye información 
trascendental que nos permitirá determinar la pertinencia de la implementación de la 
municipalización de dicho servicio público. 
 
3.4. Régimen constitucional de los recursos naturales en el ordenamiento 
jurídico peruano 
Considerando que el objetivo de la presente tesis es analizar la pertinencia de la 
municipalización del servicio público de distribución de gas natural por red de ductos, 
a la luz del actual régimen económico constitucional es importante abordar de 
manera tangencial, cuál es el régimen legal de los recursos naturales que deberá ser 
aplicado en concordancia con dichos preceptos. 
 
                                               
 
526  INEI (Instituto Nacional de Estadística e Informática): Estado de la Población Peruana 2015, Lima, 
pág. 28, Disponible en: https://www.inei.gob.pe/media/MenuRecursivo/publicaciones_ digitales/Est/ 




Al respecto, es importante tener en cuenta que el Artículo 66° de la Constitución de 
1993527 dispone lo siguiente: 
 
“Artículo 66°: Recursos Naturales 
Los recursos naturales, renovables y no renovables, son patrimonio de la Nación. El 
Estado es soberano en su aprovechamiento. 
Por Ley orgánica se fijan las condiciones de su utilización y de su otorgamiento a 
particulares. La concesión otorga a su titular un Derecho real, sujeto a dicha norma 
legal.” 
 
Para CHIRINOS y RUIZ, la Constitución del Perú establece que los recursos 
naturales "in totum, son patrimonio de la Nación y que el Estado es soberano en su 
aprovechamiento, siendo el Estado quien materializa los derechos sobre los 
recursos naturales y puede decidir sobre ellos”528.  
 
De acuerdo con el Artículo 3° de la Ley N° 26821, Ley Orgánica para el 
aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, los recursos naturales son 
definidos como todo componente proporcionado por la naturaleza que pueda ser 
aprovechado por el hombre para satisfacer sus necesidades y que, además, tenga 
un valor actual o potencial en el mercado. Adicionalmente, de acuerdo con la Ley 
Orgánica para el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, aprobada 
mediante Ley N° 26821, se dispone en el numeral (d) del Artículo 3°, que los 
recursos hidrocarburíferos son recursos naturales529. 
                                               
527  Por su parte, LASTRES considera que la Constitución de 1993, al calificar la soberanía del Estado 
sobre el aprovechamiento de los recursos naturales, se acerca con mayor propiedad a la definición 
de dominio eminente a diferencia de otros textos constitucionales. Del mismo modo, señala que, a 
partir del dominio eminente, el Estado puede normar el otorgamiento de los recursos naturales a 
empresas o entes autárquicos del propio Estado, tales como las empresas estatales de derecho 
privado, empresas de economía mixta y organismos públicos descentralizados, como ha sido la 
característica de la acción empresarial en el periodo 1970-1990; o de acentuar el discernimiento del 
aprovechamiento de tales recursos por los particulares. LASTRES BÉRNINZON, Enrique, “Los 
recursos naturales en la Constitución vigente”, En: Revista Ius et Veritas, Año V, N° 9, Lima, 1994, 
pág. 140. 
 
528  CHIRINOS, Carlos y RUIZ, Manuel, Concesiones sobre recursos naturales: una oportunidad para la 
gestión privada, Sociedad Peruana de Derechos Ambiental, Lima, 2002, pág. 23. 
 
529  Artículo 3°: Se consideran recursos naturales a todo componente de la naturaleza, susceptible de 
ser aprovechado por el ser humano para la satisfacción de sus necesidades y que tenga un valor 
actual o potencial en el mercado, tales como: 
 
a. las aguas: superficiales y subterráneas; 
b. el suelo, subsuelo y las tierras por su capacidad de uso mayor: agrícolas, pecuarias, forestales y 
de protección; 
c. la diversidad biológica: como las especies de flora, de la fauna y de los microorganismos y 
protistas; los recursos genéticos, y los ecosistemas que dan soporte a la vida; 
d. los recursos hidrocarburíferos, hidroenergéticos, eólicos, solares, geotérmicos y similares; 
e. la atmósfera y el espectro radioeléctrico; 
f. los minerales; 




El Tribunal Constitucional peruano530 se ha pronunciado señalando que lo anterior 
implica que la explotación de los mismos no puede ser separada del interés nacional 
por pertenecer a una universalidad patrimonial, reconocida para todas las 
generaciones. Por ello, los beneficios derivados de su utilización deben alcanzar a la 
Nación en su conjunto. 
 
Considerando que los recursos hidrocarburíferos forman parte del estudio de la 
presente tesis, resulta importante exponer el régimen jurídico de los hidrocarburos. 
Para ello, explicaremos las características de dicho régimen jurídico antes531 y 
después de la publicación de la Ley Orgánica de Hidrocarburos - Ley N° 26221. 
 
3.5. Régimen legal de los hidrocarburos antes de la Ley Orgánica de 
Hidrocarburos 
Según REGALADO, los hidrocarburos no fueron empleados en el Perú antiguo como 
recursos útiles para satisfacer necesidades de los seres humanos. Más bien, fueron 
otros los recursos que sirvieron a los hombres de aquella época para desarrollar 
actividades diversas, encaminadas a satisfacer sus requerimientos de energía, luz, 
calor y hasta los de carácter artístico532.  
 
A partir de la segunda mitad del siglo XIX y hasta las últimas décadas del siglo XX, 
el petróleo533 dejó de tener un uso exclusivamente doméstico para pasar a tener un 
uso industrial. Paralelamente, se fueron produciendo diversos procesos en los que 
los empresarios particulares se abocaron a la exploración y la explotación de los 
campos petrolíferos ubicados en nuestro territorio534. 
                                                                                                                                      
El paisaje natural, en tanto sea objeto de aprovechamiento económico, es considerado recurso 
natural para efectos de la presente Ley. 
 
530  Fundamento N° 29 de la Sentencia del Pleno del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente 
N° 0048-2004-PI/TC del 1 de abril de 2005. 
 
531  Para mayor información sobre las normas vinculadas al Subsector Hidrocarburos, revisar Anexo N° 
XI. 
 
532  REGALADO DE HURTADO, Liliana, “Sobre el posible uso de Hidrocarburos en el Perú Antiguo”, 
En: Historia del Petróleo en el Perú, Petroperú, Lima, 2008, pág. 41. 
  
533  El Petróleo fue conocido en el Perú desde los tiempos incaicos. Se hacían luminarias con hachones 
de algodón empapado en el Petróleo de Tumbes y luego corría en raudales hacia el mar. Se dice, 
además, que los españoles no valoraron los pozos petroleros nada más que para extraer la brea 
usada para calafatear navíos o para la industria cerámica. Confróntese ROMERO, Emilio, Historia 
Económica del Perú, Fondo Editorial de la Universidad Alas Peruanas y UNMSM, Lima, 2006, págs. 
396-396. 
 
534  FLORES ROSALES, Enrique, “Nacimiento de la industria del Petróleo en el Perú (1860-1900)”, En: 
Historia del Petróleo en el Perú, Petroperú, Lima, 2008, pág. 103. 
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Para DÍAZ SUÁREZ los afloramientos de petróleo y gas en casi todo el país han sido conocidos desde 
tiempos históricos. Entre estos, los más importantes son los de Talara535, al noroeste del Perú536. Sin 
embargo, la protección de los recursos naturales del país, contemplada en la normatividad vigente de 
entonces, constituyó un obstáculo, dado que los hidrocarburos se encontraban dentro de la legislación 
minera537.  
 
En cuanto al inicio de la regulación en materia de hidrocarburos, mencionamos a la 
Ley N° 4452, de fecha 25 de abril de 1922, a través de la cual se dispuso que los 
yacimientos de petróleo538 e hidrocarburos, cualquiera sea el estado en el que se 
encontraran, eran bienes de propiedad nacional. A su vez, este dispositivo legal 
señaló que el Poder Ejecutivo solo otorgaría concesiones de yacimientos de petróleo 
e hidrocarburos análogos a la forma prescrita por esta Ley.  
 
Posteriormente, en 1952 se promulgó la Ley del Petróleo, Ley N° 11780, en la que 
se consideró, entre otros temas, al gas natural como un hidrocarburo análogo. Del 
mismo modo, mediante el Decreto Ley N° 17440, Ley de Petróleo, publicada el 19 
de febrero de 1969, se dispuso que los yacimientos de petróleo e hidrocarburos 
sean bienes de propiedad del Estado, “inalienables e imprescriptibles”, así como la 
industria y el comercio del petróleo y de los hidrocarburos539. 
 
Este Decreto Ley promulgado por el gobierno de facto del general Juan Velasco 
Alvarado estableció lineamientos para la estatización de los recursos naturales en el 
ámbito petrolero. Al respecto, cabe destacar el Artículo 3° que dio la apertura al 
concepto de servicio público en lo que concierne a la explotación, comercialización, 
                                                                                                                                      
 
535  Durante las primeras tres décadas del siglo XX, la industria petrolera peruana empezó a ser 
considerada como un sector creciente de la economía exportadora nacional. La industria fue 
controlada en su mayor parte por el capital de las empresas London and Pacific Petroleum, Lobitos 
Oil Fields y Lagunitas Oil Co. En: DEUSTUA, José, “Guano, Salitre, Minería y Petróleo en la 
Economía Peruana, 1820–1930”, En: Compendio de historia económica del Perú, BCR, IEP, Lima, 
2008, págs. 221-222. 
 
536  DÍAZ SUÁREZ, Plácido, Recursos Naturales del Perú, Instituto Nacional de Investigación y 
Desarrollo de la Educación (INIDE), Lima, 1979, pág. 160. 
 
537  FLORES ROSALES, E., Ob. cit., pág. 125. 
 
538  Uno de los principales exploradores del Petróleo peruano fue Don Diego de Lama en el año 1864. 
Sin embargo, los primeros pasos para la industria de la explotación petrolera ocurrieron recién en 
1878 cuando Henry Smith y Faustino Piaggio dieron forma práctica a los trabajos. Muerto Smith, 
Piaggio recibió el título de fundador de la industria peruana, ya que en 1883 presentó su 
Establecimiento Industrial de Petróleo de Zorritos. Para mayor información confróntese: ROMERO, 
Emilio, Geografía Económica del Perú, Imprenta Torres Aguirre, Lima, 1939, págs. 365-366. 
 
539  Al respecto, es importante indicar que el referido Decreto Ley calificó como "Hidrocarburos 
análogos" al gas natural, el asfalto y todos los otros productos líquidos, sólidos o gaseosos, 




suministro, transformación e industria del petróleo. De esta manera, se pueden 
apreciar intenciones pragmáticas de configurar un Estado prestador, hecho que no 
fue discutido lo suficiente desde las perspectivas doctrinarias, jurídicas y filosóficas 
durante y después de dicha época540. 
 
Es importante tener en cuenta que, si bien la industria petrolera en el Perú tiene una 
larga historia que comienza en el año 1863, las reglas de aquella época tenían una 
orientación dirigida hacia la exploración y explotación de petróleo. En estas 
condiciones, detectamos la ausencia de una adecuada y específica reglamentación 
que permitiera el desarrollo de la industria del gas natural. 
 
Asimismo, es importante mencionar que durante la década de 1980, mientras 
acontecían los hechos descritos en los párrafos anteriores simultáneamente se 
redujeron las inversiones a niveles históricos. Durante ese tiempo, las empresas 
estatizadas fueron acumulando sucesivas pérdidas económicas que acarrearon 
consecuencias como las que el país dejara de ser sujeto a crédito. 
 
Las normas antes mencionadas estaban formuladas pensando en el petróleo, sin 
otorgarle un régimen jurídico especial al gas natural. Recién, con el auge del 
proyecto Camisea, el Estado peruano emitirá los dispositivos legales específicos 
para este tipo de hidrocarburo. 
 
Posteriormente, se aprobó el Decreto Ley N° 17753, mediante el cual se reorganizó 
y cambió la razón social de la Empresa Petrolera Fiscal541 que pasó a denominarse 
Petróleos del Perú S. A. (Petroperú S.A.). Esta empresa estatal fue la encargada de 
celebrar los contratos de operaciones petroleras, además de desarrollar la actividad 
empresarial en toda la cadena de hidrocarburos. 
 
Con la liberalización de varios segmentos de la industria de los hidrocarburos se 
eliminó el monopolio por parte de Petroperú. Efectivamente, mediante el Decreto 
                                               
540  Para un mayor detalle sobre la evolución del régimen legal del Subsector Hidrocarburos puede 
revisarse el Anexo N° VI. 
 
541  La empresa Petroperú fue creada en julio de 1969 a partir de la fusión de la Empresa Petrolera 
Fiscal (empresa del Estado peruano) con la International Petroleum Company (IPC), que era 
subsidiaria de la transnacional ESSO). Posteriormente, por decisión del gobierno peruano, asimiló 
los activos de otras empresas petroleras: Petrolera Ganso Azul y El Oriente (1973), Refinería 
Conchán - Chevron (1973) y Belco Petroleum Corp. (1986). En: La Historia de Petroperú, 
NAVARRO, Gustavo, Lima, 2012. Disponible en:  





Legislativo N° 655 (dispositivo legal derogado por la Primera Disposición Final de la 
Ley N° 26221, Ley Orgánica de Hidrocarburos, publicada el 20 de agosto de 1993), 
se dispuso lo siguiente: 
 
“Artículo 1°: Eliminarse todo monopolio o exclusividad por parte de Petróleos del 
Perú - PETROPERU S.A. y sus filiales, en el desarrollo de las operaciones que 
realizan y, en consecuencia, todas las actividades relacionadas con la industria de 
Hidrocarburos incluyendo la comercialización, la importación de Hidrocarburos y sus 
derivados, manufactura, refinación y petroquímica básica, podrán ser ejecutadas 
libremente por las personas naturales o jurídicas nacionales o extranjeras.”  
 
Del mismo modo, en el Artículo 3° del referido dispositivo legal se dispuso que para 
lograr la libre competencia en el Subsector Hidrocarburos, se creara la Comisión 
Nacional de Tarifas de Hidrocarburos, cuyo objetivo era propender a la libertad de 
precios en el Subsector Hidrocarburos, dictando en forma autónoma las tarifas y 
medidas que fueran necesarias con tal fin y vigilando el cumplimiento de las mismas. 
 
Como se puede apreciar, el Decreto Legislativo N° 665 marcó un hito importante a 
partir del cual se abrirían las posibilidades para que ingrese la empresa privada en 
las actividades de los hidrocarburos lo que promovería la competencia. 
 
Es de esta manera que se inicia un proceso liberalizador (opuesto al proceso 
estatizador del gobierno militar) que al considerar diversas variables, reformó el 
Subsector Hidrocarburos. Las decisiones políticas para la reforma de dicho régimen 
fueron dispuestas como parte integrante de una política económica general. El 
petróleo dejó de ser considerado un insumo estratégico para ser tratado como un 
producto comercializable o también llamado542 commodity. 
 
Como indicamos, la reforma liberalizadora fue redujo el monopolio de Petroperú. 
Esta acción incluyó distintas medidas, como correcciones a la distorsión de precios; 
el cierre de operaciones que arrojaban pérdidas, como ocurrió con los fertilizantes y 
la petroquímica; y la privatización de estaciones de servicios (grifos)543. 
 
Para la Energy Sector Management Assistance Program, las privatizaciones se 
implementaron lentamente en el Subsector Hidrocarburos se implementó lentamente 
                                               
542 ESMAP (Energy Sector Management Assistance Program), Peru Reform and Privatization in the 
Hydrocarbon Sector. Report 216/99EN, Joint World Bank/UNDP ESMAP, 1999, pág 16. 
 




el programa de privatizaciones. 544 El sector fue uno de los primeros en participar en 
el programa a través de las estaciones de servicio de propiedad de Petroperú. Así, 
en 1992, se transfirieron al sector privado 78 grifos. Y, posteriormente, se subastó la 
empresa Solgas y la empresa Petromar545. 
 
En términos generales la reforma del Subsector Hidrocarburos tuvo por cometido 
establecer un marco legal que promoviera la inversión privada nacional y extranjera 
en exploración y explotación de hidrocarburos. El referido régimen se caracterizó por 
la libertad de los precios de los combustibles, como gasolina, kerosene y petróleo546. 
 
Sin embargo, para PÉREZ-TAIMAN, la situación de la actividad petrolera siguió 
dominada por la gran desconfianza de los inversionistas internacionales ante el poco 
respeto de los contratos por parte del gobierno peruano y el ambiente hostil hacia la 
inversión extranjera. Dicha situación cambió con la promulgación de la Constitución 
de 1993547. 
 
Al entrar en vigencia la Constitución de 1993 y a la luz de los postulados 
concernientes al rol empresarial del Estado, se promulga la Ley Orgánica de 
Hidrocarburos, Ley N° 26221. A partir de entonces, se redefine el rol de Petroperú y 
se liberaliza el sector económico para que concurra la empresa privada548. 
 
Como hemos señalado en los párrafos precedentes, el proceso liberalizador abarcó 
diversos sectores, además de los hidrocarburos, electricidad y minería, que en todos 
los casos arrojaban déficit económico en diversas gestiones empresariales, lo que 
                                               
544  ESMAP, Ob. cit., pág. 8. 16.  
 
545 FRANCO, Bruno, MUÑOZ, Ítalo, SÁNCHEZ, Pedro y ZAVALA, Verónica, “Las privatizaciones y 
concesiones”, En: La reforma incompleta. Rescatando los noventa, Tomo II, Universidad del 
Pacífico, Centro de Investigación, Lima, pág. 27. 
 
546  Loc. cit., pág. 99. 
 
547  PÉREZ-TAIMAN, Jorge, “Breve reseña de la exploración y explotación de Petróleo en el Perú desde 
el punto de vista legal”, En: Revista de Derecho Administrativo, N° 8, Año N° 4, Lima, 2009, pág. 
213. 
 
548  Sin embargo, es importante tener en consideración que la pertinencia o rol protagónico que 
deberían tener las empresas nacionales es diverso. Por ejemplo, para Campodónico, uno de los 
principales argumentos para la inversión extranjera son las limitaciones a la participación del capital 
extranjero en la industria petrolera. Sin embargo, para este autor, dicha participación debe tener un 
carácter complementario; es decir, el punto de partida debe ser el potenciamiento de las actividades 
de la empresa petrolera estatal para que esta asuma el rol del liderazgo que le corresponde. Allí, 
donde su esfuerzo no permita llevar a cabo las actividades consideradas necesarias para la política 
petrolera trazada, puede participar el capital extranjero. En: CAMPODÓNICO, Humberto 




motivó la crítica y rechazo de diversos medios para descartar al Estado como un 
eficiente gestor de negocios. Es necesario mencionar este proceso de liberalización 
porque nos permitirá determinar en el cuarto capítulo si resulta pertinente 
implementar la municipalización de la distribución de gas natural por red de ductos 
en la actualidad. 
 
3.6. Régimen legal actual del Subsector Hidrocarburos 
Desde el año 1993, el Subsector Hidrocarburos se caracterizó por lo siguiente: (i) un 
mercado de libre competencia, con precios que se rijan por la oferta y la demanda;  
(ii) una actitud vigilante de los organismos reguladores y de defensa de la 
competencia dentro de una Economía Social de Mercado; y iii) un Estado que solo 
debe cumplir un rol subsidiario que genere bienestar para todos y otorgue garantías 
para la inversión privada549.  
 
Las referidas características se encuentran contempladas en la Ley Orgánica de 
Hidrocarburos que tiene por cometido regular las actividades de exploración, 
explotación, procesamiento o refinación, almacenamiento, transporte, 
comercialización, y distribución de Hidrocarburos conforme a los lineamientos antes 
señalados. 
 
Con el mencionado dispositivo legal se abrió la posibilidad de desregular el sector y 
emprender la privatización de Petroperú. La Ley marco fue complementada con 
Reglamentos para ductos, almacenamiento, refinación y procesamiento, transporte, 
distribución y comercialización de hidrocarburos y productos derivados. Estos 
Reglamentos tienen como base estándares internacionales de seguridad, así como 
de libre comercio y medidas antimonopólicas550.  
 
3.7. Actividades de hidrocarburos contempladas en el régimen jurídico vigente 
Continuando con el análisis propuesto por la presente investigación es necesario 
tener en cuenta algunas consideraciones de las actividades de los hidrocarburos 
comprendidas en el régimen jurídico vigente, con la finalidad de entender, en 
términos generales, el desarrollo de la industria gasífera. 
                                               
549  BEDÓN ROCHA, César, “Regulación de los precios de los Hidrocarburos en el Perú”, En: 
Regulación de los Servicios Públicos e Infraestructuras. Revista de Derecho Administrativo, Tomo II, 
Lima, 2012, pág. 107. 
 
550  ESMAP, Ob. cit., pág. 8-14.  
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De acuerdo con el Glosario de siglas y abreviaturas del Subsector Hidrocarburos 
aprobado mediante Decreto Supremo N° 032-2002-EM toda actividad de 
hidrocarburos es aquella llevada a cabo por empresas debidamente autorizadas que 
se dedican a la exploración, explotación, procesamiento, refinación, 
almacenamiento, transporte o distribución de hidrocarburos, así como a las 
actividades de comercialización de hidrocarburos. 
 
















Fuente: Elaboración propia 
 
 
3.7.1. Actividades de exploración y explotación de hidrocarburos en el Perú 
En el ordenamiento jurídico peruano, se permite que las actividades de 
exploración551 y explotación (conocidas como Upstream) se desarrollen a través de 
títulos habilitantes, como son los Contratos de Licencia y los Contratos de Servicio 
suscritos con Perupetro S.A., y cualquier otra modalidad contractual que el Ministerio 
                                               
551  Es importante tener en cuenta que el Perú posee un total de 18 cuencas sedimentarias, que se 
constituyen en las únicas áreas en las que es posible la existencia de acumulaciones de 
hidrocarburos. Sin contar las áreas protegidas intangibles, las áreas con contratos y convenios 
vigentes y las áreas en negociación, se tiene una extensión de 50m2 de hectáreas para suscribir 
contratos para la exploración y explotación de Hidrocarburos. En: CHÁVEZ CÁCERES, José 
Eduardo, “El contrato modelo de Perupetro: ¿puede hacerse más atractivo para la exploración?”, 




de Energía y Minas apruebe de conformidad con el Artículo 10° de la Ley N° 26221, 
Ley Orgánica de Hidrocarburos. 
 
Las actividades de exploración y explotación de hidrocarburos solo pueden ser 
realizadas mediante la suscripción de Contratos ad hoc celebrados con Perupetro 
S.A. Las demás actividades de hidrocarburos no requieren de este requisito y se 
rigen por normas específicas del sector552.  
 
En términos generales, podemos señalar que, a través de los Contratos553 de 
Licencia554, el Estado transfiere los hidrocarburos que sean extraídos a cambio de 
una regalía. En cambio, en los Contratos de servicios se paga una retribución por 
dicho servicio en conformidad con las cláusulas que prevén los pagos pertinentes. 
 
3.7.2. Comercialización de hidrocarburos 
El mercado de combustibles líquidos en el Perú es libre, pero para poder participar 
en dicho mercado se requiere contar previamente con las respectivas autorizaciones 
emitidas por el Ministerio de Energía y Minas (MINEM) y el OSINERGMIN555. 
 
3.7.3. Refinación de hidrocarburos 
La actividad de refinación consiste en la transformación del petróleo, gasolinas 
naturales u otros tipos de fuentes de hidrocarburos en combustibles. Las 
instalaciones de las empresas que desarrollan actividades de refinación están 
debidamente diseñadas para realizar actividades de recepción de crudo o 
                                               
552  SILVA CHUECA, Ricardo, “El Contrato de Camisea”, En: Revista de Derecho Minero y Petrolero, N° 
55, Año XLVII, 1997, pág. 60. 
 
553  Los Contratos de exploración pueden ser suscritos por siete años y excepcionalmente se puede 
extender el plazo hasta por tres años adicionales. En tanto, los Contratos de explotación pueden ser 
suscritos hasta por 30 años en el caso del petróleo y hasta por 40 años en el caso del gas natural. 
 
554  Los referidos Contratos de licencia son considerados como Contratos Ley. Al respecto, debe 
tenerse en cuenta que dada la falta de credibilidad de los compromisos del Estado con las 
empresas privadas o extranjeras y la comunidad internacional en general, se firmaron contratos de 
concesión que limitaron la discrecionalidad del Estado. La regulación estaba contenida en los 
contratos, y no en Leyes o en normas dictadas por instancias del Poder Ejecutivo. Dentro de los 
aspectos regulados en los contratos, se encontraba, con mayor o menor detalle, los mecanismos o 
métodos con mayor o menor detalle de regulación tarifaria. Siendo las tarifas uno de los 
componentes fundamentales de los ingresos de la empresa privatizada y siendo el otro el volumen 
de servicios ofrecidos, la intervención del Estado en su determinación fue un elemento crítico en los 
instrumentos que plasmaron la privatización y la regulación. BARRANTES, R., Ob. cit., pág. 64. 
 
555  MORRIS, Eddie, DÍAZ, José, MARCO, Elizabeth y MONTENEGRO, Carlos, Comercialización de 




combustibles refinados, refinación de crudo, almacenamiento, transferencia, mezcla 
y agregado de aditivos556. 
 
3.7.4. Almacenamiento de hidrocarburos 
De acuerdo con la Ley Orgánica de Hidrocarburos cualquier persona natural o 
jurídica, nacional o extranjera, podrá construir, operar y mantener instalaciones para 
el almacenamiento de Hidrocarburos y de sus productos derivados, con sujeción a 
los Reglamentos que dicte el MINEM. Las plantas de abastecimiento son 
instalaciones diseñadas para realizar exclusivamente las operaciones de recepción, 
almacenamiento, transferencia, agregado de aditivos y despacho de combustibles 
nacionales e importados. Y, por medio de estas instalaciones, se lleva a cabo la 
actividad comercial de los mayoristas557. 
 
3.7.5. Procesamiento de hidrocarburos 
Es la actividad principal en la industria, donde se refinan o procesan los 
hidrocarburos (petróleo o LGN) para producir bienes de alto valor comercial como 
gasolinas, diésel y gas licuado de petróleo (GLP) entre otros. La refinación del 
petróleo consiste en separar, mediante el calor, los diversos hidrocarburos que luego 
se mezclan con componentes que permiten otorgarles las especificaciones técnicas 
exigidas en el país para su comercialización558. 
 
El procesamiento de los LGN que se realiza en las plantas de fraccionamiento 
consiste en obtener GLP, gasolina natural y otros compuestos. Por lo tanto, a través 
del proceso de refinación se obtienen múltiples productos. Las refinerías o plantas 
de fraccionamiento ubican sus instalaciones cerca de los centros de abastecimiento 
para las zonas de consumo o de los yacimientos para reducir precios de transporte. 
Los costos de operación son subaditivos, en tanto poseen economías de escala 
asociadas a sus capacidades559. 
                                               
556  VÁSQUEZ CORDANO, Arturo, GALLARDO KU, José, MEDINA BENDEZÚ, Luis, SALVADOR 
JÁCOME, Julio y AMÉRQUITA CUBILLAS, Fidel, La informalidad y sus manifestaciones en la 
Comercialización de Combustibles Líquidos en el Perú, Oficina de Estudios Económicos (OEE) con 
la colaboración de la Gerencia de Fiscalización en Hidrocarburos (GFH), Lima, 2004, pág. 37. 
 
557  Loc. cit., ídem.  
 
558  TAMAYO, Jesús; SALVADOR, Julio; VÁSQUEZ, Arturo; y DE LA CRUZ, Ricardo (Editores) (2015). 
La industria de los hidrocarburos líquidos en el Perú: 20 años de aporte al desarrollo del país. 
OSINERGMIN. Lima-Perú., pág. 34. 
 
559 Loc. cit., ídem. 
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3.7.6. Transporte de gas natural 
De acuerdo con el Decreto Supremo N° 081-2007-EM que aprueba el Reglamento 
de transporte de hidrocarburos por ductos se establece que el transporte es 
considerado como la transferencia de hidrocarburos a través de tuberías. 
 
Para la prestación del servicio de transporte de Hidrocarburos por ductos se requiere 
de una concesión, esta le otorga al concesionario el derecho y la obligación de 
transportar hidrocarburos a través del sistema de transporte. Sin embargo, la 
concesión no otorga al concesionario una exclusividad geográfica ni territorial, en 
consecuencia, se podrían otorgar otras concesiones para la misma ruta de acuerdo 
a las disposiciones establecidas en el referido Reglamento560. 
 
El transporte561 de gas puede darse como prestación de servicios a terceros vía 
ductos de acceso abierto o como actividad propia en beneficio del mismo titular del 
ducto, como una etapa más de su propio proceso productivo, lo que se materializa a 
través de los ductos cerrados (ductos principales, ductos de uso propio, sistemas de 
recolección)562. 
 
La mayoría de los sistemas de transporte de gas natural por ductos han sido 
desarrollados a través de monopolios estatales en los que prima la integración 
vertical, es decir, un mismo titular (el Estado) tiene en sus manos la producción, el 
transporte y la distribución del gas natural. Dicho monopolio estatal tiene una 
explicación tanto jurídica como económica que estuvo en boga en el modelo estatal 
europeo a lo largo de todo el siglo XX563. 
 
                                                                                                                                      
 
560  Para mayor información es importante revisar el Artículo 4° del Decreto Supremo N° 081-2007-EM. 
 
561  Aun cuando se puede decir que la regulación moderna del transporte de hidrocarburos por ductos 
se inició con la promulgación de la Ley Orgánica de Hidrocarburos, Ley N° 26221, recién, con la 
convocatoria de las licitaciones para la explotación de Hidrocarburos del Lote 88 (Camisea) y para 
el transporte por ductos de gas natural, líquidos de gas natural y la distribución de gas natural por 
red de ductos del Proyecto Camisea, el Estado desarrolló una normativa adecuada para el 
transporte de Hidrocarburos por ductos561.En: VIANI, Renzo, “El transporte de Hidrocarburos por 
Ductos: El desarrollo del Gas Natural en el Perú”, En: Revista del Gas Natural, Año: I / Noviembre 
2009 / Nº 1 , Año I, Noviembre 2009, No 1, Lima, pág. 108 y 109. 
 
562  VIANI, R., Ob. cit., pág. 111. 
 




En el Perú, el transporte564 de gas natural y de líquidos de gas natural de Camisea 
se otorgó en concesión de manera independiente a la licencia de explotación del 
Lote 88. Para VIANI la modalidad en que se licitó Camisea supuso superar un gran 
reto: lanzar dicho desarrollo con un mercado inexistente y una demanda de gas 
natural sumamente escasa. Se debía asegurar los incentivos necesarios para que la 
inversión en ese escenario fuera lo suficientemente rentable como para atraer 
capitales privados. El Estado afrontó ese reto formulando un marco regulatorio que 
garantice la recuperación de la inversión, incluso con demandas bajas565. 
 
Finalmente, es importante tener en cuenta que en el 2014 el transporte fue calificado 
como un servicio público, por ello, está sujeto a principios de no discriminación, 
continuación, etc.566 Asimismo, se encuentra sujeto a la supervisión, fiscalización y 
regulación por parte del OSINERGMIN. 
 
3.7.7. Distribución de gas natural por red de ductos 
Para determinar la pertinencia de la municipalización del servicio público de 
distribución del gas natural por red de ductos, consideramos imprescindible que se 
conozcan las características que definen esta industria como compleja y de alta 
especialización, y por constituir un monopolio natural, requiere al mismo tiempo 
inversiones cuantiosas, con tasas de retorno de mediano y largo plazo, ligados 
permanentemente al interés social, que espera de los operadores un servicio 
eficiente. 
 
                                               
564  De otro lado, es importante tener en consideración que, la Ley N° 27133, Ley de Promoción del 
desarrollo de la Industria del gas natural del 03 de junio de 1999, nació con el objeto de establecer 
las condiciones que permitan el desarrollo de la industria del gas natural para fomentar, así, la 
competencia y propiciar la diversificación de las fuentes energéticas, además de establecer un 
mecanismo que permita garantizar los ingresos anuales que retribuya adecuadamente el costo del 
servicio a los inversionistas en el transporte y distribución de gas natural. A este mecanismo se le 
denominó "Garantía por Red Principal”. Para mayor información: NICOLINI, Mario, “Apuntes sobre 
la Garantía de Red Principal otorgada al Transporte y la Distribución del Gas de Camisea”, En: 
Revista Peruana de Derecho de la Empresa. Hidrocarburos y Electricidad. N° 62, Año XXI, Lima, 
pág. 95. 
 
565  Loc. cit., pág. 112. 
 
566  La Octogésima Segunda disposición de la Ley de Presupuesto del Sector Público para el año Fiscal 
2014 señala lo siguiente: "Precísase que el Sistema de Seguridad Energética a que se refiere la Ley 
29970 comprende una zona geográfica en las regiones Cusco y Ayacucho que contiene a los hitos 
geográficos mencionados en la Ley. En dicha zona se podrán desarrollar los gasoductos y/o 
poliductos que sean eficientes técnica y económicamente, siempre que se cumpla las exigencias o 
hitos referidos en la Ley de forma directa o indirecta. El reglamento de la Ley incorporará esta 
precisión y los tramos a remunerar como parte del Sistema de Seguridad Energética. Asimismo, 
dispónese que el transporte de Hidrocarburos por ductos es un Servicio Público, y se regula 




El suministro de gas natural en nuestro país tiene tres etapas: (i) la producción, que 
consiste en la extracción del gas de los yacimientos; (ii) el transporte, desde 
Camisea hasta la estación de puerta de ciudad o City Gate); y (iii) la distribución567 
por red de ductos en las ciudades, desde el City Gate hasta las instalaciones de los 
consumidores568. 
 
La distribución de gas natural, comúnmente denominada en el Subsector 
Hidrocarburos como “downstream”, es la última etapa en la cadena del gas natural a 
través de la cual este llega a los centros de consumo. Para CARCAGNO, la 
distribución del gas se realiza generalmente en centros urbanos con alta densidad 
de población, donde los tendidos de ductos comparten el subsuelo con otros 
servicios públicos569. 
 
Las redes de distribución están conformadas por ductos570 que tienen diferentes 
diámetros y tipos de presión. Entre los distintos sistemas de ductos, encontramos 
desde aquellos que operan a alta presión, denominados ramales, hasta los que 
operan a presiones medias y bajas, llamados redes. De todos estos ductos nacen 
otros que finalizan en la instalación del cliente y que se denominan servicios 
domiciliarios571. 
 
Las instalaciones reguladoras de presión se localizan en las diferentes etapas del 
sistema de distribución del gas natural. Así, encontramos, en primer lugar, las 
                                               
567  De conformidad con la Ley Orgánica de Hidrocarburos, Ley N° 26221, la denominación 
“Hidrocarburos” comprende todo compuesto orgánico, gaseoso, líquido o sólido, que consiste 
principalmente de carbono e hidrógeno. Se entiende por gas natural la mezcla de hidrocarburos en 
estado gaseoso, constituida predominantemente por metano, que se encuentra en el subsuelo 
conjuntamente con el petróleo (gas natural asociado) o en forma independiente (gas natural no 
asociado). 
 
568  Para mayor detalle de los aspectos relacionados con la regulación de la explotación del gas natural 
en nuestro ordenamiento, ver: MONTEZA PALACIOS, Carlos, “A propósito del próximo 
otorgamiento de la concesión de distribución de Gas Natural en el departamento de Ica. ¿Pueden 
los consumidores independientes de Gas Natural contratar el servicio público de distribución?”, En: 
Revista Ita Ius Esto, N° 1, Piura, 2008. 
 
569  CARCAGNO, Patricia Laura, Aspectos técnicos, estratégicos y económicos del transporte y la 
distribución de gas, Instituto Argentino del Petróleo y del Gas, Buenos Aires, 2014, pág. 136. 
 
570  En la presente referencia hemos cambiado el término “cañería” que utiliza la citada autora por el de 
“ducto”, por ser un concepto acorde con nuestra legislación. 
 




estaciones reguladoras de presión de propiedad de los transportistas en los puntos 
de recepción de los sistemas de distribución, comúnmente llamados “City Gate”572. 
 
En estas instalaciones, se regula la presión del gas a los valores máximos 
admisibles por los sistemas de distribución y se realiza la medición fiscal del ingreso 
del fluido a los sistemas de distribución. Adicionalmente, en general, en estas 
localizaciones, se realiza la odorización del gas bajo la responsabilidad de las 
distribuidoras para garantizar, por razones de seguridad, que todo el gas en los 
sistemas de distribución pueda ser percibido por medio del olfato. Ya dentro de los 
sistemas de distribución, encontramos las estaciones reguladoras de presión, que 
vinculan los distintos sistemas en sucesivas etapas de reducción de presión. Estas 
instalaciones son de fundamental importancia en la operación de los sistemas, 
porque son las que permiten su interconexión para poder garantizar un suministro 
confiable a los clientes573. 
 
La distribución del gas natural se realiza mediante tuberías, por lo tanto, su mercado 
se extiende hasta donde es económico el desarrollo de la red en función de la 
demanda (depende del volumen consumido). En cambio, el GLP puede llegar con 
ventaja económica a sitios alejados y de bajo consumo574. Además, la distribución de 
gas natural a los usuarios a través de red de ductos o tuberías instaladas se 
caracteriza por ser un monopolio natural, debido a las economías de escala que 
presenta dicha actividad575.  
 
El marco regulatorio de la distribución está orientado a garantizar el equilibrio 
económico financiero del operador, a través del establecimiento de tarifas de 
distribución de gas natural. Así, se mantiene el objetivo que los precios finales de la 
distribución del gas natural representen un ahorro significativo frente al sustituto más 
cercano en cada uno de los sectores abastecidos576. 
 
                                               
572  Loc. cit., págs. 136-137. 
 
573  Loc. cit., págs. 136-137. 
 
574  Regulación del Gas Natural en el Perú, Ob. cit., pág. 90.  
 
575  TAMAYO, J., VÁSQUEZ, A., SALVADOR, J. y GARCÍA, R., Ob. cit., pág. 95. 
 




Ahora bien, el proceso de fijación de tarifas en la distribución del gas natural 
comprende dos etapas: en la primera, se identifica el nivel de tarifas que permite 
garantizar el equilibrio económico financiero de la empresa regulada; en tanto, en la 
segunda, se realiza la asignación del nivel de las tarifas a cada una de las 
categorías tarifarias definidas en la normatividad sectorial vigente577. 
 
La distribución del gas natural mediante gasoductos, así como muchos otros 
negocios de redes (electricidad, telefonía fija y agua potable), se desarrolla como 
monopolio natural. En este contexto, los gobiernos de muchos países otorgan la 
licencia al operador para que desarrolle su actividad buscando el máximo beneficio 
para los usuarios, así como también un sistema de precios que permita recuperar los 
costos eficientes involucrados578. 
 
La industria del gas natural comprende cuatro actividades básicas: la exploración, 
explotación, transporte y distribución a los consumidores finales; en este último 
tramo la característica más importante es la ejecución de prestaciones mediante 
redes de suministro. Estas redes son exclusivas para el abastecimiento del 
combustible a través de conexiones domiciliarias a nivel residencial o mediante 
enlaces a la red principal de distribución para el abastecimiento de la industria579.  
 
Las etapas de la industria gasífera descrita en los párrafos precedentes podemos 










                                               
577  Loc. cit., ídem. 
 
578  ESPINOZA, Luis, “Las Tarifas de Distribución de Gas Natural en el Perú. Marco Conceptual”, En: 
Revista del Gas Natural, Año: I / Noviembre 2009 / Nº 1, Lima. 
 
579  TAMAYO, J., VÁSQUEZ, A., SALVADOR, J. y GARCÍA, R., Ob. cit., pág. 22. 
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Fuente: Tomado de OSINERGMIN. 
 
3.8. Autoridades administrativas vinculadas a las actividades de los 
hidrocarburos 
Como se puede apreciar en el Anexo N° IX, las autoridades administrativas que 
están vinculadas al Subsector Hidrocarburos pertenecen a varias instancias del 
Estado que desde la presidencia del Consejo de Ministros pasando por el Ministerio 
del Ambiente, el Ministerio de Cultura, el Ministerio de Economía y Finanzas, el 
Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo hasta llegar al Ministerio de Energía y 
Minas están comprometidos a través de diversas competencias y funciones 
relacionadas con la actividad de los hidrocarburos en el país. 
 
Por otra parte, observamos en el cuadro propuesto por OSINERGMIN la ausencia 
total del municipio como empresario, que en cumplimiento de la Ley N° 29496, 
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pudiera haber sido mencionado como prestador del servicio público de distribución 
del gas natural por el sistema de ductos, evidenciando tácitamente la inaplicabilidad 
en la práctica de la referida Ley. 
 
3.9. Masificación del gas natural en el Perú 
Tal como manifestáramos en párrafos anteriores, la industria gasífera en el Perú es 
de data relativamente reciente, encontrándose actualmente en sus inicios como 
consecuencia de la puesta en marcha del proyecto Camisea, que coloca al país en 
su condición de productor, en una expectante condición para masificar el consumo 
de dicho recurso natural. 
 
La industria del gas natural en el Perú, antes de la puesta en marcha del Proyecto 
Camisea580, se desarrolló principalmente en dos zonas: la del yacimiento gasífero de 
Aguaytía, localizado en la selva central; y la del conjunto de yacimientos de gas 
natural, localizados en la costa norte581. 
 
Al inicio, el proyecto Camisea enfrentó el reto de crear y desarrollar un mercado de 
gas natural. Esto originó que el diseño del proyecto se ajuste sobre la marcha y, así, 
se opte por la desintegración vertical total de la cadena de valor del gas natural, así 
como establecer con el operador del Lote 88 precios promocionales para su 
expansión582. En el caso de los hidrocarburos de Camisea, el 9 de diciembre de 
2000 se firmó entre el Estado Peruano y el Consorcio liderado por la empresa 
Pluspetrol (productor) el Contrato de Licencia. Este Contrato fue diseñado para la 
explotación del Lote 88583. 
 
                                               
580  Fracasadas las negociaciones entre el gobierno peruano con el consorcio Shell-Mobil para la 
explotación del gas de Camisea, el gobierno buscó en el mercado potencial de Lima un incentivo 
que atraiga al inversor extranjero para que participe en la licitación internacional convocada con el 
fin de hacerse cargo de la extracción del recurso en los yacimientos de Camisea. El Estado peruano 
comenzó la promoción del yacimiento de Camisea entre las principales empresas del sector a nivel 
internacional con la creación del CEPRI Camisea (CECAM). El esquema diseñado para la licitación 
contempló el desarrollo en tres fases vinculadas: producción, transporte y distribución. En: NICOLINI 
DEL CASTILLO, Mario, “Industriales consumidores iniciales del gas de Camisea y el Contrato de 
Suministro ‘Take or Pay’ en el Perú”, En: Revista Derecho & Sociedad, Año X, N° 21, Lima, pág. 161. 
 
581  Regulación del Gas Natural en el Perú, OSINERGMIN, 2008, pág. 53. Disponible en:  
http://www2.osinerg.gob.pe/Infotec/GasNatural/pdf/Regulacion_Gas_Natural_Peru.pdf (visitado el 
10.03.2016).  
 
582  TAMAYO, J., SALVADOR, J., VÁSQUEZ, A. y GARCÍA, R., Ob. cit., pág. 216. 
 
583  Camisea ¿para quién es el gas? Entre el consumo interno y la exportación, GRUPO PROPUESTA 
CIUDADANA. Disponible en: http://www.resourcegovernance.org/sites/default/files/Camisea.pdf, 




La industria del gas natural en el Perú es una industria joven que recién desde el 
año 2004, viene a ubicarse dentro de las prioridades nacionales en relación con el 
modelo energético, y la inquietud de masificar el gas natural constituye un camino 
por recorrer, para alcanzar los objetivos propuestos, sobre todo en la etapa de la 
distribución, mediante la que se necesita abastecer a la mayor población posible. 
 
Como mencionamos en los párrafos precedentes, una de las manifestaciones de la 
política energética es la de la masificación del gas natural. Coadyuvando con dicho 
propósito, el 24 de mayo de 2013 se publicó en el diario oficial “El Peruano” la 
Resolución Ministerial N° 203-2013-MEM/DM, a través de la cual se aprobó el Plan 
de Acceso Universal a la Energía 2013-2020584 con la finalidad de implementar el 
desarrollo económico eficiente, equitativo y sustentable con el medio ambiente. 
 
El referido Plan permitió implementar proyectos que daban acceso universal al 
suministro energético sin dejar de priorizar el uso de fuentes energéticas disponibles. 
Para ello, se debía establecer la viabilidad técnica, social y geográfica de los 
proyectos mencionados para mejorar la calidad de vida de las poblaciones de 
menores recursos en el país. 
 
En el numeral (8.1) del Artículo 8° del referido plan se contemplan, como 
mecanismos para el acceso universal a la energía y a la energización rural, los 
programas de promoción de la masificación del uso del gas natural. Se tiene como 
objetivo a aquellas localidades ubicadas en el área de influencia de los sistemas de 
transporte de gas natural, sean estos por ductos, gas natural comprimido (GNC) o 
gas natural licuefactado (GNL), que, a la fecha, vienen operando o que entren en 
operación en los próximos diez años.  
 
Sin embargo, paradójicamente, una de las ventajas del gas natural y, a la vez, su 
“maldición”, es que es necesario desarrollar redes públicas para distribuirlo a las 
viviendas. Como ya hemos señalado líneas arriba, el gas natural se encuentra en 
estado gaseoso y, al aumentar la presión, se mantiene en ese mismo estado, a 
                                               
584 El 28 de diciembre de 2016 se aprobó la Resolución Ministerial N° 558-2016-MEM-DM, a través de 
la cual se dispone modificar los ítems 4 y 9 del numeral 10 del Plan de Acceso Universal a la 
Energía 2013-2022 aprobado por Resolución Ministerial Nº 203-2013-MEM-DM, referida a los Kits 
de cocinas de GLP y a las lámparas más eficientes en hogares de escasos recursos económicos. 
Sin embargo, por no ser un tema de relevancia para los objetivos de la presente investigación no 
profundizaremos más en sus alcances. 
174 
 
diferencia del gas licuado de petróleo (GLP) que, a la más mínima presión, pasa del 
estado gaseoso al estado líquido585. 
 
La sola emisión de un dispositivo legal no garantiza la masificación del gas natural 
en tanto existen otras variables que podrían dificultar su progreso. Por ejemplo, la 
presencia de gas natural en todas las provincias del Perú no ha sido posible, entre 
otras razones, por la falta de sistemas de transporte por ductos, precisamente, 
motivado por su alto costo. A esto se suma el que no existe demanda suficiente en 
dichas provincias que garantice el retorno de la inversión para este tipo de 
infraestructura586.  
 
Por ello, es un reto para el Estado fijar el objetivo de establecer políticas claras que 
posibiliten implementar medidas que permitan lograr el acceso de la industria del gas 
natural en el Perú de manera eficiente y equitativa en beneficio de todos los 
ciudadanos y por supuesto, en todo el territorio.  
 
De acuerdo con lo señalado en la Hoja de Ruta planteada por OSINERGMIN, el gas 
natural es el único combustible que hace posible alcanzar el objetivo que se ha 
trazado el gobierno: dar acceso a la población a una energía limpia y económica que 
pueda liberarnos de la dependencia del petróleo y sus derivados; por tal razón, su 
masificación se hace imprescindible como política energética587. 
 
En el caso peruano, debemos destacar el privilegio que tiene el país al ser 
productor. Sin embargo, para que este recurso natural pueda llegar a los usuarios se 
debe cumplir con varios requisitos: (i) capacidad de transporte disponible; (ii) redes 
de distribución en las calles; (iii) instalación de medidores de gas en los frontis de los 
domicilios de los consumidores residenciales; (iv) redes de tuberías de gas natural al 
                                               
585  Masificación del Gas Natural en el Perú. Hoja de Ruta para acelerar su desarrollo, 
OSINERGMIN, Lima, 2012. pág.9. Disponible en: http://www2.osinergmin.gob.pe/Infotec/Gas 
Natural/pdf/libro%20de% 20masificacion%20 del%20gas%20natural%20para%20WEB.pdf (visitado 
el 09.02.2016).    
             
586  Más aún, la experiencia internacional nos muestra que para lograr el acceso universal al gas 
natural, muchos países iniciaron el suministro de dicho recurso a las provincias remotas mediante 
gasoductos virtuales, lo que generó una demanda primaria creciente, que, con el transcurrir de los 
años justificó desde la perspectiva económica la instalación de un sistema de transporte por ductos 
que se conecten a una red ya existente (GÁLVEZ PALACIOS, María Yobana, LEYVA FLORES, 
Ricardo Alfonso, MONTOYA BENITES, Raúl Edgardo y TORRES MADRID, Francisco, “Modelo de 
Negocio para lograr el acceso universal en las provincias del norte peruano”, Tesis de la 
Universidad ESAN, 2012).   
 
587  Loc. cit., pág. 10. 
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interior de los domicilios de los usuarios residenciales; y (v) artefactos, cocinas, 
termas, calentadores y otros, adaptados al uso de gas natural588. 
 
En el Perú durante los últimos años se han venido proponiendo y desarrollando 
diversos proyectos destinados a impulsar la  masificación del gas natural, entre los 
que destacan la creación de empresas municipales destinadas a la distribución del 
gas natural por red de ductos, la creación del Fondo de Inclusión Social Energético, 
la suscripción de contratos de concesión para la distribución de gas natural por red 
de ductos, la implementación del Gasoducto Sur Peruano, ductos virtuales, entre 
otros. Sin embargo, a la fecha de culminar el presente trabajo encontramos 
paralizaciones y retrasos que actúan en sentido contrario a la voluntad por alcanzar 
los fines de la masificación del gas, debido a razones de índole coyuntural o factores 
extrínsecos. 
 
Respecto a los proyectos para la descentralización del gas natural, ABANTO critica 
la forma cómo se está llevando el proceso, el que sigue generando dudas por dos 
razones: la tardía publicación de normas necesarias para regular los proyectos que 
permitan ampliar el acceso universal al suministro energético y el uso de fuentes 
energéticas disponibles, como el gas natural589. 
 
Ahora bien, sirva de ejemplo el siguiente gráfico en el que OSINERGMIN grafica 
cómo el Estado ha previsto para el 2034 la ejecución de diversas inversiones en 
infraestructura relacionadas con la masificación del gas natural. No obstante, a la luz 
de los recientes acontecimientos, el optimismo de las metas propuestas va siendo 
reducido a una expectativa de menores proyecciones consistentes, por ejemplo, en 
activar el transporte de gas por camiones como una medida de amortiguación al 
impacto y crisis que viene sufriendo la industria gasífera y que empiezan a sentirse 
sus primeros efectos postergando por un tiempo indeterminado la marcha de la 





                                               
 
588  Loc. cit., pág. 26. 
 
589  ABANTO BOJÓRQUEZ, Jesús Alejandro, “El Gas Natural en el Perú y los Proyectos Destinados a 
su Descentralización”. En: Revista Derecho & Sociedad, N° 42, Año XXV, Lima, 2014, pág. 423. 
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Fuente: Tomado de OSINERGMIN 
 
A partir de lo que hemos venido describiendo hasta ahora, podemos apreciar que si 
bien se han emitido dispositivos legales y se ha propuesto la ejecución de proyectos 
que faciliten la masificación del gas natural, aún existen limitaciones que impiden su 
aplicación efectiva por lo que urge un replanteamiento por parte del Estado de las 





3.9.1. Régimen legal de promoción de la masificación del gas natural en el Perú 
Como hemos indicado, en los últimos años, el Estado ha aprobado una serie de 
normas vinculadas con el programa de masificación de gas natural por red de 
ductos. De esta abundante cantidad de normas que se ha venido emitiendo hemos 
tomado como referencia algunos dispositivos legales que se encuentran graficados 
en el Anexo N° XIV y que pasaremos a explicar a continuación. 
 
3.9.1.1.  Ley N° 28849, Ley de descentralización del acceso al consumo de gas 
natural 
Ley de descentralización del acceso al consumo de gas natural tiene por objeto 
incentivar el consumo de gas natural en las diversas circunscripciones territoriales 
del país, sin considerar las provincias de Lima y Callao. 
 
El referido dispositivo legal establece que los titulares de contratos de Licencia para 
la exploración y explotación de gas natural, celebrados o por celebrar, podrán 
otorgar precios máximos para el gas natural en boca de pozo que se consuma en las 
circunscripciones a las que se refiere la Ley, menores a los que rijan con carácter 
general según dichos contratos. También podrá convenirse fórmulas de reajuste de 
los precios máximos y medidas promocionales particulares o distintas. 
 
En los procesos de promoción de inversión privada para el desarrollo de sistemas de 
transporte y distribución de gas natural por ductos al servicio de las jurisdicciones a 
que se refiere la Ley, podrán integrarse circunscripciones, atribuirse los costos de los 
servicios y establecerse tarifas de distribución y de transporte. De tal forma, dichas 
tarifas asegurarán la competitividad del gas natural respecto de otros energéticos, 
diferenciando por nivel o tipo de consumo y sector económico, y que rijan para todo 
o parte del plazo de las concesiones respectivas. 
 
Asimismo, podrán establecerse tratamientos particulares respecto del precio del gas 
en boca de pozo y en las tarifas de transporte y distribución, aplicables a 
consumidores que, antes del otorgamiento de la buena pro de los citados procesos, 
suscriban contratos de suministro de gas natural y los compromisos que hagan falta 





3.9.1.2. Ley N° 29129, Ley que declara de necesidad e interés público la 
construcción del gasoducto Camisea - Santa Ana (Cusco), así como 
del gasoducto hacia las regiones de Puno, Huancavelica, Arequipa, 
Moquegua y Tacna 
Mediante esta Ley se declara de necesidad e interés público la construcción del 
Gasoducto Camisea - Santa Ana - Cusco, así como del Gasoducto hacia las 
regiones de Puno, Huancavelica, Arequipa, Moquegua y Tacna.  
 
Del mismo modo, se faculta a PROINVERSIÓN para que, en el marco de sus 
atribuciones y en coordinación con el MINEM y los gobiernos regionales, realice la 
evaluación y estudios de factibilidad técnica correspondientes con cargo a recursos 
de su presupuesto. 
 
3.9.1.3.  Ley N° 29496, Ley de creación de empresas municipales encargadas 
de la prestación del servicio público de suministro de gas natural por 
red de ductos en el ámbito de las municipalidades distritales y 
provinciales 
La Ley tiene el objeto de autorizar la creación de empresas municipales con 
personería de Derecho Público o Privado, encargadas de la prestación del servicio 
público de suministro de gas natural por red de ductos en las localidades que 
puedan ser abastecidas de gas natural. En virtud de dichos preceptos, se declara de 
interés público la creación de estas empresas municipales y es de competencia del 
MINEM la calificación de la subsidiariedad aplicable a cada caso. 
 
De acuerdo con la mencionada Ley, las empresas municipales de suministro de gas 
natural por red de ductos operarían con los recursos presupuestales de las 
respectivas municipalidades distritales y provinciales.  
 
Asimismo, las referidas empresas municipales podrán adoptar cualquier modalidad 
societaria o contractual, deberán contar con un operador estratégico, quien se 
encargará de la operación del sistema de distribución de gas natural que debe ser 
aprobado por el MINEM. 
 
A la fecha de la presente investigación, se desconoce la existencia de alguna 
municipalidad que, al amparo de la presente Ley, haya constituido una empresa para 
el suministro de gas natural por red de ductos. 
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3.9.1.4. Ley N° 29706, Ley de facilitación de conexiones domiciliarias del 
servicio público de distribución de gas natural 
El objeto de esta Ley es eliminar el cobro del permiso municipal a favor de los 
usuarios domésticos, a fin de efectuar conexiones domiciliarias y así lograr la 
facilitación del uso del gas natural.  
 
El concesionario de distribución de gas natural debe comunicar, al gobierno local o 
al gobierno regional que corresponda, la realización de obras para la conexión 
domiciliaria de gas natural, con una anticipación no menor a cinco días hábiles de la 
fecha prevista para la realización de dichas obras. 
 
Los gobiernos locales y los gobiernos regionales no pueden exigir el pago ni la 
tramitación de la interferencia de vías para implementar las conexiones domiciliarias 
de gas natural desde la red principal hasta los domicilios, bajo la responsabilidad 
administrativa y penal que corresponda. 
 
De la descripción del contenido precedente, el lector puede apreciar que pese a la 
existencia de algunas Leyes con tendencia a viabilizar, incentivar y promocionar la 
masificación del gas natural, a la fecha, no existe una política de Estado integral que 
permita alcanzar la prestación del servicio de distribución de gas por red de ductos 
en forma plena y en beneficio de todos los usuarios. 
 
3.9.2. Proyectos promovidos por el Estado con la finalidad de implementar la 
masificación del gas natural 
Para determinar la pertinencia legal de la municipalización del servicio público de 
distribución de gas natural por red de ductos a la luz del actual régimen económico 
constitucional, requerimos conocer previamente los proyectos que se encuentran 
siendo promovidos por el Estado (independientemente de la etapa en que se 
encuentren). Esto nos llevará a conocer con claridad aspectos determinantes, como 
son la presencia o no del sector privado en dichos proyectos, requisito fundamental 
para ejercer la actividad empresarial del Estado. 
 
3.9.2.1. Gasoducto Sur Peruano 
La etapa del transporte del gas natural, desde su punto de extracción hasta los 
puntos de consumo, ha sido motivo de preocupación por parte del Estado, tal es así 
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que ha impulsado la ejecución del Gasoducto Sur Peruano, para que en base a él se 
puedan ejecutar proyectos de distribución de gas natural por red de ductos.  
 
El 23 de julio de 2014, el Estado Peruano firmó el Contrato590 de Concesión del 
"Proyecto Mejoras a la Seguridad Energética del país y desarrollo del Gasoducto Sur 
Peruano591”, con la empresa concesionaria Gasoducto Sur Peruano (Odebrecht 75% 
y Enagás 25%)592. Este proyecto consta de un sistema de ductos que tiene como fin 
dar redundancia al sistema de transporte de hidrocarburos existente, así como 
transportar gas natural y líquidos asociados al sur del Perú593. 
 
El Gasoducto Sur Peruano constituye la implementación de infraestructura necesaria 
para la política de masificación del gas natural en el Perú, eslabón previo 
indispensable para garantizar el abastecimiento de gas natural en poblaciones del 
sur del país. Cabe precisar, además, que esta mención nos permitirá poder analizar 
en el cuarto capítulo la presencia del interés del sector privado, por intervenir en 
proyectos promovidos por el Estado, lo que al mismo tiempo nos permitirá 
determinar la pertinencia de la municipalización del servicio público de distribución 
de gas natural por red de ductos. 
 
3.9.2.2.  Concesiones suscritas con el Estado para la distribución del gas 
natural por red de ductos  
En concordancia con lo anterior, a continuación, describiremos brevemente cuáles 
son las empresas que han suscrito Contratos de Concesión para la distribución del 




                                               
590  De acuerdo al Contrato suscrito, la concesionaria es responsable por el diseño, financiamiento, 
construcción suministro de bienes y servicios, explotación de los bienes de la concesión, operación, 
mantenimiento y transferencia de estos al Estado, al término del plazo del Contrato, que es de 34 
años. Información disponible en la página web: http://www.gasoductodelsur.pe/el-gasoducto/la-
concesion.html (visitado el 04.05.2016).  
 
591 En fecha reciente, y coincidente en el tiempo con la finalización de la presente investigación, el 
Estado se encuentra incurso en un proceso de investigación a la empresa concesionaria, razón por 
la que se viene atrasando el cronograma de ejecución de la obra, cuyas consecuencias todavía son 
imprevisibles. 
 
592  Información disponible en la página web: http://www.gasoductodelsur.pe/el-gasoducto/la-
concesion.html (visitado el 04.05.2016).  
 
593  Loc. cit., ídem (visitado el 04.05.2016). 
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3.9.2.2.1. Sistema de distribución de gas natural de Lima y Callao 
Gas Natural de Lima y Callao S.A. (Cálidda) es la empresa que ha obtenido la 
concesión por un plazo de 33 años prorrogables para diseñar, construir y operar el 
sistema de distribución de gas natural en el departamento de Lima y la provincia 
Constitucional del Callao en el Perú. Su principal accionista es el Grupo Energía de 
Bogotá, con presencia en Colombia, Perú y Guatemala594. 
 
En la Figura 9, se puede observar el número de clientes potenciales que pretende 
abastecer la empresa desde que obtuvo la concesión, y donde se destaca 
potencialmente la atención de 486,000 clientes, de los que corresponden a San Juan 
de Lurigancho 177,000.  
Figura 9. Número de clientes potenciales 
 
                                          Fuente: Tomado de OSINERGMIN. 
 
3.9.2.2.2. Sistema de distribución de gas natural por red de ductos en el 
departamento de Ica 
Contugas S.A.C. (Contugas) es la empresa peruana que distribuye y comercializa 
los beneficios del gas natural en las regiones de Ica, Chincha, Pisco, Nazca y 
Marcona. Este proyecto comprende el diseño, construcción, operación y 
                                               





mantenimiento de un sistema de distribución con redes de ductos de alta y baja 
presión para el suministro de gas natural595.  
 
Entre los componentes del proyecto se encuentran: el transporte terrestre de gas 
natural licuado (GNL) desde el punto de suministro (Estación carga de Perú LNG); 
las estaciones de distrito que incluyan un sistema de recepción, almacenamiento y 
regasificación del GNL y las estaciones de regulación, medición y odorización, a 
ubicarse en las ciudades que serán abastecidas. De acuerdo con la información 
publicada en OSINERGMIN, Contugas tiene el compromiso de conectar a 150,137 
clientes residenciales en un plazo de cinco años, de acuerdo con el Primer Plan de 
Conexiones, comprendido en el Anexo N° 5 del Contrato de Concesión596. 
 
Asimismo, de acuerdo a lo dispuesto en el Contrato de Concesión, la empresa debe 
cumplir con un Plan de Cobertura a partir de la fecha de inicio de operación según el 
siguiente detalle597: 
 




















Fuente: “Plan mínimo de cobertura del contrato de concesión del Sistema de Distribución de Gas 
Natural por Red de Ductos en el departamento de Ica”, de OSINERGMIN, Lima. Disponible en: 
http://gasnatural.osinerg.gob.pe/contenidos/ciudadania/avance_proyectos_sistema_distribucion_gn_red
es_ica.html (visitado el 15.11.2015). 
                                               
595 Para mayor información confróntese: http://www.contugas.com.pe/nosotros/quienes-somos (visitado 
el 04.05.2016). 
 
596 Loc. cit., ídem (visitado el 04.05.2016). 
 
597 Sistema de Distribución de Gas Natural por Red de Ductos en el departamento de Ica, 
OSINERGMIN, Lima, Disponible en: 
http://gasnatural.osinerg.gob.pe/contenidos/ciudadania/avance_proyectos 




3.9.2.2.3. Concesión de gas natural en el Norte 
De acuerdo con la información publicada en la página web de OSINERGMIN el 
titular de la Concesión es la empresa Gases del Pacifico S.A.C. Los componentes 
del proyecto son los siguientes: (i) transporte terrestre de gas natural licuado (GNL) 
desde el punto de suministro (Estación carga Perú LNG), (ii) estaciones de distrito 
que incluyen un sistema de recepción, almacenamiento y regasificación del GNL, y 
(iii) las estaciones de regulación, medición y odorización, a ubicarse en las ciudades 
por abastecer598. 
 
Asimismo, la empresa debe cumplir con un Plan de Cobertura a partir de la fecha de 
inicio de operación según el siguiente detalle: 
 

























Fuente: Sistema de distribución de gas natural por red de ductos en el departamento de Ica, 





                                               
598 Para mayor información confróntese: http://gasnatural.osinerg.gob.pe/contenidos/ciudadania/avance 




3.9.2.2.4.  Concesión Suroeste 
El titular es la empresa Gas Natural Fenosa Perú S.A. El proyecto consiste en 
brindar el servicio de distribución de gas natural por red de ductos en las áreas de 
concesión599. 
 
Entre los componentes del proyecto se encuentran los siguientes: (i) transporte 
terrestre de gas natural licuado (GNL) desde el punto de suministro (estación de 
carga Perú LNG), (ii) las estaciones de distrito que incluyen un sistema de recepción, 
almacenamiento y regasificación del GNL, y (iii) las estaciones de regulación, 
medición y odorización, a ubicarse en las ciudades que serán abastecidas600. 
 
De acuerdo con la información proporcionada por OSINERGMIN, el Concesionario 
se comprometió a conectar a 64,000 clientes residenciales en un plazo de siete 
años, de acuerdo con el Primer Plan de Conexiones, que se encuentra contenido en 
el Anexo N° 5 del Contrato de Concesión como se puede apreciar en el siguiente 
detalle: 
 
Tabla 4. Primer plan de conexiones del contrato de concesión suroeste 
Localidad 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 Total por localidad 
Arequipa 1.404 4.664 12.081 6.473 9.874 3.467 2.199 40.162 
Moquegua 114 392 999 623 838 291 186 3.443 
Tacna 557 1.856 4.773 2.585 3.905 1.371 870 15.917 
Ilo 155 521 1.346 726 1.100 385 245 4.478 
Total por año 2.230 7.433 19.199 10.407 15.717 5.514 3500 64.000 
 
Fuente: Obtenido de  http://gasnatural.osinerg.gob.pe/contenidos/ciudadania/avance_proyectos proy 
ecto_ masificacion_gas_suroeste.html  
 
3.9.3. Algunos comentarios respecto a los proyectos de distribución de gas 
natural por red de ductos ejecutados a la fecha 
En base a la descripción de los proyectos de distribución de gas natural que se han 
ejecutado hasta la fecha, se puede confirmar que la empresa privada ha proyectado 
                                               
599  Para mayor información confróntese: http://gasnatural.osinerg.gob.pe/contenidos/ciudadania/ 
avance_proyectos-proyecto_masificacion_gas_suroeste.html  (visitado el 15.11.2015).  
 
600  Para mayor información confróntese: http://gasnatural.osinerg.gob.pe/contenidos/ciudadania/ 
avance _proyectos-proyecto_masificacion_gas_suroeste.html  (visitado el 15.11.2015). 
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la instalación de conexiones dentro del plan de masificación del gas hasta el 2022 
(ver cuadros expuestos en los párrafos precedentes) que suman aproximadamente 
314,137 conexiones hasta dicha fecha. 
 
Consideramos que esta cifra se contradice con los objetivos que pretenda cualquier 
proyecto de masificación del gas natural, ya que serían 314,137 usuarios los que 
hasta el 2022 alcanzarían el beneficio de tener el gas natural en la puerta de su 
casa, es decir, una población privilegiada en comparación con los ciudadanos que 
no serían parte de este beneficio. Esto nos lleva deducir que la política de promoción 
a la que está obligado el Estado ha sido insuficiente. 
 
Del mismo modo, es importante mencionar que con fecha 07 de setiembre del año 
2016, el diario “La República” señala que el presidente de la empresa Cálidda, 
reporta que solo para su zona concesionada alcanzaría a más de 580,000 
conexiones, teniendo por objetivo llegar al 2021 al millón de conexiones 
domiciliarias, lo que desvirtúa la timidez con la que se han firmado los Contratos de 
Concesión,601 dándonos la razón cuando señalamos que se requiere de una política 
energética consolidada para satisfacer las necesidades energéticas de la 
comunidad602. 
 
Finalmente, debemos señalar que los proyectos de distribución de gas natural antes 
descritos demuestran que si bien ha habido inversión por parte del sector privado en 
determinadas zonas del país, la proyección que se tiene todavía es incipiente para 
garantizar la masificación del gas natural por red de ductos. Por ello, resulta 
imprescindible evaluar si los municipios serían la alternativa más eficiente y acorde 
con el régimen constitucional económico vigente para implementar este objetivo. 
 
                                               
601  La República “Gobierno priorizará gas natural al centro y sur”, Lima, 7 de septiembre de 2016, 
Disponible en: http: //larepublica.pe/impresa/economia/800718-gobierno-priorizara-gas-natural-al-
centro-y-sur, (visitado el 10.09.2016).  
 
602  Durante la época electoral del 2016, algunos especialistas opinaron que podría existir un déficit en 
el beneficio económico que estaría desactivando el interés empresarial. Y esto es también de 
responsabilidad del Estado en su papel de promotor al tener que ofrecer a los concesionarios 
condiciones que los incentiven a invertir. 
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3.10. La industria del gas natural y la municipalización a través de la 
experiencia comparada 
La necesidad de América del Sur en diversificar sus fuentes de energía, más allá de 
la energía hidroeléctrica y de petróleo, ha llevado a muchos países de la región a 
promover el uso de gas natural603. 
 
Las referencias que tenemos en el Perú sobre la industria gasífera son muy 
escasas, sobre todo porque esta se encuentra en una etapa preliminar y, por lo 
tanto, ausente de experiencia. Hablar sobre el gas natural es un tema de magnitud e 
interés mundial por constituir una fuente energética actualmente vigente en todas las 
latitudes del planeta.  
 
La distribución del gas natural ha sido emprendida por otros países, y conocer de 
modo general cómo se está prestando el servicio de suministro de gas en sus 
territorios, con el objeto de contrastar con lo que ocurre en nuestro país, así como 
saber si dicho servicio público es o ha sido municipalizado, nos será de utilidad al 
momento de arribar a las conclusiones y recomendaciones. Con dicho propósito 
haremos una descripción somera de la industria del gas natural en Colombia, 
Argentina, España e Italia. 
 
3.10.1. Industria del gas natural en Colombia 
En 1991, Colombia promulgó su Constitución contextualizada a la luz de la 
liberalización de mercados y el ingreso de capital privado a las industrias de 
servicios públicos. Asimismo, el Estado empezó a ejercer un rol de director 
general604.  
 
Según NEIRA, el ejemplo colombiano demuestra que la liberalización del mercado 
es positiva, ya que el sector privado ingresa con inversiones importantes, y genera 
infraestructura para el transporte y la distribución. Además, desde un comienzo se 
establece un esquema de costos, de tarifas y de recuperación de inversión para que 
                                               
 
603  MEZA BREÑA, Carlos, “Aproximaciones a los Gasoductos Transfronterizos en América del Sur”, 
En: Revista Peruana de Derecho de la Empresa. Hidrocarburos, N° 62, Año XXI, Lima, diciembre, 
2006, pág. 227. 
 
604 Transporte y distribución de Gas Natural en Colombia, NEIRA, Juan Felipe, pág. 99. Disponible en: 
http://www.santivanez.com.pe/wp-content/uploads/2013/07/04transporte-distribucion-gas.pdf 




al final ni el Estado ni el consumidor tengan que pagar las consecuencias ante una 
falta de planificación605. 
 
Desde principios de la década de los noventa, se desarrolló un marco regulatorio 
que permitía al sector energético crecer y llegar a toda la población, siempre sobre la 
base del concepto de la utilización de energéticos limpios. De esta manera, pudo 
establecerse una política energética nacional como es el “Programa para la 
masificación del consumo del gas natural606. 
 
En una entrevista, el profesor FERNEY MORENO607 afirmó que el programa “Gas 
para el cambio” permitió ampliar el consumo de gas en las ciudades, realizar la 
interconexión nacional y tener nuevos hallazgos608. No obstante, la ejecución de este 
plan se vio limitada por el bajo volumen de reservas de esa época y la coyuntura en 
la que se desenvolvían los energéticos, los cuales estaban subsidiados. En 1990, se 
retomó la idea de crear la cultura del gas609. El programa se ha venido 
implementando paulatinamente. En la actualidad, hay siete millones de usuarios de 
gas natural610.   
 
En algunas zonas del país, se dieron incentivos a los usuarios para que se 
convirtieran al servicio de gas y subsidio al consumo. En otras regiones, se otorgó 
subsidio al consumo y también hubo fomento por parte del Estado a las empresas 
para ampliar la expansión de redes mediante el “Fondo Especial Cuota de 
Fomento”611, creado por la Ley N° 401 de 1997612 para hacer expansión de redes de 
gas.  
                                               
605  Loc. cit., pág. 112. 
 
606 Marco jurídico y regulatorio del Servicio Público domiciliario de gas licuado de Petróleo, ROZO 
ÁLVAREZ, Carlos Yezid, Disponible en: http://revistas.udistrital.edu.co/ojs/ index.php/tecges/ 
article/view/4340 (visitado el 09.04.2016). 
 
607  Información extraída de la entrevista realizada al profesor Luis Ferney Moreno. 
 
608  Comisión de regulación de energía y gas de Colombia, Consultado en: 
http://www.creg.gov.co/index.php/sectores/gas-natural/historia-gas (visitado el 15.12.2015).  
 
609  GUERRERO SUÁREZ, Fernando y LLANO CAMACHO, Fernando, “Caso de estudio. Gas Natural 
en Colombia -Gas e.s.p.”, En: Estudios Gerenciales, N° 87, Colombia, abril-junio, 2003, págs.115-
146.   
     
610  MONTOYA ROMÁN, Anderson, “EPM se acerca al millón de usuarios con gas natural en Antioquia”, 
El Tiempo, Medellín, (20.04.2015), Disponible en http://www.eltiempo.com/colombia/medellin/epm-
se-acerca-al-millon-de-usuarios-con-gas-natural-en-antioquia/15602515, (visitado el 10.08.2015). 
 
611  El Fondo Cuenta Especial, sin personería jurídica, es administrado por el Ministerio de Minas y 
Energía. Al él se incorporan los recursos provenientes de la Cuota de Fomento del tres por ciento 
(3.0%) sobre el valor de la tarifa que se cobre por el gas objeto del transporte, efectivamente 
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Entre los factores que se tomaron en cuenta para permitir la implementación del 
proceso de masificación del gas natural en Colombia, se destaca el mantener 
precios bajos, el financiamiento de la expansión de redes, garantizar el suministro de 
gas, una adecuada regulación del sector y hacer el aumento de consumo 
progresivamente613.  
 
De acuerdo con FERNEY MORENO, en materia de servicios públicos domiciliarios, 
se presta atención a los rubros de alcantarillado y aseo más no al del gas. Cabe 
precisar que no hay municipalización del servicio público de distribución de gas 
natural. Todo lo relacionado con gas se da a través del Estado central.614 
 
Finalmente, el profesor entrevistado ha señalado que si bien para el caso 
colombiano no existen municipios prestadores del servicio de gas natural, en caso 
ocurriera este supuesto, solo sería posible si no hubiese ninguna empresa del sector 
privado que pueda prestar dicho servicio. En ese orden de ideas, en el caso de 
llegarse a presentar la intervención de un municipio en la prestación del servicio de 
gas, esto no afectaría al régimen económico constitucional colombiano, en tanto que 
sería una participación subsidiaria, esto es, que participaría si no se ejerciera la libre 
iniciativa privada615. 
 
3.10.2. Industria del gas natural en España 
Para SÁNCHEZ DE OCAÑA, la Ley N° 34/1998 constituyó un aporte considerable 
para la liberalización del mercado gasista, ya que en ella predomina la iniciativa 
privada de manera que la acción de los poderes públicos se limita a cuando esta sea 
necesaria616.  
                                                                                                                                      
realizado y sufragado por todos los remitentes del Sistema Nacional de Transporte de Gas Natural. 
Su finalidad es promover y cofinanciar proyectos dirigidos al desarrollo de infraestructura para el uso 
de gas natural en los municipios y el sector rural, prioritariamente dentro del área de influencia de 
los gasoductos troncales y que tengan el mayor Índice de necesidades básicas insatisfechas. 
 
612  Creado por el Artículo N° 15 de la Ley N° 401 de 1997, modificado por la Ley N° 887 del 2004 y por 
la Ley N°1151 de 2007. 
 
613  Información extraída de la entrevista realizada al profesor Luis Ferney Moreno. 
 
614  Información extraída de la entrevista realizada al profesor Luis Ferney Moreno. 
 
615  Información extraída de la entrevista realizada al profesor Luis Ferney Moreno. 
 
  616 SÁNCHEZ DE OCAÑA, Jaime Casanova, “Directivas Comunitarias de Gas y Electricidad y su 
transposición al Derecho Interno de los Estados: España, Francia y Alemania”, En: Revista del 
Derecho de las Telecomunicaciones e Infraestructuras en Red, Año IX, N° 26, España, mayo-




La Ley de hidrocarburos española distingue las actividades reguladas, como la 
regasificación, almacenamiento, transporte y distribución; y las actividades libres, 
como la comercialización. En ambos casos, se trata de actividades que se realizan a 
la luz de la libertad de empresa consagrada en el Artículo 38° de la Constitución 
española, cuyo ejercicio está orientado por el interés público617. 
 
En la introducción de libre competencia, materializada con la aparición de 
comercializadores de gas natural, radicó el giro de ciento ochenta grados que la Ley 
de hidrocarburos impuso en la normativa destinada a la industria gasista, pues el 
suministro de gas natural dejó de ser considerado como servicio público618. 
 
La liberalización del mercado energético en España permitió que ingrese la empresa 
privada al suministro del gas, lo que permitió que el Estado cumpla con un rol 
regulador según los principios que garantizan la prestación eficiente de los servicios 
públicos. La distribución de gas natural en España está a cargo de la empresa 
privada, entre las que destacan Fenosa, Endesa, EDP Naturgas Energía y Madrileña 
de Gas619. 
 
Una gran expansión del consumo de gas en el sistema energético español en la 
última década, ha visto aumentado su número de clientes en los últimos años, 
gracias a las importantes inversiones que se han estado realizando. A pesar de ello, 
debe subrayarse que la penetración de gas natural sólo es del 29%, que representa 
una cifra bastante inferior a la media europea620. 
 
España es un país dependiente del exterior para el abastecimiento de energía 
primaria (combustibles fósiles) y de tecnologías de transformación a energías 
                                               
617  GALLEGO ANABITARTE, Alfredo y RODRÍGUEZ DE SANTIAGO, José María, “La nueva 
regulación del mercado del Gas Natural”, En: Revista de Administración Pública, N° 148, Madrid, 
1999, pág. 42. 
 
618  DEL GUAYO CASTILLA, I., Tratado de gas natural. Ob. cit., pág. 126. 
 
619  Para mayor información véase: http://comparadorluz.com/faq/distribucion-gas-natural (visitado el 
25.06.16). 
 
620  Estrategia Energética Española a Medio y Largo Plazo: mix y mercados. Análisis comparado y 
propuestas, CLUB ESPAÑOL DE LA ENERGÍA, Madrid, 2015, pág. 18. Disponible en: 
https://www.enerclub.es/file/helT05Lqq7G4IUIHPH70w;jsessionid=F9AC4FBA2E38944581AD08541




finales. Su grado de autoabastecimiento de combustibles fósiles es de los más bajos 
de la Unión Europea621. 
 
En España, no se tienen reservas ni producción significativa de gas. Se depende en 
casi el 100% de las importaciones, dependencia que es nula en los casos británicos, 
holandés o noruego y que es mucho menor en el caso de Irlanda (31%), Italia (67%) 
o Alemania (77%). España es un país que importa casi el 100% del gas que 
consume y con bastante dependencia (cerca del 57%) de un solo suministrador 
extranjero, Sonatrach de Argelia, a pesar de que a lo largo del tiempo se han ido 
diversificando los países de los que se aprovisiona622. 
 
En el año 2015, las importaciones con destino a España se realizaron desde un 
conjunto de ocho países. El principal país proveedor es Argelia, con un porcentaje 
del 53,9%. Y entre los países más importantes en la estructura de aprovisionamiento 
se encuentran Noruega (11,6%), Catar (10,3%), Nigeria (9,3%) y Perú (5,2%). Cabe 
destacar la bajada de gas natural importado desde Argelia (-11,3 TWh), Trinidad y 
Tobago (-3,7 TWh), Noruega (-2,6 TWh) y Bélgica (-0,83 TWh), respecto del mismo 
periodo del año pasado; y el aumento significativo de las importaciones desde Omán 
(+0,96 TWh) y Nigeria (+0,89 TWh). A partir de enero de 2015, el tránsito de gas de 
Argelia con destino a Portugal se consideró como una entrada de gas al sistema.623 
 
La Figura 10 permite inferir que España es un típico importador de gas natural, ya 
que un porcentaje insignificante aparece como abastecido por su producción 
nacional. Asimismo, a pesar de la baja del consumo de gas en el sistema energético 
español, se reporta una penetración del gas natural en los hogares españoles en el 
orden del 29%, lo que representa un porcentaje inferior al de la media de Europa. 




                                               
621  DEL GUAYO CASTILLA, I., Ob. cit., pág. 67. 
 
622  Regulación y competencia en el sector del Gas Natural en España. Balance y propuestas de 
reforma, Documento de trabajo 55/2004, ATIENZA SERNA, Luis y DE QUINTO ROMERO, Javier, 
pág.27. Disponible en: http://www.fundacionalternativas.org/laboratorio/documentos/documentos-de-
trabajo (visitado el 25.06.16). 
 
623  COMISIÓN NACIONAL DE LOS MERCADOS Y LA COMPETENCIA, Informe de Supervisión marzo 




Figura 10. Países proveedores de gas natural a España 
 
Fuente: Gráfico 6 tomado del Informe de Supervisión del 2015 de la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia, pág.9. 
 
Por todo lo expresado en los párrafos precedentes, se puede deducir que España 
pese a ser un país netamente importador, ha logrado abastecer la demanda de gas 
natural de gran parte de su territorio, y de acuerdo con JORDI, a la fecha del 
presente trabajo, no hay empresas municipales dedicadas a la distribución del gas 
natural por el sistema de ductos, quedando en dicho ámbito solamente los sectores 
de electricidad, agua y redes de calor y frío. 624. 
3.10.3. Industria del gas natural en Argentina 
En Argentina, uno de los defensores de la municipalización fue NEWBERY625 quien 
propuso que se crearan empresas energéticas estatales de gas y electricidad a 
través de la municipalización de los servicios públicos. Su defensa se basó en la 
experiencia europea e inglesa626. Sin embargo, dicha propuesta no prosperó. 
 
Es preciso señalar que antes de 1989 la organización institucional del Subsector 
Hidrocarburos en la Argentina se encontraba fundada sobre reglas bajo las cuales el 
                                               
 
624  Información extraída de la entrevista realizada a Jordi Ortega. 
 
625  En 1990 Newbery decidió ser funcionario público en la municipalidad de Buenos Aires. En mayo de 
ese año, el intendente Bullrich lo nombra Director General de Instalaciones Eléctricas y Alumbrado 
Newbery se convirtió en un defensor de la municipalización del gas y de otros servicios públicos. 
En: NEWBERY, Jorge y THIERRY, Justino C., El Petróleo, Biblioteca Nacional, Buenos Aires, 2007, 
pág. 16. 
 




Estado desempeñaba un rol protagónico. El Estado tenía un papel empresarial, 
planificador y promotor del desarrollo a través de la acción de las empresas públicas, 
en especial, en las del área energética, pero también en otras, como transporte, 
telecomunicaciones, agua, petroquímica, defensa y acero627. Por ejemplo, la 
empresa Gas del Estado tenía a su cargo en forma monopólica el transporte y 
distribución de gas natural y la distribución mayorista de gas licuado628. 
 
La injerencia del Estado en las actividades de los hidrocarburos generó una 
situación de ineficiencia generalizada y una profunda deslegitimación del accionar 
del Estado como adjudicador eficiente de los recursos629. De tal modo, hubo un 
consenso respecto al rol del Estado en la economía por lo que desprenderse de las 
empresas públicas implicaba a la vez acabar con la inflación, con la crisis del sector 
externo, con el exceso de burocracia y con la falta de productividad630. 
 
Ante dicha crisis, se plantearon varias reformas. Una de las primeras medidas 
implementadas por el gobierno argentino consistió en la promulgación de la Ley N° 
23 696/89 de Reforma del Estado. En esta Ley, estaba contemplada también la 
reestructuración de la industria del gas. Posteriormente, con la publicación del 
Decreto N° 48/91 de Privatización de Gas del Estado, se aportaron algunos 
elementos con respecto a los análisis previos a la privatización, tal cual como 
finalmente se efectivizó en 1992631. 
 
La reestructuración de las industrias energéticas argentinas implicó un drástico 
cambio en el papel desempeñado por el Estado en la actividad y una modificación 
sustancial en las modalidades de coordinación (formulación, ejecución y control de 
las decisiones) del sistema energético632. 
 
                                               
627  NACIONES UNIDAS, Resultados de la reestructuración de la industria del gas en la Argentina, 
Santiago de Chile, noviembre de 2000, pág. 9, Proyecto OLADE/CEPAL/GTZ. 
 
628 Loc. cit., pág. 13. 
 
629 RODRÍGUEZ VILLAFAÑE, D., Ob. cit., pág. 48. 
 
630  Loc. cit., ídem.  
 
631 Loc. cit., pág. 14. 
 
632  PISTONESI, Héctor, Desempeño de las industrias de electricidad y gas natural después de las 




La reforma mencionada tenía por objetivo: (a) proteger adecuadamente los derechos 
de los consumidores; (b) promover la competitividad de los mercados de oferta y 
demanda de gas natural, y alentar inversiones para asegurar el suministro a largo 
plazo; (c) propender a una mejor operación, confiabilidad, igualdad, libre acceso, no 
discriminación y uso generalizado de los servicios e instalaciones de transporte y 
distribución de gas natural; (d) regular las actividades del transporte y distribución de 
gas natural, asegurando que las tarifas que se apliquen a los servicios sean justas y 
razonables según norme la presente Ley; (e) incentivar la eficiencia en el transporte, 
almacenamiento, distribución y uso del gas natural; (f) incentivar el uso racional del 
gas natural, velando por la adecuada protección del medio ambiente; y (g) propender 
a que el precio de suministro de gas natural a la industria sea equivalente a los que 
rigen internacionalmente en países con similar dotación de recursos y 
condiciones633. 
 
Es importante señalar que las actividades de transporte y distribución de gas que 
fueron ejercidas monopólicamente por la empresa estatal Gas del Estado creada en 
1946, fueron, posteriormente, por medio de la Ley N° 24076 del año 1992, 
privatizadas en diez unidades de negocio: dos transportadoras y ocho distribuidoras, 
y se creó el marco regulatorio vigente en la Argentina634. 
 
Sin embargo, existen quienes consideran que dicha reforma energética fue 
incompleta y que por el contrario, el Estado perdió el control de la política energética. 
Uno de estos críticos es KOZULJ para quien la crisis energética argentina que 
comenzó a manifestarse a comienzos del año 2004 es una consecuencia “previsible” 
de las reglas de juego puestas en vigencia durante los años noventa, esto es, el 
traspaso al sector privado de la casi totalidad de los servicios públicos, entre ellos, 
los correspondientes al sector energético635. 
 
En la actualidad, la distribución en la regulación argentina consiste en el reparto del 
gas natural desde los City Gates hasta el usuario. Luego de la privatización de Gas 
del Estado, esta actividad la realizan nueve empresas (Camuzzi Gas Pampeana 
S.A., Camuzzi Gas del Sur S.A., Distribuidora de Gas del Centro S.A., Distribuidora 
                                               
633 Loc. cit., pág. 16. 
 
634 NACIONES UNIDAS, Crisis de la industria del Gas Natural en Argentina, Santiago de Chile, marzo 
de 2005, pág. 19. 
 
635  La crisis energética de la Argentina: orígenes y perspectivas, KOZULJ, Roberto, pág. 1.  Disponible 
en: http: //www.econ.uba.ar/planfenix/docnews/energia/kozulj.pdf (visitado el 25.06.16). 
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de Gas Cuyana S.A., Gas Natural Ban S.A., Gas Nor S.A. Litoral Gas S.A., 
MetroGas S.A y Gas Nea S.A.) y, a su vez, dentro de determinadas localidades con 
aproximadamente setenta y cinco subdistribuidoras636. 
 
Lo señalado se puede apreciar en la siguiente figura: 
 




Fuente: Extraído de El desafío del downstream del gas en Argentina. Instituto Argentino del Petróleo y 
del Gas, Argentina, 2015, pág. 28. 
 
Finalmente, es interesante resaltar que pese a las reformas regulatorias y jurídicas 
implementadas en la Argentina, aún se pueden identificar intentos y experiencias de 
municipalización del gas natural. Por ejemplo, Radio Salta de la República 
Argentina, propaga la noticia sobre el proceso de municipalización de los servicios 
que reclama la localidad de Campo Quijano, la misma que ha sido acogida 
favorablemente por el presidente de la comisión de asuntos municipales de la 
cámara de diputados de ese país637. Del mismo modo, podemos mencionar el caso 
de la empresa municipal Emugas S.A.638 en la localidad de San Francisco, provincia 
de Córdoba. 
                                               
 
636   LAMBÁN, Miguel, “Factura social en el servicio de Gas Natural por redes, su relación con tarifa y 
subsidios”, Tesina de la Universidad de Belgrano, Buenos Aires, 2012, pág. 6. 
637  Para mayor información confróntese: http://radiosalta.com.ar/tag/municipalizacion/ (visitado el 
03.05.16). 
 
638  La Voz de San Jus “Gas natural: una nueva etapa”, Córdoba, 22 de noviembre de 2011, Disponible 
en: http://www.lavozdesanjusto.com.ar/ subsitios/noticia_ampliada.php?id_noticia=9924, (visitado el 




3.10.4. Experiencia comparada en Italia 
Para GIUNTINI, en la actualidad, a diferencia de lo que ocurrió en los inicios de la 
municipalización en Italia, las empresas municipales prestadoras de servicios 
públicos ya no son consideradas como un área de explotación para los partidos 
políticos sino que estas están siendo tratadas como empresas privadas639. 
 
Entre las nuevas funciones de la municipalidad están la supervisión y el control de 
una parte; y por la otra, la dirección, la planificación y la elección del operador más 
adecuado para satisfacer las necesidades de su comunidad. Cada municipio tiene 
que reconsiderar su modelo para gestionar los servicios de energía y medio 
ambiente, los mismos que exigen cada vez más complejas tecnologías640. 
 
Para la referida autora el rol de los municipios ha ganado un importante valor 
estratégico. Algunos investigadores italianos, destacan que para el caso del gas 
natural ha nacido una especie de tercera dimensión en la relación entre el Estado y 
el mercado, denominada esta como “glocal”641. 
 
Sin perjuicio de la reforma implementada, la mencionada autora encuentra al menos 
cinco problemas en el sector del gas. El primero es la transición cultural de un 
modelo a otro. En segundo lugar, una nueva gestión económica se desarrolla con 
dificultad. En tercer lugar, la ENI, que fue creada como una empresa pública para el 
suministro de energía en los años cincuenta, es un actor demasiado grande para 
competir. La empresa está dominando el sector del gas, que tiene una integración 
vertical completa, manteniendo lejos a los competidores del mercado; por eso hace 
falta una competencia perfecta. En cuarto lugar, el nivel tecnológico de la industria 
del gas italiano necesita de más sistemas de provisión y regasificación de gas 
natural licuado. En quinto lugar, Italia es una importadora masiva de gas del exterior 
y está fuertemente condicionada por los países de suministro y, definitivamente, en 
función de las relaciones internacionales642. 
 
                                               
639  GIUNTINI, Andrea, La evolución de las empresas municipales de gas in Italia en la economía global 
y el papel de la Unión Europea, Ob. cit., pág. 7. 
 
640  GIUNTINI, A., Loc. cit., págs. 7-8.  
 
641  GIUNTINI, A., Loc. cit., ídem. 
 
642  GIUNTINI, A., Loc. cit., pág. 8.  
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Después de haber precisado conceptos importantes para comprender la prestación 
del servicio público de distribución de gas natural en el Perú y descrito algunas 
experiencias de la industria del gas natural en países como Colombia, España, 
Argentina e Italia, podemos entonces determinar en el cuarto capítulo la pertinencia 







PERTINENCIA LEGAL DE LA MUNICIPALIZACIÓN DEL SERVICIO PÚBLICO DE 
DISTRIBUCIÓN DE GAS NATURAL POR RED DE DUCTOS A LA LUZ DE LOS 
PRINCIPIOS Y CRITERIOS CONSAGRADOS EN EL ACTUAL RÉGIMEN 
ECONÓMICO CONSTITUCIONAL PERUANO 
4.1. Lineamientos preliminares 
Luego de haber desarrollado los aspectos teóricos de la municipalización de los 
servicios públicos y de haber tomado conocimiento sobre la industria gasífera y su 
condición de haber sido comprendida como servicio público, en su fase o etapa de 
distribución, debemos determinar finalmente la pertinencia de la municipalización del 
servicio público de distribución de gas natural por red de ductos a la luz del actual 
régimen económico constitucional peruano. 
 
El tema que es materia de la presente investigación podría generar a priori 
escepticismo en cuanto a su importancia por ser la municipalización de los servicios 
públicos una expresión de antigua data que surgió en un régimen económico distinto 
al actual. Sin embargo, esta expresión aún sigue siendo materia de investigación y 
debate en diversos países de Europa. 
 
La presente tesis no solo tiene por objetivo generar debate sobre un fenómeno que 
ha sido poco estudiado dentro de nuestras instituciones nacionales, sino que el 
legislador, a nuestro entender, de manera casi “ingenua”, ha pretendido 
municipalizar un servicio público económico de alcance nacional sin haber efectuado 
un estudio previo que comprenda un análisis proporcional a su alcance y naturaleza. 
 
4.2. Consideraciones generales sobre la denominada “municipalización 
energética” 
Como hemos señalado a la largo del presente estudio, la injerencia del Estado en la 
economía es un tema de debate constante. Por ejemplo, para VELA existen dos 
modelos marcados: el primero surgió en América del Norte, donde, a pesar de existir 
un fuerte control estatal, las empresas se encuentran en manos privadas; el 
segundo, el europeo occidental que, en su origen, se desarrolló en un esquema 
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marcadamente público, siendo las empresas nacionalizadas las que controlaban y 
manejaban la industria del gas natural en Europa643.  
 
En el primer capítulo del presente trabajo, hemos visto que la municipalización de los 
servicios públicos ha sido una preocupación constante en Europa a inicios del siglo 
XIX y, pese a que pareciera ser un debate culminado, hasta hoy existen propuestas 
para “remunicipalizar” determinados servicios públicos.  
 
A la fecha de la presente investigación, encontramos propuestas como las de 
ORTEGA y NARBONA, para quienes las empresas en el siglo XXI deben volver a 
recuperar la relación con los recursos locales, al mismo tiempo que deberían 
compartir redes de servicios energéticos con otras empresas permitiendo una 
gestión integrada de los servicios energéticos de un modo óptimo644. 
 
Entre dichas propuestas se planteó el cambio hacia un modelo energético basado en 
energías renovables prestado por empresas energéticas locales. Para ORTEGA, no 
se trata de desplazar las posibles iniciativas ciudadanas sino de recuperar la gestión 
pública local ya que ello devuelve la seguridad, la confianza y libertad a los 
ciudadanos para protagonizar el cambio de modelo energético645. 
 
Para el mismo autor, los procesos de municipalización de servicios públicos que se 
han dado en distintos países obedecen a diversas motivaciones con numerosas 
fundamentaciones teóricas. La principal de ellas surge a raíz de la experiencia de la 
“mal llamada liberalización” (en opinión de ORTEGA) del sector energético cuando 
se ha tratado de una gestión privada de monopolio sin libertad de mercado ni 
competencia que bloquea el cambio de modelo energético646.               
                                               
643  VELA, Antonio, El gas como alternativa energética, Alianza Editorial, Madrid, 1995, pág. 131. 
 
644 CRISTINA NARBONA, JORDI ORTEGA: “El papel de la ciudadanía local contra el cambio 
climático”, en AICE: Monográfico, Ciudad, Medio Ambiente y educación, diciembre 2012, págs. 44-
49. 
 
645  Información extraída de la entrevista realizada al profesor Jordi Ortega. 
 
646  Del mismo modo, para ORTEGA, los dos modelos más representativos son los Múnich y 
Sacramento. En el caso de Múnich ante la negativa del operador en invertir en redes para un 
modelo descentralizado para lograr 100% renovables expropia las redes y construye Stadtwerke 
Munich. A partir de la reforma de la Ley de renovables en 2004, que deroga el programa de 100. 
000 tejados solares aprobado en 1999, se suceden municipalización de la energía. Sacramento tras 
dos referéndums la energía se municipaliza. El proceso sigue con los casos de Hamburgo y Berlín. 
También Francia hay una federación de empresas de servicios público que incluye agua y energía. 
Francia la experiencia se ha centrado en el agua. En: Entrevista realizada a Jordi Ortega el 03 de 
septiembre de 2016. 
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Asimismo, precisa que a través de la municipalización se garantizaría la libertad de 
los ciudadanos para generar su propia energía y poder adoptar medidas de 
eficiencia energética de forma viable que, actualmente, el oligopolio y poder del 
mercado de una gestión privada de los monopolios naturales impide647. 
 
Finalmente, enfatiza que cada país deberá de encontrar las motivaciones y los 
elementos en los procesos de participación democrática que los conduzcan a una 
municipalización de la energía. Los problemas difieren y, por ello, los procesos de 
municipalización no son fórmulas a repetir, ya que las experiencias de gestión, 
participación democrática y estructura en un país varían de unas a otras empresas 
públicas municipales648. 
 
A partir de lo manifestado, en la entrevista concedida por el profesor ORTEGA, se 
puede apreciar la complejidad de la municipalización energética, siendo este un 
tema de constante debate. Uno de los fundamentos que motivan esta discusión es la 
forma en que debe prestarse el servicio público, y la opción que los países elegirán 
estará siempre ligada al modelo económico que se privilegie en un determinado 
contexto. 
 
Considerando que el trabajo de la presente tesis consiste en determinar la 
pertinencia de la municipalización del servicio público de la distribución de gas 
natural por el sistema de red de ductos, a la luz del actual régimen económico 
constitucional, y habiéndose comprobado que dentro del ordenamiento legal se 
encuentra vigente la Ley N° 29496, mediante la que se otorgan facultades y 
atribuciones a los municipios para que creen empresas que se hagan cargo de la 
distribución del gas natural por el sistema de ductos, encontramos conveniente 
efectuar un análisis de dicha Ley, a lo largo de todo el proceso que se siguió, desde 
la formulación de su correspondiente proyecto de Ley, hasta su promulgación. 
 
Podemos afirmar que la mencionada Ley, constituye un intento de municipalización 
del servicio público de distribución de gas natural por red de ductos, que 
evidentemente no ha surgido de un adecuado debate que se sustente en la doctrina, 
ni de un análisis de costo beneficio que determine su pertinencia, en el ámbito 
congresal. Lo que nos conducirá más adelante, a formular nuestras conclusiones 
                                               
647  Información extraída de la entrevista realizada al profesor Jordi Ortega. 
 




sobre los requerimientos mínimos para que un pretendido proceso de 
municipalización, pueda o no ser emprendido, dentro del ordenamiento jurídico 
vigente. 
 
4.3. Empresas municipales encargadas de la prestación del servicio público de 
distribución de gas natural por red de ductos 
A la fecha de la presente investigación, no se han encontrado referencias ni 
investigaciones que conduzcan a debates respecto a la municipalización de los 
servicios públicos, a lo largo de la vida republicana del Perú; por esta razón, los 
operadores del Derecho solo se han limitado a efectuar una labor meramente 
exegética de las disposiciones que conciernen, por ejemplo, al servicio público de 
distribución de gas natural por red de ductos. 
  
Como se ha desarrollado en el primer capítulo, la municipalización de los servicios 
públicos no ha sido motivo de preocupación en el Perú, porque no se propiciaron los 
foros académicos en los que se debatan doctrinaria y filosóficamente, tampoco se 
hizo dentro del foro congresal republicano. Tenemos, por lo tanto, solamente 
referencias de las experiencias europeas. Esto nos indica que hacer un análisis de la 
pertinencia de la municipalización del servicio público de distribución de gas natural 
por red de ductos constituye un aporte que pretende abrir debate, por cuanto ello, 
está ligado a un servicio público de innegable relevancia para el desarrollo del país. 
 
Dando inicio a nuestro propósito, consideramos necesario otorgarle un espacio a la 
evaluación de la Ley N° 29496 partiendo de su respectivo proyecto de Ley, toda vez 
que ello constituye un ejercicio de reflexión cuya importancia radica en advertir el 
tratamiento que podría dársele a la municipalización del servicio público de gas 
natural en el Perú. 
 
Por último, es preciso advertir que la presente tesis no se centra exclusivamente en 
dicha Ley sino que recoge, a manera de ejemplo, y como ejercicio de reflexión para 
analizar las probabilidades de éxito de su implementación y algunas carencias al 






4.4. Consideraciones generales sobre la Ley de creación de empresas 
municipales encargadas de la prestación del servicio público de 
suministro de gas natural por red de ductos en el ámbito de las 
municipalidades distritales y provinciales 
Como mencionamos en el tercer capítulo, el 14 de enero de 2010 se publicó en el 
diario oficial "El Peruano", la Ley N° 29496, Ley de creación de empresas 
municipales, encargadas de la prestación del servicio público de suministro de gas 
natural por red de ductos en el ámbito de las municipalidades distritales y 
provinciales. 
 
Dicha Ley tiene el objeto de autorizar la creación de empresas municipales, con 
personería de Derecho Público o Privado, encargadas de la prestación del servicio 
público de suministro de gas natural por red de ductos en las localidades que 
puedan ser abastecidas de gas natural, en virtud de lo cual se declara de interés 
público la creación de estas empresas municipales, siendo competencia del MINEM 
la calificación de la subsidiariedad aplicable a cada caso. 
 
De acuerdo con la mencionada Ley, las empresas municipales de suministro de gas 
natural por red de ductos operan con los recursos presupuestales de las respectivas 
municipalidades distritales y provinciales provenientes del Tesoro Público, así como 
con recursos recaudados por concepto de canon y sobrecanon a los hidrocarburos 
en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones. Estas inversiones estarían destinadas 
para los siguientes aspectos: redes de distribución, tuberías de conexión y 
acometidas domiciliarias, o redes internas domiciliarias, dependiendo de la 
evaluación que realice cada empresa municipal. 
 
Del mismo modo, la Ley plantea que las empresas municipales, bajo cualquier 
modalidad societaria o contractual, deberán contar con un operador estratégico, 
quien se encargará de la operación del sistema de distribución de gas natural y de 
su aprobación por el MINEM. Asimismo, las empresas municipales podrán 
establecer convenios de asesoría y financiamiento con instituciones nacionales de 
promoción de la inversión, así como promover asociaciones público-privadas, 
alianzas o joint venture con empresas privadas nacionales o extranjeras para el 




Posteriormente, mediante el Decreto Supremo N° 058-2010-EM se aprobó el 
Reglamento de la Ley de creación de empresas municipales encargadas de la 
prestación del servicio público de suministro de gas natural por red de ductos en el 
ámbito de las municipalidades distritales y provinciales. 
 
Ahora bien, sobre este tema debemos señalar que si bien no se han encontrado 
estudios sobre la municipalización del servicio público de distribución de gas natural 
por red de ductos, hemos identificado un análisis de la Ley N° 29496 por parte de 
CÉSPEDES ZAVALETA. 
 
Para CÉSPEDES ZAVALETA la Ley de creación de empresas municipales cumple 
con los requisitos de su creación y de declaración de alto interés público para la 
conformación de empresas públicas, dejando el requisito de subsidiariedad, al 
designio del MINEM649. 
 
Del mismo modo, refiere que, si bien las empresas del Estado no son 
imprescindibles, son necesarias. Recalca que la existencia de las empresas 
municipales para la prestación del servicio público de suministro de gas natural es 
necesaria para la satisfacción de una serie de necesidades sociales, que por una u 
otra razón, no son atendidas en su totalidad por el sector privado, y que para ello se 
requiere dotar a tales empresas de los recursos necesarios para alcanzar niveles 
óptimos de eficiencia económica650. 
 
Sin perjuicio de la postura a favor o en contra que podamos tener respecto a la 
creación de empresas municipales encargadas para la prestación de servicio público 
de distribución de gas natural por red de ductos, consideramos importante 
mencionar los alcances de dicho autor pues constituyen y reflejan la postura de 
quienes apoyan la existencia de las empresas municipales en el país. 
 
Luego de las reflexiones planteadas, consideramos necesario conocer la evolución 
que siguió la Ley de creación de empresas municipales dentro de las Comisiones 
que se encargaron de elaborar los dictámenes correspondientes, ello nos permitirá, 
evaluar e identificar cuál es la lógica que inspiró al legislador. 
                                               
649  CÉSPEDES ZAVALETA, Adolfo, Comentarios a la Ley Nº 29496, Ley de creación de empresas 
públicas municipales encargadas de la prestación del servicio público de suministro de gas natural 
por red de ductos en el ámbito de las municipalidades provinciales y distritales. En: Gestión y 
Desarrollo, Lima, 2010, pág. 12. 
 
650 Loc. cit., ídem.  
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4.4.1. Análisis del proyecto de la Ley de creación de empresas municipales 
encargadas de la prestación del servicio público de suministro de gas 
natural por red de ductos en el ámbito de las municipalidades distritales 
y provinciales 
Respecto de los inicios de la gestación de la Ley N° 29496, encontramos en el 
dictamen de la Comisión de Descentralización, Regionalización, Regulación, 
Gobiernos Locales y Modernización de la Gestión del Estado algunos conceptos que 
debieron ser tomados en cuenta por el pleno antes de su promulgación. 
 
En efecto, la mencionada Comisión realizó un análisis de los alcances del Proyecto 
de Ley N° 1109/2006 CR651 estudiando su compatibilidad dentro del ordenamiento 
legal vigente tal como consta en la transcripción que hacemos de sus actas donde 
se registra lo siguiente: 
 
“Al respecto se debe señalar que el artículo 35º de la Ley Orgánica de 
Municipalidades en relación a la actividad empresarial municipal establece 
que: “Las empresas municipales son creadas por Ley a iniciativa de los 
gobiernos locales con acuerdo del concejo municipal con el voto favorable de 
más de la mitad del número legal de regidores […] los criterios de dicha 
actividad empresarial tendrán en cuenta el principio de subsidiaridad del 
Estado […]”. 
 
En el párrafo citado, más adelante, se enfatiza en lo siguiente: “Cabe destacar que la 
creación de una empresa municipal es una función exclusiva de los gobiernos 
locales que responden al plan estratégico de desarrollo económico local, así como a 
las necesidades de su jurisdicción”652. 
 
Del mismo modo, señala que las municipalidades provinciales y distritales se 
encuentran autorizadas para crear, en el marco de su autonomía, las empresas que 
requieran sus comunas para una adecuada prestación de servicios públicos locales 
de su circunscripción. Es así que, emitir una Ley que autorice un acto que se 
encuentra reservado como iniciativa de un gobierno local deviene en inadecuado, 
toda vez que existe un procedimiento predeterminado para la creación de una 
empresa municipal653. 
 
                                               
651 Para mayor información Ver Anexo N° XII 
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De esta manera, la Comisión de Descentralización, Regionalización, Regulación, 
Gobiernos Locales y Modernización de la Gestión del Estado encuentra, en su 
opinión, contradicciones entre el proyecto de Ley y lo dispuesto por la Ley Orgánica 
de Municipalidades y la Constitución vigente, lo que le servirá de fundamento para 
emitir su dictamen. 
 
En referencia al Artículo 2° del proyecto de Ley, la Comisión señala que las 
municipalidades elaboran sus presupuestos en forma autónoma y en concordancia 
con los planes de desarrollo concertados de su jurisdicción. Asimismo, enfatiza que 
su presupuesto debe sustentarse en el equilibrio real de sus ingresos y egresos654. 
 
Del análisis expresado por la señalada Comisión, queda en evidencia que las futuras 
empresas municipales, al utilizar el presupuesto municipal, estarían generando un 
subsidio directo en favor de sus empresas. Este hecho determina, que el proyecto 
de Ley que es materia de estudio, contravenga lo dispuesto en el Artículo 62° de la 
Ley N° 24948 - Ley de la Actividad Empresarial del Estado. 
 
En la misma Comisión655 a la hora de redactar su dictamen reproduce opiniones que 
ellos mismos se encargaron de solicitar. Así tenemos, por ejemplo, el de la 
Municipalidad Metropolitana de Lima que señala lo siguiente: 
 
“[…] resultaría factible que cada una de las municipalidades distritales del 
país estén en condiciones de crear una empresa municipal para suministrar 
Gas Natural en su jurisdicción, lo cual permitiría en un plazo corto contar con 
ductos y conexiones para el suministro de gas en todo el país, a través de 
inversión descentralizada que tendría un rápido retorno; sin embargo no 
podemos dejar de advertir que existen municipalidades distritales que recién 
están trabajando para implementar los servicios básicos de agua y energía 
eléctrica.” 
 
De esta manera, la Municipalidad Metropolitana de Lima hace ver su falta de 
entusiasmo cuando advierte que existen municipalidades distritales que “recién” 
están trabajando para implementar los servicios de agua y energía eléctrica. Lo cual 
nos lleva a deducir que tales atribuciones y competencias de data muy antigua no 
han sido suficiente ni oportunamente atendidas ni implementadas. Inferimos, por lo 
tanto, que el servicio de distribución de gas natural por red de ductos correría igual 
suerte. 
                                               
654 Para mayor información Ver Anexo N° XII 
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Otra opinión, proveniente del Ministerio de Economía y Finanzas, se manifestó 
contraria al Proyecto de Ley mediante Oficio N° 1111-2007-EF/10656, por no 
encontrar suficientes razones de interés público o de manifiesta conveniencia 
nacional. Asimismo, expresa que el sector privado está atendiendo el suministro de 
gas natural. Hace notar que la Ley contraviene lo dispuesto por la Ley de Actividad 
Empresarial del Estado al proponer que las empresas utilicen parte de los recursos 
presupuestales de las municipalidades que provienen del Tesoro Público, etc. 
 
Respecto de la opinión emitida por el Ministerio de Economía y Finanzas, esta 
coincide con lo expresado por la Comisión de Descentralización657 en el punto 8, 
cuando señala lo siguiente:  
 
“[…] por todo lo señalado se concluye que la proposición legislativa no es viable dado 
que contravendría lo dispuesto en el artículo 60º, 107º y numeral 9) del artículo 195º 
de la Constitución Política, el artículo 62º de la Ley No. 24948 – Ley de la Actividad 
Empresarial del estado y la segunda disposición final de la Ley 28927 – Ley de 
presupuesto del Sector Público para el año fiscal 2007, recomendándose la no 
aprobación del Proyecto de Ley No. 1109/2006-CR.” 
 
Finalmente, en el numeral (9), la Comisión destaca que por las razones expuestas la 
Comisión de Descentralización, Regionalización, Gobiernos Locales, y 
Modernización de la Gestión del Estado, con arreglo al Artículo 70°, inciso (c) del 
Reglamento del Congreso de la República, resuelve el archivo del Proyecto de Ley 
N° 1109/2006-CR, que propone la Ley que autoriza la creación de empresas 
municipales de servicios de suministro de gas natural por red de ductos en el ámbito 
de los distritos y provincias a nivel nacional. 
 
De la descripción que corresponde a lo actuado por la Comisión de 
Descentralización, se desprende claramente que el proyecto de Ley N° 1109 
colisiona contraviniendo lo dispuestos por la Constitución, la Ley Orgánica de 
Municipalidades y la Ley de empresas del Estado. Ignora, al mismo tiempo, la 
autonomía municipal al arrogarse el Congreso competencias que no le 
corresponden. Pese a dichas contradicciones, la Comisión de Energía y Minas 
apoyó la aprobación del referido Proyecto de Ley, demostrando un total 
desconocimiento o elusión de dichas contradicciones desde el punto de vista legal. 
 
 
                                               
656 Ver Anexo N° XV 
 
657Para mayor información Ver Anexo N° XII 
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4.4.2. Comisión de Energía y Minas 
Debemos destacar que en la Comisión de Energía y Minas658 sí se le reconoce 
importancia a lo dispuesto en el Artículo 60° de la Constitución, la misma que 
establece los lineamientos para la creación de una empresa pública por Ley expresa 
y basada en ello, sugiere la modificación pertinente del proyecto, como se puede 
apreciar a continuación: 
 
“Es así que la Constitución utiliza la frase “solo autorizado por Ley expresa…” para 
evidenciar que no pueden expedirse Leyes genéricas que permitan una creación 
indiscriminada de empresas del estado. En ese sentido, nuestra opinión es que la 
fórmula propuesta en el Proyecto de Ley 1109/2006-CR es de carácter genérico y en 
consecuencia no cumple con los presupuestos del artículo 60º de la Constitución, por 
lo que no debe aprobarse con el texto actual que contiene, siendo conveniente que, 
previo análisis técnico económico y de resultar positivo las conclusiones de dicho 
análisis, se individualicen las empresas que se pretenden crear”. 
 
Por otra parte, el contenido y texto del Dictamen de la Comisión de Energía y Minas 
desarrolla en el numeral (3.2) un análisis económico-financiero respecto al caso 
Pariñas-Talara659, llegando a las siguientes conclusiones: 
 
“3. Sin embargo es necesario señalar que si bien el texto del Proyecto de Ley N° 
1109/2006-CR, que propone autorizar la creación de Empresas Municipales, 
encargadas de la prestación del servicio público de suministro de Gas Natural a 
nivel nacional y en principio no debería ser aprobado en su fórmula original, 
resulta conveniente establecer una normativa de carácter general que tome en 
cuenta que a futuro van a existir un importante número de localidades que 
potencialmente puedan ser abastecidas por Gas Natural. 
 
4.  Sin embargo la iniciativa legislativa sería viable si se modificase su texto original 
por un texto sustitutorio que señale que la calificación de la subsidiaridad es 
establecida por el Ministerio de Energía y Minas y que así mismo sea de su 
competencia la aprobación del operador estratégico que se encargue de la 
gestión del servicio. 
 
5.  Es recomendable que el presente Proyecto de Ley que autoriza la creación de 
Empresas Municipales, encargadas de la prestación del servicio público de 
suministro de Gas Natural por red de ductos en el ámbito de las municipalidades 
distritales y provinciales a nivel nacional, sea reformulado, previo análisis técnico 
económico de los aspectos indicados en los párrafos precedentes”. 
 
De lo señalado por la referida Comisión se puede apreciar que desde un inicio se 
advirtió la importancia y especial cuidado que debía tenerse con relación a las 
normas de seguridad contempladas en el Anexo N° 1 del Reglamento de distribución 
de gas natural por red de ductos vigente, ya que el incumplimiento de las mismas 
podría generar accidentes de consecuencias incalculables para el desarrollo de la 
                                               
658  COMISIÓN DE ENERGÍA Y MINAS - Período Anual de Sesiones 2007-2008, pág. 2. 
 
659 Para mayor información Ver Anexo N° XII 
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industria del gas natural a nivel nacional. Para ello, es importante que las empresas 
municipales autorizadas cuenten con el operador estratégico que garantice el 
aspecto técnico en el manejo de la concesión, toda vez que se trata de actividades 
complejas y de alta especialización que no pueden ser cubiertas con el personal 
cotidiano del municipio660. 
 
Por otra parte, la Comisión de Energía y Minas analizó tres escenarios económicos 
para sustentar la existencia de un subsidio sobre la base de la creación de una tarifa 
ideal que beneficiaría a tres mil usuarios en la localidad de Negritos. Esta 
disquisición sirvió de sustento para argumentar la procedencia a la autorización de la 
creación de empresas municipales encargadas de la prestación del servicio público 
de suministro de gas natural por red de ductos en el ámbito de las municipalidades 
distritales y provinciales de la República.  
 
Sin embargo, se debe tener en cuenta que estas reflexiones solo expresaban las 
necesidades de la localidad de Negritos y, en nuestro criterio, no debieron 
generalizarse y llegar a conclusiones sobre realidades diferentes, o en todo caso 
desconocidas de diversas localidades de todo el territorio de la República. Lo que se 
evidencia, a la fecha del presente trabajo y desde el año 2008, es que no se han 
presentado solicitudes por parte de alguna municipalidad para acogerse a este 
dispositivo legal con la intención de asumir el rol empresarial de distribuir el gas 
natural en sus respectivas localidades. 
 
Contrastando el desarrollo y las argumentaciones en favor y en contra en el seno de 
ambas comisiones, resulta evidente que arribaron a dictámenes contradictorios, 
puesto que una opinó por el archivamiento del proyecto de Ley y la otra postuló por 
su promulgación. 
 
En nuestra opinión, los argumentos que avalaron el dictamen de la comisión de 
descentralización, fueron los más sólidos, racionales y ajustados a Derecho, por lo 
que consideramos que la promulgación de la Ley, vulnera algunos criterios y 
principios como señalaremos adelante. 
 
                                               
660  Dictamen de la Comisión de Energía y Minas recaído en el Proyecto de Ley N° 1109/2006-CR que 
recomienda una fórmula sustitutoria denominada: "Ley de creación de Empresas Municipales 
encargada de la prestación del servicio público de suministro de gas natural por red de ductos en el 
ámbito de las Municipalidades distritales y provinciales", págs. 14-15. 
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4.4.3. Críticas a los argumentos empleados para aprobar la Ley de creación de 
empresas municipales encargadas de la prestación del servicio público 
de suministro de gas natural por red de ductos en el ámbito de las 
municipalidades distritales y provinciales 
Como hemos descrito líneas arriba, en ambas Comisiones, no hubo debate en el 
campo jurídico, ni consideraciones doctrinarias, tampoco un estudio de factibilidad o 
por lo menos un perfil técnico referido a las zonas o regiones donde podría ser 
sustentable la distribución del gas natural por el sistema de ductos. Solo en el caso 
de la Comisión de Descentralización se tomaron en cuenta las contradicciones que 
llevaba el Proyecto de Ley en relación con el ordenamiento legal, referidos a la Ley 
Orgánica de Municipalidades, Ley de la Actividad Empresarial del Estado y la 
Constitución vigente. 
 
Del mismo modo, resulta importante, sin que deje de ser anecdótico, señalar que se 
emplea el argumento de “seguramente en el futuro se presentarían innumerables 
solicitudes de los municipios para pedir la creación de empresas destinadas a la 
distribución del gas natural por el sistema de ductos”. Esto ha quedado desvirtuado, 
porque no se conoce, hasta la fecha de la presente investigación, ninguna 
municipalidad que haya iniciado acciones destinadas constituir empresas 
municipales a la luz de las disposiciones contenidas en la Ley N° 29496. 
 
Todo lo descrito anteriormente, corresponde a la actividad congresal en el seno de 
las comisiones de Descentralización, Regionalización, Gobiernos Locales y 
Modernización del Estado y de la Comisión de Energía y Minas, en donde se 
observó el Proyecto de Ley por colisionar con el Artículo 35° de la Ley Orgánica de 
Municipalidades en relación con la actividad empresarial municipal que establece lo 
siguiente:  
 
“Las empresas municipales son creadas por Ley a iniciativa de los gobiernos locales 
con acuerdo del concejo municipal con el voto favorable de más de la mitad del 
número legal de regidores. Dichas empresas adoptan cualquiera de las modalidades 
previstas por la legislación que regula la actividad empresarial y su objeto es la 
prestación de servicios públicos municipales.” 
 
Así, podemos colegir entonces que las municipalidades distritales y provinciales 
están expeditas en virtud de la Ley Orgánica de las Municipalidades, Ley N° 27972, 
para crear, en el marco de su autonomía, las empresas que sus comunas requieran, 
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con el objeto de prestar los servicios públicos que demande la población dentro de 
su circunscripción. 
 
Respecto de lo anterior, encontramos, en los antecedentes que precedieron a la 
promulgación de la Ley N° 29496, suficientes razones para afirmar que dicha Ley 
habría sido promulgada sin una reflexión profunda y sistemática como exige la 
técnica legislativa.  
 
En los párrafos precedentes, hemos desarrollado aspectos que consideramos 
relevantes, como el análisis de la génesis de la Ley de creación de empresas 
municipales, con lo que ejemplificamos y tratamos de ilustrar la improvisación y falta 
de tecnicismo con el que fue abordado el tema en las instancias congresales. En 
nuestra opinión, esta ausencia de rigor constituye un riesgo latente al momento de 
tomar decisiones en casos, como el de la municipalización del servicio público de 
distribución de gas natural por red de ductos, aceptando que para ello se requiere de 
un análisis técnico, legal y económico previo y detallado, que nos permita analizar su 
pertinencia antes de la promulgación de cualquier dispositivo legal. 
 
4.4.4. Pronunciamientos a favor de la Ley de creación de empresas 
municipales encargadas de la prestación del servicio público de 
distribución de gas natural por red de ductos en el ámbito de las 
municipalidades distritales y provinciales 
Otro aspecto importante a tener en cuenta es el análisis efectuado por parte del 
Ministerio de Energía y Minas. Mediante el Oficio N° 820-2007-MEM/DM que adjunta 
el Informe N° 21-2007-DGH/AT661, la Dirección General de Hidrocarburos del 
Ministerio de Energía y Minas indicó estar de acuerdo con el proyecto de Ley de 
creación de empresas municipales. En el Informe del Ministerio de Energía y Minas 
se señala que de acuerdo con la Ley Orgánica de Municipalidades, estas pueden 
prestar los servicios públicos municipales, debiendo tener en cuenta el principio de 
subsidiariedad contemplado en el Artículo 60° de la Constitución Política del Perú.  
 
En nuestra opinión, este pronunciamiento refleja la falta de idoneidad por la ausencia 
de un análisis minucioso y concienzudo, técnicamente desarrollado, 
económicamente sustentado, y financieramente solventado por parte del ente rector 
                                               
661 Ver Anexo N° XIII 
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de la política energética, lo que desde nuestra perspectiva, constituye un riesgo 
latente para la toma de decisiones del país. 
 
4.5. Deficiencias de la Ley de creación de empresas municipales encargadas 
de la prestación del servicio público de suministro de gas natural por red 
de ductos en el ámbito de las municipalidades distritales y provinciales 
En el presente acápite demostraremos cómo se ha promulgado una norma (Ley de 
creación de empresas municipales encargadas de la prestación del servicio público 
de suministro de gas natural por red de ductos) desde el Congreso de la República, 
contraviniendo elementales criterios y parámetros de la técnica legislativa. Estas 
deficiencias han dado lugar a una Ley que alcanza su obsolescencia e 
inaplicabilidad porque desde su promulgación no ha servido para que algún 
municipio en el territorio nacional se encargue de la prestación del servicio público 
de gas natural por red de ductos. 
 
4.5.1. La Ley no cumple con su finalidad  
De acuerdo con BENTHAM, por nomografía se entiende el arte y la ciencia mediante 
los cuales se puede dar expresión al contenido de la Ley, de tal forma que conduzca 
en el máximo grado posible a la obtención de los fines. La nomografía también 
implica el contenido de la Ley, tanto de las Leyes que se han promulgado y han 
entrado en vigor como de las que están destinadas a promulgarse662. 
 
En efecto, para el referido autor la legislación es una operación que tiene siempre 
como objetivo la consecución de un fin práctico. Cualquiera que sea este fin ya se 
considere el contenido o la forma, el modo en que se ejecute la tarea en cualquier 
ocasión será importante en la medida que no obstruya su logro663. 
 
Del mismo modo sostiene que hay un consenso casi unánime en subrayar que no 
solo es importante lo que dicen las Leyes sino lo que consiguen, por lo que es 
necesario conocer si el comportamiento de sus destinatarios se acomoda o no a sus 
previsiones, cuáles son sus consecuencias y cuál es el coste de la consecución de 
                                               
662  BENTHAM, Jeremy, Nomografía o el Arte de Redactar Leyes, Boletín Oficial del Estado, Madrid, 
2004, pág. 12. 
 




sus objetivos664 pues ya no nos encontramos ante la reducción positivista del 
Derecho sino a un Derecho mucho más dúctil, basado en normas pero también en 
principios, que abren la teoría y el razonamiento jurídico a la necesidad de la 
ponderación y a la búsqueda de la mejor decisión, o de la más razonable que no es 
otra que aquella que consigue convencer a la comunidad jurídica por estar basada 
en las mejores razones665. 
 
Siguiendo los criterios desarrollados por BENTHAM, consideramos que la Ley de 
creación de empresas municipales no es el resultado de la voluntad manifiesta de 
quien tiene la competencia y atribución para hacerlo, es decir, el municipio. La Ley 
que analizamos no refleja las necesidades del Subsector Hidrocarburos, tan solo, 
como vimos en párrafos precedentes, toma el caso de Negritos como fundamento, 
creando inclusive un subsidio irregular, para luego proceder a una falsa 
generalización, que termina con la promulgación de la norma. 
 
En conclusión, consideramos que la Ley que es materia de estudio, además de ser 
producto de la falta de análisis y de la improvisación, no tiene utilidad práctica a la 
fecha y tampoco cumple con los objetivos que supuestamente deben inspirarla, 
entre ellos, el de la masificación del gas natural en el Perú. 
 
4.5.2. La Ley no considera características importantes de la distribución del 
gas natural en el Perú 
Para CONDE666 muchas son las circunstancias que generan el desconocimiento del 
Derecho por ciertos sectores de la población. El referido autor reconoce que una de 
las razones que dificultan la comprensión de las normas es la amplitud de ámbitos 
de regulación donde el incremento del número de normas supone la correlativa 
necesidad de remisiones legislativas para evitar duplicidades y redundancias667.  
                                               
664  MERCADO PACHECO, Pedro, “Análisis económico del derecho y teoría de la legislación. Coste del 
derecho y mejora regulatoria”, En: Algunos problemas actuales de técnica legislativa, Thomson 
Reuters, Aranzandi, Navarra 2015, pág. 65. 
 
665  Loc. cit., pág. 69.  
 
666  CONDE ANTEQUERA, Jesús, “Técnica normativa y aspectos lingüísticos y estructurales: sobre la 
eficacia comunicativa de las Leyes y Disposiciones de carácter general”. En: Algunos problemas 
actuales de técnica legislativa, Thomson Reuters, Aranzandi, Navarra 2015, pág. 182. 
 




Recalca además que cada vez son más los sectores técnicos que son objeto de 
regulación, sectores en los que se emplea un lenguaje técnico de difícil comprensión 
y que se incorpora en la normativa668. 
 
Del mismo modo enfatiza que la adaptación de la norma a la realidad social y 
política exige continuas derogaciones de normas que son sustituidas por otras 
nuevas y, en muchas ocasiones, se procede a la regulación de determinadas 
materias en normas “cajón de sastre” con denominaciones dispares o poco 
relacionadas con el contenido de las mismas lo que conlleva a una desorganización 
y desubicación de algunos de estos contenidos669. 
 
En línea con las ideas planteadas por CONDE, vemos que la Ley de creación de 
empresas municipales evidencia una falta de análisis técnico de los hidrocarburos. 
Como señalamos en el tercer capítulo, la industria del gas natural en el Perú implica 
el conocimiento de criterios técnicos sofisticados, sin embargo; como hemos podido 
explicar en los párrafos precedentes, los aspectos técnicos de la industria jamás se 
tomaron en consideración al momento del debate por lo que la Ley no refleja todos 
los aspectos necesarios para la prestación del servicio público de distribución de gas 
natural por red de ductos. 
 
4.5.3. La ley es inútil 
A través de la doctrina de las “Leyes inútiles” abordada por BETTINI en Italia, se 
desarrolla el “síndrome” de inaplicación o déficit de cumplimiento de las Leyes, 
determinada por razones políticas, de ineficiencia administrativa o simplemente de 
carencia relativa de medios técnicos idóneos para lograr los objetivos de la 
legislación670. 
 
Considerando los conceptos arriba mencionados, somos de la opinión que la Ley N° 
29496 es inútil pues además de no cumplir con su cometido, esto es, el de 
implementar la masificación del gas natural por red de ductos en el país, tampoco 
interpreta ni refleja una necesidad de la municipalidad. Queda demostrado, como 
señalamos anteriormente, que no ha pasado de ser solo una buena intención 
                                               
668  Loc. cit., ídem.  
 
669  Loc. cit., ídem.  
 
670 ZÚÑIGA URBINA, Francisco, “Los dilemas actuales de la función legislativa. El Congreso Nacional 
y su problemática centralidad – funcionalidad”, En: Revista de Derecho Público de la Universidad de 
Chile, N° 71, 2009, Chile, pág. 70. 
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inspirada en masificar el consumo de gas natural, sin haberlo logrado, ni siquiera en 
forma incipiente hasta la fecha en que se va concluyendo la presente investigación. 
 
Es interesante acotar que para que la Ley pueda ser aplicable como un instrumento 
que facilite o promueva la masificación del gas debió contar con un estudio técnico, 
económico y financiero de la industria del gas por sistema de ductos, que pueda 
servir como base para que los operadores económicos, ya sean los entes 
municipales o las empresas privadas, puedan evaluar las alternativas que les lleve a 
incursionar en el tendido de redes para distribuir el gas natural por red de ductos. 
 
4.5.4. Consideraciones generales sobre técnica legislativa empleada 
Como señalamos anteriormente, la Ley N° 29496 no ha sido el resultado de un 
debate, a la luz de consideraciones doctrinarias, ni mucho menos técnicas. A pesar 
de haberse advertido sobre sus contradicciones en el aspecto legal, es evidente que 
no hubo interés al interior de las Comisiones que emitieron sus correspondientes 
dictámenes, lo que determina diversas falencias, que en nuestra opinión es el 
resultado de la ausencia del impacto regulatorio, análisis costo-beneficio y diversos 
conceptos que sustentan la doctrina del Derecho Reflexivo que toda norma debería 
tener presente desde el momento de su formulación como proyecto. 
 
4.5.5. Análisis del impacto regulatorio de las normas 
En los últimos años después de un proceso de liberalización de los diversos 
sectores económicos, en el Perú se han emitido normas derivadas del quehacer 
tanto del poder ejecutivo como del poder legislativo que no guardan parámetros de 
calidad. Dicha situación está ligada a la existencia de pocos incentivos destinados a 
mantener y mejorar la calidad de las nuevas y las ya existentes normas a los largo 
del ciclo normativo. Por un lado, el gobierno ha delegado el control cualitativo y 
cuantitativo de las normas al Congreso y a los Ministerios y, por otro lado, carece de 
un sistema de filtros, monitoreo e incentivos estimulados por instituciones con 
mandatos claros y recursos adecuados671. 
 
Esta situación ha generado que, en doctrina, hayan surgido estudiosos que buscan 
mejorar la calidad de las normas. En este sentido, los juristas han comenzado a 
                                               
671  Diagnóstico para el Diseño de un Esquema Institucional de Control de Calidad y Filtro de 
Regulaciones en el Estado Peruano, JACOBS & ASSOCIATES, INC, 26 de diciembre de 2005, pág. 




reclamar un ordenamiento técnicamente más coherente, que debe procurar a través 
de dictámenes una mayor técnica legislativa del gobierno672. 
 
Uno de estos mecanismos de mejora de la calidad de las normas es el Análisis de 
Impacto Regulatorio (AIR), a través del cual se busca optimizar la eficiencia y 
efectividad de las medidas regulatorias asegurando que logren los objetivos trazados 
con el menor costo posible y los menores efectos indeseados673. 
 
El proceso para llevar a cabo el AIR está compuesto por una serie de etapas que 
incluyen la identificación del problema a ser resuelto, a través de la intervención 
reguladora, la definición del o de los objetivos de la intervención reguladora, la 
selección de las opciones regulatorias que pueden servir para conseguir esos 
objetivos (considerando opciones de distinto nivel de intervención sobre la 
autonomía privada), y finalmente, la valorización y comparación de las ventajas y 
desventajas de cada una de esas opciones (en la forma de comparación de costos y 
beneficios, o únicamente de costos)674. 
 
A partir de mediados de la década de 1990, la Reforma Regulatoria y el Análisis de 
Impacto Regulatorio - AIR se transformaron en unas de las principales temáticas y 
desafíos del moderno public management. A partir de ese momento, se ha 
producido una gran evolución no solo cuantitativa sino cualitativa en las técnicas y 
mecanismos utilizados, partiendo de simples métodos analíticos de costos hacia la 
aplicación de técnicas más flexibles e integradas, enfocadas a la información y 
eficiencia de los procesos regulatorios675. Al respecto, la Organización para la 
Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE) ha definido a la gobernanza 
regulatoria como la visión general sobre la regulación, incluyendo la estructura de 
gobierno y la interacción entre este y las entidades no gubernamentales676. 
                                               
 
672  IBÁÑEZ GARCÍA, Isaac, La reforma del Ordenamiento Jurídico Económico. Políticas de 
Participación y simplificación, Dykinson, Madrid, 1997, pág. 46. 
 
673  QUINTANA, Eduardo, “Análisis del Impacto regulatorio en la Regulación de los Servicios Públicos”, 
En: Derecho & Sociedad, N° 36, Lima, 2011, pág. 28-29. 
 
674 Loc. cit., ídem.  
 
675  ARAGONE RIVOIR, Ignacio, Procedimientos y metodologías para la mejora de la calidad, En: 
Regulación de los Servicios Públicos en Iberoamérica: Balance y perspectivas, Lima, 2010, pág. 
487. 
 
676  GARCIA VILLAREAL, Jacobo Pastor, "Prácticas y políticas exitosas para promover la mejora 
regulatoria y el emprendimiento a nivel subnacional", En: Documentos de Trabajo de la OCDE sobre 
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En concordancia con lo anteriormente señalado, nos resulta claro que la Ley de 
creación de empresas municipales refleja la ausencia del análisis de impacto 
regulatorio en las normas por parte del Congreso. Esto demuestra una vez más que 
la referida Ley ha sido aprobada sin el requisito de tener un estudio de factibilidad 
económico financiero ni de impactos sociales y ambientales, y ni de las 
consecuencias que de ello se deriva.  
 
4.5.6. Ausencia de un correcto Análisis Costo Beneficio 
El Análisis Costo Beneficio (ACB) es una metodología aplicable a todos los 
proyectos de inversión privados y públicos. También, permite realizar el análisis de 
políticas públicas. Asimismo, es útil para el estudio de modificaciones de 
procedimientos y en proyectos que tengan que ver con los llamados costos de 
transacción. Pero los proyectos de normas que se presentan en el Congreso de la 
República no necesariamente requieren la aplicación plena de la metodología 
convencional, pues no todos tienen efectos cuantificables, porque cambian de forma 
sustantiva a través del tiempo677. 
 
La metodología del ACB permite ordenar información y procesarla para apoyar los 
procesos de toma de decisiones. El gobierno, dados sus recursos limitados, debe 
elegir entre un amplio universo de medidas de gobierno posibles de poner en 
práctica, un conjunto finito de proyectos o propuestas de política asociados a 
beneficios sociales significativos. El ACB puede ser utilizado para rechazar o aceptar 
una amplia gama de proyectos y escoger entre medidas alternativas que persiguen 
los mismos objetivos sociales de modo que se maximice el impacto deseado678. 
 
Es importante tener en cuenta que muchas veces hay problemas que no requieren 
de un cambio legislativo para ser resueltos. Efectivamente, en muchos casos, es 
suficiente que se modifiquen normas de menor jerarquía y, en otros, solo se 
requieren mejoras de gestión y operación relacionadas con determinados 
procedimientos. Por ello, lo primero que se requiere descartar es que exista una 
                                                                                                                                      
Gobernanza Pública, 2010, pág. 12. Disponible en: 
http://www.oecd.org/gov/regulatorypolicy/46003827. pdf.  
 
677  Guía para la evaluación de proyectos de Ley, ASOCIACIÓN CIVIL TRANSPARENCIA, Lima, 2008, 
pág. 15. Disponible en: http://www.transparencia.org.pe/documentos/guia.pdf. (04.07.2016). 
 
678  Loc. cit., pág. 18.  
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decisión menos compleja que una modificación de Ley para resolver el problema 
que justifica el trabajo legislativo679. 
 
Del mismo modo, es necesario indicar que desde 1993, el Congreso incorporó la 
obligación de presentar un análisis costo beneficio de las diferentes iniciativas de 
Ley que se presenten. El requisito de ACB solo puede ser dispensado por motivos 
excepcionales. Esto es, sin lugar a dudas, un avance importante, pues constituye un 
esfuerzo para acompañar los proyectos de Ley con suficiente sustento respecto de 
cómo el proyecto busca lograr los objetivos que persigue y de presentar un análisis 
mínimo de los costos que implicaría para lograr sus propósitos680. 
 
En relación con la Ley que es materia de análisis, los legisladores no han aplicado 
correctamente la metodología ACB ni ninguna otra técnica legislativa al haber 
ignorado todos los pronunciamientos de la Comisión de Descentralización que 
sostienen en forma precisa los motivos por los cuales el proyecto de Ley debió ser 
archivado. 
 
Esto demuestra que el Congreso se ha convertido en un simple tramitador, sin real 
impacto debido a su utilización masiva y poco estratégica del ACB. En cuanto al 
“filtro” que debió tener el ente rector de la política energética (MINEM),  este se limitó 
en el control de la legalidad y su análisis adolece de una visión económica de los 
impactos que podría generar la creación de empresas municipales encargadas de la 
prestación del servicio público de distribución de gas natural por red de ductos681. 
 
4.5.7. Desconocimiento de la conceptualización y los alcances de la 
municipalización de los servicios públicos 
La evolución política, social y económica que se ha venido operando en el mundo 
nos muestra que el interés de atender los servicios públicos a través de la 
municipalización, como se mostró en el primer capítulo, ha llegado a sobrepasar las 
capacidades de los gobiernos locales, porque actualmente las municipalidades 
enfrentan retos de diferente dimensión, debido al crecimiento demográfico producido 
                                               
 
679  Loc. cit., pág. 28.  
 
680  Loc. cit., pág. 25.  
 
681  Diagnóstico para el Diseño de un Esquema Institucional de Control de Calidad y Filtro de 
Regulaciones en el Estado Peruano, Ob. cit., pág. 2.  
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en las urbes, lo que a su vez determina la existencia de demandas de servicios 
públicos cuyos volúmenes y especialización son muy diferentes a los últimos años 
del siglo XIX e inicios del siglo XX. 
 
Como señalamos en el primer capítulo, en el Perú no ha habido desarrollo 
doctrinario respecto del proceso de municipalización de los servicios públicos siendo 
este meramente exegético.  
 
Ante dicha ausencia de análisis integral, la Ley que tiende a municipalizar el servicio 
público de distribución de gas natural por red de ductos colisiona con la realidad 
económica que exige tanto al sector público como privado eficiencia y rentabilidad 
sostenida. Esto evidencia que el legislador no efectuó un análisis complejo y solo 
pensó que “era bueno” que la municipalidad ejerza actividad empresarial en el 
suministro de gas natural por red de ductos en el Perú. 
 
Dicho esto, a continuación, procederemos a efectuar el análisis de la pertinencia de 
la municipalización de los servicios públicos a la luz de los principios y criterios 
consagrados en el régimen económico constitucional. 
 
4.6. Economía Social de Mercado y pertinencia de la municipalización de los 
servicios públicos 
Como señalamos en el segundo capítulo, el modelo de Economía Social de Mercado 
tiene por cometido adecuar el libre mercado a las exigencias del principio de 
solidaridad, buscar la equidad entre los ciudadanos garantizando la vigencia de los 
derechos económicos y sociales, imponer la exigencia de garantizar derechos 
prestacionales, activar la participación estatal en la economía cuando ello resulte 
necesario, lo que se materializa cuando cumple su rol regulador interviniendo en las 
actividades que resultan primordiales para obtener el bienestar de la población en 
general682. 
 
En el modelo de Economía Social de Mercado, existe una cláusula de obligatoriedad 
social, que exige al Estado y a la política a tener siempre presente el bien de la 
                                               
682  HUAPAYA TAPIA, Ramón. El Proyecto de Ley de Reforma de la Constitución formulado a partir de 
la Ley N° 27600, la Constitución Económica y la regulación como técnica de reversión del estatismo. 
En: Administración Pública, Derecho Administrativo y Regulación. Estudios y Cuestiones. Ara 




sociedad. A su vez, la política económica y presupuestaria, con sus múltiples medios 
de ordenamiento y de proceso, deben concebirse y aplicarse de la misma forma683.  
 
En concordancia con dichos preceptos es que el Congreso debió advertir la 
pertinencia de la creación de empresas municipales encargadas de la prestación del 
servicio público de distribución de gas natural por red de ductos. 
 
De otro lado, es importante tener en consideración que todos los proyectos de 
infraestructura energética requieren grandes inversiones y exigen largos períodos de 
maduración y construcción. Sobre la base de estas consideraciones, siempre surgirá 
el cuestionamiento que genera largos y acalorados debates, de si es más 
recomendable un sector estatizado o un sector en el que la iniciativa privada juegue 
su papel debidamente regulado684. 
 
Para DE QUINTO, en principio, si los privados se muestran dispuestos a invertir, el 
Estado puede disponer de más recursos en otros sectores en los que la iniciativa 
privada se muestre menos proclive a invertir. En otros términos, si se da paso al 
inversionista privado, se podrán abordar más inversiones en menos tiempo685. 
 
Sin duda, el análisis de la pertinencia o no de la injerencia del Estado en la 
economía, es un tema que siempre generará debates, según cómo se plantee la 
doctrina, la filosofía, la ideología, que además de las consideraciones económicas, 
concurren desde diferentes perspectivas a la hora de abocarse al tema.  
 
4.6.1. Análisis del principio de subsidiariedad  
Como se desarrolló en el segundo capítulo, en virtud del principio de subsidiariedad 
consagrado en el Artículo 60° de la Constitución se dispone que el rol empresarial 
del Estado procederá solo en ausencia del interés privado.En tal sentido, para poder 
determinar la pertinencia de la municipalización del servicio público de distribución 
de gas natural por red de ductos es importante determinar previamente la ausencia 
del interés del sector privado. 
 
                                               
683  GARCÍA ECHEVARRÍA, S., Ob. cit. págs. 78-79. 
 
684  DE QUINTO, Javier, ¿Es la estatización la respuesta adecuada para los mercados?, En: Regulación 
Económica de los Servicios Públicos, Ara Editores, Lima, 2010, pág. 581. 
 
685  Loc. cit, ídem.  
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Si el Estado tiene priorizado el servicio de distribución de gas natural por red de 
ductos, lo primero que tendrá que hacer es un estudio técnico-económico de 
factibilidad, que determine con la mayor aproximación, cálculos de la demanda y 
áreas donde por razones de proximidad a los ductos de transporte pueda efectuarse 
el tendido de redes, estableciendo, entre otros temas, tiempos de garantía, 
estabilidad en las tarifas a fin de que puedan predecir los beneficios económicos que 
alienten al sector privador para asumir y emprender algún proyecto. Solo a partir de 
este esquema de factibilidad, se podría determinar razonablemente si realmente 
existe interés por parte del sector privado o es pertinente la intervención por parte 
del Estado a través de los municipios. 
 
Como hemos señalado en el tercer capítulo, los últimos años se han suscrito varios 
contratos de concesión para la distribución del gas natural, ello evidencia la 
presencia de interés del sector privado en dichas zonas. No obstante, aún no se han 
efectuado puestas en operación comercial en las zonas alto andinas ni en la selva 
de nuestro país. Solo existen contratos ya suscritos que no han generado un 
impacto relevante más allá de los efectos jurídicos que se haya podido observar. 686 
 
Del mismo modo, es importante recalcar que las empresas que suscribieron los 
contratos de concesión que se aprecian el gráfico se encuentran cercanas a 
empresas eléctricas que tienen demandas de gas natural de altos volúmenes y con 
rentabilidad superior a la que ofrece la distribución por el sistema de ductos. 
 
Por lo tanto, considerando que la “demanda ancla” para la construcción de 
infraestructura en Hidrocarburos está constituida por la generación eléctrica es 
imprescindible que se tomen medidas de promoción a la generación eléctrica para 
poder llevarla a las provincias del país y, a partir de ahí, poder generar un desarrollo 
de la industria del gas natural. 687 
 






                                               
686 Información extraída de la entrevista realizada a Francisco Torres Madrid. 
 

























Fuente: Elaboración propia 
 
Es fácil darse cuenta de la timidez con la que han fijado sus objetivos las empresas 
concesionarias, a quienes les motiva y entusiasma la atención de los consumidores 
de altos volúmenes, como son las generadoras de electricidad o algunas plantas 
industriales y estaciones de servicio para automotores, porque en estos casos los 
beneficios económicos son con menor inversión y en menor tiempo que el que 
implica el tendido de redes para la distribución de gas con sus correspondientes 
conexiones domiciliarias. 
 
Salta a la vista que los objetivos previstos por los concesionarios, para la instalación 
de conexiones domiciliares, son muy modestas, para ensamblarse con una política 
de masificación del gas natural. Posiblemente, porque la rentabilidad que busca la 
empresa distribuidora es más sostenible por el consumidor de altos volúmenes, 
como, por ejemplo, el de los generadores de energía eléctrica, que por el más 




Del mismo modo, es importante tener en cuenta que la iniciativa y la promoción de la 
atención de la demanda de los servicios públicos en manos del sector privado los 
últimos años, nos lleva a pensar que hay ausencia de interés y falta de capacidad de 
gestión por parte del Estado.  
 
En nuestra opinión, mientras permanezca el principio de subsidiaridad contemplado 
en la Constitución, el Estado debe cumplir el rol promotor, que le asigna la Economía 
Social de Mercado, preocupándose por resolver los problemas inherentes al 
abastecimiento de la energía del país.  
 
En ese sentido el Poder Legislativo, equivocadamente le otorga competencias y 
atribuciones empresariales a las municipalidades, para que puedan constituir 
empresas que se encarguen de la distribución de gas natural por red de ductos, sin 
tener en cuenta las características que le son inherentes a la industria del gas, 
ignorando además que el sector privado tiene en marcha concesiones que confirman 
su presencia e interés en el rubro de la distribución del gas natural por red de 
ductos. 
 
Nuestra apreciación es que hay una falta de articulación entre el Poder Legislativo y 
el Ejecutivo, por la ausencia de una política energética de Estado que permita el 
desarrollo sostenido de la industria gasífera, consiguiendo la masificación del gas 
natural en el país. 
 
Las tendencias para que el Estado pueda desarrollar su rol empresarial, por otra 
parte, tienen que resultar de la búsqueda de consenso nacional, donde se pueda 
demostrar que el Estado puede llevar con éxito un rol hasta ahora atribuido a los 
privados, solo así, podrá cambiarse la percepción negativa respecto a la injerencia 
del Estado en la economía.  
 
Desde las consideraciones que hemos desarrollado en los párrafos precedentes, 
comprendemos que la pertinencia de la municipalización de los servicios públicos 
debe guardar armonía y coherencia con lo dispuesto por la Constitución, que como 
ya dijimos basa la pertinencia del rol empresarial del Estado en el principio de 
subsidiaridad. 
 
Lo señalado nos permite llegar a las siguientes reflexiones: (i) los servicios públicos 
de alcance nacional, como es el caso del gas natural, deben prestarse respetando 
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los principios consagrados en el actual régimen económico constitucional, entre 
ellos, el principio de subsidiariedad por lo que es imperativo contar con los 
mecanismos económicos, legales y técnicos idóneos para lograr determinar el 
interés del sector privado, (ii) como señalamos en el segundo capítulo hay que 
diferenciar los servicios públicos locales de los servicios públicos de alcance 
nacional. En los servicios públicos de alcance local nos encontramos ante una 
actividad prestacional (noción subjetiva) a diferencia de los servicios públicos de 
alcance nacional como es el caso del servicio público de distribución de gas natural 
por red de ductos. 
 
4.6.2. Principio de libre iniciativa privada 
Como explicamos en el segundo capítulo, el Artículo 58° de la Constitución vigente 
señala que la iniciativa privada es libre y se ejerce en una Economía Social de 
Mercado. Bajo este régimen, el Estado orienta el desarrollo del país y actúa, 
principalmente, en las áreas de promoción de empleo, salud, educación, seguridad, 
servicios públicos e infraestructura. 
 
Resulta interesante acotar que tanto la Comisión de Descentralización, 
Regionalización, Gobiernos Locales y Modernización de la Gestión del Estado como 
la Comisión de Energía y Minas no consideraron en su análisis el referido Artículo.  
 
La Ley de creación de empresas municipales no toma en cuenta este principio toda 
vez que para establecer la necesidad pública se tiene que constatar 
fehacientemente la ausencia del interés de la actividad privada. Es de necesidad 
pública la atención de la demanda de gas en los distritos y localidades que van a lo 
largo del ducto de gas de Camisea. Si se hubiese convocado así de motu proprio el 
Estado podría haber asumido esta promoción para que las municipalidades lo hagan 
en forma subsidiaria. 
 
4.6.3. Libre competencia 
Como se señaló en el segundo capítulo, conforme a lo establecido en la Constitución 
vigente el Estado facilita y vigila la libre competencia, combate toda práctica que la 
limite así como el abuso de posiciones dominantes o monopólicas. Con relación a 
este punto, debemos señalar que, siendo la industria del gas natural un monopolio 
natural, el Estado a través de sus instituciones, como OSINERGMIN, ejerce las 
acciones de fiscalización, supervisión y regulación.  
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En el caso en particular, consideramos que la Ley de creación de empresas 
municipales podría colisionar con el Artículo 61° porque es creada para entrar en 
competencia con la empresa privada en ventaja sobre esta al tener acceso al 
subsidio que propone la Ley N° 29496. 
 
Luego de haber efectuado el análisis de la pertinencia de la municipalización de los 
servicios públicos a la luz del actual régimen económico constitucional, 
consideramos necesario prever (aunque someramente) algunas contingencias que 
podrían afectar a la gestión empresarial de los municipios o de sus concesionarios. 
 
4.7. Contingencias al implementar la municipalización del servicio público de 
distribución de gas natural por red de ductos 
En la presente sección, hemos visto útil trasladar el concepto de contingencia que se 
emplea en los denominados “Due Diligence”, para lograr identificar los riesgos que 
podrían generarse al momento de implementar la municipalización del servicio 
público de distribución de gas natural por red de ductos en el Perú688. 
 
4.7.1. Identificación de contingencias económicas 
Cada municipalidad ejerce jurisdicción dentro de sus límites, ya sean provinciales o 
distritales, lo que la obliga a que su actividad empresarial se proyecte dentro de 
ellos. Es importante destacar que no hay uniformidad en el tamaño del mercado que 
le correspondería a cada municipio; por tanto, la viabilidad empresarial (es decir, que 
sea sustentable económica y financieramente) sería determinada para cada caso en 
concreto mediante estudios de factibilidad pertinentes. 
 
Las razones de organización y de sustentabilidad para llevar adelante una empresa 
implica que los costos fijos –mientras sean prorrateados en menor número de 
unidades de producción, en nuestro caso, usuarios de gas natural– afectarán el 
costo final del producto con mayor peso del que soportaría una empresa de mayor 
envergadura o una demanda de mayor volumen.  
 
Este punto hace que la empresa sea descalificada técnica, económica y 
financieramente a la hora que solicite la aprobación del  título habilitante, porque 
                                               
688  Para mayor información sobre el tema confróntese: RESTREPO LONDOÑO, Iván Darío. Due 





tendría que verse en la necesidad de presentar al mismo tiempo una solicitud de 
subsidio para hacer llegar el servicio de gas natural al precio conveniente, cuya 
expectativa obedece a los precios del mercado de los hidrocarburos.  
 
Para ORTEGA689, a la fecha, los municipios presentan las siguientes limitaciones: 
 
“De forma que existe un profundo arraigo entre la institución municipal y el sistema 
democrático. Por lo tanto tenemos unos Entes Locales de raíz profundamente 
política, profundamente político-institucional que, sin embargo, se acompasan de 
forma más defectuosa con lo que pueda ser un planteamiento funcional de los Entes 
Locales en la actualidad. Hay un número de actividades, y entre ellas las que 
destacamos como actividades gerenciales, que requieren un nivel de especialización 
profesional que es incompatible con las arcas de los pequeños municipios. De ahí la 
importancia que deben tener en nuestro sistema local la profundización de los 
sistemas de gestión cooperativa si queremos mantener el viejo principio de raíz 
absolutamente político institucional de nuestros Ayuntamientos”. 
 
Este planteamiento nos lleva a reflexionar en las obligaciones que tendría que 
asumir el municipio en caso se decidiera establecer una empresa municipal para la 
distribución del gas natural por el sistema de ductos, pensando en que toda empresa 
deberá ser sustentable en cuanto a los criterios de calidad, precio, oportunidad y 
permanencia. 
 
Siendo la distribución de gas natural por red de ductos un monopolio natural, la Ley 
que autoriza a los municipios a formar empresas ha debido, quizá, pensar en 
empresas que abarquen una o más regiones, de manera que los costos operativos 
puedan ser asumidos en función de mercados más grandes que los que pueda 
tocarle a cada municipio en particular. Esta acotación se hace una vez más sobre la 
base de la ausencia del estudio de factibilidad que mencionamos líneas arriba.  
 
4.7.2. Identificación de contingencias legales 
En caso que la empresa municipal preste directamente suministro de gas natural, 
existiría el riesgo que esta no pueda cumplir con sus obligaciones contractuales. 
Además, el servicio público no podría ser prestado con la calidad o eficiencia que se 
requiere o exigen las normas. 
 
La obligación de suministrar el servicio público en forma permanente y con las 
exigencias de oportunidad y calidad tienen que ser de fiel cumplimiento por parte del 
                                               
689  ORTEGA ÁLVAREZ, Luis, “La actividad prestacional y económica de los Entes Locales”, En: 
Revista Jurídica de Navarra, N° 10, Navarra, 1990, pág. 15. 
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prestador del servicio, y debe asumir (de no hacerlo) la demanda indemnizatoria por 
parte del usuario insatisfecho. 
 
Como señala HUAPAYA, son principios del servicio público la obligatoriedad, la 
continuidad, la universalidad, la cláusula de progreso tecnológico, la igualdad y la 
regularidad. Estas constituyen las llamadas "Leyes de prestación" del servicio 
público o Les lois de Rolland690. Por tanto, considerando los altos niveles de 
sofisticación de la industria, ante un posible incumplimiento por parte del municipio al 
momento de prestar el servicio público de distribución de gas natural por red de 
ductos, ello ocasionaría conflictos sociales de consecuencias imprevisibles e 
inmensurables para el país. 
 
4.8. Pertinencia de la municipalización del servicio público de distribución de 
gas natural por red de ductos 
La Administración Local encuentra su justificación en la prestación de servicios 
básicos al ciudadano, muchos de ellos de carácter económico. Ello no implica que la 
propia Administración deba ser quien los preste directamente pero sí, al menos, 
quien los controle adecuadamente. No resulta conforme a Derecho el 
establecimiento de monopolios per se, cuando es posible la competencia entre 
empresas, salvo en los casos de monopolios naturales. En consecuencia, la 
concesión debería dar paso a otras formas de autorización más o menos 
reglamentadas en las que los intereses generales se salven mediante obligaciones 
universales o generales de servicio público, establecidas por vía reglamentaria, o 
mediante particulares condiciones en el título habilitante e incluso por vía 
contractual691. 
 
En la actualidad, ya no se considera necesario que la Administración se reserve para 
sí el ejercicio de ninguna de las actividades que integran el suministro del servicio. 
Esto ocurre porque la noción tradicional de servicio público ha sido cambiada por 
una que consiste en brindar las garantías del servicio que la Administración cuida a 
través del control de sus aspectos en cuanto al suministro regular o continuo, calidad 
del servicio y producción al menor coste posible692. 
                                               
690 HUAPAYA TAPIA, R., Ob. cit., pág. 94.  
 
691 Loc. cit., ídem.  
 




Para atender una necesidad social constatada, solo debe implantarse o mantenerse 
el servicio público municipal correspondiente cuando las otras posibilidades sean 
manifiestamente imposibles o insuficientes. Esto deberá constar de forma objetiva a 
través del análisis sobre la base de indicadores, cifras y datos estadísticos. Si no 
existe más solución que la de implementar un servicio público local, se deberá elegir 
la forma de gestión, considerando los criterios de economía, eficiencia y calidad. 
Como regla general, siempre deberá elegirse una forma de gestión indirecta o 
contractual, que implique colaboración público-privada. Si no resulta posible, se 
debería elegir la forma de gestión directa más adecuada a la naturaleza del servicio 
que ofrezca más eficiencia y calidad693. 
 
Resulta interesante traer a colación las reflexiones de la doctrina comparada para 
este tema. Por ejemplo, para SÁNCHEZ DÍAZ, luego de la entrada en vigor de la 
Constitución española, resulta claro que las entidades locales pueden ejercer la 
iniciativa pública para el ejercicio de actividades económicas, mediante expediente 
acreditativo en el que se valore la conveniencia y oportunidad de la medida, sin que 
ello suponga una declaración administrativa de asunción de tal actividad. Para el 
mencionado autor la municipalización constituye, por tanto, una expresión 
“trasnochada” e “innecesaria”694. 
 
En línea con lo señalado por SÁNCHEZ DÍAZ, consideramos que la municipalización 
de los servicios públicos constituye en una figura innecesaria para el caso del 
servicio público de distribución de gas natural por red de ductos. Comparando esta 
situación con nuestra realidad y considerando nuestro régimen económico 
constitucional vigente, al Estado se le atribuye el rol de subsidiariedad al encontrarse 
habilitado para intervenir económicamente solo en caso de la ausencia del interés 
privado. 
 
Por su parte, MERINO señala que conforme al principio de proporcionalidad, deberá 
utilizarse el instrumento de intervención más adecuado, según el objetivo que se 
persiga, buscando siempre el menos restrictivo y menos distorsionador de la 
iniciativa privada695. Es importante tener en cuenta que la tendencia actual bajo la 
                                               
693  Loc. cit., pág. 11. 
 
694  SÁNCHEZ DÍAZ, José Luis, “Servicios locales de naturaleza económica. Municipalización, 
concesión y autorización”, Revista de Estudios de la Administración Local (2001-2003), N° 291, 




concepción de administración garante como señalamos en el primer capítulo es la 
conexión con el sector privado696. 
 
En sintonía con las ideas planteadas, consideramos que implementar la 
municipalización del servicio público de gas natural por red de ductos sería una 
medida desproporcional y contravendría con lo dispuesto en el Artículo 60° de la 
Constitución vigente, pues no se tiene la sustentación técnico legal auxiliada de una 
adecuada información que se requeriría para que el municipio intervenga 
directamente en el servicio público a través de la creación de una empresa 
municipal. 
 
Frente a las limitaciones técnico-legales ante la posibilidad de municipalizar el 
servicio de suministro de gas natural por red de ductos proponemos a continuación 
algunas alternativas que podrían ser consideradas a partir de la necesidad evidente 
por masificar el gas natural en el Perú. 
 
4.9. Alternativas para implementar la masificación del gas natural en 
concordancia con los principios consagrados en el actual régimen 
económico constitucional peruano 
Como hemos podido advertir a lo largo de la presente tesis, la problemática 
generada por la intención de masificar el gas natural en el Perú debe encontrar 
solución respetando rigurosamente lo dispuesto en el capítulo del régimen 
económico constitucional. 
 
También, hemos encontrado la ausencia de una política energética que aborde 
técnica, económica y socialmente todo lo concerniente a los combustibles fósiles y, 
dentro de dicho contexto, deberá tener su tratamiento el gas natural. Esta afirmación 
nace de las consideraciones a los acuerdos internacionales de los que el Perú es 
signatario para adoptar medidas que amortigüen los efectos del cambio climático 
como efecto del calentamiento global, que –como es sabido– obedece en su mayor 
parte a los residuos producidos por la mala combustión de los combustibles fósiles. 
 
                                                                                                                                      
695  MERINO ESTRADA, Valentín, “Nuevos enfoques en la gestión de los servicios públicos locales”, 
En: Revista de Estudios Locales, N° 152, Madrid, 2012, pág. 10. 
 
696  ESTEVE PARDO. Revista de Administración Pública, Ob. cit., pág. 38. 
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El gas natural se explota en el territorio peruano de forma tímida e incipiente, debido 
a que no existe un estudio de factibilidad técnico, económico y financiero que le sirva 
de herramienta al Estado para convocar a la empresa privada a fin de que se haga 
cargo de la distribución del gas natural por el sistema de ductos en el resto de 
provincias donde sea viable. Es de elemental urgencia contar con esta herramienta 
para generar interés en el sector privado, pero también, para que el Estado sepa (si 
fuese el caso), cuáles serían los efectos de asumir a través de las municipalidades la 
prestación del servicio público de distribución de gas natural por red de ductos. 
 
Además, hemos visto que la Ley N° 29496 es el resultado de un total 
desconocimiento del problema gasífero por dos razones esenciales. Por un lado, se 
basa en el estudio de una pequeña población del norte que no representa la realidad 
de los distintos municipios a lo largo y ancho del territorio. Por otro lado, el legislador 
desconoce, al promulgar la referida Ley principios elementales para sustentar una 
empresa que exige fuertes inversiones de dinero y alta especialización técnica, 
imposibles, en la práctica, para los municipios distritales e inclusive provinciales por 
las Leyes que comprometen la economía de escala, la rentabilidad y la eficiencia. 
Por eso, en caso se compruebe la ausencia de interés por parte de la empresa 
privada, el Estado debería crear empresas subnacionales para atender la demanda 
del gas natural mediante el tendido de redes de gas natural. 
 
Sobre la base de nuestro análisis, proponemos revisar la Ley para que la distribución 
de gas natural por el sistema de ductos se concesione a través de licitaciones 
públicas internacionales, considerando territorios vastos, en los que sea posible 
redistribuir los costos administrativos y operativos entre una mayor cantidad de 
usuarios. 
 
La característica económica más general de la mayor parte de la infraestructura de 
servicios públicos es la realización de las prestaciones por medio de sistemas de 
redes de suministro diseñadas para atender a una multitud de usuarios. También, es 
preciso indicar que las inversiones y los costos de instalación de los sistemas de 
suministro son irreversibles o irrecuperables, pues tales inversiones se convierten en 
costos hundidos que provocan una asimetría esencial entre una empresa que ya 
está instalada y la que no está697.  
                                               
697  VÁSQUEZ CORDANO, Arturo, “Las características técnico–económicas de las industrias de 




Por tanto, se requiere establecer el precio promedio en ducto, antes de ser 
entregado al concesionario, para que este precio sirva de candado y asegure un 
precio estable en el gas natural. Esto debería ser fijado por el OSINERGMIN, 
además se podrían establecer parámetros que tiendan a dicho propósito cuando el 
gas natural sea utilizado como insumo industrial para la generación de electricidad o 
la industria petroquímica.  
 
Como señalamos en el tercer capítulo, la distribución de gas natural por ductos es 
una de las etapas de la producción de este combustible y como tal debe estar 
encuadrada dentro de una política energética consistente, que abarque todas las 
etapas de la producción del gas natural. Por tanto, hacerlo en forma fragmentada, 
como es el caso de la Ley N° 29496, produce distorsiones que pudieran generar 
perjuicios al usuario final. 
 
El Estado, en su deber de satisfacer la necesidad pública, debe encargarse de 
implementar las políticas necesarias y emitir los dispositivos legales necesarios para 
cumplir con sus objetivos. Ello implica que la regulación y el tratamiento de los 
hidrocarburos debe estar ubicada en el contexto de las políticas mundiales 
orientadas a fomentar la competencia así como cumplir con sus compromisos como 
lograr disminución de emisión de gases contaminantes, para así intentar detener el 
calentamiento global. 
 
4.10. Reflexiones finales 
De acuerdo con el análisis que hemos realizado, consideramos que implementar la 
municipalización del servicio público de distribución de gas natural por red de ductos 
contraviene el régimen económico constitucional, toda vez que el Estado solo puede 
desarrollar un rol empresarial cuando exista ausencia de interés por parte del sector 
privado conforme a lo dispuesto en el Artículo 60° de la Constitución vigente. 
 
Como hemos sostenido a la largo de la presente tesis, la municipalización de los 
servicios públicos constituye una forma de asumir la prestación de un servicio 
público de manera directa otorgándole atribuciones y competencias a las 
municipalidades mediante Ley expresa y es solo aceptable legalmente cuando haya 
comprobado desinterés por parte del sector privado para ofrecer dicha prestación. 
En tal sentido, sólo procedería legalmente si se comprueba la ausencia del interés 
por parte del privado.  
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Finalmente, ha quedado demostrada la presencia de interés del sector privado a 
través de la suscripción de los contratos de concesión actualmente vigentes y en 
ejecución. No existe prueba de desinterés por parte de la empresa privada que sea 
comprobada debidamente a través de una convocatoria pública que haya realizado 
el Estado y que, a la fecha, es imposible que se haga porque no existe el Estudio de 










CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
5.1. Conclusiones 
5.1.1. Conclusiones del Capítulo I 
 El municipio es un ente jurídico que forma parte del Estado que existe y opera al 
amparo de lo establecido en la Ley a través de la cual se fijan sus atribuciones y 
competencias para ser ejercidas en el ámbito de su jurisdicción territorial. 
 
 Las actividades de los municipios se realizan dentro de las atribuciones y 
competencias que están establecidas por la Ley. Sin embargo, en ejercicio de su 
autonomía inherente puede proponer legislación que incluya nuevas atribuciones 
y competencias en beneficio de sus respectivas localidades. 
 
 La municipalización de los servicios públicos es considerada como un suceso 
histórico, dinámico hasta nuestros días; y cuya pertinencia ha ido variando como 
consecuencia de los cambios sociales, políticos, económicos y jurídicos. 
 
 El proceso de municipalización de los servicios públicos surgió en un régimen 
económico donde el Estado tenía un carácter prestador y justificaba la existencia 
de la prestación directa de los servicios públicos de carácter económico por parte 
las municipalidades. Sin embargo, en la actualidad, justificar la creación de 
empresas municipales prestadoras del servicio público de distribución de gas 
natural por red de ductos resulta contraria al régimen de Economía Social de 
Mercado, donde el Estado deja de ser prestador y pasa a ser garante. 
 
 El proceso de la municipalización en el escenario europeo del último tercio del 
siglo XIX se vio influenciado por la Revolución Industrial y urbanismo, habiendo 
recibido aportes doctrinarios por parte del socialismo municipal impulsado por la 
denominada sociedad Fabiana. 
 
 La municipalización de los servicios públicos ha sido abordada en diversos países 
de Europa como Inglaterra, España, Italia y Francia a través de debates 
doctrinarios, políticos y filosóficos donde abundaron los argumentos a favor y en 
contra, que llevaron al final a que los Estados asumieran la prestación directa de 
los servicios de gas, agua, energía, transporte, etc. 
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 Una de las pocas experiencias de municipalización de los servicios públicos de 
carácter económico en el Perú son las dadas en el sector saneamiento y 
electricidad. Ambas experiencias se han dado de manera fáctica sin que mediara 
un sustento doctrinario previo que justifique su desarrollo como es el caso de la 
experiencia europea. 
 
 A diferencia de la experiencia europea, en el Perú no se tienen antecedentes 
sobre la municipalización del servicio público de distribución de gas natural por 
red de ductos.  
  
 El proceso de remunicipalización de los servicios públicos se aparta de las 
cuestiones ideológicas y doctrinarias para convertirse en una solución pertinente 
o no a juicio del municipio y sus capacidades, convirtiéndose en un hecho más 
bien de índole pragmática. 
 
5.1.2. Conclusiones del Capítulo II 
 Todas las actividades económicas, entre ellas, la de los Hidrocarburos deben 
efectuarse respetando los principios consagrados en el modelo consagrado en el 
actual régimen económico constitucional que es el de Economía Social de 
Mercado. 
 
 El rol empresarial del Estado está sujeto al principio de subsidiariedad lo que lo 
obliga a asumir la determinación de utilidad y necesidad pública así como el de 
comprobar la ausencia de interés de la empresa privada antes de crear o fundar 
empresas estatales ya sean estas nacionales, regionales o locales.  
 
 En el Perú no existe legislación que defina al servicio público. En el aspecto 
doctrinario no se tiene un concepto homogéneo. Sin embargo, a nivel 
jurisprudencial el Tribunal Constitucional ha desarrollado algunas de sus 
características, predominando la noción objetiva de servicio público. 
 
 La prestación de los servicios públicos deberá enmarcarse a la luz de las normas 
de descentralización administrativa, de manera tal que cada nivel de gobierno 
asuma el rol que le corresponde adoptar como instancia de promoción de la 




 La prestación de los servicios públicos sufre variaciones conforme va creciendo la 
demanda de los mismos o como consecuencia de la diversificación proveniente 
del desarrollo económico, tecnológico y social de cada Estado. 
 
 Los servicios públicos surgen de las necesidades de la población en general que 
para ser satisfechas son atendidas por las empresas privadas en primera 
instancia y ante la ausencia de ellas son asumidas por el Estado en su rol 
subsidiario de conformidad con los principios consagrados en el régimen 
económico constitucional vigente y las normas de descentralización 
administrativa. 
 
 Sin importar quien suministre el servicio público (ya sea a través de una empresa 
particular o por una empresa del Estado), este deberá encerrar características de 
accesibilidad, universal, igualdad, calidad, regularidad, continuidad, siendo estas 
prioritarias ante las expectativas económicas que pudiera tener el prestador del 
servicio público. 
 
 El proceso de liberalización de los servicios públicos consiste en la apertura a la 
empresa privada para que suministre en forma competitiva los servicios públicos, 
que estuvieron siendo prestados por el Estado, pasando a ejercer su rol 
regulador. 
 
 La exclusividad en la gestión, promoción, administración de servicios que tenía el 
Estado centralista antes de la Ley de descentralización ha sido superada en virtud 
de dicha Ley transfiriéndose a los gobiernos regionales y locales las atribuciones 
y competencias para establecer en forma autónoma la prestación de servicios 
públicos sujetos siempre al principio de subsidiariedad institucional y a la 
vinculación normativa que existe entre el gobierno central y los gobiernos 
regionales. 
 
 Para la gestión municipal prestadora de servicios públicos la externalización o 
internalización de los mismos más que obedecer a cuestiones de doctrina o de 
ideologías entran en el campo de la praxis o conveniencia siendo su objetivo el 
que la prestación de los servicios públicos reúna todas las condiciones que son 





5.1.3. Conclusiones del Capítulo III 
 La energía es requerida en todas las actividades humanas. Su disponibilidad es 
imprescindible para el desarrollo y para llevar una vida digna. La energía es la 
fuente de calor dentro de las viviendas, de la iluminación, de los servicios de 
transportes, de las comunicaciones y de los procesos productivos. 
 
 De acuerdo con el Plan Referencial de Energía elaborado por el Ministerio de 
Energía y Minas, se espera que en el periodo comprendido entre el 2014 y el 
2025 la demanda de la industria, transporte y sector residencial por combustibles 
fósiles seguirá una línea creciente. 
 
 En el Plan Referencial de Energía la estructura del consumo final de energía 
estará en base al gas natural, GLP y la electricidad, estimándose que en el 
periodo que contempla dicho Plan, la contribución de los Hidrocarburos Líquidos y 
Gaseosos a la matriz energética tendrá un menor peso estimado en 4%.  
 
 Entre los combustibles fósiles, el gas natural, es el que menos impacto ambiental 
produce por su alta capacidad de combustibilidad lo que determina la importancia 
de su utilización como fuente energética para las diversas actividades de la 
economía y el desarrollo de cada Estado. 
 
 A la luz del Decreto Supremo N° 064-2010-EM se establece la Política Energética 
en el Perú, la misma que tiene imperfecciones respecto de su claridad y alcances 
en función de metas y objetivos que se alineen con la sostenibilidad que exige 
tanto el impacto ambiental que ocasiona su consumo como el desarrollo que se 
espera para el país en un futuro mediato. 
 
 No existen en el Perú incentivos ni políticas destinadas a que se instalen plantas 
generadoras de energía eléctrica, en base a la energía solar, lumínica, eólica o 
energía geotérmica, que en el transcurso del tiempo sean las fuentes 
abastecedoras de energía que mejorando la calidad de la matriz energética 
constituyan un diseño de energía limpia y sostenible. 
 
 Desde el siglo XVII en que empiezan a hacerse las primeras instalaciones 
rudimentarias para utilizar el gas natural como combustible para el alumbrado 
público hasta nuestros días en que el gas natural adquiere importancia 
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económica como combustible utilizado en las termoeléctricas, vehículos y la 
industria petroquímica se han producido variaciones en los criterios que fijan la 
importancia del gas natural en la economía mundial.  
 
 El concepto de pobreza energética se basa en la dificultad de acceder a cualquier 
fuente de energía por parte de un sector de la población considerada vulnerable, 
ya sea porque no le lleguen las fuentes de energía o porque si le llegan no está al 
alcance de sus medios económicos para adquirirla.  
 
  La pobreza energética es un parámetro vinculado a los índices de pobreza que 
los Estados están obligados a disminuir utilizando las políticas pertinentes que 
tiendan a la inclusión de dichas poblaciones marginadas a través de políticas de 
Estado basadas sobre todo en el principio de solidaridad. 
 
 La Resolución Ministerial N° 203-2013-MEM/DM de fecha 24 de mayo de 2013, 
es un dispositivo a través del cual el Poder Ejecutivo se preocupa de fijar políticas 
destinadas a resolver la pobreza energética. Sin embargo, de la investigación 
realizada, hemos podido verificar que sus propósitos u objetivos todavía no han 
sido adecuadamente implementados a la fecha del presente trabajo. 
 
 El Ministerio de Energía y Minas en virtud de su rol concedente ha suscrito cuatro 
Contratos de Concesión con sendas compañías que a la fecha de la presente 
investigación vienen operando en el tendido de redes para la distribución de gas 
natural por red de ductos, lo que evidencia el interés del sector privado en la 
prestación del servicio público de distribución de gas natural por red de ductos. 
 
 De acuerdo a la investigación realizada podemos concluir que existe una evidente 
modestia en los objetivos fijados para las instalaciones domiciliarias para la 
distribución de gas natural por red. Esto demostraría que el interés empresarial se 
centra más que en la atención a la demanda doméstica en el abastecimiento a las 
industrias generadoras de energía eléctrica como consecuencia de ser estas las 






 Falta un estudio de mercado y de factibilidad técnico - financiero que el Estado 
pueda ofrecer a la empresa privada para incentivarla a incursionar en la industria 
del tendido de redes para la distribución de gas natural por red de ductos. 
 
 El Perú, en su condición privilegiada de ser dueño y productor del recurso 
gasífero, comparado a otros países que no tienen esta condición, no ha 
desarrollado una política de Estado adecuada considerando sus ventajas 
comparativas para un eficiente aprovechamiento del recurso en beneficio de la 
población nacional, hecho sobre el que también existe pronunciamiento del 
Tribunal Constitucional en el sentido de que la explotación de los recursos 
naturales debe ser de beneficio universal para la nación en su conjunto. 
 
 Respecto de los hidrocarburos, el Perú está incurso en todas sus fases, 
exploración, explotación, transporte, distribución, comercialización, 
procesamiento, refinación, almacenamiento, hecho que ha significado una 
adecuada legislación concordada con las funciones de control ejercidas por 
OSINERGMIN. 
 
 Hasta antes de la puesta en marcha de la explotación de los yacimientos 
gasíferos de Camisea, el Perú no se preocupó de desarrollar proyectos de 
distribución o abastecimiento de este combustible limitándose a atender la 
demanda del GLP lo que significa comparativamente con países de diferentes 
latitudes un atraso en la utilización oportuna y adecuada de este combustible. 
 
 La industria del gas natural en Colombia nos muestra una realidad diferente a la 
que corresponde al Estado peruano, impulsando la masificación del gas natural 
no sólo a través de mecanismos como el “Fondo Especial Cuota de Fomento” 
sino además porque su preocupación es de larga data, lo que significa que a la 
fecha del presente trabajo el gas natural ha alcanzado a siete millones de 
usuarios. 
 
 De los datos obtenidos en la presente investigación se deduce que el desarrollo 
de la industria del gas natural en España data desde los primeros años del siglo 
XIX, época en la que el gas natural era obtenido mediante sistemas de 
producción hoy anacrónicos, y que a la fecha han sido sustituidos por la 




 España nos muestra una transformación en la prestación del servicio de 
suministro que adoptó entusiastamente mediante la municipalización y que 
después de largo tiempo tuvo que ser liberalizada cediéndole la distribución a la 
empresa privada. 
 
 La industria del gas natural se encuentra desarrollada en la Argentina y tiene 
planificación de alcanzar a más de 16 millones de usuarios para el año 2025, 
habiendo superado los 14 millones para el 2013. Cabe precisar que años atrás se 
hicieron algunos intentos que no llegaron a culminarse para formar empresas 
estatales en el ámbito de la municipalización. 
 
5.1.4. Conclusiones del Capítulo IV 
 La Comisión de Energía y Minas consiguió la aprobación de la Ley N° 29496 en 
base a estudios económicos y de viabilidad en Negritos (haciendo una 
generalización). Por el contrario, la Comisión de Descentralización propuso el 
archivo de dicha Ley porque contravenía las disposiciones de la Ley Orgánica de 
Municipalidades y lineamientos contenidos en la Constitución Económica. 
 
 La Ley N° 29496 se ha promulgado sin considerar la opinión contraria dada por el 
Ministerio de Economía y Finanzas quien mediante Oficio N° 1111-2007-EF/10 
afirma que no existen suficientes razones de interés público o de manifiesta 
conveniencia nacional porque el suministro del gas natural ya estaría siendo 
atendido. 
 
 La Ley N° 29496 se contradice con las disposiciones contenidas en el Artículo 60° 
de la Constitución porque crea o autoriza la creación de empresas públicas en 
base a haber sido declarado de interés general la distribución de gas natural por 
red de ductos pero no toma en cuenta la disposición que obliga al Estado a 
cumplir su rol subsidiario cuando haya ausencia de interés por parte de la 
empresa privada. 
 
 Contrastando la Legge sulla municipalizzazione dei pubblici servizi de 1903 con la 
Ley N° 29496 – Ley de creación de empresas municipales encargadas de la 
prestación del servicio público de suministro de gas natural por red de ductos en 
el ámbito de las municipalidades distritales y provinciales del año 2010, esto es 
más mas de cien años después, encontramos una ausencia de desarrollo de las 
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situaciones previstas y de los objetivos a alcanzar, lo que nos hace concluir que la 
Ley no ha tenido la sustentación idónea necesaria demostrando la improvisación 
del legislador peruano. 
 
 La Ley N° 29496 se contradice con el Artículo 35° de la Ley Orgánica de 
Municipalidades el mismo que dispone que las empresas municipales deberán 
ser creadas a iniciativa de los gobiernos locales con acuerdo del Consejo 
Municipal y con el voto favorable de la mitad más uno del número legal de 
regidores en virtud. 
 
 La autoridad municipal, es decir, el Consejo Municipal y alcalde, titulares 
encargados para proponer una iniciativa legislativa con el fin de crear una 
empresa municipal. Por lo tanto, la Ley N° 29496 al no haber sido propuesta por 
las autoridades municipalidades competentes contraviene con lo dispuesto en el 
numeral (9) del Artículo 195° de la Constitución vigente de la Ley Orgánica de 
Municipalidades. 
 
 Administrativamente, las municipalidades actúan dentro de los límites 
considerados en el presupuesto previamente aprobado y donde están 
equilibrados sus ingresos y egresos en este entendido, la Ley perturba y pone en 
riesgo la ejecución presupuestal al comprometer ingresos provenientes del canon 
y sobrecanon para fines concernientes a la creación de la empresa municipal 
desatendiendo como consecuencia los fines a que están destinados dichos 
ingresos en los diversos programas sociales a cargo de los municipios (por 
ejemplo, vaso de leche). 
 
 Corroborando las conclusiones precedentes en cuanto a la improcedencia de la 
Ley N° 29496 la Comisión de Descentralización en el punto 8 dice: “ Por todo lo 
señalado se concluye que la proposición legislativa no es viable dado que 
contravendría lo dispuesto en el Artículo 60°, 107° y numeral (9) del Artículo 195° 
de la Constitución política, el Artículo 62° de la Ley N° 24948 – Ley de la Actividad 
Empresarial del Estado y la segunda disposición final de la Ley N° 28927 – Ley 
de Presupuesto del Sector Público para el año Fiscal 2007, recomendándose la 






 La Ley N° 29496 constituye un intento frustrado de masificación del gas natural, 
producto de la improvisación y presión política en concederle la prerrogativa de 
desempeñarse empresarialmente a las municipalidades. 
 
 La Ley N° 29496, sin ser explícita textualmente constituye un intento de 




En base a la investigación realizada así como a las conclusiones que hemos 
arribado, planteamos las siguientes recomendaciones: 
 
5.2.1. Ministerio de Energía y Minas 
Recomendamos que el Ministerio de Energía y Minas gestione ante el Ministerio de 
Economía y Finanzas, la partida presupuestaria necesaria para poder convocar a 
una licitación pública internacional que elabore un proyecto de factibilidad técnico-
económico para el tendido de redes de distribución del gas natural por red de ductos 
en el territorio nacional, con el objeto de contar con una herramienta que permita 
determinar la presencia del interés por parte del sector privado para hacerse cargo 
de la prestación del servicio público de distribución de gas natural por red de ductos. 
 
De esta manera, en caso de ser positiva la respuesta por parte del sector privado, 
podrá el Estado convocar a la o las licitaciones que vea por conveniente 
suscribiendo los Contratos de Concesión que lleven a satisfacer la demanda de 
energía gasífera en todo el territorio. Pero si la respuesta fuera negativa por parte de 
la empresa privada, el Estado quedará habilitado aplicando el principio de 
subsidiaridad, para emprender su rol empresarial, creando la o las empresas 
encargadas de la distribución del gas natural. 
 
Recomendamos que el Ministerio de Energía y Minas identifique las zonas hacia las 
que se deberán tender nuevos gasoductos para satisfacer poblaciones que se 
consideren suficientemente importantes por el nivel o tamaño de la demanda para 
justificar la inversión. Asimismo, ello permitirá determinar cuáles son las zonas que 
por su lejanía, y baja densidad poblacional, deberían ser atendidas con otro 




Recomendamos al Ministerio de Energía y Minas implementar un cronograma en el 
que se determinen los plazos para la ejecución de los estudios de factibilidad, luego 
para la convocatoria de licitaciones, y finalmente, para la ejecución de las obras, de 
manera que la política de masificación del gas natural, pase de ser una propuesta 
quimérica a una realidad palmaria. Dichos cronogramas, deberán ser de acceso 
público para cualquier administrado. En caso el Ministerio de Energía y Minas no 
logre cumplir con dichos plazos, deberá sustentar dicha demora, información que 
estará supeditada al control pertinente por parte de la Contraloría General de la 
República. 
 
Recomendamos al Ministerio de Energía y Minas para que al momento de convocar 
nuevas licitaciones de gasoductos estas lleven consigo un proyecto de distribución 
de gas a cargo del concesionario de manera que sea licitado el paquete completo de 
transporte y distribución y la empresa cumpla sus expectativas económicas al mismo 
tiempo que sus obligaciones sociales. 
 
5.2.2. Congreso de la República 
Considerando que la Ley N° 29496, vulnera el principio de subsidiariedad 
recomendamos derogarla. 
 
Del mismo modo, recomendamos que el Congreso de la República implemente una 
metodología de técnica legislativa a través de la cual todo proyecto de Ley sea 
sometido a los criterios contenidos en el Análisis Costo Beneficio y el impacto 
regulatorio de las normas, evitando de esa manera que se promulguen Leyes que 
por sus inconsistencia e inaplicabilidad, produzcan un abundamiento innecesario y 
solo creen confusión dentro de la legislación del Subsector Hidrocarburos como es el 
caso de la Ley de creación de empresas municipales encargadas de la prestación 
del servicio público de suministro de gas natural por red de ductos. 
 
5.2.3. Gobiernos locales 
Las municipalidades deben de adherirse al plan de masificación del gas natural por 
red de ductos a través de su rol de fomento de la cultura del gas cumpliendo los 
principios de simplificación administrativa, celeridad, predictibilidad y eliminando 




Recomendamos a las municipalidades que establezcan como requisito para la 
aprobación de la habilitación de nuevas urbanizaciones, el tendido de redes de 
distribución de gas natural junto con las exigencias de electrificación y saneamiento. 
 
5.2.4. Ministerio de Economía y Finanzas 
El Ministerio de Economía y Finanzas deberá otorgar el presupuesto requerido por el 
Ministerio de Energía y Minas para implementar la recomendación señalada en el 
primer párrafo. 
 
En caso el estudio de factibilidad técnico económico realizado por una consultora 
internacional indique que no existe interés por parte del sector privado, sugerimos 
que el Ministerio Economía y Finanzas realice los estudios pertinentes que sustenten 
la creación de un fondo social destinado a asumir bajo el criterio de costo hundido la 
instalación y tendido de redes para la distribución del gas natural en las zonas 
altamente vulnerables. 
 
5.2.5. Sociedad Nacional de Minería, Petróleo y Energía 
Se recomienda a la Sociedad Nacional de Minería, Petróleo y Energía fomentar y 
promover la investigación entre sus asociados, a través de publicaciones vinculadas 
con la industria del gas natural convocando especialistas tanto nacionales como 
internacionales. A su vez, es importante fomentar el estudio de estructura regulatoria 
y legal comparada con otras experiencias como la argentina y colombiana, de modo 
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EL GRAN CONSEJO  
DE LA REPÚBLICA Y EL CANTÓN DEL TESINO 
 





Art. 1 Se da a los municipios la facultad para asumir, en virtud de la presente Ley, 
el ejercicio directo con derecho de monopolio de servicios de interés público. 
 
Art. 2 Los servicios públicos municipales deben administrarse por separado y de 
modo distinto a las otras ramas de la gestión municipal. 
 
También podrán ser organizados por separado. 
 
Cambios para la liberalización del mercado de la energía eléctrica 
 
Art. 2a1 1I Municipios propietarios de la empresas municipales distribuidoras de 
energía pueden convertirlas en personas jurídicas de derecho privado, para 
prepararlas para la liberalización del mercado de la energía eléctrica. 
 
2La conversión puede extenderse, de forma individual o conjunta, a las actividades 
de producción y comercio de la energía eléctrica, a la propiedad y a la gestión de las 
redes de distribución y a actividades similares de otras fuentes de energía y 
servicios relacionados. 
 
Art. 32 1Las empresas municipales adoptan el modelo contable armonizado 
aplicando por analogía las normas dispuestas en el art. 151 y siguientes de la LOC. 
 
2|| El Departamento de las instituciones que tramite la Sección de los entes locales 
estará encargado de llevar a cabo la introducción del modelo contable armonizado 
para las empresas. 
 
Art. 4 La utilidad neta está destinada, en primer lugar, al pago de intereses del 
capital de instalación o de redención. 
 
El resto será destinado a los fondos especiales de reserva, amortización y 
renovación, y empleado en el mejoramiento de los servicios públicos, en la 
reducción de las tarifas y, en última instancia, a favor de las arcas municipales, todo 
conforme a lo prescrito determinado por reglamento especial. 
 
Art. 5 Debido a las formas y garantías establecidas por la presente Ley, los 
servicios de menor importancia o de carácter no predominantemente industrial se 
pueden emplear en la economía de forma independiente. 
 
_________________________________ 
1 Art. introducido por la L 5.10.1999; en vigencia desde 03/12/1999 - BU 1999, 284. 








Órganos de las empresas municipalizadas 
 
Art. 6 Los órganos de los servicios municipalizados son: 
 
- La Asamblea y el Consejo Municipal; 
- La Municipalidad y la Comisión administradora; 
- La Comisión de Auditoría; 
- La Dirección. 
 
CAPÍTULO III 
La Asamblea y el Consejo Municipal 
 
Art. 73 La Asamblea y el Consejo Municipal: 
 
a) Resuelve la contratación de los servicios públicos y si éstos deben ser 
administrados por la Municipalidad o por una Comisión especial a través de una 
organización separada; 
Las eventuales apelaciones sobre la cuestión de si un determinado servicio 
puede ser considerado de interés público, y por lo tanto empleado directamente 
por la Municipalidad, serán introducidas y juzgadas de acuerdo a la Ley sobre el 
procedimiento para casos administrativos. La decisión del Consejo de Estado es 
precisa; 
b) Adopta el presupuesto para gastos del ejercicio; 
c) Aprueba el balance final; 
d) Nombra a la comisión de auditoría; 
e) Establece la retribución del director y de los empleados; 
f) Adopta el reglamento orgánico de la empresa; 
g) Aprueba los reglamentos4. 
 
Art. 8 La asunción de los servicios públicos tendrá que ser resuelta por los dos 
tercios de la Asamblea – y con el voto afirmativo de la mayoría absoluta de los 
miembros del Consejo Municipal. 
 
Dicha Asamblea deberá ser convocada de acuerdo a las normas establecidas por 
las Asambleas extraordinarias, al menos 15 días antes de su celebración. 
 
Será deber de la Municipalidad la distribución a los ciudadanos, al menos ocho días 
antes, de sus propuestas relativas al servicio municipal, con datos técnicos, 
administrativos y financieros que estén relacionados con ellos. 
 
Art. 9 El periodo de la Asamblea para la presentación del balance presupuestario y 
final será establecido por el reglamento orgánico, en el período de tiempo en el que 
ocurren las Asambleas ordinarias. 
 
1. Dicha presentación también podrá llevarse a cabo durante estas Asambleas. 
2. Al menos quince días antes de la Asamblea para la presentación del balance final 
tendrán que ser depositados ante el Registro Municipal, para su examen por parte 
de los ciudadanos, el balance, la cuenta de pérdidas y ganancias y el informe de 
la Comisión de Auditoría. 
 
_________________________________ 
3  Art. modificado por la L 19.4.1966; en vigencia desde 01/07/1966 - BU 1966, 200. 
4  Letra introducida por la L 15.12.1981; en vigencia desde 22/01/1982 - BU 1982, 13. 
290 
 
En aquellos municipios donde existe el Consejo Municipal, dichos actos deben ser 
transmitidos por la Municipalidad al Consejo de conformidad con la norma de la Ley 
y los reglamentos relacionados. 
 
CAPÍTULO IV 
De la Municipalidad y la Comisión Administradora 
 
Art. 10 Las empresas municipalizadas podrán confiar a la Municipalidad o a una 
Comisión Administradora nombrada por la misma Municipalidad con el sistema de 
votación restringida. 
 
1.  Cada Comuna no podrá votar por un número superior a los dos tercios de los 
miembros que han de elegirse. 
2.  La responsabilidad civil de la administración continúa sin embargo siempre a 
cargo del Municipio. 
 
Art. 11 Los miembros de dicha Comisión son nombrados por cuatro años y siempre 
son reelegibles. Su designación se hace al inicio de funciones de la Municipalidad. 
Cualquier reemplazo o nombramiento durante los cuatro años se entienden como 
perdurables en el período en curso. Se le asignará a los miembros de la Comisión 
una remuneración justa que será fijada en el reglamento orgánico. 
 
Art. 125 Al menos un miembro del Municipio deberá ser parte de la Comisión 
Administradora. Además, pueden ser parte todos aquellos que cumplan con los 
requisitos para ser funcionario municipal y no sean empleados o familiares de 
empleados de la empresa en los grados previstos en el artículo 83 de la Ley 
orgánica municipal. 
 
1. Las incompatibilidades establecidas para los funcionarios municipales son 
también para los miembros de una misma Comisión administradora. 
2. El presidente de la Comisión será elegido por el Municipio. 
 
Art. 13 La Municipalidad: 
 
a) Representa a la empresa frente a terceros y ante los tribunales parar alcanzar los 
objetivos de la empresa misma. 
1. Para mantenerse involucrado debe haber obtenido la autorización de la 
Asamblea, así como del Consejo Municipal, quienes tomarán decisiones por 
mayoría simple; 
b) Presenta el balance presupuestario y final de los gastos; 
c) Nombra a través de concurso al Director y a los empleados; 
d) Prepara los reglamentos que serán sometidos a aprobación del Consejo 
Municipal y aprueba las tarifas.6 
2.  En las controversias dependientes de solicitud para el rechazo de oposición y 
así también en las acciones posesorias o provisionales, la Municipalidad puede 
proponer instancias judiciales o aceptar la responsabilidad de los casos 
presentados en contra del Municipio sin estar obligada a buscar el 
consentimiento de la Asamblea o del Consejo Municipal. 
 
Art. 14 ...7 
_________________________________ 
5  Art. modificado por la L 16.12.1991; en vigencia desde 01/03/1992 - BU 1992, 63. 
6 Letra introducida por la L 15.12.1981; en vigencia desde 22/01/1982 - BU 1982, 13. 






Art. 15 Cada empresa municipal se rige por un reglamento orgánico adoptado como 
establece la letra f) del artículo 7. 
 
Art. 16 Además de las normas para el funcionamiento administrativo, contable y 
técnico de la empresa, dicho reglamento determina: 
 
a) El número de miembros de la Comisión administradora, cuando ésta exista; 
b) El organigrama de los empleados y trabajadores incluido el director, y sus 
respectivas funciones; 
c) El periodo de la Asamblea para el balance presupuestario y final; 
d) Las prescripciones relativas al servicio de Caja; 
e) Las normas relativas a la distribución de utilidades; 
f) El periodo y las normas para el nombramiento de la Comisión de Auditoría; 
g) Cualquier remuneración correspondiente a los miembros de la Comisión 
administradora y a los auditores. 
 
Art. 17 La Municipalidad también adoptará otros reglamentos especiales requeridos 
por la empresa. 
 
Art. 188 Todos los reglamentos deben ser expuestos al público y aprobados por el 
Consejo de Estado de acuerdo con las normas de la LOC. 
 
CAPÍTULO VI 
Comisión de Auditoría 
 
Art. 19 La Comisión de Auditoría o de Control está compuesta por tres miembros 
titulares y dos miembros suplentes, que son nombrados cada año por la Asamblea, 
así como por el Consejo Municipal, con el sistema de votación restringida. 
 
1. Dicho nombramiento tendrá lugar en el momento de la presentación del 
presupuesto. 
2. La Municipalidad, preparado el balance de la empresa, lo remitirá a la Comisión 
de Auditoría cuyo informe deberá ser presentado al menos tres semanas antes de 
la discusión del balance final. 
3. En el caso de que el nombramiento sea hecho por el Consejo Municipal, por lo 
menos un miembro titular y un suplente deberán ser miembros del mismo 
Consejo Municipal. 
 
Art. 20 Las obligaciones y atribuciones de la Comisión de Auditoría son las 
establecidas en el Código Federal de Obligaciones, cuyas disposiciones son 
aplicables también para establecer la responsabilidad de los Comisarios. 
 
Art. 219 El cargo de auditor será retribuido con una indemnización que fijada en el 
reglamento orgánico. Asimismo, pueden ser contratados los ciudadanos que 
cumplan con los requisitos para ser funcionarios municipales, exceptuando las 
incompatibilidades previstas en el artículo 83 de la Ley orgánica municipal. 
 
_________________________________ 
8  Art. modificado por la L 30.11.2009; en vigencia desde 01/01/2010 - BU 2010, 16; cambios 
precedentes: BU 1982, 13; BU 2009, 54. 






Art. 22 La Municipalidad nombrará a un Director para cada empresa municipal. 
 
1. La Municipalidad tiene la facultad de reunir bajo una única dirección más 
empresas municipales. 






Art. 23 Los trabajadores de las empresas municipalizadas son nombrados por la 
Municipalidad, a través de concurso. 
 
Art. 24 El personal de las empresas municipales deberá estar asegurado contra 
accidentes, de acuerdo con las Leyes federales y cantonales, bajo la 
responsabilidad de los propietarios y directores de empresas. El municipio tiene la 




Consorcios de empresas 
 
Art. 2510 Por razones de interés público y más aún para una coordinación más 
racional, dos o más Municipios pueden formar un consorcio. Son aplicables las 
normas de la Ley sobre consorcios de los Municipios. 
 
Art. 26-34 ... 11 
 
Art. 34bis ... 12 
 
CAPÍTULO X13 
Concesiones y rescate de empresas de interés público 
 
Art. 3514. Para que cualquier concesión de empresas de interés público sea válida 
debe cumplir con los siguientes requisitos: 
 
a) Haber sido votada por dos tercios de la Asamblea Municipal, así como por la 
mayoría absoluta de los miembros del Consejo Municipal. 
El mensaje municipal sobre la solicitud para la concesión, así como todos los 
actos y planes relacionados y el proyecto completo de Convención debe ponerse 
a disposición de los ciudadanos al menos un mes antes de la asamblea; 
b) Fijar en veinte años la duración de la concesión, reservado el Art. 44; 





10  Art. modificado por la L 15.12.1981; en vigencia desde 22/01/1982 - BU 1982, 13; cambio 
precedente: BU 1975, 97. 
11  Art. derogado por la L 21.2.1974; en vigencia desde 01/06/1975 - BU 1975, 97. 
12  Art. derogado por la L 21.2.1974; en vigencia desde 01/06/1975 - BU 1975, 97; introducido por el DL 
27.12.1920 - BU 1921, 107. 
13  Capítulo modificado por la L 15.12.1981; en vigencia desde 22/01/1982 - BU 1982, 13. 
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14  Art. modificado por la L 15.12.1981; en vigencia desde 22/01/1982 - BU 1982, 13; cambio 
precedente: BU 1975, 97. 
d) Establecer la obligación de que los concesionarios mantengan una contabilidad 
uniforme que indique el resultado económico empresarial general de la actividad 
desarrollada en el ámbito de la concesión. La contabilidad debe incluir una lista 
de municipios atendidos, que indique para cada uno de ellos los servicios 
prestados y los ingresos brutos. 
Las amortizaciones y los ahorros deben tener en cuenta la duración de las 
instalaciones y su costo de adquisición o construcción. Las contribuciones de 
terceros para las conexiones deben ser contabilizadas por separado. Se debe 
proporcionar anualmente una copia de las cuentas de gestión y del balance al 
Municipio, al cual se le debe garantizar todas las facultades para el control e 
inspección que se establezca expresamente en la concesión; 
e) Determinar las tarifas aplicables tanto para el Municipio como para las personas y 
la calidad del producto a suministrar. 
1.  Para determinar las tarifas se hará la contabilidad de acuerdo a la letra d) 
sobre la totalidad de la empresa. 
2.  El procedimiento para la modificación de las tarifas debe ser especialmente 
regulado; la modificación de las mismas puede ser solicitada con un preaviso 
de seis meses antes del final de cada año durante la concesión a partir del 
segundo año de ésta; dicha modificación deberá tener en cuenta la evolución 
de todos los costos determinantes. 
3.  El procedimiento para el establecimiento de tarifas especiales también debe 
ser muy bien regulado 
f) Determinar las multas en caso de contravención y las condiciones para la 
revocación de la concesión en caso de violación grave de sus disposiciones. 
La concesión está sujeta a los derechos de iniciativa y referéndum. 
Los actos de concesión están sujetos a la aprobación del Consejo de Estado. 
La concesión se vuelve ejecutable con esta aprobación. 
 
Art. 35a ... 15 
 
Art. 3616 Las mismas formalidades deben ser observadas en caso de renovación, 
modificación o prórroga de una concesión ya acordada: están excluidos en todo 
caso, la renovación y la prórroga en forma tácita. 
 
Art. 37 Los servicios de interés público relacionados con la industria privada 
podrán ser redimidos por los municipios o consorcios de municipios. 
 
La votación final sobre la redención siempre le corresponderá a la Asamblea y al 
Consejo Municipal en las formas establecidas por el artículo 8 de la presente Ley y 
reservado el derecho de apelación de conformidad con el artículo 7, letra a). 
 
Art. 3817 1Al caducar la concesión y si la misma no ha sido renovada, el Municipio 
está obligado a asumir o conceder el servicio de interés público a una empresa 
municipalizada propia o a un consorcio municipal de la que forma parte. 
 
___________________________________ 
15  Art. derogado por la L 30.11.2009; en vigencia desde 01/01/2010 - BU 2010, 16; cambios 
precedentes: BU 1982, 13; BU 2009, 54. 
16  Art. modificado por la L 15.12.1981; en vigencia desde 22/01/1982 - BU 1982, 13. 
17  Art. modificado por la L 5.10.1999; en vigencia desde 03/12/1999 - BU 1999, 284; cambio 
precedente: BU 1982, 13. 
2  Para tal fin, el Municipio tiene el derecho de pedir la inclusión anticipada en posesión de las 
instalaciones necesarias. 
3  En el ámbito de los servicios definidos por el art. 2a, la nueva concesión puede ser otorgada a 
empresas públicas o privadas, con o sin transferencia de la propiedad de las instalaciones. 
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4  La indemnización por redención corresponderá al valor real y disponible de los bienes en el 
momento de la redención. La indemnización así determinada podrá ser corregida en caso se 
presenten diferencias significativas con los resultados contables. Del valor así determinado son 
finalmente deducibles las contribuciones de terceros para las conexiones. 
4bis La redención puede ser solicitada cuando haya transcurrido un tercio de la duración total de la 
concesión, y será precedido por el aviso de dos años.18 
5  La redención de la red de distribución de energía eléctrica podrá llevarse a cabo sólo previo estudio 
y aprobación del Consejo de Estado, y deberá determinarse de acuerdo a la modificación de la zona 
de red.19 
6 … 20 
 
Art. 3921 Los Municipios o Consorcios que dan lugar a la redención se entienden 
como reemplazados en los contratos, deberes y derechos de la empresa redimida, 
en relación con el ejercicio de la función pública, así como en las obligaciones con el 
personal responsable del mismo servicio, siempre que los contratos hayan sido 
establecidos y el personal haya sido regularmente contratado antes de la notificación 
de la redención. 
 
De los deberes y derechos derivados de dichos contratos se requerirá el cálculo 
para determinar la indemnización de redención. 
 
CAPÍTULO XI22 
Disputas y procedimiento 
 
Art. 4023 Las controversias entre los usuarios y la empresa municipalizada o 
concesionaria se decidirán por medio de reclamación ante el Consejo de Estado. De 
no estar de acuerdo con la decisión del Consejo de Estado se apelará ante el 
Tribunal Administrativo. 
  
Art. 4124 Las controversias entre el Municipio y la empresa concesionaria se 
decidirán por medio de reclamación ante el Consejo de Estado. De no estar de 
acuerdo con la decisión del Consejo de Estado se apelará ante el Tribunal 
Administrativo. 
 
Art. 4225 Para el resto de casos se aplicarán las normas de la Ley de Procedimiento 
Administrativo del 24 de septiembre de 2013. 
 
_________________________________ 
18  Párrafo introducido por la L 4.11.2013; en vigencia desde 01/01/2014 - BU 2013, 587. 
19  Párrafo modificado por la L 30.11.2009; en vigencia desde 01/01/2010 - BU 2010, 16. 
20  Párrafo derogado por la L 30.11.2009; en vigencia desde 01/01/2010 - BU 2010, 16. 
21  Art. modificado por la L 15.12.1981; en vigencia desde 22/01/1982 - BU 1982, 13. 
22  Capítulo modificado por la L 15.12.1981; en vigencia desde 22/01/1982 - BU 1982, 13. 
23  Art. modificado por la L 16.10.2006; en vigencia desde 15/12/2006 - BU 2006, 513. 
24  Art. modificado por la L 15.12.1981; en vigencia desde 22/01/1982 - BU 1982, 13. 
25  Art. modificado por la L 24.09.2013; en vigencia desde 01/03/2014 - BU 2013, 480; cambio 
precedente: BU 1982, 13. 
 
 
Art. 4326 La indemnización de redención es establecida, de acuerdo con las normas 
del art. 38 de la presente Ley, del Tribunal de expropiaciones, reservada la apelación 




Art. 4427 1 Los concesionarios de redes eléctricas pueden hacer uso de suelo público 




2 Quedan reservados cualquier permiso previsto por otras Leyes. 
Art. 4528 1 Las operaciones de los concesionarios de redes se realizarán a sus 
propias expensas y de acuerdo con las normas del arte. Si un trabajo es concluido, 
las condiciones del lugar deben ser restauradas. 
2 Los Municipios consultarán a los operadores de redes sobre la modificación o 
revisión del planeamiento local y cooperarán con ellos en los trabajos de 
construcción de carreteras, plazas, aceras u otros. 
3 La modificación de las líneas o de las instalaciones del operador, que deba ser 
solicitada por el uso de suelo público, debe ser realizada por el operador a sus 
propias expensas. Queda reservada una repartición por razones de equidad. 
 
Art. 45a29 1 Los propietarios y los operadores de red son responsables de cualquier 
daño causado por la construcción o manipulación de las instalaciones eléctricas. 
2 Ellos tomarán las medidas necesarias para liberar al Municipio de cualquier 
responsabilidad y asumirán el costo de cualquier litigio legal. 
 
Art. 45b ... 30 
 
Art. 4631 La presente Ley entra en vigencia32 después de transcurrido el plazo para 
el ejercicio del derecho de referéndum. Después de dicho momento se entienden 
como derogadas todas las disposiciones contrarias o incompatibles con la misma 
Ley. 
 
Publicada en el BU 1908, 95 
 
26  Art. modificado por la L 15.12.1981; en vigencia desde 22/01/1982 - BU 1982, 13. 
27  Art. modificado por la L 30.11.2009; en vigencia desde 01/01/2010 - BU 2010, 16; cambios 
precedentes: BU 1982, 13; BU 2009, 54. 
28  Art. modificado por la L 30.11.2009; en vigencia desde 01/01/2010 - BU 2010, 16; cambios 
precedentes: BU 1982, 13; BU 1998, 129; BU 2009, 54. 
29  Art. modificado por la L 30.11.2009; en vigencia desde 01/01/2010 - BU 2010, 16; cambios 
precedentes: BU 1982, 13; BU 2009, 54. 
30  Art. derogado por la L 30.11.2009; en vigencia desde 01/01/2010 - BU 2010, 16; cambios 
precedentes: BU 1999, 284; BU 2009, 54. 
31  Art. introducido por la L 15.12.1981; en vigencia desde 22/01/1982 - BU 1982, 13. 








































































































































































































































































































































































































































































































































































































PERSONAL Y OBLIGACIONES SOCIALES  502 537 056  9 073 272  511 610 328
PENSIONES Y OTRAS PRESTACIONES SOCIALES  5 628 595  5 628 595
BIENES Y SERVICIOS  890 308 180  13 877 406  904 185 586
DONACIONES Y TRANSFERENCIAS  4 134 171  4 134 171
OTROS GASTOS  83 050 463   497 845  83 548 308
      TOTAL GASTOS CORRIENTES 1 485 658 465  23 448 523 1 509 106 988
GASTOS DE CAPITAL
DONACIONES Y TRANSFERENCIAS  12 289 200  156 919 507  169 208 707
ADQUISICIÓN DE ACTIVOS NO FINANCIEROS  167 100 711  2 124 052   726 000  169 950 763
ADQUISICIÓN DE ACTIVOS FINANCIEROS
      TOTAL GASTOS DE CAPITAL  179 389 911  159 043 559   726 000  339 159 470
SERVICIO DE LA DEUDA
SERVICIO DE LA DEUDA PUBLICA  24 374 445  24 374 445
       TOTAL SERVICIO DE LA DEUDA  24 374 445  24 374 445
TOTAL 1 689 422 821  182 492 082   726 000 1 872 640 903
ANEXOS DEL DECRETO SUPREMO Nº 358-2015-EF
FUENTE DE FINANCIAMIENTO
GENÉRICA DEL GASTO
DISTRIBUCIÓN DEL EGRESO DE LOS ORGANISMOS PÚBLICOS Y EMPRESAS DE LOS GOBIERNOS REGIONALES Y GOBIERNOS LOCALES
POR FUENTE DE FINANCIAMIENTO Y GENÉRICA DEL GASTO
(EN NUEVOS SOLES)















EMPRESAS MUNICIPALES 1 091 536 251   726 000 1 092 262 251
EMPRESAS MUNICIPALES DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO  890 182 115   726 000  890 908 115
SERVICIO DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE LA LIBERTAD S.A.  127 937 642  127 937 642
SERVICIO DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE AREQUIPA S.A.  121 499 792  121 499 792
ENTIDAD PRESTADORA DE SERVICIOS DE SANEAMIENTO AYACUCHO S.A.  16 066 281  16 066 281
ENTIDAD PRESTADORA DE SERVICIOS DE SANEAMIENTO DE LAMBAYEQUE S.A.  70 889 628  70 889 628
ENTIDAD PRESTADORA DE SERVICIO DE SANEAMIENTO GRAU S.A.  115 169 776  115 169 776
ENTIDAD MUNICIPAL PRESTADORA DE SERVICIOS DE SANEAMIENTO DEL CUSCO S.A.  51 552 731  51 552 731
SERVICIO DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO MUNICIPAL DE HUANCAYO S.A.  28 265 638  28 265 638
ENTIDAD PRESTADORA DE SERVICIOS DE SANEAMIENTO TACNA S.A.  34 479 667  34 479 667
ENTIDAD PRESTADORA DE SERVICIOS DE SANEAMIENTO DE AGUA POTABLE Y ALCANTARRILLADO DE LORETO S.A.  33 406 054  33 406 054
EMPRESA MUNICIPAL DE SERVICIO DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DEL SANTA, CASMA Y HUARMEY S.A.  28 735 298  28 735 298
EMPRESA MUNICIPAL DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE PISCO S.A.  6 560 255  6 560 255
EMPRESA MUNICIPAL DE SANEAMIENTO BASICO DE PUNO S.A.  12 798 963  12 798 963
EMPRESA PRESTADORA DE SERVICIOS DE SANEAMIENTO DE CAJAMARCA S.A.  21 464 990  21 464 990
EMPRESA MUNICIPAL DE SERVICIOS DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE SAN MARTIN S.A.  15 100 000  15 100 000
EMPRESA MUNICIPAL DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE CORONEL PORTILLO S.A.  17 396 219  17 396 219
EMPRESA MUNICIPAL DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE ICA S.A.  22 127 925  22 127 925
EMPRESA MUNICIPAL DE SERVICIOS DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE HUANUCO S.A.  18 554 941  18 554 941
EMPRESA DE SERVICIO MUNICIPAL DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE CHINCHA S.A.  14 838 056   247 500  15 085 556
ENTIDAD PRESTADORA DE SANEAMIENTO DE JULIACA S.A.  11 012 474  11 012 474
EMPRESA MUNICIPAL DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO CAÑETE S.A.  8 646 166  8 646 166
ENTIDAD PRESTADORA DE SERVICIOS DE  ILO S.A.  11 380 878  11 380 878
EMPRESA MUNICIPAL DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE HUACHO S.A.  13 570 169  13 570 169
ENTIDAD PRESTADORA DE SERVICIOS DE SANEAMIENTO CHAVIN S.A.  8 268 006  8 268 006
EMPRESA MUNICIPAL DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE TAMBOPATA S.R.L  10 560 000  10 560 000
ENTIDAD PRESTADORA DE SERVICIOS DE SANEAMIENTO SELVA CENTRAL S.A.  5 553 643  5 553 643
ENTIDAD PRESTADORA DE SERVICIOS DE SANEAMIENTO DE MOQUEGUA S.A.  8 143 523  8 143 523
ENTIDAD PRESTADORA DE SERVICIOS DE SANEAMIENTO DE MOYOBAMBA S.R.LTDA.  4 553 723  4 553 723
EMPRESA MUNICIPAL DE SERVICIOS DE ABASTECIMIENTO DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO ABANCAY S.A.  4 803 273  4 803 273
ENTIDAD PRESTADORA DE SERVICIOS DE SANEAMIENTO MUNICIPAL MANTARO S.A.  3 840 000  3 840 000
EMPRESA DE SERVICIO MUNICIPAL DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE BARRANCA S.A.  5 547 200   231 000  5 778 200
EMPRESA MUNICIPAL DE SERVICIOS DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE AMAZONAS S.R.L  3 450 571  3 450 571
ENTIDAD PRESTADORA DE SERVICIOS DE SANEAMIENTO "SIERRA CENTRAL S.R.L."  2 215 565  2 215 565
EMPRESA MUNICIPAL DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO VIRGEN DE GUADALUPE DEL SUR S.A.  3 642 981   247 500  3 890 481
EMPRESA MUNICIPAL PRESTADORA DE SERVICIO DE SANEAMIENTO DE LAS PROVINCIAS ALTO ANDINAS S.A.  2 719 777  2 719 777
EMPRESA MUNICIPAL DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE CHANCAY S.A.C  2 932 442  2 932 442
EMPRESA MUNICIPAL DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE BAGUA S.R.L  1 158 000  1 158 000
EMPRESA MUNICIPAL DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO  HUANCAVELICA S.A.C.  3 398 970  3 398 970
EMPRESA PRESTADORA DE SERVICIO DE SANEAMIENTO MUNICIPAL DE UTCUBAMBA S.R.LTDA.  1 620 000  1 620 000
EMPRESA MUNICIPAL DE  AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE QUILLABAMBA S.R.LTDA.  2 150 762  2 150 762
ENTIDAD PRESTADORA DE SERVICIOS DE SANEAMIENTO NOR PUNO S.A.  1 118 395  1 118 395
EMPRESA MUNICIPAL DE SERVICIOS DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO  YAULI S.A. - LA OROYA   670 000   670 000
ENTIDAD MUNICIPAL PRESTADORA DE SERVICIOS DE SANEAMIENTO AGUAS DEL ALTIPLANO S.R.LTDA.   841 544   841 544
EMPRESA MUNICIPAL DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE PASCO S.A.  1 665 006  1 665 006
ENTIDAD PRESTADORA DE SERVICIOS DE SANEAMIENTO MUNICIPAL CHANKA S.R.LTDA.  1 833 762  1 833 762
EMPRESA PRESTADORA DE SERVICIOS DE SANEAMIENTO JAEN-PERU  4 991 246  4 991 246
EMPRESA MUNICIPAL DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO YUNGUYO S.R.LTDA.   964 847   964 847
EMPRESA MUNICIPAL DE SERVICIO DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO CALCA S.R.LTDA   420 000   420 000
EMPRESA PRESTADORA DE SERVICIO DE SANEAMIENTO JUCUSBAMBA S.R.L.   189 721   189 721
SERVICIO DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE RIOJA SRL  1 475 615  1 475 615
EMPRESAS MUNICIPALES DE SERVICIOS DIVERSOS  201 354 136  201 354 136
EMPRESA MUNICIPAL DE SERVICIOS ELECTRICOS UTCUBAMBA S.A.C.  8 500 000  8 500 000
EMPRESA MUNICIPAL DE SERVICIO ELECTRICO DE TOCACHE S.A.  21 981 309  21 981 309
EMPRESA MUNICIPAL INMOBILIARIA DE LIMA S.A.  5 606 338  5 606 338
FONDO MUNICIPAL DE INVERSIONES DEL CALLAO S.A.  3 838 729  3 838 729
EMPRESA MUNICIPAL URBANIZADORA Y CONSTRUCTORA S.A.  1 200 000  1 200 000
EMPRESA MUNICIPAL INMOBILIARIA S.A.C.   500 000   500 000
EMPRESA MUNICIPAL DE MERCADOS S.A.  35 169 258  35 169 258
EMPRESA MUNICIPAL MERCADOS DEL PUEBLO S.A. - CHIMBOTE   117 600   117 600
EMPRESA DE SERVICIO DE LIMPIEZA MUNICIPAL PUBLICA DEL CALLAO  73 952 676  73 952 676
EMPRESA MUNICIPAL ADMINISTRADORA DE PEAJE DE LIMA  24 024 054  24 024 054
EMPRESA MUNICIPAL DE FESTEJOS Y ACTIVIDADES RECREACIONALES Y TURISTICAS DEL CUSCO  2 185 908  2 185 908
EMPRESA MUNICIPAL DE SERVICIOS MULTIPLES DE HUANCAYO S.A.   902 091   902 091
EMPRESA MUNICIPAL SANTIAGO DE SURCO S.A.  14 917 107  14 917 107
EMPRESA MUNICIPAL DE TRANSPORTES TURISTICOS MACHUPICCHU S.A.  7 432 812  7 432 812
EMPRESA MUNICIPAL ADMINISTRADORA DEL TERMINAL TERRESTRE DE MOLLENDO S.A.   518 760   518 760
COMPAÑIA NOR ANDINA DE TELECOMUNICACIONES S.A.   507 494   507 494
ORGANISMOS PÚBLICOS DESCENTRALIZADOS DE LOS GOBIERNOS LOCALES  563 365 702  179 024 682  742 390 384
SERVICIO DE ADMINISTRACION TRIBUTARIA DE LIMA  87 325 932  87 325 932
SERVICIO DE PARQUES DE LIMA  64 492 000  64 492 000
INSTITUTO CATASTRAL DE LIMA   500 000  2 500 000  3 000 000
INSTITUTO METROPOLITANO DE PLANIFICACION DE LIMA   144 480  1 800 000  1 944 480
FONDO METROPOLITANO DE INVERSIONES DE LIMA  5 563 588  170 564 682  176 128 270
SERVICIO DE ADMINISTRACION TRIBUTARIA DE TRUJILLO  9 446 017  9 446 017
SERVICIO DE ADMINISTRACION TRIBUTARIA DE PIURA  5 385 120  5 385 120
SERVICIO DE ADMINISTRACION TRIBUTARIA DE ICA  2 900 000  2 900 000
SERVICIO DE ADMINISTRACION TRIBUTARIA DE HUANCAYO  3 507 667  3 507 667
SERVICIO DE ADMINISTRACION TRIBUTARIA DE CAJAMARCA  3 300 000  3 300 000
AUTORIDAD MUNICIPAL DE PROTECCION DE LOS HUMEDALES DE LOS PANTANOS DE VILLA   300 000   500 000   800 000
SISTEMA METROPOLITANO DE LA SOLIDARIDAD  199 459 505  199 459 505
CENTRO DE GESTION TRIBUTARIA DE CHICLAYO  7 734 576  7 734 576
INSTITUTO METROPOLITANO PROTRANSPORTE DE LIMA  88 099 839  88 099 839
AUTORIDAD DEL PROYECTO COSTA VERDE   4 260  2 500 000  2 504 260
SERVICIO DE ADMINISTRACION DE INMUEBLES DE TRUJILLO  2 747 224  2 747 224
HOSPITAL MUNICIPAL DE LOS OLIVOS  21 690 056  21 690 056
PATRONATO DEL PARQUE DE LAS LEYENDAS  27 000 000  27 000 000
SERVICIO DE GESTION AMBIENTAL DE TRUJILLO  27 300 000  27 300 000
SERVICIO DE ADMINISTRACION TRIBUTARIA DE TARAPOTO  1 965 438  1 965 438
SERVICIO DE ADMINISTRACION TRIBUTARIA DE HUAMANGA  3 200 000  3 200 000
TRANSPORTES METROPOLITANOS DE TRUJILLO  1 160 000  1 160 000
TERRAPUERTO MUNICIPAL LIBERTADORES DE AMERICA  1 300 000  1 300 000
ORGANISMOS PÚBLICOS DESCENTRALIZADOS DE LOS GOBIERNOS REGIONALES  34 520 868  3 467 400  37 988 268
COMITE DE ADMINISTRACION DE LA ZONA FRANCA DE TACNA - ZOFRATACNA  29 972 300  29 972 300
CENTRO DE EXPORTACION, TRANSFORMACION, INDUSTRIA, COMERCIALIZACION Y SERVICIOS DE ILO   834 000  2 241 000  3 075 000
CENTRO DE EXPORTACION, TRANSFORMACION, INDUSTRIA, COMERCIALIZACION Y SERVICIOS DE PAITA  2 613 668   862 400  3 476 068
CENTRO DE EXPORTACION, TRANSFORMACION, INDUSTRIA, COMERCIALIZACION Y SERVICIOS DE MATARANI  1 100 900   364 000  1 464 900
TOTAL 1 689 422 821  182 492 082   726 000 1 872 640 903
ENTIDAD
ANEXOS DEL DECRETO SUPREMO Nº  358-2015-EF
FUENTE DE FINANCIAMIENTO
DISTRIBUCIÓN DEL INGRESO DE LOS ORGANISMOS PÚBLICOS Y EMPRESAS DE LOS GOBIERNOS REGIONALES Y GOBIERNOS LOCALES
POR FUENTE DE FINANCIAMIENTO
(EN NUEVOS SOLES)
























































SERVICIO DE LA 
DEUDA PUBLICA
TOTAL
ORGANISMOS PÚBLICOS DESCENTRALIZADOS DE LOS GOBIERNOS LOCALES  7 737 840  12 111 658  156 919 507   204 845  2 050 832  179 024 682
INSTITUTO CATASTRAL DE LIMA  1 995 684   504 316  2 500 000
INSTITUTO METROPOLITANO DE PLANIFICACION DE LIMA  1 043 444   756 556  1 800 000
FONDO METROPOLITANO DE INVERSIONES DE LIMA  2 892 397  8 593 957  156 919 507   154 989  2 003 832  170 564 682
AUTORIDAD MUNICIPAL DE PROTECCION DE LOS HUMEDALES DE LOS PANTANOS DE VILLAS   383 526   101 518   14 956   500 000
AUTORIDAD DEL PROYECTO COSTA VERDE   718 234  1 719 366   32 400   30 000  2 500 000
TRANSPORTES METROPOLITANOS DE TRUJILLO   704 555   435 945   2 500   17 000  1 160 000
ORGANISMOS PÚBLICOS DESCENTRALIZADOS DE LOS GOBIERNOS REGIONALES  1 335 432  1 765 748   293 000   73 220  3 467 400
CENTRO DE EXPORTACION, TRANSFORMACION, INDUSTRIA, COMERCIALIZACION Y SERVICIOS  DE ILO  1 217 832   815 168   208 000  2 241 000
CENTRO DE EXPORTACION, TRANSFORMACION, INDUSTRIA, COMERCIALIZACION Y SERVICIOS  DE PAITA   117 600   678 780   66 020   862 400
CENTRO DE EXPORTACION, TRANSFORMACION, INDUSTRIA, COMERCIALIZACION Y SERVICIOS DE MATARANI   271 800   85 000   7 200   364 000
TOTAL  9 073 272  13 877 406  156 919 507   497 845  2 124 052  182 492 082
ENTIDAD
ANEXOS DEL DECRETO SUPREMO Nº 358-2015-EF
GENÉRICA DEL GASTO
DISTRIBUCIÓN DEL EGRESO DE LOS ORGANISMOS PÚBLICOS Y EMPRESAS DE LOS GOBIERNOS REGIONALES Y GOBIERNOS LOCALES
POR GENÉRICA DEL GASTO
(EN NUEVOS SOLES)
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SERVICIO DE LA 
DEUDA PUBLICA
TOTAL
EMPRESAS MUNICIPALES                  726 000         726 000
EMPRESAS MUNICIPALES DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO                  726 000         726 000
EMPRESA DE SERVICIO MUNICIPAL DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE CHINCHA S.A.   247 500   247 500
EMPRESA DE SERVICIO MUNICIPAL DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE BARRANCA S.A.   231 000   231 000
EMPRESA MUNICIPAL DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO VIRGEN DE GUADALUPE DEL SUR S.A.   247 500   247 500
TOTAL                  726 000         726 000
ANEXOS DEL DECRETO SUPREMO Nº 358-2015-EF
ENTIDAD
GENÉRICA DEL GASTO
DISTRIBUCIÓN DEL EGRESO DE LOS ORGANISMOS PÚBLICOS Y EMPRESAS DE LOS GOBIERNOS REGIONALES Y GOBIERNOS LOCALES
POR GENÉRICA DEL GASTO
(EN NUEVOS SOLES)

















































































                                               
698 Todas las entrevistas realizadas han seguido los criterios del protocolo de consentimiento informado de la Pontificia Universidad Católica del Perú y los 
entrevistados autorizan la publicación de las entrevistas en la presente tesis. 
  
 
SISTEMATIZACIÓN DE ENTREVISTAS REALIZADAS698 
NOMBRE REFERENCIAS FECHA DE ENTREVISTA 
Roberto Bermejo Profesor de Economía Sostenible en Universidad del País Vasco (EHU). 
Adscrito a la Facultad de Ciencias económicas y Empresariales de Bilbao. 
04 de octubre de 2016 
Germá Bel Catedrático de la Universitat de Barcelona. 04 de junio de 2016 
Francisco Torres Senior Legal Advisor en Compañía Operadora de Gas del Amazonas 
S.A.C.  Ex Director Normativo de Hidrocarburos del Ministerio de Energía 
y Minas. 
22 de abril de 2015 
Luis Ferney Moreno Castillo PhD en Derecho por la Universidad de Lovaina (Bélgica), Master of Art en 
Derecho Económico de la Universidad de Lovaina (Bélgica) y especialista 
en Tributación de la Universidad de los Andes. Además, ha realizado 
estudios de Regulación de Servicios Públicos en la Universidad de Florida 
(Estados Unidos), es abogado de la Universidad Externado de Colombia, 
director del Departamento de Derecho Minero Energético y socio de la 
Firma Moreno Servicios Legales. 
 
 
04 de setiembre de 2015 
Víctor Murillo Huamán Jefe de la oficina regional del Organismo Supervisor de la Inversión en 
Energía y Minería - OSINERGMIN. Ex - coordinador del Fondo de 
Inclusión Social Energético Fise. 
19 de mayo de 2015 
Sonja Bleeker Ingeniera en Sistemas Hidrológicos, con Maestría en Gestión del Agua y 
Riego por la Universidad de Wageningen, Holanda.  
08 de setiembre de 2015 
Víctor Pretell Profesor de la Universidad Nacional de Ingeniería de Perú. Ingeniero 
Petroquímico y Magíster en Gestión Ambiental. 
06 de junio de 2015 
Jordi Ortega Licenciado en Filosofía por la Universidad de Barcelona. Estudios de 
doctorado en Gothe Universidad de Frankfurt y Doctor en Ciencias 
Políticas y Sociología por la Universidad Carlos III. Autor de La energía 
después de Fukushima y estudios sobre municipalización de la energía. 
03 de setiembre de 2016 
César Gutiérrez Consultor especialista en hidrocarburos. 04 de mayo de 2016 
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ENTREVISTA A ROBERTO BERMEJO 
 
―¿Qué debemos entender por municipalización energética?  
―En muchos países hay numerosas ciudades que han poseído empresas 
eléctricas. A partir de la década de los ochenta y como consecuencia de la 
liberalización económica, muchas de ellas son vendidas a empresas privadas. Con 
el cambio de siglo se produce la recuperación de la titularidad impulsada por la 
presión ciudadana. A este fenómeno se le suele denominar “remunicipalización 
energética”. 
 
―¿Durante qué época y en qué contexto surgen las expresiones 
municipalización energética, transición energética y democracia energética? 
―Sólo conozco el caso de la transición energética. Fue la bandera (energiewende) 
del movimiento ecologista alemán en su lucha contra la energía nuclear en la 
década de los setenta. 
 
―En su opinión, ¿Es pertinente utilizar el término municipalización de los 
servicios públicos en la actualidad? 
―Hablaría de remunicipalización, el fenómeno está afectando a otros servicios 
como el del agua, etc. 
 
―¿En España existen empresas municipales encargadas de prestar el servicio 
de distribución de gas natural? En caso la respuesta sea afirmativa, ¿podría 
indicarnos cuáles son? 
―Antes había empresas que producían y distribuían el gas a la ciudad de Bilbao, 
por ejemplo. Pero con la entrada del sector privado me da la impresión que todas o 
la mayoría han desaparecido. 
 
―¿Actualmente existen iniciativas legislativas y/o políticas que promuevan la 
municipalización de la prestación del servicio de gas natural en España? En 
caso la respuesta sea afirmativa, por favor, ¿podría indicarnos y explicarnos 
en qué consisten estas propuestas? 
―No conozco ninguna iniciativa y me extrañaría que existiera. 
―¿Existen experiencias exitosas en otros países donde se haya implementado 
la municipalización del gas natural? En caso la respuesta sea afirmativa, por 
favor, ¿podría darnos algunos ejemplos? 
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―No conozco, pero me extrañaría que existiera porque la extracción y distribución 
de gas está en manos de unas pocas transnacionales. 
 
―En su opinión ¿cuáles deberían de ser los requisitos con los que debería de 
cumplir un municipio para que la implementación de municipalización del gas 
natural sea exitosa? 
―Las redes de distribución del gas natural las han construido los monopolios y no 
las van a vender. No tiene sentido que los municipios se dediquen a construir una 
nueva. La única posibilidad que veo y que empieza a ser una realidad en algunos 
países industrializados es que sustituya el gas natural por hidrógeno. En Alemania 
un gran cooperativa de Greenpeace, aparte de producir y distribuir electricidad, 
vende una mezcla de gas natural e hidrógeno (producido por ella a partir de 
energías renovables), con la intención de que vaya subiendo la proporción de 
hidrógeno hasta que sea puro. 
 
―Existen algunas críticas respecto a la viabilidad de la municipalización de los 
servicios públicos, una de ellas es que la prestación directa de un servicio 
público por parte de un municipio atentaría contra los principios consagrados 
en régimen constitucional vigente consagrado en la Constitución Española 
¿cuál es su opinión al respecto? 
―No creo que la constitución diga nada sobre ello. Lo que sé es que hay un 
movimiento mundial muy potente para recuperar los servicios privatizados. 
 
―¿Considera indispensable que para consolidar la democracia energética 
todos los países deban implementar la municipalización energética como parte 
de sus políticas públicas y/o legislativas? 
―La democracia energética no solo aparece con la municipalización de la energía. 
Asistimos, además, a un crecimiento muy rápido de cooperativismo de energías 











ENTREVISTA A GERMÀ BEL 
 
―Pese a que muchos de los estudios sobre la municipalización de los 
servicios públicos surgen a la luz de los acontecimientos del siglo XIX, 
actualmente, existen varios textos en los que se emplea el término 
"municipalización". En su opinión ¿es correcto hablar de municipalización de 
los servicios públicos? 
―Existe cierta tendencia hacia la remunicipalización –especialmente en los servicios 
de distribución urbana de agua– y en algunas ciudades europeas de gran impacto 
como París y Berlín. No existe un movimiento generalizado de remunicipalización, 
pero esos casos tan significativos han situado el debate sobre la misma, encima de 
la mesa. 
 
―Teniendo en cuenta las disposiciones consagradas en la actual Constitución 
Española, ¿los servicios públicos pueden ser prestados por las 
municipalidades?, ¿existe alguna limitación? 
―Los servicios públicos locales pueden ser producidos por los municipios, 
contratados externamente o gestionados conjuntamente con otros municipios. Esta 
es una decisión que compete a los propios municipios. En caso de contratación 
externa, la misma debe realizarse mediante procedimientos competitivos. 
 
―Hoy por hoy, se habla de “remunicipalización de los servicios públicos”. 
¿Cómo definiría esta expresión?, ¿es una expresión pragmática o tiene un 
sustento más teórico? 
―En la actualidad existe un debate político sobre la remunicipalización (ver 
respuesta 1), pero no se está produciendo sobre bases teóricas. 
 
―¿Considera usted pertinente que servicios públicos como la distribución del 
gas natural por red de ductos sean prestados por las municipalidades? 
―En España, la distribución de gas natural o de electricidad está sujeta a regulación 
estatal (central), con alguna función menor de las regiones en el caso de la 
electricidad. Los municipios no tienen competencia en la materia, aunque podrían 
desarrollar iniciativas en materia de comercialización (último segmento de negocio) 






―En su opinión, ¿cuáles son las principales ventajas y desventajas de la 
municipalización de los servicios públicos? 
―No existe una solución o remedio universalmente válido en materia de 
externalización o municipalización. En cualquier caso, las cuestiones más 
importantes, a tener en cuenta, son el funcionamiento del servicio bajo gestión de 
empresas privadas (si se está debatiendo la municipalización) y la apreciación sobre 
las capacidades técnicas de la organización municipal para asumir la gestión. Por 





ENTREVISTA A FRANCISCO TORRES MADRID 
 
―En su opinión, ¿cuáles son las principales limitaciones que impiden que la 
masificación del gas natural se implemente de manera efectiva en todo el 
Perú? 
―Considero que la principal barrera que se tiene que superar es el conocimiento de 
la industria, puesto que aún el desarrollo de esta resulta incipiente. Si bien es cierto 
que se habla de los “diez años de Camisea”, aún no se han efectuado puestas en 
operación comercial en las zonas alto andinas ni en la selva de nuestro país.  
 
De otro lado, debemos tener en cuenta que casi diez años después, en el año 2011, 
se da la primera puesta en operación comercial fuera de Lima. Se trata de la 
concesión de la empresa Contugas en la región Ica. En lo que resta del país, existen 
simplemente contratos ya suscritos que no han generado un impacto relevante más 
allá de los efectos jurídicos que se haya podido observar.  
 
En otras palabras, en la práctica, diversas regiones del Perú no conocen la industria 
del gas natural a ciencia cierta. Y un desconocimiento de la industria, sobre todo en 
el sector público, conlleva a la incertidumbre. A su vez, la incertidumbre supone 
siempre un riesgo y el riesgo siempre implica elevar las defensas, elevar cualquier 
tipo de barrera que se pueda tener justamente porque se desconoce el sector.  
 
Como prueba de ello, vemos las exigencias burocráticas, en algunos casos, 
innecesarias para poder llevar a cabo un proyecto de gas natural para tendido de 
redes o para instalaciones de GLP. En conclusión, la principal barrera que tenemos 
es el desconocimiento de la industria del gas natural en el Perú a nivel de las 
regiones. 
 
Otro importante escollo que retrasa la masificación del gas natural en el Perú es la 
errada interpretación de la autonomía que se tiene a nivel de los gobiernos 
regionales, sobre todo al intentar legislar en todas las actividades económicas que 
se desarrollan en su jurisdicción, y peor aún, con normas que tienen rango de Ley en 






Otro aspecto a tener en cuenta es que si bien existe una política energética nacional 
claramente establecida con lineamientos y objetivos que se dieron el año 2010 con 
el Decreto Supremo N° 064-2010-EM, en la práctica, esta política energética aún no 
ha sido asumida por los gobiernos regionales.  
 
En ese sentido, cada gobierno regional considera, erróneamente, la necesidad de 
crear su propia política de manera aislada. Por ejemplo, uno de los objetivos de los 
lineamientos de la política energética es masificar el gas natural a nivel nacional y 
brindar todos los mecanismos necesarios para lograr dicho objetivo. No obstante, un 
gobierno regional que tiene los fondos y los terrenos necesarios para asignarlos de 
una manera gratuita para aportar a la masificación de gas natural, considera 
conveniente y necesario "negociar" con el gobierno central o hasta con los propios 
concesionarios para la venta de terrenos del Estado. Esta situación supone no 
solamente una equivocada visión de lo que debe entenderse por política energética, 
sino que en algunos casos constituye la comisión de delitos, porque los bienes del 
Estado deben estar destinados a un proceso económico o fin útil, y, si la 
masificación de gas natural ha sido declarada de interés nacional desde el año 1999, 
no deberían de darse este tipo de comportamientos. Otro ejemplo de esta falta de 
compromiso se dio con la suscripción e implementación de los contratos de 
Asociación Público Privada (APP), tal es el caso del proyecto de masificación que 
utiliza gas natural comprimido, a cargo de una empresa del grupo Graña & Montero. 
 
Pues bien, es importante tener en cuenta que existen gobiernos regionales que no 
solo desconocen cuáles son sus funciones sino que consideran que los acuerdos a 
los que ha llegado el gobierno nacional con los concesionarios no son vinculantes. 
Aducen que en la medida en que no les fueron consultados, por lo tanto, no han sido 
suscritos por los gobiernos nacionales y tampoco les son aplicables. Esto demuestra 
un absoluto desconocimiento de la unidad orgánica del gobierno nacional, por más 
de que existan gobernaturas regionales. Incluso, a nivel del gobierno central existe 
una limitación fuerte, puesto que el gobierno nacional en algunos casos legisla o 
promueve contratos desconociendo algunos aspectos importantes de desarrollo de 
redes o de estos proyectos en provincias. Por ejemplo, considerar una fecha de un 
mes a dos meses para la obtención y saneamiento de un terreno en provincia es 
evidenciar un claro desconocimiento de la realidad y de cómo se manejan las cosas 
fuera de Lima. Entonces, eso es un aspecto a tomar en cuenta: no solamente alegar 
un conocimiento por parte de la industria de gas natural sino un desconocimiento de 




―En su opinión, ¿cuáles son las principales reformas que se deberían de 
implementar para hacer efectiva la descentralización del gas natural en el 
Perú? 
―En primer lugar, una política que tienda a establecer un precio final al usuario en 
condiciones similares a las que se dan en Lima, puesto que un inversionista siempre 
va a buscar tener competitividad en el desarrollo de su actividad. Digamos, una 
industria cerámica nunca se va a poder constituir dentro de las provincias teniendo 
en cuenta que tres de las grandes fábricas de cerámica se ubican en Lima en precio 
promocional. Esa es la primera medida que deberíamos tomar. Todo esto con la 
finalidad de tener una suerte de tarifa única.  
 
En segundo lugar, debemos tener claro cuál es el ancla de la construcción de 
infraestructura del gas natural. En nuestro país, la demanda ancla está constituida 
por la generación eléctrica. Es imprescindible que se tomen medidas de promoción a 
la generación eléctrica para poder llevarla a las provincias del país y, a partir de ahí, 
poder generar un desarrollo de gas natural. Sin la generación eléctrica, recordemos, 
no hubiese sido posible crear “Camisea 1”, aún cuando estábamos hablando de la 
demanda potencial de consumo más grande del Perú, que es Lima.  
 
En tercer lugar, el Estado debe fijar, claramente, de dónde van a provenir los 
recursos de gas natural para la real masificación en nuestro país. Como sabemos, 
tenemos diversa cantidad de lotes gasíferos; no obstante, por la ubicación y la 
cantidad de reserva, no todos van ser útiles para masificar el gas natural del Perú. 
Una vez que el Estado identifique cuáles son esos lotes estratégicos para la 
masificación de gas natural, debería buscar la manera de negociar con los 
productores de dichos lotes a fin de poder obtener un precio de gas natural máximo 
que permita dotar de predictibilidad y competitividad a la masificación en 
determinadas zonas del país. Para darnos un ejemplo, la costa norte de nuestro 
país, considerando las grandes reservas de gas que tiene, debería ser abastecida 
por un lote existente. 
 
Por ejemplo, sería absurdo pensar que la costa norte del país va a ser abastecida 
por gas natural de Camisea, pues los costos de transporte serían elevadísimos; no 
sería eficiente considerando además que existe un gran potencial hidrocarburífero 
en la zona. Hoy por hoy, ningún lote ubicado en esa área tiene restricciones para la 
venta de gas natural, con lo cual tienen libre disponibilidad en función de la Ley 
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Orgánica de Hidrocarburos, libre disponibilidad para poder venderlo a quien sea y al 
precio que sea. Si el Estado identifica que determinado Lote o yacimientos son 
estratégicos para una seria masificación de gas natural, debería sumar esfuerzos 
para poder arribar a una negociación eficiente que permita implementar un modelo 
similar al Contrato del Lote 88, es decir, con precios máximos para el mercado 
interno, claros y definidos.  
 
―Según la Ley de creación de empresas municipales encargadas de la 
prestación del servicio público de distribución de gas natural por red de 
ductos estas operan con los recursos presupuestales de las respectivas 
municipalidades distritales y provinciales provenientes del Tesoro Público, así 
como con recursos recaudados por concepto de canon y sobrecanon a los 
hidrocarburos en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones. Dichas 
inversiones pueden ser en las redes de distribución, en las tuberías de 
conexión y acometidas domiciliarias o en las redes internas domiciliarias, 
dependiendo de las evaluaciones que realice la empresa municipal. 
¿Considera usted que dicho mecanismo podría ser eficiente y efectivo? 
¿Considera usted que podría ser un incentivo para la corrupción? 
―Dicho mecanismo no ha resultado ser efectivo en la medida en que, cuando 
contábamos con una norma con rango de Ley y un Reglamento, este no fue tomado 
en ningún momento en cuenta para la realización de los proyectos de masificación 
con contratos ya firmados desde el año 2013, toda vez que los inversionistas no ven 
de manera saludable, ni en Perú ni en ninguna parte de Sudamérica, la intervención 
del aparato estatal a través de empresas municipales, ni en forma social, ni 
participando en una parte del negocio. Se tiene experiencias negativas al respecto, 
que se podrían tomar como actos de corrupción o simplemente ineficiencias 
burocráticas, conviene tomarlas en cuenta.  
 
En ese sentido, no considero que haya sido eficiente ni efectiva la implementación 
del régimen de la Ley de empresas municipales. La promulgación de la Ley 
empresas municipales se dio principalmente como un signo político de transferencia 
de responsabilidades por el gobierno regional. Estos reclamaban una mayor 
participación en la industria del gas natural y, para ello, con el apoyo de los 





 Si es que revisamos la exposición de motivos de esta Ley, en su dictamen en 
mayoría, podemos apreciar que la primera aplicación práctica de esta Ley se iba a 
dar justamente en la costa norte, en la región Piura, que cuenta con recursos de 
gasíferos importantes. Esta es una muestra de lo que estoy afirmando. 
 
―En los sectores saneamiento y electricidad se han efectuado experiencias 
municipalizadoras ¿Considera pertinente legalmente que dicho fenómeno sea 
aplicado en el servicio público de distribución de gas natural por red de ductos 
en el Perú? 
―Lo considero pertinente en la medida en que se efectúe la transferencia de 
funciones en dos tiempos: primero el de corto y mediano plazo y, segundo, a largo 
plazo. Recordemos que el corto y mediano plazo según mi concepción han sido para 
que la municipalidad ejerza un rol meramente promotor y a largo plazo un rol 
concedente. 
 
―¿Existe alguna experiencia municipal práctica en la que se efectúe la Ley N° 
29496, Ley de creación de empresas municipales encargadas de la prestación 
del servicio público de suministro de gas natural por red de ductos en el 
ámbito de las municipalidades distritales y provinciales? 
―No, no se tiene ninguna experiencia municipal puesta en práctica. Podríamos decir 
que el régimen al cual se aspiró a través de esta norma fue sustituido por la Ley N° 
29969, Ley a través de la que se dictan disposiciones a fin de promover la 
masificación de gas natural en el Perú, la que fue debidamente reglamentada en el 
año 2013. Y sobre la base de dicha Ley y Reglamento es que se realizaron los 
procesos de promoción de la inversión privada, actualmente concretados en 
contratos de Asociaciones Público Privadas (APP), y sobre la base de dicha norma 
es que se va a otorgar la concesión que por inversión se está promocionando. 
 
―¿Considera usted que la promulgación de la Ley N° 29496, Ley de Creación 
de Empresas Municipales, es una política efectiva para la implementación del 
gas natural en el Perú? 
―Quisiera olvidarme por un momento del término legal para irme al campo de la 
viabilidad de los negocios. ¿Cuándo es que un negocio en Perú es viable? 
Empezando por el control que pueda tener el inversionista sobre la actividad, si es 
que estamos hablando de una actividad en la cual el Estado interviene como 
regulador. Pero si es que estamos hablando de un negocio en el cual el Estado no 
solo regula, sino que interviene societariamente en la toma de decisiones, considero 
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que no es conveniente y no es posible, ya que limita la inversión privada por una 
premisa muy básica, los intereses del privado no son congruentes, concordantes, ni 
siquiera compatibles con los intereses del Estado.  
 
Eventualmente, lo que se puede hacer, hablando del modelo colombiano, es mirar 
hacia el modelo de la empresa de energía Bogotá que constituye un ejemplo de 
participación empresarial del Estado que, en algunos casos, se asocia 
minoritariamente con accionistas privados para poder realizar actividades, tanto 
dentro de la propia Colombia o como promotora en nuestro país. Un claro ejemplo 
de ello es la empresa gas natural de Lima y Callao “Cálidda”, que tiene un 
accionariado principalmente del grupo energía Bogotá y de algunas otras empresas 
privadas, como es el caso de PROMIGAS. Recordemos que, en el caso de la 
empresa de energía Bogotá, no estamos hablando de una empresa que recién se ha 
creado, estamos hablando de una empresa que tiene más de cincuenta años de 
fundada, que publica sus hechos de importancia y que, de alguna u otra manera, ha 
demostrado transparencia y seriedad en cuanto a su manejo.  
 
Por último, es importante tener en cuenta que la intervención estatal a través de 
empresas municipales debería pasar por ese evaluarse previamente si existe interés 
del privado. Recordemos que en el lenguaje de las inversiones privadas, la 






ENTREVISTA A LUIS FERNEY MORENO CASTILLO 
 
―En 1986, se implementó en Colombia el “Programa de Gas para el cambio” 
con la finalidad de poder ampliar la cobertura de gas natural. ¿Cómo se 
ejecutó este programa?  
―El programa “Gas para el cambio” permitió ampliar el consumo de gas en las 
ciudades, realizar la interconexión nacional y tener nuevos hallazgos699. No obstante 
lo anterior, la ejecución de este plan se vio limitado teniendo en cuenta el bajo 
volumen de reservas de esa época y la coyuntura en que se desenvolvían los 
energéticos, los cuales estaban subsidiados. En 1990, se retoma la idea de crear la 
cultura del gas700.  
 
El programa se ha venido implementando paulatinamente. Hoy en día, hay 7 
millones de usuarios de gas natural701. La gráfica, presentada por la Unidad de 
Planeación Minero Energética en el Balance de gas natural en Colombia 2015-2023 
(consignada a continuación), muestra unos resultados que señalan que, en un 
escenario bajo de oferta y de demanda se logra abastecimiento del país hasta enero 
de 2018; en un escenario medio de oferta, hasta el año 2022; y con el escenario alto 
de oferta, no se presentan faltantes en la atención de la demanda702. 
 
 
                                               
 
699  Consultado en http://www.creg.gov.co/index.php/sectores/gas-natural/historia-gas  
 
700  Guerrero Suárez, F. y Llano Camacho, F., “Caso de estudio. Gas natural en Colombia -Gas e.s.p-“, 
En: Estudios Gerenciales, 87, Colombia, abril-junio, 2003, págs. 115-146. 
 
701  Consultado en http://www.eltiempo.com/colombia/medellin/epm-se-acerca-al-millon-de-usuarios-
con-gas-natural-en-antioquia/15602515. Fecha de visita. 
 
702  Unidad de Planeación Minero Energética. Balance de Gas Natural en Colombia 2015-2023, página 
23 -24. Febrero de 2015. 
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―Hacia fines de 1991, el Consejo Nacional de Política Económica y Social 
(CONPES) aprobó el programa para la masificación del consumo de gas en 
Colombia. Teniendo en consideración ese contexto, ¿en Colombia se 
implementaron mecanismos de fomento o incentivos a los particulares y al 
Estado para estimular el avance de este proyecto? 
―En algunas partes del país, se dieron incentivos a los usuarios para que se 
convirtieran al servicio de gas y se brindó subsidio al consumo. En otras regiones, se 
dio subsidio al consumo y, también, hubo fomento del Estado a las empresas para 
ampliar la expansión de redes a través de un Fondo Especial Cuota de Fomento703, 
creado por la Ley 401 de 1997704 para hacer expansión de redes de gas.  
 
―El proceso de masificación del gas natural en Colombia es bastante 
reconocido a nivel internacional por haber sido una experiencia exitosa. 
¿Cuáles son los factores o elementos que permitieron que se implemente el 
proceso de masificación de manera efectiva? 
―Entre los factores que permitieron la implementación del proceso de masificación 
del gas natural en Colombia, se destaca el mantener precios bajos, el financiamiento 
de la expansión de redes, garantizar el suministro de gas, una adecuada regulación 
del sector y ejecutar el aumento de consumo progresivamente.   
 
―¿Cuál es la situación actual del proceso de masificación del gas natural en 
Colombia? ¿Existen temas pendientes en el proceso de implementación de la 
masificación del gas natural en Colombia? 
―Existen reservas de gas a corto plazo. Se están implementando nuevas 
estrategias, como usar el gas propano por ducto para garantizar la expansión y 
montaje de plantas de regasificación705. 
 
                                               
703  El Fondo Cuenta Especial, sin personería jurídica, es administrado por el Ministerio de Minas y 
Energía. A él se le incorporan los recursos provenientes de la Cuota de Fomento del tres por ciento 
(3.0%) sobre el valor de la tarifa que se cobre por el gas objeto del transporte, efectivamente 
realizado, sufragada por todos los remitentes del Sistema Nacional de Transporte de Gas Natural. 
Su finalidad es promover y cofinanciar proyectos dirigidos al desarrollo de infraestructura para el uso 
de gas natural en los municipios y el sector rural, prioritariamente dentro del área de influencia de 
los gasoductos troncales y que tengan el mayor Índice de necesidades básicas insatisfechas. 
 
704  Creado por el Artículo 15 de la Ley 401 de 1997, modificado por la Ley 887 de 2004 y por la Ley 
1151 de 2007. 
 
705  Balance de Gas Natural en Colombia 2015-2023, Unidad de Planeamiento Energético Ministerio de 
Energía y Minas de Colombia, Bogotá, febrero 2015. Disponible en: http://www1. 
upme.gov.co/sites/default/files/BALANCE_GAS_NATURAL_FINAL.pdf (visitado el 20.04.2015). 
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―En términos generales, la municipalización de los servicios públicos 
involucra la prestación directa de los servicios públicos por parte de los 
municipios. Ahora bien, esta prestación directa del servicio público no ha sido 
eficiente ni efectiva en muchos países. ¿Existen experiencias de 
municipalización del gas natural en Colombia? En caso la respuesta sea 
afirmativa, ¿podría señalar algún(os) ejemplo(s) relevante(s)? 
―En materia de servicios públicos domiciliarios se da en acueducto, alcantarillado y 
aseo más no en gas. No hay municipalización del servicio. Todo lo relacionado con 
gas es competencia de la nación o Estado central. No hay experiencia en la que el 
municipio sea el prestador directo del servicio. 
 
―Mediante la Ley 142 de 1994 se faculta a los municipios a prestar 
directamente los servicios públicos cuando las características técnicas y 
económicas del servicio y las conveniencias generales lo permitan y 
aconsejen. ¿Se ha aplicado esta Ley para el servicio público de gas natural? 
¿Existen municipios colombianos que presten directamente el servicio público 
de gas natural? En caso la respuesta sea afirmativa, ¿Podría señalar algún/nos 
ejemplo/s relevantes? 
―No existen municipios prestadores directos del servicio público de gas. 
 
―¿La intervención de los municipios en la prestación de los servicios 
públicos de distribución de gas natural por red de ductos podría afectar el 
régimen económico constitucional colombiano? 
―Tal como se dijo anteriormente, no existen municipios prestadores del servicio de 
gas, pero en el caso en que pueda dar este supuesto, solo sería posible si en el 
municipio no hay quién, bajo la libre iniciativa privada, preste el servicio público. En 
ese orden de ideas, en el caso de llegarse a presentar la intervención de un 
municipio, en la prestación del servicio de gas, no afecta el régimen económico 
constitucional colombiano, en la medida en que sea una participación subsidiaria, 
esto es, que participe si no se ejerce la libre iniciativa privada. 
 
―Uno de los principales factores que permite que la masificación del gas 
natural prospere en un país es contar con una interconexión de gasoductos de 
manera que se tenga confiabilidad en el suministro de gas. ¿En Colombia se 
encuentra implementada esta interconexión o aún quedan temas pendientes 
por implementarse a largo plazo? 
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―En Colombia está construida una interconexión nacional que permite prestar el 
servicio público de gas a una gran porción de la población colombiana, pero se han 
creado una serie de incentivos regulatorios para continuar con dicha interconexión 
nacional y poder llevar gas a otras regiones del país. 
 
―¿Las condiciones del mercado de gas colombiano cumplen con los aspectos 
regulatorios adecuados que permitan la libre competencia? ¿Existen 
dificultades para la libre competencia? 
―En Colombia, el tema de la libre competencia de gas hay que abordarlo desde 
varios aspectos. Primero: Colombia ha introducido un mercado mayorista y minorista 
de gas en donde, en el primero, hay una introducción de libre competencia muy 
dinámica, pero en el segundo mercado ha sido baja la introducción de la libre 
competencia. 
 
En el mercado mayorista, tenemos un mercado primario y un mercado secundario 
de gas. En el mercado primario, participan productores, comercializadores, 
distribuidores y grandes clientes; y, en el mercado secundario, son las ventas que 
realizan grandes clientes y los distribuidores.  
 
En materia de distribución, inicialmente, se implementó, a través de los contratos de 
áreas de servicio exclusivo, un esquema de competencia por el mercado. 
Actualmente, la regulación expedida por la CREG tiene previsto un esquema de 
competencia por el mercado para la expansión de redes de transporte de gas, tal 
















―¿En Colombia se ha evaluado la posibilidad de implementar proyectos de 
interconexión con países vecinos para ampliar el mercado y posibilitar el 
intercambio internacional del gas natural? 
―Se han hecho estudios de interconexiones internacionales con Panamá, para 
llevar gas natural a Centroamérica. Dicho gas provendría de los excedentes del 

































ENTREVISTA A VÍCTOR MURILLO HUAMÁN 
 
―El FISE es considerado como uno de los mecanismos de implementación de 
la masificación del gas natural, ¿de qué manera interviene el FISE en el sector 
electricidad? 
―En el sector electricidad, se ha previsto destinar unos fondos para ampliar la 
frontera energética, es decir, cubrir mediante la instalación de infraestructura para 
que la gente de escasos recursos económicos pueda acceder a la energía. Cabe 
precisar, además, que en el Perú hay un 10% de peruanos que no tiene electricidad; 
entonces, hay una brecha importante a tener en consideración al momento de 
implementar cualquier política pública, como es el caso de la política energética. 
 
―¿Mediante la implementación del FISE, la iniciativa privada podría verse 
afectada? 
―No, no podría verse afectada. A la fecha, existen lugares muy dispersos, con una 
demanda menor e incipiente, que poseen necesidad de energía y los costos 
terminan siendo tan altos que el mercado por sí mismo no podría resolver esta 
brecha. En ese sentido, la oferta y demanda no funcionan por si solas. 
 
Ante esa necesidad y por cuestiones de política pública (inversión de infraestructura) 
surge el FISE. Está claro que, poco a poco, y en la medida en que este mercado se 
vaya desarrollando, las necesidades de energía estén cubiertas y las condiciones 
económicas de las personas vayan mejorado, el FISE tendrá una menor injerencia. 
 
―¿Intervienen las empresas municipales del sector eléctrico en el FISE? 
―En el Perú hay dos modelos: los grandes mercados concentrados, donde están 
las empresas de distribución eléctrica (Luz del Sur, Edelnor, Electro Centro, etc.) que 
cubren las zonas densas y las zonas un poco más marginales (no en todas), y están 
las empresas municipales. 
 
Sin embargo, hay lugares donde no están presentes los municipios. Es ahí donde el 
Estado, a través de la Dirección General de Electrificación Rural del Ministerio de 
Energía y Minas, trata de complementar esta falta de atención. Una vez que se 
instalan los equipos, estos son encargados a las empresas de distribución eléctrica.  
Debo decir que no les ha ido muy bien a los municipios en esta tarea. Gestionar un 
sistema eléctrico es un tema de escala, donde se tienen costos más altos. Por ello, 
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es que muchos de los municipios del país que prestan el servicio tienen 
complicaciones en su gestión. 
 
―¿Conoce de experiencias exitosas por parte de los municipios? 
―Sí, hay experiencias positivas. Por ejemplo, en la zona de Cajamarca, los 
municipios han instalado una central hidroeléctrica con el apoyo del financiamiento 
de las Organizaciones No Gubernamentales (ONG). Percibí una gran organización y 
orden. Además, la ventaja es que, con una central, producen electricidad y, en 
términos económicos, son más eficientes. 
 
―Uno de los fundamentos de la configuración del FISE es el principio de 
solidaridad que inspira el modelo de Economía Social de Mercado. ¿De qué 
manera se involucra el FISE con el programa de electrificación rural del 
Ministerio de Energía y Minas? 
―La electrificación rural forma parte de la política del Estado y tiene por objetivo 
cubrir de redes eléctricas el país, pero es un plazo muy largo. Ellos tienen sus 
fondos y recursos. El FISE se incorpora como un fondo más, un esfuerzo adicional, 
sobre todo promoviendo de que se empiecen a utilizar tecnologías actualizadas.  
 
Hoy en día, por ejemplo, el proyecto de instalación de paneles solares para las 
zonas más alejadas es mucho más conveniente que expandir el servicio eléctrico, 
además, porque el recurso solar es de duración infinita en el Perú. Así, con aporte 
del FISE, se está regulando la implementación de los paneles solares. 
 
―¿Cuál es la percepción que tienen las empresas del sector privado con 
relación al FISE? ¿Se ha logrado entender la naturaleza de este mecanismo o 
aún quedan dudas? 
―El FISE es un subsidio cruzado al que todos aportamos para que las personas que 
aún no tienen acceso a la energía puedan obtenerlo. Las empresas son vehículos a 
través de los cuales se recauda, salvo en el caso de las empresas de distribución 
eléctrica que también deben ayudar con el desarrollo del sector, como en el tema de 
los vales FISE, uno de los programas de promoción y acceso al GLP, para la compra 
de balones de gas en favor de las poblaciones vulnerables. 
Ahora bien, las respuestas y percepciones son diversas. Debe entenderse que este 
programa es un encargo como política de Estado para las empresas. Asimismo, la 
distribución de los vales para la compra de balones de gas es una actividad en 
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beneficio de las personas más vulnerables, por lo que las empresas tienen la 
posibilidad de beneficiarse en términos de responsabilidad social corporativa. 
 
Por ejemplo, una vez conversé con especialistas colombianos, que trabajaban en 
empresas de distribución eléctrica y me dijeron que ellos realizaban trabajos 
similares para fidelizar a sus clientes, con la figura de la “responsabilidad social”. En 
el Perú, un fondo como el FISE, es una herramienta para implementar acciones 
vinculadas a la responsabilidad social, pero aún no todo el sector privado ha logrado 
comprender su finalidad. 
 
―¿El FISE ha tenido influencia del modelo regulatorio del algún país? ¿Cómo 
nace esta figura? 
―Hasta donde he visto y he contrastado con varias instituciones extranjeras que 
han venido a estudiar el FISE, es una figura sui generis. En primer lugar, utiliza el 
vehículo del mercado, es decir, los aportantes somos todos los ciudadanos, no hay 
un dinero que venga del Estado y, también, dentro del concepto de poblaciones 
vulnerables, todos estos fondos son destinados de modo focalizado a los que 
necesitan, que es un nuevo concepto que han relevado los especialistas que 
vinieron a estudiar el tema.  
 
El FISE se focaliza con un esfuerzo muy importante para identificar quién debe 
recibir el vale de descuento, el panel o lo que tenga que ser; inclusive, en cuanto al 
tema de masificación de gas, no todos van a recibirlo, sino únicamente la población 
focalizada. De tal manera, hay un esfuerzo importante para que el subsidio esté bien 
dirigido y no altere el mercado, porque si no los subsidios terminarán complicando el 
libre mercado. Es más, al estar dirigido a poblaciones vulnerables, que son las zonas 
rurales, los vales para la compra de los balones de gas de GLP han permitido 
expandir el mercado. Es decir, como la demanda de GLP va ampliándose con los 
vales, esta hace que la oferta vaya atrás, entonces genera un dinamismo en el 
mercado.  
 
Por ejemplo, podemos citar el caso de Huancavelica donde antes del FISE sólo 
existían 7 u 8 vendedores de gas. Hoy en día, hay como 300 después del ingreso 
del FISE. Esto ha permitido que personas humildes hayan visto como oportunidad 
abrir sus pequeños negocios de GLP de balones de gas y ya se empieza a utilizar el 
GLP como un combustible más limpio. Ese es otro aporte. Por eso es la 
particularidad, al ser focalizado hace que esto camine. 
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Ya en la implementación hemos utilizado mucha tecnología. Ya no es el clásico 
papel con un aparato administrativo complicado que hace todo el control. Se ha 
utilizado tecnología en los celulares para que el vale de descuento pueda ser 
canjeado de un modo más sencillo y menos burocrático. Estos son los temas que 
hacen sui generis la aparición de esta política de energía y que la distingue del resto. 
Esto lo hemos visto en varios eventos y entidades extranjeras que han venido a 
estudiar el tema. 
 
―Considerando que el FISE es instrumento regulatorio provisional, ¿cuáles 
son las futuras expectativas que se tienen? 
―Se debe tener en cuenta que cerrar la brecha es un proceso. Buena parte de los 
fondos están destinados a implementar infraestructura. Y obviamente, vuelvo al caso 
de los paneles, si ya tienen el panel, la idea es instalar el panel y que la gente lo 
utilice y automáticamente sus problemas de falta de electricidad se resuelvan. Debe 
tenerse en cuenta que no es un mecanismo permanente. 
 
Si se instala un biodigestor, un calefactor, son infraestructuras pequeñas que van a ir 
resolviendo los problemas energéticos de las población más alejada, más pobre. Y 
por el lado de los balones de gas, sí hay un programa mensual de entrega de un 
vale.  
 
Este vale está condicionado, por ejemplo, a que si la posición socioeconómica de las 
personas va mejorando, su consumo eléctrico que es el indicador para elegir a los 
beneficiaros va incrementándose; entonces, de acuerdo con la norma, si pasa un 
umbral dejan de ser beneficiaros.  
 
Ahora, tenemos un grupo de beneficiarios que antes se beneficiaron con el FISE y, 
hoy en día, han dejado paulatinamente de serlo. Claro que, a largo plazo, se 
entendería que si la situación económica de todos mejora, se prevé que el fondo ya 
no se utilizará porque ninguna persona cumpliría con la condición de beneficiario. Es 
un programa interesante que también lo han valorado otras personas, no es el 
clásico “yo te doy para toda la vida”. Más bien, este está condicionado a 





―El FISE también contribuye con la descentralización del acceso a la energía, 
¿tendría alguna importancia o relevancia que las empresas municipales sigan 
prestando servicios de electricidad? 
―El éxito de las empresas municipales depende de cómo se gestionen y 
lamentablemente depende mucho de la autoridad de turno. Por ejemplo, he tenido 
conocimiento de un problema en Carabaya, Puno. Es una municipalidad que tenía 
una pequeña central, se hicieron cargo del servicio eléctrico, pero como la capacidad 
de la central no alcanzaba para cubrir toda la demanda, entonces, ellos decidieron 
comprar electricidad a una empresa eléctrica y revenderla.  
 
Primero, el municipio le compraba energía a la empresa eléctrica del lugar para 
venderle a su población. La gente se acostumbró a pagar menos. Pero ese subsidio 
fue creciendo. Cuando hay un manejo de ese tipo, no se vuelve sostenible. Y en 
base a mi experiencia, considero que es mejor cuando una sola empresa se encarga 
de todo. Al ser grande y tener un espacio enorme, puede hacer economía en escala 
y lograr que el servicio sea mejor, como más o menos se prevé en Carabaya y Puno. 
 
―¿A partir de qué año nace todo este proceso de municipalización en el 
sector eléctrico? 
―Nació porque siempre ha habido pequeños lugares donde las empresas eléctricas 
no estaban y, por eso, ingresaron los municipios que podían atender como una 
alternativa. También, hay municipios que han ido renunciando y entregando sus 
instalaciones a empresas eléctricas. Por ejemplo, hay un municipio en la región 
central en el Valle del Mantaro, donde funcionaba una empresa hace mucho tiempo. 
Al final, cuando se malogró la central, toda el área fue entregada a la empresa del 
lugar.  
 
Naturalmente, en los lugares, donde alrededor del municipio ya existe una empresa 
eléctrica, lo más eficiente es que se transfiera a esta empresa por escala. Eso tarde 
o temprano va a suceder. En el caso de municipios muy alejados, que tienen sus 
propios recursos, deben permanecer. Ahí, sí se justifica que el municipio se haga 
cargo del servicio.  
 
―Por otro lado, ¿las municipalidades deberían coordinar y apoyar con la 
implementación del FISE?  
―Creo que sí, porque el concepto del FISE se sustenta en la política de acceso 
universal. Quienes no tienen energía, en este momento, no necesariamente pueden 
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estar en el ámbito de un municipio. Ahí, lo que falta es instrumentalizar para que, en 
algunos casos, donde está el municipio o la empresa eléctrica, entonces, el FISE se 
incorpore, como el caso de los paneles.  
Donde hay municipios funcionando bien, no habría ningún inconveniente para que 
también el FISE pueda incorporarse, solo falta concordar algunas normas 
relacionadas con las jerarquías de la Ley misma, porque la Ley del FISE es muy 
amplia. Dicha Ley es para todos los que no tienen energía, indistintamente de dónde 
están. Digamos que hay una población vulnerable en el ámbito del municipio que 
también cumple con esta condición, como también hay en el ámbito de las empresas 
eléctricas. Esto es transversal. Yo creo que es cuestión de seguir afinando la parte 
normativa, la parte formal para que esto pueda pasar. 
 
―El emplear subsidios es un poco riesgoso, ¿se podría implementar algún 
mecanismo más eficiente que evite distorsiones y corrupción? 
―Considero importante tener en cuenta los elementos necesarios para una buena 
focalización para entregar subsidios, es decir, que exista una base de datos de 
quiénes tienen ingresos entre las personas identificadas debidamente y las 
propiedades que tienen. Entonces, debe haber un esfuerzo como para que esa 
información pueda ayudar a elegir a la población vulnerable que necesita este 
subsidio y un segundo esfuerzo, menor en el sentido de que puede haber algunas 
dificultades, una especie de vigilancia permanentemente.  
 
A mí me parece que para el caso del FISE, la Ley señala que el OSINERGMIN es el 
nuevo supervisor a nivel de funcionamiento del programa. Y yo creo que el esfuerzo 
que hacemos acá de cómo incorporar a las autoridades locales ayuda para este 
propósito. Por ejemplo, se trabaja mucho con las autoridades locales. Ellos, con una 
capacitación muy puntual, podrían ir reportando algunas anomalías del programa y 
nosotros lo estamos haciendo con el apoyo tecnológico. Los gobernadores con un 
celular nos van a poder reportar los problemas que ellos ven en su pueblo. Este tipo 
de esfuerzos ayuda a que este programa pueda caminar mejor y cumpla su objetivo 





ENTREVISTA A SONJA BLEEKER 
 
―¿Cuál es su opinión respecto de la gestión de las empresas municipales en 
el Perú? 
―En el Perú, tenemos aproximadamente unas cincuenta empresas de servicios de 
saneamiento que son gestionadas directamente por la municipalidad pero nadie las 
supervisa, siendo este uno de los problemas más serios. En términos generales, las 
empresas municipales tienen muchas deficiencias en su funcionamiento y están casi 
quebradas financieramente por un tema de tarifas y mala gestión empresarial. 
 
Asimismo, es importante tener en cuenta que casi todas las Juntas Administradoras 
de Servicio de Saneamiento (JASS) están dentro de los peores servicios brindados a 
los ciudadanos. El área rural es un sector muy olvidado, sobre todo en lo que son 
temas de saneamiento. Para mí es una falla grave por parte del Estado, puesto que 
pone en una situación de indefensión total a miles de ciudadanos, afectando sus 
derechos constitucionales a la vida, salud, etc. 
 
―¿De qué manera el Estado tendría que intervenir o apoyar a las Juntas 
Administradoras de Servicio de Saneamiento (JASS) para que tengan una 
organización más eficiente? 
―Hay muchas JASS que no son reconocidas formalmente. Por lo tanto, creo que el 
primer paso consistiría en ayudarlas para que sean registradas y reconocidas por el 
Estado. Posteriormente, ya se podría empezar con un proceso de asesoramiento 
para mejorar la calidad del servicio.  
 
Del mismo modo, por parte de las municipalidades distritales, creo que es urgente 
que se asuman proyectos para resolver los problemas vinculados a los sistemas de 
tuberías, los canales de filtración y contaminación por tubería oxidada. 
 
Asimismo, se debe asesorar a las JASS en cuanto al cobro de tarifas. Muchas 
veces, estas no tienen plata para hacer ni siquiera una operación de mantenimiento 
por su elevado costo. Además, creo que muchas comunidades no quieren pagar por 
los servicios públicos, porque les gusta autogestionar su servicio. Yo creo que el 
municipio distrital sí tiene la posibilidad de intervenir ahí. Asegurarse, sobre todo, 





―¿Considera importante que el Estado intervenga en el sector saneamiento? 
―Sí, considero importante que el Estado intervenga pero en el rubro de asesoría. 
Hay muchas comunidades que tienen su JASS y en realidad les gusta tener el 
servicio autogestionado con bienes. En ese sentido, creo que las municipalidades 
tienen la obligación de asesorar a las comunidades en temas vinculados al sector 
saneamiento, más que ejercer actividad empresarial directamente. 
 
―En el Perú, ¿cómo ha sido el proceso de municipalización del sector 
saneamiento? ¿Y a nivel internacional se ha conocido alguna experiencia 
positiva respecto de la municipalización por saneamiento? 
―El Perú ha pasado por varios ciclos de centralización y descentralización. Aquí, la 
municipalización (promovida por Alberto Fujimori) ha pasado por diversos 
problemas, entre ellos, los políticos. 
 
En Europa, por ejemplo, sé que los servicios están al margen de las empresas 
público-privadas, incluso privadas, y están funcionando más o menos bien con 
empresas públicas. En países en desarrollo, hay mucho más temor a estas alianzas 
público-privadas y a la privatización, por lo cual se mantiene un poco esta figura de 
la gestión como en la municipalidad. Pero casos exitosos todavía no se me vienen a 
la mente. 
 
Por ejemplo, en el caso de Cochabamba, en Bolivia, hubo una “guerra por el agua” 
como consecuencia de la privatización. Después de la privatización, pasó a manos 
del municipio, pero a pesar de los reclamos de la población, porque la empresa 
privada no llegaba al servicio público, ahora sigue trabajando de forma inadecuada. 
Es un problema bastante grave. Yo creo que tiene que ver mucho con temas 
políticos, temas de una remuneración muy baja del personal y una rotación muy 
frecuente del mismo. Entra una nueva gestión, cambian los gerentes y el gerente 
cambia todo el personal. Entonces, un personal con muy poco conocimiento y 
experiencia previa no funciona del mismo modo que uno poseedor de conocimientos 
técnicos; es más, yo creo que cada vez se necesita más conocimiento social. La 
gestión antes era considerada como un tema de ingenieros. Ahora, se reconoce que 
la gestión es un tema socio-técnico. Este es un tema importantísimo que a veces los 
ingenieros dejan de lado. Imponen una visión muy técnica en ingeniería y falta 
muchas veces de conocimiento del componente social. Yo creo que hay mucho por 




Por ejemplo, Lima es un prototipo claro de las desigualdades que se dan en la 
ciudad. Si comparas un distrito de La Molina con otro más vulnerable, en el primero 
hay amplias áreas verdes, incluso con agua potable, donde la gente tiene dos 
carros, su jardín. En contraste, en el mismo distrito, se encuentra Manchay, donde ni 
siquiera existe el servicio de agua en muchos lugares.  
 
Un tema importante que aún no ha sido discutido es que las tarifas son tan bajas 
que no cubren los costos de operación y mantenimiento. Hay un temor grande por el 
aumento de las tarifas, porque en la población existe un fuerte rechazo. Y esto es 
debido a que el servicio de agua y saneamiento es pésimo. En ese sentido, la 
población valora el agua como recurso, pero no quiere esperar por un servicio que 
no es adecuado. Entonces, ahí se toca un tema muy sensible que se compara con 
este ciclo vicioso de mala prestación de servicios y, en consecuencia, una mala 
disponibilidad al pagar por parte de la población. 
 
―Los gobiernos locales tienen la responsabilidad de comunicar a la población 
sobre el estado y la sostenibilidad del servicio de agua y saneamiento. ¿Esta 
comunicación es efectiva y fluida con la población? y ¿se informa claramente 
sobre los indicadores de calidad del agua? 
―No es efectiva. Nadie supervisa ni comunica cuáles son los criterios. Ante esas 
deficiencias creo que los municipios deberían de promover proyectos de inversión 
que tengan como cometido buscar fuentes alternativas que brinden una mejor 
opción en la prestación del servicio y calidad del agua. Actualmente, hay ingenieros 
que estudian varias alternativas pero aún no son aplicadas. Por ejemplo, en la costa, 
el tema de los atrapa nieblas, es una preferencia que existe. Por ahora yo creo que 
más lo usan para riego, porque incluso el agua de la neblina está contaminada. 





ENTREVISTA A VÍCTOR PRETELL HUAMÁN 
 
―En el mercado de las fuentes fósiles de energía (las que se cotizan en el 
mercado mundial de acuerdo con el poder calorífico que contengan), el gas 
natural resulta ser el combustible con menor poder calorífico de los productos 
derivados de los hidrocarburos normalmente ofertados. En ese sentido, la 
extracción de gas natural tendría ingresos siempre más bajos respecto de 
otros cuyo objetivo es el petróleo u otros minerales. Ante esta situación, ¿qué 
planes, proyectos o medidas técnicas, legales o económicas podrían hacer 
más atractiva o rentable la industria del gas natural en el Perú? 
―Un país no puede elegir sus fuentes de energía toda vez que estas vienen dadas 
por la disposición de la naturaleza. De acuerdo con los últimos reportes de Perupetro 
S.A., las reservas probadas de petróleo oficialmente son de 6 004 596 MB, las de 
líquidos del gas natural son 5 596 399 MB y las de gas natural ascienden a 105 203 
miles de millones de pies cúbicos (BPC) (1). 
 
Si homogenizamos esas cifras tenemos que las reservas de hidrocarburos en el 
Perú son las siguientes: 
 
Total de reservas MB (miles de barriles) 
Petróleo 6,004,596 
Líquidos del gas natural 5,596,399 
Gas natural 21,040,600 
 
Ahora bien, en primer lugar, es importante tener en cuenta que no somos un país 
petrolero pero sí gasífero, pues el 81% de nuestras reservas de hidrocarburos 
provienen del gas natural y el resto del petróleo. Entonces, debemos explotar lo que 
tenemos y obtener más ventajas comparativas. 
 
En segundo lugar, podemos señalar que la industria del petróleo en el Perú es muy 
antigua a diferencia de la industria del gas natural que es reciente. Podemos estimar 
que la posibilidad de nuevos hallazgos en petróleo es baja y, en cambio, la 
posibilidad de hallar gas natural es mucho más favorable. 
 
Finalmente, considero que la legislación debe incentivar y promover a que ingresen 
actores y referentes importantes de la industria a nivel mundial, como Shell, British 
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Petroleum, y evitar en lo posible el ingreso de las empresas junior o chicas, como 
Pluspetrol, Sapet, etc.  
 
Actualmente, es mucho más fácil que las grandes empresas tengan políticas 
corporativas de buen cuidado con el medio ambiente como, por ejemplo, el caso de 
Chevron en el campo de petróleo de Kutubu en Nueva Guinea que está 
documentado en el libro Colapso de Jared Diamond2. 
 
―En el supuesto de realizar un hallazgo de gas natural, tanto su extracción 
como su comercialización dependerán necesariamente del escenario de 
precios mundiales vigentes en ese momento. Teniendo en consideración esta 
situación, ¿cuáles podrían ser los incentivos necesarios para salir al mercado 
con precios tan bajos? ¿Se debería de optar por “postergar su descubrimiento 
comercial”? 
―Los precios del gas son bajos y dependen de la región a la que se quiera vender. 
En la zona norteamericana el precio Henry Hub está actualmente a $2.6/MMBtu; en 
la zona europea, a $8.3/MMBtu; y, en Japón, a $13.67/MMBtu3.  
 
Lo razonable es desarrollar la explotación comercial apuntando a mercados de mejor 
precio (asiáticos o europeos) y, en el mediano plazo, priorizar la transformación del 
gas natural en productos comerciales de mayor valor agregado (energía, 
fertilizantes, petroquímica). En la medida en que se incentive la exploración y 
explotación del gas natural, estaremos creando un mercado para futuros desarrollos. 
No es recomendable “guardar” los “posibles descubrimientos” considerando que no 
tenemos la certeza de cuánto gas tenemos.   
 
―El orden de consumo del gas natural difiere según la ubicación geográfica, 
toda vez que, en las zonas no tropicales del planeta, sí existe la necesidad vital 
de contar con sistemas de calefacción para residencias. En esos casos, es 
más rentable suministrar a una población con un mayor nivel de consumo, 
comparado con los que se encuentran en zonas tropicales, donde la 
calefacción por lo general no resulta importante para vivir y, por tanto, el 
consumo no constituye un bien de “primera necesidad”. En ese sentido, en 
países como el Perú, existe la necesidad de formar grandes focos de 
“demanda ancla” que justifiquen económicamente la construcción de 
infraestructura para llevar el gas natural a los puntos de consumo, que 
comprenden básicamente los ductos y las redes de ductos para el transporte y 
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distribución, respectivamente. Dicho esto, ¿qué tan viable es industrializar el 
consumo del gas natural en el Perú? ¿es un bien de primera necesidad para el 
país? 
―La distribución del gas natural a todo el país, a través de una red de gasoductos o 
su transformación en energía eléctrica para ser distribuido por la red eléctrica 
nacional y, eventualmente, ser vendido a otros países es una necesidad que, 
probablemente, no tenga sustento económico para todos los puntos del país, pero sí 
tiene un sustento de política nacional.  
 
La energía es desarrollo, es civilización. No se puede entender nuestra civilización 
sin el uso de la energía eléctrica, la cual se usa en todo aspecto de la vida diaria a 
todo nivel. La energía eléctrica es sinónimo de civilización. Solo imaginemos que, 
por arte de magia, nos quedemos sin energía eléctrica, sería el caos y la vuelta al 
pasado. 
 
La energía eléctrica proviene de varias fuentes y una de las más importantes son los 
combustibles fósiles. En nuestro país, el 44 % de la generación de energía eléctrica 
proviene del gas natural; el 8 %, del petróleo; 2 %, del carbón; y el resto de las 
renovables (agua, biomasa, solar, eólica)4.  
 
Aclarado esto debemos comprender que nuestras necesidades energéticas 
eléctricas pueden ser cubiertas por las energías renovables, la hidroeléctrica 
principalmente, ya que nuestro potencial es enorme. Pero se debe evitar caer en el 
juego de las ONG ambientalistas que presionan por la construcción de minicentrales 
hidroeléctricas y el abandono de los mega proyectos hidroeléctricos. Recordemos 
que, durante décadas y aún en la actualidad, la central hidroeléctrica del Mantaro 
nos ha abastecido de energía eléctrica.  
 
También, debemos considerar que la diversidad climática del país presupone la 
existencia de lugares con bajas temperaturas similares a los países del norte 
europeo –zonas como Puno y similares– que requieren calefacción o lugares como 
la Amazonía donde es necesario al acondicionamiento de aire. Es decir, nuestra 
población requiere de energía para mover esos bienes, que ahora no los tenga no 
significa que nunca los vaya a tener. 
 
De otro lado, otro aspecto que se debe considerar es que la energía del gas natural 
no es solo para la generación eléctrica. Otra de las necesidades vitales de nuestra 
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civilización es el transporte. Sin transporte moderno (autos, buses, camiones, 
buques y aviones) nada de lo que se fabrica y consume llegaría a los usuarios y esa 
energía proviene fundamentalmente de los hidrocarburos líquidos, es decir, del 
petróleo y para suerte del país, de los líquidos del gas natural. El gas natural 
peruano tiene en su composición entre 8-14 % de líquidos que se pueden usar y se 
usan para combustible automotor. 
 
En conclusión, el gas natural puede y debe ser destinado como uso primario 
energético mientras no se tenga un sustituto más económico, que en nuestro país 
sería la generación de energía hidroeléctrica. El gas natural como combustible para 
usos automotores no tiene reemplazo económico en el Perú, pues no somos un 
productor importante de petróleo.  
 
―En la producción de fertilizantes nitrogenados, los costos del producto, 
especialmente destinado a la agricultura, se manifiestan en función del costo 
de la unidad de nitrógeno, ya sea en forma de nitratos, amonio o úrea. Los 
estudios que sustentan la posibilidad de instalar plantas destinadas a la 
producción de nitrógeno tienen que competir con otras plantas, en la que la 
materia prima es el aire, caso de la Fábrica de Cachimayo, y también con 
productores que exportan los nitratos a precios de dumping, como es el caso 
de Costa Rica. En este marco, ¿qué factibilidad tendrán las fábricas en nuestro 
país frente a estas plantas que ya están en funcionamiento, máxime, si además 
ya tienen gran parte de sus instalaciones amortizadas? 
―Todo es cuestión de economía de escala, disponibilidad de reservas de materias 
primas y un agresivo liderazgo gubernamental. El Perú dispone de las reservas pero 
su visión de mercado es pequeña, se piensa cubrir mercados locales o regionales. 
En esta industria, el mercado es el mundo. Ahora bien, nuestra ventana de 
oportunidad para los fertilizantes se está cerrando, pues nuestros productos deberán 
competir con las nuevas plantas que se montarán en USA, debido a sus bajos 
precios en gas natural, también a que buena parte de la demanda mundial proviene 
de ese mismo país, aparte de China, India y Brasil. Si se quiere competir en ese 
mercado, la legislación debe incentivar la participación de los productores mundiales 






―La producción mundial de polietileno, PVC, polipropileno y estireno es 
absorbida por el consumo de Asia en un 34 %; Europa, en un 25%; y EEUU, en 
un 24%. Y el mercado natural, que le interesaría al Perú por su posición 
geográfica y que corresponde a América Latina, solo consume el 5% de estos 
petroquímicos, los mismos que se consideran como los de mayor nivel de 
volumen de producción. Si esta afirmación es cierta, ¿sería aconsejable que el 
inversionista vea en el Perú algún atractivo económico suficiente para instalar 
plantas destinadas a la producción de alguno de los polímeros mencionados, 
siempre sobre la base de nuestras reservas de gas natural como materia 
prima? 
―Como se señaló en la pregunta anterior, todo es cuestión de economía de escala, 
disponibilidad de reservas de materias primas y un agresivo liderazgo 
gubernamental. El mercado es el mundo, no la región. Además, se requiere de un 
análisis cuidadoso del mercado a promover. La petroquímica es amplia, tal como se 
muestra esquemáticamente en la Tabla 8. 
 
Tabla 3. Productos petroquímicos 
Ethylene: Polyethylene, Ethylene oxide, Ethylene dichloride, Ethyl benzene, Other (Including 
Alpha olefins and vinyl acetate) 
Ethylene: Polyethylene, Ethylene oxide, Ethylene dichloride, Ethyl benzene, Other (Including 
Alpha olefins and vinyl acetate) 
Propylene: Polypropylene, Propylene oxide, Acrylonitrile, Cumene, Acrylic acid, Isopropanol, 
Other (Including Polygas chemicals and oxo-chemicals) 
Butadiene: Styrene-butadiene rubber, Butadiene rubber, Acrylonitrile butadiene styrene, 
Styrene-butadiene latex, Other (Including Nitrile rubber and mechanical belts) 
Benzene: Ethyl benzene, Cumene, Cyclohexane, Nitrobenzene, Alkyl benzene, Other 
(Including Maleic anhydride) 
Xylene 
Toluene: Benzene, Xylenes, Solvents, Toluene diisocyanate, Other (Including Pesticides, 
drugs and nitrotoluene) 
Vinyls 
Styrene: (Polystyrene, Expandable polystyrene, Acrylonitrile butadiene styrene, Styrene-
butadiene latex, Unsaturated polyester resins, Styrene-butadiene rubber, Other (Including 
copolymer resins 
Methanol: Formaldehyde, Gasoline, Acetic acid, Methyl Tertiary Butyl Ether (MTBE), Dimethyl 
ether, Methanol to olefins (MTO), Other (Including biodiesel, solvent and chloromethane) 
 
En el gas natural peruano, tenemos el metano que nos puede llevar por la ruta del 
metanol y sus derivados o por la tecnología de Fischer Tropsch a combustibles 
líquidos. En el caso de los líquidos del gas natural, ellos abren la puerta a la 





Para que el inversionista vea atractivo al país, en términos económicos, se requiere 
que el Estado articule una legislación seria que promueva la petroquímica peruana 
con una mira de mercado mundial. Ello pasa por un estudio cuidadoso de qué tipo 
de petroquímica nos interesa desarrollar, una petroquímica básica, intermedia o 
final. O quizá la obtención de combustibles líquidos como la gasolina o diésel para 
exportar.  
 
―Al tener en cuenta la creación del polo petroquímico en el sur, ¿tenemos 
alguna probabilidad de que, si los polímeros nombrados anteriormente no 
ofrecieran las condiciones de competitividad que los hagan atrayentes, se 
puedan instalar otros procesos de menor volumen, como los considerados 
como productos de “química fina” (metil-litio, ácido metilsulfónico, etilenglicol, 
olefinas). Si fuera así, ¿existen propuestas para que estos petroquímicos 
muestren las posibilidades de éxito en la industria de transformación de 
hidrocarburos, dentro de una política de Estado coherentemente desarrollada? 
―La petroquímica es una cadena. No se puede obtener los productos finales si no 
se tienen los iniciales y la economía de escala lleva a tener los costos más 
competitivos. Por ello, la integración de procesos es vital en esta industria, lo que 
nos lleva a decir que no podemos plantearnos una petroquímica fina sin una 
petroquímica básica.  
 
Considero necesario definir el mercado en el cual se quiere competir. Por ejemplo, 
¿queremos competir en el mercado del metanol, solo metanol o nos vamos hasta 
formaldehido o ácido acético o MTBE o quizá gasolina? ¿O quizá en el mercado del 
Tolueno y sus derivados? Todo eso se tiene que estudiar y luego crear el marco 
legal específico. 
 
―Sobre la base de su experiencia, ¿usted propondría otras consideraciones a 
tenerse en cuenta para quienes estemos motivados en la normatividad y 
legislación pertinente?, ¿acaso es necesario investigar en la búsqueda de 
elementos suficientes, para el beneficio de la construcción de un marco legal 
promotor y que garantice la industria de la transformación del gas natural? 
―Las piedras fundamentales de la legislación deberían considerar: (a) rentabilidad 
económica del inversor; (b) seguridad en que recuperarán su inversión y obtendrán 
la ganancia estimada, es decir, crear condiciones normales de desarrollo; (c) 
seleccionar inversores de talla mundial; d) que el marco regulatorio sea exigente y 




―¿El Perú cuenta con reservas suficientes para autoabastecerse de gas 
natural? 
―A la fecha sí, pero como cualquier materia prima no renovable, en la medida que 
no exploremos por nuevas reservas, esa seguridad de autoabastecernos de gas 
natural se acabará. Recordemos que hay una presión poblacional que se estima se 
mantenga y que, en los próximos cincuenta años, nuestra población llegará a los 
cincuenta millones de habitantes, es decir, casi habremos doblado la población 
actual. Eso implica consumo de energía que debe obtenerse de algún modo. 
Entonces, es importantísimo que se explore, desde ahora, en busca de más gas. El 
futuro del país lo requiere. 
 
―Es necesario desvincular la demanda de energía del Perú del petróleo y sus 
derivados para evitar el impacto en nuestra economía, debido a la volatilidad y 
tendencia alcista de los precios internacionales del petróleo. ¿Cuáles serían 
las medidas pertinentes para lograr dicho objetivo? 
―Promover la energía hidroeléctrica, de ese modo, el petróleo y los combustibles 
fósiles, como el gas natural y sus líquidos, irán al consumo de combustibles para 
transporte, donde al menos en las próximas décadas no se espera se les 
reemplacen por otra fuente energética. Idealmente, deberíamos pasar a energías 
renovables como la hidroeléctrica (grandes centrales no mini centrales), eólica, solar 
y biomasa. El transporte pesado o de carga debería hacerse en ferrocarril, por rutas 
que cubran longitudinalmente y transversalmente al país. Eso requiere inversión y 
desde luego una legislación promotora. Pero sobre todo liderazgo político y una 
clase dirigente con visión de futuro y de país. 
 
―Se requiere diversificar la matriz energética del país, introduciendo en mayor 
proporción al gas natural para lograr dotar de mayor seguridad energética al 
país. Incluso, dicha política resulta ambientalmente amigable por la baja 
emisión de los gases de efecto invernadero, así como por la mayor eficiencia 
energética que permite el gas natural, por ejemplo, a través de su uso en 
centrales de ciclo combinado para la generación eléctrica. Dicho esto, ¿cuáles 
son los principales proyectos o planes que el Estado debe fomentar para 
diversificar la matriz energética? 
―Las centrales de energía eléctrica de gas natural deben ser una etapa que permita 
cubrir la demanda mientras las centrales energéticas a energías renovables se 
construyen y entran en funcionamiento, y luego progresivamente deberán salir del 
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sistema. Ocurriría lo que ha pasado con las centrales térmicas a diesel y carbón que 
progresivamente han salido del sistema por sus altos costos operativos. El marco 
legal debería fijar una temporalidad para esas centrales de gas natural, un tiempo de 
vida que obligue al Estado a promover la inversión en las energías renovables. 
Depender de las energías fósiles a largo plazo es una apuesta muy arriesgada. 
 
―Existe un marco legal promotor de la industria petroquímica, sin embargo, a 
la fecha, ningún proyecto se ha visto materializado en el país. ¿Cuáles son las 
principales barreras que han impedido que la industria petroquímica se 
desarrolle en el país? 
―No hay credibilidad de parte de los inversores internacionales respecto de los 
planes del Estado peruano o, mejor dicho, no hay planes claros respecto de la 
petroquímica en el país. En ese sentido, se debería: 
 
i. Fijar o regular un precio competitivo para el gas natural que va hacia la 
petroquímica. Para destrabar el punto A la única alternativa es aumentar las 
reservas con jugadores de talla mundial. 
ii. Asegurar volumen de gas natural al inversor en petroquímica 
iii. Se debe definir qué petroquímica se piensa desarrollar y cuáles serán los 
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ENTREVISTA A JORDI ORTEGA 
 
―¿Qué debemos entender por municipalización energética? ¿Cuáles son los 
fundamentos teóricos que sustentan la expresión "municipalización 
energética"?  
―Desde el punto de vista histórico las primeras empresas vanguardistas de energía 
fueron locales. Esos bienes comunes locales que permitieron la electrificación de las 
ciudades a final del siglo XIX e inicios del siglo XX se perdieron, sobre todo, con la 
crisis de 1929. Los estímulos priorizaron grandes generadoras y un modelo 
energético centralizado. Las empresas energéticas locales perdieron su interés. A 
inicios del siglo XXI, el cambio hacia un modelo energético basado en renovables, la 
generación distribuida ofrece un nuevo interés por las empresas energéticas locales. 
No se trata de desplazar las posibles iniciativas ciudadanas, por tanto, recuperar la 
gestión pública local de las redes de distribución, que son monopolio natural, 
devuelven la seguridad, la confianza y libertad a los ciudadanos para protagonizar el 
cambio de modelo energético.  
 
Los procesos de municipalización de servicios públicos, que se han dado en 
distintos países, obedecen a diversas motivaciones con diversas fundamentaciones 
teóricas. La principal de ellas es la experiencia de la mal llamada liberalización del 
sector energético cuando se ha tratado de una gestión privada de monopolio sin 
libertad de mercado ni competencia que bloquee el cambio de modelo energético. 
Existen motivaciones diversas para llegar a esta conclusión; a saber, desde el 
control financiero de las inversiones de empresas privadas o concesiones, hasta 
mejorar la tarifa a usuarios, la necesidad de pasar a un modelo descentralizado 
adecuado para las energías renovables, la corrupción al regulado de una gestión 
privada, ineficiencias para el conjunto de la economía por falta de competencia, etc.  
 
Hay que distinguir entre la municipalización de la energía, un regreso a los 
monopolios estatales aunque gestionados por municipios. Diversos autores 
coinciden que sería un paso atrás en lugar de un paso adelante.  
 
 
―¿Durante qué época y en qué contexto surge la expresión "municipalización 
energética"? 
―Quizás los dos modelos sean los de Múnich y Sacramento. Múnich ante la 
negativa del operador de invertir en redes para un modelo descentralizado, a fin de 
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lograr 100 % renovables, expropia las redes y construye Stadtwerke Munich. A partir 
de la reforma de la Ley de renovables en 2004, que deroga el programa de 100 000 
tejados solares aprobado en 1999, se sucede la municipalización de la energía. En 
Sacramento, tras dos referéndums, la energía se municipaliza. El proceso sigue con 
los casos de Hamburgo y Berlín. También en Francia hay una federación de 
empresas de servicios públicos que incluye agua y energía. En Francia la 
experiencia se ha centrado en el agua. 
  
El momento en que surge el concepto supone un punto de inflexión. El optimismo 
respecto el poder del mercado, tras una década de liberalizaciones sin los resultados 
esperados, por ser estas parciales, el sector se privatiza con privilegios propios del 
sector público, atrae burbujas de inversión que pagan los consumidores de servicios 
que nunca han demandado con la complicidad de los reguladores. A esta anomalía 
de los procesos de privatización, se suma una crisis financiera que muestra los 
riesgos sistémicos de sectores claves que han pasado al sector privado, 
incrementado riesgo financieros. Estos dos elementos hubieran conducido a un 
regreso al sector de no ser por el despegue de las energías renovables. Se preserva 
la liberalización del mercado pero dando un papel al sector público local en los 
monopolios naturales, para situar en el centro a los ciudadanos como consumidores. 
 
―¿Cuáles son los fundamentos teóricos que sustentan la expresión 
"democracia energética"? 
―Existen modelos de gestión de la energía municipal en las que no son las 
instituciones representativas las que eligen los órganos de empresas municipales 
sino los propios ciudadanos, con representantes elegidos en los distritos de la 
ciudad. Esto permite presenciar las reuniones en abierto de las juntas o los 
consejos, interpelar, preguntar al representante o asistir a las reuniones. 
Detrás de la democracia energética, se debe considerar el ritmo de la transición 
energética una decisión democrática de qué inversiones y qué modelo energético se 
quiere instaurar.  
 
―¿Existe alguna relación entre municipalización energética y democracia 
energética? 




―¿En España existen empresas municipales encargadas de prestar el servicio 
de distribución de gas natural? En caso la respuesta sea afirmativa, ¿podría 
indicarnos cuáles son? 
―No existen. En España existe REE para el transporte en alta de la electricidad, 
mientras que en baja es de las 5 empresas oligopolistas, monopolio regional. 
ENAGAS, en caso de gas está vinculada con el sector gasísticos aunque sea 
titularidad pública, parcialmente privatizada.  
 
―¿Actualmente existen iniciativas legislativas o políticas que promuevan la 
municipalización de la prestación del servicio de gas natural en España? En 
caso la respuesta sea afirmativa, por favor, ¿podría indicarnos y explicarnos 
en qué consisten estas propuestas? 
―En España no existen, solo contamos con experiencias en electricidad, agua y 
redes de calor y frío, en algunos casos creando concesiones o empresas público–
privadas, en dirección opuesta al proceso de municipalización. Barcelona ha 
impulsado un comercializador, cuando lo urgente son las redes de monopolios 
naturales.  
 
―¿Existen experiencias exitosas en otros países, donde se haya 
implementado la municipalización del gas natural? En caso la respuesta sea 
afirmativa, por favor, ¿podría darnos algunos ejemplos? 
―Las redes de gas de Múnich y muchas ciudades alemanas son del municipio. No 
conozco en profundidad el caso de Sacramento y otras ciudades en Estados Unidos, 
pero sé que las redes de gas en algunas ciudades son públicas. Aachen en 
Alemania también tiene el gas gestionado por una Stadtwerke. En Francia también 
hay ciudades que no están incluidas en EDF ni GDF.  
 
―En su opinión ¿cuáles deberían de ser los requisitos que tendría que cumplir 
un municipio para que la implementación de la municipalización del gas 
natural sea exitosa? 
―Las redes de gas deberían ser municipales para garantizar verter en esa red 
desde el actual gas natural, hasta metano de vertederos, esto es, biogás o 
excedente renovable convertido en hidrógeno. La municipalización de la red de gas 






―Existen algunas críticas respecto a la viabilidad de la municipalización de los 
servicios públicos. Una de ellas es que la prestación directa de un servicio 
público por parte de un municipio atentaría contra el régimen constitucional 
vigente consagrado en la Constitución española ¿cuál es su opinión al 
respecto? 
―Al revés, la municipalización sería una forma de garantizar el ejercicio de lo 
consagrado en la constitución. La neutralidad de las redes de distribución garantiza 
la libertad de los ciudadanos para generar su propia energía y poder adoptar 
medidas de eficiencia energética de forma viable, que actualmente el oligopolio y 
poder del mercado de una gestión privada de los monopolios naturales impide. La 
municipalización no significa regresar a la vieja integración vertical y el fin de la 
competencia y libertad. Las comercializadoras locales de energía podrían competir 
entre ellas y con cooperativas ciudadanas y empresas en beneficio de los 
consumidores. Hay que distinguir qué segmentos liberalizados al sector público y 
privado podrían competir, los ciudadanos vertían los excedentes en la red a cambio 
de retribución o un balance neto. Es algo aún por construir en la medida que surjan 
nuevos retos y desafíos.  
 
―Finalmente, ¿considera indispensable que para consolidar la democracia 
energética, todos los países deban implementar la municipalización energética 
como parte de sus políticas públicas o legislativas? 
―Cada país debe de encontrar las motivaciones y en los procesos de participación 
democrática qué elementos les conducen a una municipalización de la energía. Las 
problemáticas difieren y, por ello, los procesos de municipalización no son fórmulas 
a repetir. Pero sí para inspirar. Las experiencias de gestión, participación 
democrática y estructura en un país varían de unas a otras empresas públicas 
municipales. Si los pasados de las ciudades que marcan los caminos de la 
municipalización difieren, los retos y desafíos para lograr un modelo energético 
descentralizado les une. Pero el cómo es algo que cada sociedad debe decidir al 





ENTREVISTA A CÉSAR GUTIÉRREZ 
 
―¿Cuál es su opinión respecto a los proyectos que se han ejecutado, hasta la 
fecha en el Perú, con la finalidad de implementar la masificación del gas 
natural? 
―Considero que la masificación del gas natural planteada, actualmente, se basa en 
un discurso más político que técnico. Tal como está estructurado el proyecto, es muy 
difícil que, en la actualidad, se implemente la política energética eficientemente. Para 
un concesionario de distribución, el usuario residencial no es rentable 
económicamente, por tanto, es improbable universalizar el servicio de gas natural. 
Es importante tener en cuenta que la única forma de pagar la inversión para llegar al 
usuario residencial es tener grandes consumidores. 
 
Un ejemplo de lo señalado es la experiencia en Lima. En esta ciudad, el volumen de 
gas consumido es equivalente a trescientos mil consumidores residenciales, ese 
volumen de trescientos mil consumidores residenciales constituye un 2 % y quince 
empresas eléctricas constituyen el 70 %. Entonces, ya se alcanzó el tope. Y todo lo 
que se haga alrededor de eso, sería muy improbable, porque si se quisiera 
universalizar el consumo en Lima, faltarían como un millón setecientos mil 
conexiones que carecen de incentivos para tender dichas redes. 
 
Dicho esto, considero que el actual plan de masificación del gas natural es utópico. 
Por lo tanto, se debe replantear la actual política energética. En mi opinión, el gas 
natural debe llegar donde pueda llegar. La masificación funciona a través de la 
electricidad. Una masa urbana accesible y el resto seguirán con GLP. No se puede 
vender más. No es un tema de discurso, ha sido un ofrecimiento político desde un 
principio, sin medir las consecuencias. Cuando recién salió Camisea, se vendió la 
idea que se iba a dar la masificación del gas en Lima. Ya desde ahí se empezó mal. 
Y cuando Camisea tenía solo tres años, porque Camisea empezó el 2004 con 
operación, en el 2007 ya se estaba vendiendo la masificación a la región Ica. 
Entonces, eso fue una gran decepción. Y de ahí todo el resto ha sido ofrecimiento 
político. 
 
―¿Para implementar la masificación del gas natural es necesario contar con la 
intervención por parte del Estado? 
―En mi opinión, la masificación solo podría ser viable con la intervención del Estado 
en la economía. Debe de haber algún tipo de incentivo para que el sector privado 
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invierta. Es importante tener en cuenta que las empresas se guían por un criterio de 
rentabilidad. Es importante consultarle al sector privado, ¿qué inversión estaría 
dispuesto a poner para que sea rentable, de acuerdo a su expectativa? y la 
diferencia la debería de poner el Estado.  
 
Asimismo, considero que todas las concesiones de distribución de gas natural, 
suscritas a la fecha, no cubrirán todas las expectativas de la población y dada esa 
limitación, el Estado debe de intervenir.  
 
Esta necesidad con mayor razón está latente en provincias. En Piura, por ejemplo, el 
concesionario que ahora está aspirando es GASNORP, a él le sale como a dos mil 
setecientos dólares por lote, por conexión —hay razonabilidad económica en la 
propuesta— pues hay casas mucho más distanciadas; distritos con pocos 
habitantes, consumo grande, muy poco. Entonces, en provincias, se va a encontrar 
eso como una constante, que la inversión va ser mucho más grande que en Lima y 
el estado va a tener que poner fondo perdido.  
 
―¿Cuál es su opinión sobre la Ley N° 29496 que propone que las 
municipalidades creen empresas de prestación de servicio público? 
―Considero que no es viable. Hay que tener en cuenta que las municipalidades 
tienen grandes carencias económicas. Además, la distribución de gas natural 
requiere de un manejo especializado, con gente que conozca los aspectos técnicos 
y regulatorios de la industria. La municipalidad no tiene personal ni capacidad 
técnica para dedicarse a prestar este tipo de servicio público. 
 
―¿Si usted tuviera que hacer unas modificaciones al marco regulatorio para el 
tema de implementación de masificación ¿cuáles serían sus propuestas? 
―El tema central es considerar cuánto costaría tender redes de ductos. Saber 
cuánto cuesta y en función de eso, determinar que el Estado tiene que poner un 
monto a fondo perdido, si puede. 
 
Ahora bien, si esto no es factible hay que sincerarnos y redefinir lo que se entiende 
por masificación. Si el Estado no puede poner dinero a fondo perdido, podríamos 
encargarnos de brindar GLP. Porque el GLP todavía no llega a todo el país. Por 
ejemplo, tenemos regiones como Apurímac en donde el 80 % de la gente, según el 
Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI) del 2015, cocina con leña, 
considerando dichas carencias, lo más sencillo es vender el GLP.  
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Ahora bien, el hecho de que los últimos años se han suscrito unos contratos de 
concesión, no quiere decir que haya interés por parte del sector privado en invertir 
en este tema de distribución o sencillamente el escenario es poco atractivo 
económicamente para ellos. En Lima, es natural porque están las eléctricas 
concentradas aquí. Y eso ha sido rentable para Cálidda, pero no masifica porque 
sencillamente no es atractiva. Ica lo intentó en el año 2007, en la región Ica se 
intentó masificar, pensando en una petroquímica que iba a funcionar en Marcona 
pero nunca funcionó. Entonces, al final se instalaron treinta tantas mil conexiones de 
las cincuenta mil que se ofrecieron para el 2009. Estamos en el 2016, ahí se quedó.  
 
Ahora, se pretende realizar el proyecto en Arequipa, Moquegua y Tacna Y ahí se 
está pensando más en el modo energético del sur, que son las dos plantas 
termoeléctricas que hay, una en Mollendo y otra en Ilo. El concesionario para estos 
lugares está pensando en las generadoras y no en el consumidor residencial; es su 
lógica económica y no se puede hacer crítica alguna al respecto. Luego se ha dado 
en el norte, en cuatro regiones: Lambayeque, La Libertad, Cajamarca y Ancash, el 
avance en tres años ha sido nulo. Después, se ha mostrado interés en, donde hay 
clientes importantes como Empresa Eléctrica de Piura, Refinería Talara, Fosfatos de 
Bayóvar, a cargo de Vale Río Doce y un proyecto de cementera del grupo Hoschild. 
Cuando se analiza la cantidad de conexiones que ofrecen en todo el país, el número 
que en términos reales, en un plazo de ocho o diez años, nunca excede el 13 % del 
universo. Y no van a llegar a más. Entonces, se van a un lugar donde encuentren 
que hay algo que les permita tener rentabilidad y casi es una especie de servicio de 
zona de masificación. Les interesa, al final, los consumidores altos y tiene lógica 
económica para ellos. Nadie se atreve a sincerar ese discurso. Hay que pensar en el 
GLP y su almacenamiento distribuido en las regiones, eso ahorraría 
significativamente los costos en transporte y podría realizar una distribución más 
eficiente con mejor precio. Hay mecanismos para mejorar este mercado donde, hoy, 
los agentes del mercado están abusando. Hubo experiencias sobre correctivos 
racionales. Un ejemplo se dio en el año 2005, donde se generó una corriente de 
opinión: por qué se vendía caro en el mercado interno si se comparaba con una 
exportación cada diez kilos, que es el equivalente a un balón, se exportaba 30 % 
más barato de lo que se vendía en el mercado local. La presión consiguió que se 
igualaran los precios. 
 
En aquella época 10 kg valían en el Callao S/.17.00 y al público le costaba S/.28.00. 
Hoy día, diez kilos puestos en el Callao cuesta S/.9.50 y al consumidor le vale 
364 
 
S/.40.00. ¿Qué ocurrió? Simplemente la cadena de distribución se está quedando 
con el diferencial. Entonces, eso está fallando. 
 
Y necesitamos que a nivel de provincias haya más almacenamiento de distribución. 
Entonces el GLP puede resultar rentable, en vez de estar hablando de la 
masificación del gas natural. Primero, sinceremos las cifras y después podemos 
hacer un marco normativo. Pero si no sinceramos las cifras porque esto es un tema 
económico, ni hablar ¿no? No podemos. Simplemente son buenas intenciones. 
 
―¿Usted cree que en los siguientes años tendría que bajar la intervención del 
Estado o tendría que tener una mayor intervención en sectores estratégicos 
como es el Subsector Hidrocarburos? 
―Bueno, el Estado, por ejemplo, en el caso del gas no ha intervenido a pesar de los 
excesos de los productores. Los contratos que se han firmado en el año 2000 no es 
posible cambiarlos sino hay voluntad de las empresas. En transporte, lo maneja un 
consorcio privado donde el estado no ha podido tener mayor injerencia y en la 
distribución, el control lo tiene la empresa Bogotá. Por lo tanto, eso del Estado 
controlista es un discurso falso, más libres no han podido estar las empresas. 
 
Hoy el gobierno saliente publica normas para cargar costos al consumidor de 
electricidad y derivarlos a las conexiones domiciliarias de gas, bajo la aspiración 
errada de la masificación y el gobierno entrante cae en el mismo error. Intento fallido 
que hará mal uso de los fondos de los ciudadanos, pues nunca se llegará bajo esa 




































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































Fuente: Adaptado de OSINERGMIN
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